AGRO, ESTADO 
Y SUJETCAS 
EN ARGENTINA 


Estudios rurales y abordajes regionales 
entre los siglos XX y XXI 


FEDERICO MARTOCCI 
LISANDRO RODRÍGUEZ 
ADRIÁN ALMIRÓN 


[am 
<X 
O 
= 
oO 
O 
sé (EDITORES) 
< 
ol 
O 
> 
uJ 
> 


NY == E "us (rea Sis 


—6= AA CASO 


ExLibrisTeseoPress 173248. Sólo para uso personal 


A A 


Agro, Estado y sujetos en Argentina 


Estudios rurales y abordajes regionales entre los 
siglos XX y XXI 


Federico Martocci, Lisandro Rodríguez 
y Adrián Almirón (editores) 


DOI: 10.55778/ts874752680 
Imagen de tapa: David Edkins en Unsplash 


Las opiniones y los contenidos incluidos en esta publicación son responsabilidad exclusiva 
del/los autor/es. 


Agro, estado y sujetos en Argentina: estudios rurales y abordajes regionales entre los siglos XX y XXI / 
Federico Martocci... [et al.]; Editado por Federico Martocci; Lisandro Rodríguez; Adrián Alejandro Almirón. — 
1a ed — Santa Rosa: IEHSOLP Ediciones, 2024. 

Libro digital, PDF — (Memoria y sociedad / Ana María T. Rodríguez; 9) 

Archivo Digital: descarga y online 


ISBN 978-987-47526-8-0 

1. Historia Argentina. 2. Política Agropecuaria. 3. Estado. |. Martocci, Federico, ed. ll. Rodríguez, Lisandro, 
ed. lll. Almirón, Adrián Alejandro , ed. 

CDD 306.364 


El presente libro ha sido sometido a dos referatos externos. 


Este libro fue compaginado desde TeseoPress. 


Indice 


Agradecimientos 
Presentación 
Agro, Estado y sujetos sociales en Argentina desde un enfoque interdisciplinar 


Federico Martocci, Lisandro Rodríguez y Adrián Almirón 


Parte l. Iniciativas estatales para el agro: objetivos, 
resultados y debates 


Iniciativas estatales y accionar privado en la producción de conocimiento 
agropecuario entre fines del siglo XIX y la Revolución Verde 
Un balance historiográfico 


Florencia Rodríguez Vázquez y Federico Martocci 


Tramas socio-territoriales tras la política vial bonaerense 
Aportes desde una mirada microanalítica (mediados del siglo XX) 


Alejandra Salomón 


Planificando el agro 
Propuestas y tensiones en el marco de las transformaciones productivas en 
Chaco y Formosa (1972-1983) 


Adrián Almirón 

“Juntos, para que la Argentina gane” 
Agro y política 
durante la reconstrucción democrática 


Gabriel Carini 


Crisis agraria y Estado en una “periferia extrema” 
Formosa a finales del siglo XX (1987-1994) 


Sergio Sapkus 


Parte ll. El agro: actores, prácticas, tensiones y conflictos 


Debates y problemas en torno a los contratistas de cosecha durante la etapa 
agroexportadora 
Pablo Volkind 


Un intruso solicitante: ocupación y propiedad de tierras fiscales a partir del 
caso de un inmigrante español 
La Pampa, ca. 1930-1973 


Alexis Arrese 


Saberes y prácticas en la lechería familiar desde mediados del siglo XX 
Gestión del trabajo, tiempo y vida cotidiana en los tambos bonaerenses en clave 
de género 


Alejandra de Arce 


Estrategias productivas y comerciales en la agroindustria yerbatera argentina 
(1991-2023) 
Lisandro Rodríguez 


Una ruralidad combativa 
Protestas y huelgas de crianceros en Neuquén (2010-2015) 


María Inés Rodríguez 


A modo de cierre, o cómo sintetizar los aportes del libro 
Los editores 


Colección Memoria y Sociedad 
Directora 

Dra. Ana María T. Rodríguez 
Comité Académico 


Dra. Susana Bandieri 
Dra. Lila Caimari 
Dra. Lila Luchessi 
Dr. Diego Mauro 
Dra. Lidia R. Nacuzzi 
Dr. Hernán Otero 

Dr. Fernando Rocchi 


Agradecimientos 


La obra que aquí se presenta es el resultado de un trabajo colectivo 
que involucró a muchas personas e instituciones. El interés por 
estudiar al agro argentino interpeló y convocó a un grupo de 
investigadoras e investigadores de distintos puntos del país a proponer 
una mesa temática en las XVIII Jornadas Interescuelas/Departamentos de 
Historia desarrolladas en 2022 en la Universidad Nacional de Santiago 
del Estero. La génesis de esta publicación se enmarca entonces en tan 
prestigiosa reunión científica. 

Queremos reconocer el compromiso asumido por parte de quienes 
impulsaron y sostuvieron esta tarea. Además de agradecer 
profundamente a las y los colegas que han escrito en este libro, 
hacemos lo propio con quienes participaron con ponencias, 
comentarios y reflexiones en las mencionadas jornadas. Sus valiosos 
aportes resultaron fundamentales para continuar con los análisis y 
estudios sobre los tópicos que nos interesan. 

El agradecimiento también va dirigido a las instituciones 
(archivos, bibliotecas, reparticiones públicas, etc.) que han aportado 
con fuentes y documentos a las distintas investigaciones. Resaltamos 
la labor de las personas que día a día cumplen su tarea en estas áreas 
y sin las cuales no sería posible nuestro trabajo. Mención especial 
merecen las y los protagonistas de nuestro agro diverso. Gracias por 
dejarnos ingresar a sus chacras, casas y actividades. Nuestro anhelo es 
poder transmitir sus voces desde una perspectiva plural e inclusiva. 

Agradecemos a las universidades públicas y al CONICET, 
instituciones a las cuales pertenecen las personas que escriben aquí y 
los editores de este libro. La apuesta por la ciencia y la tecnología 
resulta imprescindible para el crecimiento y el desarrollo del país. 
Garantizar el acceso al conocimiento y sostener la educación pública, 
a su vez, constituyen pilares fundamentales en su consecución. La 
permanencia de la colección “Memoria y Sociedad”, dirigida por la 
Dra. Ana María T. Rodríguez, es una muestra del compromiso por 
poner en circulación la producción académica generada desde las 


ciencias sociales en el ámbito de las universidades nacionales; y eso no 
es poco teniendo en cuenta el complejo contexto que atraviesa la 
Argentina en materia económica y el desfinanciamiento de la 
educación pública y el sistema científico-técnico. Nuestra gratitud con 
el Comité Académico de dicha colección, por aceptar la propuesta, y 
con las personas que evaluaron de manera anónima el libro, ya que 
sus aportes permitieron enriquecer los trabajos 

La publicación del libro no hubiera sido posible sin el apoyo 
económico de la Universidad Nacional de la Pampa, a través de la 
Convocatoria del Programa de Ayuda económica para Publicaciones - 
obtenido mediante selección en 2023-, como tampoco sin el respaldo 
del PUE “Desarrollo y capacidades estatales: empresas, instituciones y 
políticas públicas en el largo plazo” (CONICET-UNLPam), radicado en 
el IEHSOLP. Agradecemos infinitamente las contribuciones que han 
realizado, más aún en este marco poco favorable para las instituciones 
públicas. Reconocemos con mucha gratitud el compromiso que 
asumieron al respaldar la difusión de este material. 


Los editores 


Presentación 


Agro, Estado y sujetos sociales en Argentina desde un enfoque 
interdisciplinar 
Federico Martocci, Lisandro Rodríguez y Adrián Almirón 


Esta obra es fruto del esfuerzo de un conjunto de colegas de diferentes 
lugares de la Argentina por pensar el cruce analítico entre agro, 
Estado y sujetos sociales en el largo plazo. No se asume como un 
ejercicio de síntesis que recorta casos y revisita literatura producida 
previamente en torno a la temática, aunque esa también hubiera sido 
una opción válida. Estas páginas son, sin dudas, el resultado de una 
significativa renovación de los abordajes sobre el agro argentino en las 
últimas dos décadas, ya que es sabido que el pasado rural fue (y lo es 
en la actualidad) uno de los tópicos en el que más se han concentrado 
quienes trabajan desde las ciencias sociales en Argentina. Sin 
embargo, es claro que aún existen vacíos en lo que respecta a la 
investigación sobre las dinámicas temporales y los procesos 
productivos del sector rural en espacios situados, así como también 
sobre los actores involucrados, las iniciativas gubernamentales para 
regiones específicas o las tensiones (y conflictos) existentes en ciertas 
coyunturas. Fue un texto valioso en los albores del presente siglo el 
libro escrito por Osvaldo Barsky y Jorge Gelman (2001) sobre la 
historia del agro argentino, puesto que dos especialistas en la materia 
sintetizaron una profusa producción y la pusieron a disposición de 
quienes se interesaban en el tema. No obstante, la producción de 
conocimiento en clave regional ha colocado en un primer plano la 
necesidad de revisar y ampliar lo que allí plantearon estos autores 
sobre el agro en ciertos espacios de la geografía nacional. 

En lo que va del siglo XXI se produjeron una multiplicidad de 
estudios -desde diversas perspectivas- en torno a la temática, al punto 
que aquí resulta casi imposible sistematizarlos en unas pocas páginas. 
Para mencionar solo algunos ejemplos de obras colectivas, podemos 
listar libros como Trabajo de campo. Producción, tecnología y empleo en 


el medio rural, compilado por Guillermo Neiman (2001), Pasado y 
presente en el agro argentino, editado por Javier Balsa, Graciela Mateo y 
María S. Ospital (2008), La Argentina rural. De la agricultura familiar a 
los agronegocios, coordinado por Carla Gras y Valeria Hernández 
(2009), Conflictividad en el agro argentino. Ambiente, sociedad y Estado, 
compilado por Juan Manuel Cerdá y Luciana Leite (2011), Claves para 
repensar el agro argentino, coordinado por Guillermo Anlló, Roberto 
Bisang y Mercedes Campi (2013), Más allá de La Pampa. Agro, territorio 
y poder en el Nordeste argentino (1910-1960), compilado por Noemí 
Girbal-Blacha y Gustavo Zarrilli (2015), Expansión de la frontera 
productiva. Siglos XIX-XXI, editado por Guillermo Banzato, Graciela 
Blanco y Joaquín Perrén (2017), Una mirada histórica al bienestar rural 
argentino. Debates y propuestas de análisis, compilado por Alejandra de 
Arce y Alejandra Salomón (2020), Ruralidad y sujetos subalternos. Una 
mirada comparada al nordeste argentino, compilado por Sergio Sapkus, 
Cristian Eduardo Vázquez e Ignacio Telesca (2021), La ruralidad en 
tensión, coordinado por Juan Manuel Cerdá y Graciela Mateo (2020) y 
Estado, políticas públicas y asociaciones agrarias. Claves para la 
comprensión de la Argentina rural, compilado por Gabriel Carini, Rocío 
Poggetti y Emanuel Barrera Calderón (2021). A estos trabajos se le 
suman los volúmenes de las colecciones “Agro y política en Argentina” 
(Balsa y Lázzaro, 2012; Graciano y Olivera, 2015; Ascolani y 
Gutiérrez, 2020) e “Historia del capitalismo agrario pampeano” 
(Barsky y Djenderedjian, 2003; Sesto, 2005; Gelman y Santilli, 2006; 
Schmit, 2008; Djenderedjian, 2008; Djenderedjian, Bearzotti y 
Martirén, 2010). Al mismo tiempo, constituyen un gran aporte 
aquellas obras sobre temáticas agrarias que se incluyeron en la 
colección “Convergencia. Entre memoria y sociedad”, dirigida por 
Noemí Girbal-Blacha en la editorial de la Universidad Nacional de 
Quilmes. Claro está, mencionamos solo obras colectivas y libros 
publicados en el marco de colecciones específicas, pero existen 
numerosos trabajos individuales plasmados en artículos de revistas, 
capítulos y libros. 

Como se puede observar a partir de las referencias incompletas 
que ofrecimos, dos cuestiones llaman la atención. Por un lado, que se 
advierte en algunos de dichos trabajos la propensión al abordaje de 
procesos agrarios recientes; aunque todavía los siglos XIX y XX no han 
perdido la debida atención analítica. Este no es un aspecto menor, ya 


que la situación vigente habilitará interpretaciones que expliquen la 
realidad contemporánea sin perder de vista los cambios y las 
continuidades. Por otro lado, lo que es posible señalar es la enorme 
diversidad de centros de investigación involucrados en la producción 
de estos estudios, en los que trabajan colegas de muchas instituciones 
universitarias y científicas del país. Pero es evidente que resulta 
necesario redoblar la apuesta para abordar las relaciones entre agro y 
Estado, sin perder de vista el papel de los diversos actores 
involucrados con las actividades rurales. En esta obra colectiva se 
recuperan dichas cuestiones: en primer lugar, pretende ofrecer una 
mirada de dos siglos que conjuga diferentes escalas de análisis, lo que 
resulta esencial para comprender las iniciativas gubernamentales 
desplegadas en el heterogéneo agro argentino y también la 
agencialidad de los sujetos agrarios; en segundo lugar, condensa 
aportes de personas que investigan desde diferentes centros 
académicos del país situados en provincias como Misiones, Chaco, 
Formosa, Córdoba, Buenos Aires, La Pampa y Mendoza. 

El libro, que se asume polifónico, brinda un conjunto de trabajos 
que sirve de muestra respecto de la pluralidad de estudios en 
Argentina y coloca en el centro del análisis la relación entre agro, 
Estado y sujetos sociales entre los siglos XX y XXI. De ese modo, las 
iniciativas estatales para el sector rural adquieren la relevancia que 
merecen, sin por ello descuidar a los protagonistas que intervienen en 
los procesos abordados. La propuesta dialoga activamente con aportes 
hechos desde la sociología, la historia y la antropología, a la vez que 
no recupera la cuestión regional como un mero remedo de la 
diversidad que presenta el agro argentino. Por el contrario, las 
regiones se piensan como objetos contingentes y complejos que, a 
veces se asocian a concepciones nativas y, en otros casos, resultan 
solamente un punto de partida para explorar la yuxtaposición de 
escalas de análisis en el estudio de una problemática determinada. En 
tal sentido, las interconexiones entre proyectos estatales nacionales, 
provinciales y locales orientados al sector agropecuario se combinan 
con otros trabajos que fijan la atención en sujetos específicos que se 
convierten en objetos de estudio. Entre estos últimos, se incluyen 
contratistas de trilla, ocupantes de tierras fiscales, familias tamberas, 
productores yerbateros y crianceros. Desde luego, el libro no pretende 
cubrir todas las vacancias ni sintetizar las investigaciones existentes. 


Solo aspira a cubrir un amplio arco temporal, con pesquisas que 
abordan el siglo XX y se adentran en el siglo XXI, y ofrecer un 
consistente conjunto de estudios en torno a la temática que reúne a 
colegas de distintos puntos de Argentina. 

En la primera parte, compuesta por cinco capítulos, el eje 
articulador son las iniciativas estatales para el agro, con foco en sus 
objetivos, resultados y debates que se suscitaron a partir del 
despliegue a lo largo del tiempo. El primero de los aportes es el de 
Florencia Rodríguez Vázquez y Federico Martocci, quienes proponen 
un balance historiográfico sobre una línea de análisis que en las 
últimas décadas ha tenido mucho desarrollo: la que se detiene en las 
acciones estatales y privadas en materia de producción de 
conocimiento agropecuario entre fines del siglo XIX y la segunda 
mitad del XX. Fueron disímiles los enfoques que abordaron el tema, y 
no siempre los estudios han dialogado entre sí, razón por la cual el 
trabajo pretende sistematizar ciertas discusiones y plantear una 
presentación crítica de esa heterogénea literatura. Se revisan allí, en 
primer lugar, los principales trabajos sobre instituciones estatales para 
el desarrollo agrícola, ya sean centros educativos, experimentales o 
agencias de extensión, pero sin descuidar el papel de sus diversos 
actores. En segundo lugar, el abordaje se detiene en las pesquisas 
sobre la relación entre ciencia, empiria e innovación en el agro 
argentino, puntualizando los nuevos enfoques y las áreas de vacancia, 
con vistas a delimitar una potencial agenda de trabajo. 

Otro de los capítulos es de Alejandra Salomón. En su caso, parte 
de un enfoque microanalítico para explorar la política vial a partir de 
un prisma que combina detenida atención en las propuestas estatales 
en cuanto a caminos con la reconstrucción precisa de las opiniones 
que tenían aquellas personas que habitaban en los territorios donde se 
realizaban las acciones oficiales. Así, a partir de un caso concreto, la 
pavimentación del tramo Brandsen-Ranchos de la ruta provincial N* 
29, en provincia de Buenos Aires, se explican los objetivos estatales al 
promediar el siglo XX, pero sin descuidar la agencia de las personas 
que efectivamente utilizaban los caminos en el medio rural 
bonaerense y, por ende, tenían sus propios intereses y opiniones sobre 
los trazados gubernamentales que impactaban en el territorio. 

El tercer capítulo, autoría de Adrián Almirón, se centra en la 
génesis y despliegue de políticas estatales orientadas a la promoción 


de infraestructura e impulso de cambios en la producción del agro en 
las provincias de Chaco y Formosa durante un período complejo de la 
historia argentina, el que va de 1972 a 1983. Es decir, analiza el rol de 
instituciones estatales como por ejemplo el Centro de Estudios 
Regionales del Nordeste Argentino, la Fundación para el Desarrollo 
del Nordeste y el Instituto de Investigaciones Geohistóricas, 
dependencias todas en las que se realizaron diferentes estudios sobre 
esa región del país. En muchos casos, estos últimos se convirtieron en 
aportes específicos para comprender la realidad socio-económica de 
dichas provincias y, a su vez, fueron insumos para las políticas 
proyectadas desde las instancias estatales. El autor no solo muestra las 
sinergias en ese proceso, sino también los conflictos que se generaban 
al pasar del proyecto a las acciones concretas. La producción de 
saberes en esas provincias durante esa etapa, signada en la Argentina 
por la alternancia entre democracia y dictaduras, es claro que estaba 
en la agenda oficial; no obstante, su conversión en políticas públicas 
se mostraría entonces como un proceso mucho más complejo de lo que 
parecía, razón por la cual quizás se explica la continuidad de algunas 
iniciativas pese a los cambios en el plano político. 

Gabriel Carini es autor del cuarto capítulo, en el que estudia los 
vínculos entre el agro y la política durante la reconstrucción 
democrática. Al autor le interesa reconstruir las características que 
asumió la mediación política de los partidos políticos en relación con 
el agro durante el proceso de la vuelta de la democracia. La 
delimitación temporal comprende la coyuntura que se abre desde fines 
de febrero de 1983, con el llamado a elecciones presidenciales, hasta 
diciembre de ese año, donde se comienzan a diseñar e implementar 
por parte de la Secretaría de Agricultura y Ganadería de la Nación la 
política para el sector agropecuario. En este lapso es posible señalar 
las diversas formas en que el agro fue pensado por los representantes 
de los partidos políticos y cómo estas miradas incidieron (o no) en la 
construcción y gestión de las políticas estatales. 

La primera parte se cierra con la contribución de Sergio Sapkus, 
quien indaga sobre un episodio específico de acción estatal 
subnacional en Argentina como lo es la provincia de Formosa. La 
“cuestión agraria” en su sentido amplio de los procesos sociales y 
políticos implicados en el desarrollo del capitalismo en el agro es una 
de las categorías analíticas propuestas por el autor. El capítulo estudia 


la coyuntura clave que conlleva el cierre definitivo del momento 
desarrollista-intervencionista del capitalismo argentino y el inicio del 
“alto” neoliberalismo. En términos cronológicos, comprende los 
últimos años de la década de 1980 y los primeros de la década de 
1990. Más específicamente, tomamos el lapso comprendido entre 
1987 y 1994. 

La segunda parte del libro se ocupa de abordar a las y los 
protagonistas. Para eso, cambia la escala de análisis, hace foco en las 
personas, las prácticas, las tensiones y los conflictos en el agro. Las 
cinco contribuciones de dicha parte apuntan en ese sentido. El 
capítulo de Pablo Volkind, que inaugura la sección, realiza un debate 
sobre los problemas en torno a los contratistas de cosecha durante la 
etapa agroexportadora. La propuesta del autor es aportar elementos 
para avanzar en la comprensión acerca de quiénes estuvieron en 
condiciones de transformarse en contratistas de cosecha, por qué 
tuvieron un papel clave en el proceso productivo y cuáles fueron los 
mecanismos que pusieron en juego para incrementar sus niveles de 
rentabilidad. El objetivo consiste en reflexionar sobre las 
continuidades y rupturas que se evidencian en un actor central de las 
labores culturales del presente. 

Alexis Arrese, en el séptimo capítulo, se ocupa de estudiar las 
relaciones entre lo normativo, las costumbres y las prácticas de los 
actores sociales en relación con la ocupación y propiedad de tierras 
fiscales en zonas áridas de la Argentina en el siglo XX. Para dicho 
propósito, se concentra en un estudio de caso en el departamento 
Curacó, ubicado en el oeste de La Pampa, donde analiza las estrategias 
y experiencias de un inmigrante español llamado José Arrese y sus 
sucesores entre las décadas de 1930 y 1970. 

En su contribución, Alejandra de Arce describe y analiza los 
saberes y las prácticas de las familias tamberas en algunos distritos de 
la Cuenca de Abasto bonaerense desde mediados a fines del siglo XX. 
Desde una perspectiva de género, la autora pondera las prácticas 
espacio-temporales de los individuos y los hogares involucrados. Con 
la lente en las trayectorias diarias, revisa los movimientos, rupturas, 
los tiempos empleados y la secuencia de estaciones, para lo que 
resulta fundamental considerar el hogar, el trabajo, la iglesia, las 
compras, la escuela, el ocio, las actividades comunitarias. 

En el noveno capítulo, Lisandro Rodríguez se propone estudiar la 


agroindustria yerbatera en la Argentina durante el periodo 1991-2023. 
Su objetivo es identificar -desde la perspectiva histórica reciente y 
regional-las formas productivas y, principalmente, las de 
comercialización desarrolladas en la actividad yerbatera. La unidad de 
estudio de esta contribución se sitúa en la actual provincia de 
Misiones y la de análisis se constituye por las estrategias colectivas y 
asociativas implementadas por pequeños productores vinculados al 
cultivo. El autor fija la óptica en las prácticas de acción colectiva y en 
los mecanismos económicos desarrollados por estos sujetos sociales 
para persistir en un agro cambiante y dinámico. 

María Inés Rodríguez analiza, en el último capítulo, las protestas 
y huelgas de crianceros en Neuquén durante el período 2010-2015. La 
autora propone realizar un diálogo entre los aportes teóricos de la 
Historia social del trabajo y las herramientas propias de la teoría de la 
acción colectiva para abordar su objeto de estudio. Este ejercicio 
teórico-metodológico le permite estudiar las protestas de crianceros e 
identificar las redes conflictuales que le dieron origen, las demandas y 
la construcción de diversas solidaridades en torno a la acción de esos 
sujetos sociales. 

De esta forma, los aportes del libro proponen abordajes 
interdisciplinares para contribuir a la comprensión de los diferentes 
procesos, territorios y sujetos de la ruralidad argentina en el largo 
plazo. Además de las coordenadas explicativas que ofrecen dichos 
capítulos, los trabajos habilitarán seguramente nuevos interrogantes 
que serán útiles a la hora de proyectar futuras investigaciones en 
torno a estas temáticas. 
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Parte |. 
Iniciativas estatales para el agro: 
objetivos, resultados y debates 


Iniciativas estatales y accionar privado 
en la producción de conocimiento 
agropecuario entre fines del siglo XIX y 
la Revolución Verde 


Un balance historiográfico 
Florencia Rodríguez Vázquez!'! y Federico Martoccil” 


Introducción 


Los proyectos tendientes a “modernizar” y tecnificar el agro 
conjugaron el interés de instituciones estatales, y de ciertos actores 
privados, desde finales del siglo XIX en Latinoamérica. Dichas 
temáticas concitaron el interés de la historiografía en diferentes países 
desde fines del siglo XX.!"! En Argentina se detecta el aporte del 
Departamento de Agricultura (1871), devenido en Ministerio (1898), 
que diseñó políticas sectoriales para fomentar el desarrollo 
agropecuario en las diversas regiones que componen el país y tuvo un 
desempeño significativo durante la primera mitad del siglo XX. Ese 
devenir institucional reveló dificultades para atender las 
problemáticas de un territorio tan extenso. Es así que se evidencian los 
aportes de diferentes instituciones para atender las demandas en torno 
a la generación de conocimientos agrícolas mediante ensayos 
experimentales y a la formación de recursos humanos orientados al 
agro. 

Una más reciente línea de trabajo destaca las instancias de 
intercambio entre productores, y de estos últimos y las diversas 
instituciones y entidades sectoriales. Esas propuestas develan el papel 
de agencias estatales específicas y sectores privados en la realización 
de ensayos y la producción de conocimiento, así, permiten revisitar 
aquellos planteos centrados en instituciones y ponderar la circulación 


de saberes, el rol de los actores involucrados y las conexiones con 
otros procesos trasnacionales. Sin lugar a duda, una de las 
instituciones estatales que mayores pesquisas ameritó es el Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), con una relevancia 
central desde su inauguración, a mediados del siglo XX. Este último ha 
concentrado buena parte de las investigaciones en materia de ciencia 
y tecnología para el agro, aunque es notorio que algunas de ellas se 
enfocaron en aspectos institucionales y, además, se lo concibió al 
INTA en términos disruptivos, sin tener debidamente en cuenta los 
antecedentes, lo que resiente las interpretaciones generales. 

Estos temas han sido desplegados desde enfoques disímiles. Tal 
vez por ello, hace falta una presentación crítica de esa heterogénea 
literatura, a la que se suman los aportes de la sociología, la 
antropología rural y la historiografía, por mencionar los más salientes. 
El objetivo central de este capítulo es proponer un balance 
historiográfico sobre la temática en Argentina, para consignar los 
principales aportes y demarcar una potencial agenda de trabajo. Es 
válido señalar, además, que a pesar del recorte espacial centrado en el 
plano nacional, la problemática en cuestión guarda estrecha relación 
con el ámbito americano, a través del cual se identifican interesantes 
vinculaciones. Debido a que la temática experimentó una profusa 
atención, como indicábamos previamente, aquí recuperaremos 
algunos de los principales trabajos debido al valor que tienen en 
términos teórico-metodológicos, así como también a las vetas que 
habilitan para potenciales análisis. Estamos así ante un conjunto de 
estudios que se incluyen en el corpus de trabajos que renovaron las 
historias agrarias en América Latina (Van Ausdal, 2013), razón por la 
cual es pertinente un racconto de lo realizado para delinear una 
posible agenda a futuro que explore las iniciativas estatales en la 
materia, pero sin desatender las acciones desplegadas por los sectores 
privados, entre ellos los propios productores. Ello resulta estimulante 
con vistas a renovar la agenda de investigación de la historia agraria, 
al incorporar, por ejemplo, la tecnología y su relación histórica con el 
medio ambiente (Míguez, 2017). 


Un tema clásico , Estado y modernización capitalista: un enfoque 
desde las ciencias agrícolas (siglos XIX y XX) 


La conformación de Argentina como economía agroexportadora 
requirió del Estado como resorte fundamental. Entre las numerosas 
políticas públicas implementadas desde el último cuarto del siglo XIX, 
el fomento de las producciones agropecuarias y su relación con la 
generación y difusión de conocimientos se instaló como un tópico 
central de la dirigencia política y de ciertos especialistas extranjeros, 
convocados por el Departamento Nacional de Agricultura (DNA) para 
desempeñar diversas funciones, tales como la enseñanza agrícola (Di 
Filippo, 1984; Djenderedjian, 2014b).!* Algunos de ellos también 
conformaron los planteles de enseñanza de las noveles facultades de 
Agronomía de la Universidad Nacional de La Plata (1883) (Graciano, 
1998) y la Universidad de Buenos Aires (1909). 

Desde esos espacios sentaron las bases institucionales iniciales 
para el desarrollo de las ciencias agronómicas y veterinarias en el país, 
siendo el Ministerio de Agricultura de la Nación (MAN) un cimiento 
fundamental en ese entramado (Babini, 1986; Graciano, 2003 y 2004), 
que habría de consolidarse a partir de 1908, con la organización de la 
Dirección General de Enseñanza Agrícola.!”! En ese contexto, cobró 
centralidad la promoción de las carreras agrícolas, en sus diversos 
niveles (ingenieros agrónomos, peones agrícolas, técnicos), así como el 
diseño de un proyecto estatal/institucional de desarrollo productivo 
para las diferentes regiones que conformaban el país, a partir de las 
oportunidades ganaderas y agrícolas de sus territorios. Se plasmó, así, 
un intento primigenio por vincular ciencia, economía y agricultura, 
aunque de forma muy endeble. 

Las instituciones para la formación de recursos humanos y la generación de 
conocimiento técnico 

Las múltiples aristas de este proyecto cristalizaron en un sistema de 
enseñanza agrícola, por un lado, para la formación de recursos 
humanos que se volcarían a las actividades agroindustriales y, por el 
otro, para la experimentación y estudio de las condiciones locales de 
producción.!*! Con posterioridad se incorporarían objetivos de 
divulgación, a través de la figura del agrónomo regional. 

El derrotero institucional de escuelas agrícolas radicadas en la 
región pampeana y en las economías regionales durante la primera 
mitad del siglo XX concentró la atención de diversos estudios 
(Gutiérrez, 2007a; Plencovich, Costantini y Bocchicchio, 2009; 


Rodríguez Vázquez, 2012; Cian, 2018 y 2020; Moyano, 2019; 
Hirschegger, 2020). Identificaron los esfuerzos de los gobiernos, 
nacional y provincial, para la formación de recursos técnicos, en 
diversos niveles, el desempeño de sus graduados en la dirección de 
explotaciones agrícolas y en cuadros burocráticos provinciales, y de 
qué manera su desempeño impactó, o no, en la resolución de los 
problemas derivados de la modernización agroindustrial, en diversos 
espacios y períodos sociopolíticos y económicos. A su vez, asociaron la 
capacitación de los jóvenes radicados en zonas rurales a una estrategia 
de los sectores dirigentes para evitar las migraciones rural-urbanas, y 
remediar las situaciones de abandono de niños y jóvenes de zonas 
urbanas mediante su inserción en establecimientos ubicados en la 
campaña. Asimismo, la “vuelta al campo” que caracterizó las políticas 
económicas del primer peronismo significaron un renovado impulso a 
estos establecimientos, con una marcada impronta de las gestiones de 
jurisdicción local (Navarro, 2012; Hirschegger, 2017). No obstante las 
deficiencias presupuestarias y de infraestructura, así como la 
imposibilidad de garantizar solución de continuidad para algunos de 
los proyectos, estos establecimientos educativos oficiaron como 
espacios de actualización. 

Sobre la generación local de conocimientos, su abordaje 
institucional respondió a diversos elementos contextuales. Por un lado, 
una respuesta estatal a las crisis productivas, tal el caso de la plaga del 
mosaico en Tucumán (1914-1915) (Moyano, Campi y Lenis, 2011), así 
como la sobreproducción por las deficitarias condiciones de 
vinificación en Mendoza (1901-1903) (Rodríguez Vázquez, 2013). En 
forma complementaria, los problemas de la modernización 
agroindustrial en ciertas localidades, así como la insuficiencia de este 
tipo de establecimientos, animaron en 1912, la creación de estaciones 
experimentales en Concordia (Entre Ríos) (Cian, 2019) y Guatraché 
(Territorio Nacional de La Pampa) (Martocci, 2011).'”! De modo que 
evidenciaron la necesidad de una respuesta institucional a los 
problemas técnicos locales mediante la creación de estaciones 
agronómicas y experimentales dirigidas, inicialmente, por especialistas 
extranjeros y, poco después, por graduados en el país. Este recorrido, 
por un lado, corrobora la existencia de nodos institucionales de 
innovación que afrontaron tempranamente los desafíos de la 
tecnificación y modernización agrícolas. Por otro lado, estos aportes 


enriquecen los enfoques previos sobre la creación del INTA, en 1956. 

Es indudable que desde entonces la situación institucional se 
complejizó, entre otros aspectos porque el notable incremento de los 
recursos presupuestarios facilitó que sus diversas agencias y técnicos 
alcanzaran una cobertura territorial más homogénea respecto de la 
que había logrado el MAN en decenios anteriores. Existen numerosas 
investigaciones sobre la incidencia del INTA en el mejoramiento 
productivo, la divulgación de prácticas culturales, herramientas y 
maquinarias para el agro y, en especial, el despliegue de políticas 
específicas orientadas a la extensión rural. Este último aspecto ha 
concitado un interés extraordinario, al punto que es difícil referenciar 
todos los avances en ese sentido por razones de economía de texto. 
Más aún, recientes estudios dan cuenta de los cambios y continuidades 
en materia de extensión antes y durante la última dictadura cívico 
militar, período que afectó notoriamente al INTA en términos de 
proyectos como de persecución política (Gárgano, 2011, 2015 y 
2017). Hay más abordajes que centran la mirada en el INTA, algunos 
para revisar (desde perspectivas disímiles) su contexto fundacional 
(Lara Sanches y de Campos, 2020), algún centro experimental 
específico (Núñez y López, 2014) o las actividades de extensión 
(Landini, 2013; de Arce y Salomón, 2018), otros avanzan en 
comparaciones con otras instituciones científicas del país en un 
período determinado (Spivak L'Hoste y Gárgano, 2014) y otros se 
focalizan en el contexto de emergencia del INTA para dar cuenta de 
ciertas continuidades institucionales (León y Losada, 2002) o para 
caracterizar el despliegue de instituciones estatales y el rol asumido 
por sus técnicos en espacios situados, con ciertas dificultades en 
términos productivos (Martocci, 2018a).!*. 

Pero si tenemos en cuenta las “etapas del cambio tecnológico” en 
el agro, como se las ha denominado, es elocuente que (explícita o 
implícitamente) la creación del INTA asumió un peso central en los 
recortes analíticos de algunas investigaciones clásicas. Por cierto, al 
analizar la transformación tecnológica de la agricultura pampeana, 
Edith Obschatko (1988a) partía de la década de 1950 y prestaba 
escasa atención a los decenios anteriores. En un trabajo que resumía 
sus principales postulados, incluido en un libro de gran impacto en las 
discusiones sobre estas temáticas, la autora señalaba que la 
producción agrícola pampeana permitía distinguir cuatro períodos: 


Desde principios del siglo [XX] hasta 1930, el sector agrario se expandió 
rápidamente y se convirtió en el elemento central alrededor del cual creció el 
resto de la economía nacional. El nivel alcanzado hasta 1930 se mantuvo a lo 
largo de esa década, si bien con fuertes oscilaciones. La segunda etapa, entre 
1940 y fines de la década del cincuenta está marcada por la violenta caída de 
la producción agrícola, acompañada de una leve expansión de la ganadería que 
no alcanza a compensarla. El tercer período comprende la década del sesenta y 
marca la recuperación de los niveles de la década de 1930. Finalmente, el 
cuarto período, iniciado con los años setenta, se caracteriza por la aceleración 
en la tasa de crecimiento y la creciente importancia del componente 
tecnológico en la producción (Obschatko, 1988b, 118-119). 


Y en estrecha vinculación con este tipo de planteos, al abordar el 
mejoramiento de semillas y su incidencia en la producción agrícola, 
Marta Gutiérrez advertía: 


La creación y difusión de semillas mejoradas comenzó hacia la década de 1920 
bajo el impulso de políticas implementadas desde el Ministerio de Agricultura. 
Sin embargo, es recién a comienzos de la década de 1960 cuando el impacto 
creciente de su utilización empieza a hacerse sentir sobre la productividad 
agrícola. El fenómeno se manifiesta con mayor intensidad durante los años 
setenta y comienzos de los ochenta, caracterizando lo que hemos denominado 
la tercera etapa del cambio tecnológico en el sector agrícola pampeano 
(Gutiérrez, 1988, 176). 


Así planteado, las valiosas experiencias que (tal como sabemos 
ahora) tuvieron lugar entre fines del siglo XIX y las primeras décadas 
del XX para adaptar variedades de trigo en zonas cada vez más 
desafiantes en términos agroecológicos para el cultivo de secano 
(Djenderedjian, Bearzotti y Martirén, 2010; Martocci, 2014a y 2014b), 
quedan como meros datos anecdóticos a pesar de que insumieron 
ingentes esfuerzos estatales, pero también de los propios agricultores y 
de otros actores privados. Más aún, nada se decía en estos estudios 
clásicos respecto de la innovación biológica en el cultivo de la vid o la 
caña de azúcar, y en la actualidad sabemos que las estaciones 
experimentales del MAN y ciertos actores privados tuvieron un 
desempeño central al respecto en el período agroexportador en 
Argentina (Rodríguez Vázquez, 2013; Moyano 2014). De este modo, se 
recupera mejor el aporte de estas instituciones en ese momento, pero 
también se evidencia claramente la significación de los ensayos, 


experiencias y las iniciativas para acceder a información sobre 
resultados obtenidos en otras regiones o países con cultivos similares. 
Ello coloca en el centro de la escena a la circulación de saberes, un 
tema que adquirió gran relevancia en las ciencias sociales en 
Argentina (Salvatore, 2007; Bacolla y Caravaca, 2017; Caravaca, 
Daniel y Plotkin, 2018), con investigaciones que revisaron y 
complejizaron los estudios sobre el Estado, punto este en el que nos 
detendremos enseguida. Estos nuevos abordajes se nutrieron de los ya 
conocidos planteos del sociólogo Pierre Bourdieu (1999), así como 
también de novedosas perspectivas historiográficas que priorizan la 
escala global y transnacional. 

Es perceptible que las instituciones estatales encargadas de formar 
recursos humanos y generar tecnología aplicable a las actividades 
agrícolas recibieron un mayor tratamiento si se lo compara con el que 
tuvieron las iniciativas privadas en este último aspecto. No obstante, 
existen trabajos sobre las acciones de productores y colonizadores 
privados entre fines del siglo XIX e inicios del XX para expandir la 
frontera agrícola mediante el cultivo de cereales en diversas zonas de 
la pampa húmeda (Djenderedjian, Bearzotti y Martirén, 2010) y 
aportes más acotados sobre el rol de las empresas ferroviarias en 
materia de asesoramiento técnico y experimentación agrícola en 
espacios regionales en las primeras décadas del siglo XX (Martocci, 
Moyano y Rodríguez Vázquez, 2023). Además, son menos abundantes 
los estudios abocados a revisar las iniciativas de instituciones y 
técnicos privados luego de 1930. La etapa de crecimiento hacia afuera 
concentró una mayor atención, pero la que se abre entre las décadas 
de 1940 y 1950, caracterizadas durante mucho tiempo por la noción 
de estancamiento (cuya incidencia se hizo patente, en especial, en la 
producción de granos), constituye todavía un desafío. Por cierto, la 
mayor parte de los análisis que hacen foco en la segunda mitad del 
siglo pasado se concentran en el Estado (a la luz de lo que sucedía en 
el INTA), mientras que el peso del sector privado amerita una mirada 
más atenta. Sin embargo, investigaciones en clave sociológica 
contemplan el desempeño, por ejemplo, de AACREA y AAPRESID en 
materia de asesoramiento técnico y fomento de tecnologías (Gras y 
Hernández, 2016), otras indagan en las relaciones entre algunos 
actores privados y los ingenieros agrónomos en el marco de la “nueva 
agricultura” en la provincia de Santa Fe (Grosso y Albaladejo, 2009), a 


la vez que existen también las que abordan las iniciativas estatales y 
privadas sobre la difusión de la siembra directa en Argentina entre la 
segunda mitad del siglo XX y los albores del XXI (Alapin, 2008). 

El heterogéneo conjunto de trabajos citados tiene en común la 
reconstrucción y ponderación de la formación de recursos humanos y 
la producción de conocimientos especializados como una política 
pública del Estado, en sus diversas escalas, y su repercusión en el área 
científico-técnica de los sistemas locales y regionales. De manera que 
la vinculación con los abordajes históricos sobre la tecnología es una 
arista que renueva y enriquece estas investigaciones. A su vez, algunos 
de los enfoques más recientes coinciden en que la relación entre 
saberes y tecnologías no se agotó en la perspectiva institucional, sino 
que se amplió y complejizó a través de las relaciones de las 
instituciones públicas y sus técnicos con el sector privado. No 
obstante, persisten vacíos considerables en torno a estas 
problemáticas, en muchos casos no existe un diálogo fluido entre 
quienes trabajan en líneas similares y ello amerita redoblar los 
esfuerzos para, por un lado, ampliar el arco temporal de las 
investigaciones y, por otro lado, que la multiplicidad de perspectivas 
teóricas y metodológicas puedan capitalizarse y promover una 
interacción polifónica y dialógica. 


Las trayectorias profesionales en esas instituciones 


Dichas cuestiones nos derivan, casi inevitablemente, al rol de los 
actores, ya sea que nos concentremos en los expertos de las diversas 
instituciones estatales; que abordemos los profesionales graduados de 
escuelas especializadas o de facultades de Agronomía y su inserción 
laboral en el ámbito estatal o privado; que nos focalicemos en las 
elites intelectuales que diseñaban políticas públicas orientadas al agro, 
e incluso que pongamos en la lente a las burocracias estatales que 
intervenían en el despliegue de dichas políticas o actuaban en algún 
área específica del MAN, el INTA u otras dependencias de los estados 
provinciales. Estos actores pasaron prácticamente desapercibidos en 
los aportes sobre la “transferencia” de tecnología al agro, algunos de 
los cuales continúan siendo de consulta obligada a pesar de la lectura 
lineal que ofrecieron de dicho proceso (por ejemplo, Ras et al., 1994). 
Y esa falta de atención resulta aún más curiosa al advertir que quienes 
realizaron ese tipo de estudios eran, por lo general, funcionarios, 


investigadores y/o docentes que se desempeñaban en instituciones de 
formación de recursos humanos con orientación agropecuaria, o bien 
en organismos nacionales e internacionales que promovían la mejora 
científico-técnica en el campo. 

De un tiempo a esta parte, los actores que intervinieron en la 
gestión de las instituciones educativas, experimentales y de extensión 
han adquirido mayor relevancia en los estudios sociales. El desempeño 
de estos profesionales, así como el de los primeros graduados de 
diferentes escuelas agrícolas y casas de estudios, se hizo palpable 
desde múltiples vertientes: por un lado, en el desarrollo de 
investigaciones aplicadas cuyos resultados servirían de sustento para 
el diseño de políticas públicas, a través de diversas propuestas acerca 
del derrotero del heterogéneo mundo rural argentino (Girbal-Blacha, 
1992); por otro, mediante su accionar en las economías regionales a 
partir de su modernización capitalista (Moyano, 2014; Rodríguez 
Vázquez, 2013) y, sobre todo a partir de la década de 1920, en los ex 
Territorios Nacionales (Martocci, 2011 y 2014a; Almirón, 2017). 

Sobre los ingenieros agrónomos graduados en la Universidad 
Nacional de La Plata (UNLP) y su perfil profesional, así como también 
la posterior inserción en la esfera estatal y el papel que asumieron en 
la definición de políticas específicas, existen una multiplicidad de 
aportes (Graciano, 1998 y 2001; Ascolani, 2014). En tanto que el 
conocimiento científico se erigió como parte constitutiva de la gestión 
de la agricultura, se avanzó en el estudio del despliegue de las ciencias 
agronómicas y veterinarias en la Argentina durante la etapa 
agroexportadora, con énfasis en lo ocurrido en la provincia de Buenos 
Aires (Graciano, 2003 y 2004), y, posteriormente, su desempeño en el 
MAN, sobre todo entre 1880 y 1930 (González Bollo, 2010; Barros 
Meira y Campi, 2020). Para esos años se detectaron las trayectorias 
descollantes de agrónomos como Ezequiel Ramos Mexía —quien ocupó 
la jefatura de la agencia- y Carlos D. Girola (Girbal, 2007). A su vez, 
Ricardo Huergo, Tomás Amadeo (Gutiérrez, 2007b), Mario Estrada, 
Pedro Marotta desplegaron activos itinerarios en torno a la enseñanza 
y experimentación agrícola, tareas que alternaron con el rol docente 
en universidades públicas y escuelas agrícolas o con la labor de 
publicistas. Entre esos recorridos se destacan también los de 
especialistas extranjeros que actuaron en instituciones argentinas para 
hacer más eficientes las producciones regionales, como el caso de los 


ingleses Guillermo Backhouse y Juan Williamson, contratados por el 
MAN para trabajar sobre la genética del trigo a comienzos del siglo XX 
(Martocci, 2011), el español Francisco Roca Sanz y el químico de 
origen alemán Federico Schickendantz y su relación con la producción 
azucarera tucumana (Moyano, 2011), o las actuaciones de los técnicos 
Aaron Pavlovsky, Pierre Cazenave y Arminio Galanti, formados en 
Francia e Italia, quienes tuvieron un rol destacado en la 
modernización vitivinícola mendocina (Rodríguez Vázquez y Barrio, 
2013 y 2020). También fue relevante el papel de ciertos saberes 
especializados en las primeras décadas del siglo XX, como por ejemplo 
aquellos vinculados con la genética vegetal (Graciano, 2017). Si bien 
la formación de recursos humanos y el perfil de profesionales con 
orientación agraria continúan en la agenda de investigación (Cap, 
2010), e incluso se avanzó en lo que respecta a las propuestas para 
formar profesionales para el agro en las décadas iniciales de casas de 
altos estudios en el interior del país (Moyano, 2019; Martocci, 2020), 
los mayores esfuerzos se concentraron en la primera mitad del siglo 
XX, mientras que el período posterior resulta menos explorado. 

Asimismo, se reconstruyeron trayectorias individuales y colectivas 
que permitieron un acercamiento interesante al desempeño de actores 
en la creación y consolidación de instituciones científicas y educativas 
(Rodríguez Vázquez, 2013; Ascolani, 2014; Martocci, 2018b y 2020) y 
se desarrollaron investigaciones específicas con injerencia a nivel 
sudamericano (Vessuri, 2005). Inclusive, se contempló el rol de 
graduados en instituciones locales que luego hicieron carrera 
profesional y académica en diferentes instancias estatales y fueron 
clave en la definición de políticas públicas orientadas al sector agrario 
(Barrio y Rodríguez Vázquez, 2016; Graciano y Martocci, 2021). Cabe 
agregar, además, que desde otra perspectiva teórica y metodológica se 
avanzó en el estudio del despliegue y consolidación de campos 
científicos en la Argentina de la segunda mitad del siglo XX (Kreimer, 
2016); en ese marco, se revisó lo ocurrido con la genética vegetal, 
aunque queda pendiente un mayor diálogo con estudios 
historiográficos sobre ese tema. 

En lo que respecta al siglo XX, el estudio de las trayectorias de 
ingenieros agrónomos permite establecer vinculaciones entre su 
formación en establecimientos públicos y su posterior desempeño en 
dependencias estatales; y conocer cómo las discusiones técnicas fueron 


luego insumos para el diseño de políticas públicas; así como la 
vinculación con centros de investigación extranjeros estimuló un 
proceso de circulación de saberes en torno a la cuestión agrícola. 
Intercambio que replicó en la rotación de esos profesionales por 
dependencias técnicas e instituciones de enseñanza y experimentación 
a escala nacional, o incluso en la administración de escuelas 
agropecuarias de jurisdicción nacional y provincial. 

Estas contribuciones son centrales para aportar una mirada 
compleja e integral del fenómeno estatal y sus agentes en diversos 
ciclos políticos y económicos. En efecto, al ubicar la lente en las 
economías regionales detectamos ya en los inicios de la etapa de 
modernización capitalista la participación de profesionales, primero 
extranjeros y luego argentinos, en el diseño de políticas públicas, la 
dirección de establecimientos de enseñanza y experimentación o la 
participación en dependencias estatales (Mateu y Stein, 2006; 
Rodríguez Vázquez, 2012; Ascolani, 2014; Moyano, 2014; Barrio y 
Rodríguez Vázquez, 2020). A partir de la década de 1920, cobró vigor 
su actuación en los Territorios Nacionales (Martocci, 2014a; Almirón, 
2017). Más aún, algunos trabajos reconstruyeron el significativo 
impacto de los graduados de las escuelas agrícolas en los espacios 
regionales, portadores de un conocimiento especializado y ajustado a 
requerimientos específicos (Barrio y Rodríguez Vázquez, 2016). La 
revisión de trayectorias individuales permite identificar redes de 
interacción y de colaboración-inter e intrainstitucionales—, así como la 
alternancia entre instituciones provinciales con similares objetivos, lo 
cual demanda un trabajo en conjunto para conocer cabalmente la 
repercusión de esas experiencias. Sirven de ejemplo los casos de 
Domingo Simois, quien tras dirigir la Escuela de Vitivinicultura de 
Mendoza se trasladó a la Escuela de Sacarotecnia de Tucumán. Similar 
recorrido hizo José Alazraqui, al frente de las Estaciones Enológicas de 
Mendoza, Concordia y Cafayate (Rodríguez Vázquez y Cian, 2024). 
Esta red se podrá enriquecer aún más con futuros aportes para otras 
zonas del país, cuyas escuelas agrícolas o estaciones agronómicas 
todavía no han sido estudiadas. 

Estos abordajes tienen en común la reconstrucción y ponderación 
de la formación de recursos humanos especializados como una política 
pública del Poder Ejecutivo Nacional y de los gobiernos provinciales, 
como así también su repercusión en el área tecnológica de los sistemas 


locales y regionales. Dichos aportes también coinciden en que la 
relación entre saberes y tecnologías no se agotó en la perspectiva 
institucional, sino que a su vez moduló la vinculación de esas 
instituciones públicas con el sector privado, como desarrollaremos 
más adelante. 


Los técnicos en el campo: una perspectiva global 


Para retomar lo que señalábamos en el apartado anterior en cuanto al 
reciente dinamismo de las investigaciones acerca de las instituciones 
educativas y científico-técnicas orientadas al campo, basta recordar 
que, en un excelente estado del arte, dos referentes de los estudios 
sobre el agro a comienzos del siglo XXI identificaban solo a los citados 
estudios de Di Filippo y Graciano en lo que refiere al despliegue de las 
disciplinas agronómicas en el ámbito universitario, con lo cual es 
evidente el avance analítico actual en ese plano. Además, detectaban 
trabajos sobre el desarrollo tecnológico entre la Gran Guerra y 1930, 
ya sea que focalizaran en la incorporación de maquinarias en dicha 
etapa o en el fitomejoramiento y la producción de semillas en las 
décadas posteriores. Asimismo, planteaban que las décadas de 1960 a 
1980 habían recibido un tratamiento significativo que demostraba con 
claridad la relevancia que había tenido la incorporación de tecnología 
en el agro (especialmente pampeano), proceso posible, entre otras 
cosas, por la disponibilidad de crédito a tasas accesibles y por la tarea 
realizada desde el INTA. Ello había permitido la consolidación de un 
“peculiar paradigma distinto del vigente hasta inicios del siglo XX”, 
puesto que en la etapa que se abría allí la incorporación de tecnología 
permeaba “a todo el espectro de productores” (Barsky y 
Djenderedjian, 2006, pp. 253-261). Muchas de estas interpretaciones, 
según destacaban los especialistas, habían sido compiladas por Barsky 
et. al. (1988); también remitían a trabajos sobre procesos que eran aún 
más contemporáneos para ese entonces, como por caso el desarrollo 
tecnológico que habilitaron los transgénicos y sus relaciones con la 
aplicación de nuevas técnicas (Trigo et. al., 2003). Lo que no aparecía 
todavía en el horizonte investigativo a inicios del siglo XXI, era el rol 
de los técnicos en el campo, ni la interacción entre estos y los 
agricultores. Casi impensado era aprehender las sinergias, su 
incidencia en la circulación de literatura especializada para afrontar 


las actividades agrícolas, su desempeño en la divulgación de cultivos, 
implementos o prácticas agrícolas específicas en diferentes regiones 
argentinas. Menos aún se habían explorado las potenciales relaciones 
entre la formación educativa (sea en escuelas, institutos o centros 
universitarios) de estos técnicos y su posterior inserción laboral en la 
órbita estatal, a excepción de los trabajos pioneros mencionados. 
Como ya demostramos, se avanzó bastante en estas últimas 
cuestiones desde hace poco más de quince años, pero todavía quedan 
lagunas importantes al respecto. Por esa razón, vale al menos hacer un 
breve punteo de los aspectos que conocemos hasta el momento. 
Djenderedjian (2008) llevó a cabo un abordaje minucioso (con base en 
fuentes originales) sobre la incorporación de tecnologías agrícolas en 
la primera mitad del siglo XIX, y mostró las posibilidades y 
limitaciones de la puesta en producción de nuevas tierras alejadas de 
las costas de los ríos, en las que los productores debieron introducir 
nuevas formas de labranza y ensayar con otras variedades de trigo 
(como el Barletta). Esto último, al mismo tiempo, colocó en un primer 
plano la relevancia de las innovaciones biológicas (y no ya solo 
mecánicas), un tópico atendido en otros países pero no en Argentina. 
En segundo término, se revisó la expansión agrícola y la colonización 
en diferentes zonas de la región pampeana durante la segunda mitad 
del siglo XIX (Djenderedjian, Bearzotti y Martirén, 2010). Si bien en la 
primera mitad de esa centuria los técnicos no cumplían un papel 
destacado por razones evidentes (la falta de instituciones estatales 
consolidadas), la situación en el tercio final del siglo XIX se fue 
modificando progresivamente. Además, fue intenso el accionar de 
empresarios colonizadores y agricultores para encontrar alternativas 
para subvertir las deficiencias productivas causadas por limitaciones 
agroecológicas, el accionar de plagas, los períodos de intensas sequías, 
la necesidad de adaptar nuevas variedades o de usar prácticas 
agrícolas novedosas para la época. Otros aportes, a su vez, 
demostraron que las exposiciones nacionales e internacionales fueron 
espacios propicios para que (ante la falta de agencias estatales) los 
actores compartieran información, observaran experiencias, probaran 
maquinaria, testearan la situación de la demanda y publicitaran 
productos (Djenderedjian, 2009), así como también el desempeño de 
las nóveles oficinas e instituciones del Estado en la recopilación de 
información y el asesoramiento técnico entre fines del siglo XIX y los 


albores del XX (Djenderedjian, 2014b). 

Los estudios de Osvaldo Graciano, junto con los de Di Filippo 
(1984) y Girbal-Blacha (1992), exploraron la formación académica de 
especialistas en materia agronómica con perfiles específicos y 
relevancia en la definición de políticas para el agro. Graciano (1998 y 
2001) se centró en la educación universitaria de los ingenieros 
agrónomos en La Plata en los inicios del siglo XX y en la conformación 
de un espacio profesional vinculado a dicha disciplina entre las 
postrimerías del siglo XIX y las primeras décadas del XX en la UNLP y 
la UBA, sin desatender las propuestas gestadas por esos profesionales 
para intervenir en el agro con acciones concretas. Luego avanzó 
también en el abordaje del desarrollo disciplinar de la agronomía y la 
veterinaria en un período temporal más amplio (que se retrotraía a las 
últimas cuatro décadas del siglo XIX), con lo cual ofreció un panorama 
completo de la relevancia de esas ciencias en el despliegue de una 
economía agroexportadora (Graciano, 2004). Esos egresados luego se 
insertaron no solo en la burocracia del Estado, sino además en los 
cargos jerárquicos de diferentes escuelas del MAN, como funcionarios 
de dicha cartera o en centros e institutos orientados a experimentar y 
estudiar distintos cultivos. En este sentido, el mismo autor mostró la 
preeminencia de algunos de ellos en el desarrollo de la genética 
vegetal en el país (Graciano, 2017), a la vez que otras investigaciones 
detectaron la circulación de varios de ellos en las diversas 
dependencias del DNA, el MAN o en instancias estatales de provincias 
y/o Territorios Nacionales en espacios productivamente disímiles 
como Mendoza, Tucumán, Entre Ríos, Buenos Aires o los Territorios 
Nacionales de La Pampa y el Chaco (Gutiérrez, 2007a; Moyano, 2007, 
2014; Martocci, 2011; Rodríguez Vázquez, 2013; Almirón, 2017; Cian, 
2020; Cicirello, 2021; Silvestro, 2023). También se detectaron, 
posteriormente, los derroteros de otros profesionales con gran 
influencia a escalas local/regional, entre ellos Domingo Simois, José 
González, Conrado Martín Uzal, Saturnino Zemborain, Agustín Silvani 
Gómez, José Vidal, Domingo Dávila, Jorge A. Pico, Enrique Hollmann, 
Carlos Alberto Muello y Moisés Glombovsky, para citar solo algunos. 

Estas interpretaciones fueron estimuladas por las mencionadas 
perspectivas en los estudios sobre el Estado, como así por el creciente 
interés que mostraron las ciencias sociales en el abordaje de las 
burocracias estatales (Di Liscia y Soprano, 2017). Pero, vale agregar, 


es mucho menos prolífica la producción científica sobre este tipo de 
técnicos estatales que trabajaban en el campo y diseñaban políticas 
para el sector en distintos escenarios productivos del país, al menos si 
los comparamos cuantitativamente con otros perfiles profesionales 
(como médicos, economistas, ingenieros o abogados, entre otros). 
Asimismo, hacen falta más estudios sobre trayectorias individuales y 
colectivas (no hay hasta ahora prosopografías sobre estos actores) y 
sería muy provechoso avanzar en análisis de este tipo para, en primer 
lugar, identificar cuáles han sido los itinerarios en diferentes 
instituciones (educativas, experimentales, agronomías regionales) y, 
en segundo lugar, explorar sus conexiones con especialistas 
extranjeros e instituciones de otros países americanos o europeos. Ello 
permitiría un tratamiento de las lógicas institucionales, pero al mismo 
tiempo de las políticas científicas y tecnológicas desplegadas hacia el 
sector agrícola, que privilegie no solo el plano regional o nacional, 
sino también el transnacional. Hay información sobre técnicos 
europeos arribados a Mendoza, Tucumán o la región pampeana para 
mejorar ciertos cultivos, evaluar rendimientos, ensayar soluciones 
para afrontar plagas, enfermedades o trabajar en la adaptación de 
variedades de cañas de azúcar, uvas o trigos, pero no se avanzó 
todavía en estudios que indaguen estas cuestiones desde una 
perspectiva global. Es decir, se carece de trabajos que integren el 
accionar de estos actores en ciertas oficinas estatales (o privadas), la 
relevancia de sus conocimientos adquiridos en su etapa formativa o 
mediante el contacto con especialistas de otras regiones argentinas o 
del exterior y las relaciones con los propios agricultores (que no eran 
actores pasivos, un aspecto que retomaremos luego). Tal como 
señalamos, existen aportes que avanzan en ese sentido, pero la falta de 
masa crítica impide una mirada general. 

En las últimas décadas ha cobrado interés, por un lado, el 
complejo y decisivo rol de los expertos (para recuperar la categoría 
empleada por Federico Neiburg y Mariano Plotkin, 2004) y de 
técnicos que intervenían en el campo argentino como “representantes” 
de las agencias nacionales y provinciales o de empresas privadas 
orientadas a mejorar la producción primaria en el país. Y, por otro 
lado, se ha enfocado en los esfuerzos de los productores para aportar 
soluciones creativas y adaptaciones a los desafíos, lo que denota la 
intensidad que alcanzó la circulación del conocimiento y la 


divulgación de ensayos por diversos medios desde fines del siglo XIX y 
en el XX (Djenderedjian, Bearzotti y Martirén, 2010; Martocci, 2014a). 
Ello fue vital para explicar la puesta a punto de nuevas prácticas 
agrícolas y la expansión de algunos cultivos. Estas últimas cuestiones, 
habían sido descuidadas en gran medida por la literatura que (entre la 
década de 1980 e inicios de los 2000) se concentró en la innovación 
agrícola y la “transferencia” de tecnología en el agro argentino. En 
consecuencia, no solo hacen falta más exploraciones regionales, sino 
que además sería prioritario avanzar en la etapa signada por la 
Revolución Verde, que también comenzó a ser estudiada como “un 
proceso de circulación global” en el que los intercambios (de plantas, 
prácticas y personas) adquirieron una significación preponderante 
(Harwood, 2018). Pero esta última perspectiva habilita además 
abordajes sobre iniciativas y prácticas de épocas pretéritas, razón por 
la cual es fundamental conocer la formación de recursos, su 
despliegue en el agro y tareas de extensión desde el siglo XIX y hasta 
mediados del XX. 

En tal sentido, cobran gran interés los agrónomos regionales del 
MAN, quienes desde inicios de la centuria pasada divulgaban 
conocimientos, tecnologías y también bibliografía editada desde dicha 
cartera por el extenso “campo” argentino. Si bien en ocasiones estos 
actores eran mencionados como antecedentes (casi remotos) de la 
actual extensión rural, no hay que perder de vista la significación que 
tenían para orientar a los productores. Recientes estudios mostraron la 
relevancia de esos técnicos estatales en Argentina (Gutiérrez, 2007a, 
Rodríguez Vázquez, 2013; Martocci, 2011, 2014a; Cian, 2020) y 
advierten las ventajas y limitaciones de los agrónomos, así como 
también las tensiones y conflictos entre ellos y los agricultores (Cian, 
2020). Sus tareas se complementaban en el sector privado 
(contratados por compañías colonizadoras, empresas ferroviarias, 
productores particulares, dueños de ingenios o de bodegas, entre 
otros), y en definitiva da cuenta del interés por modernizar las 
diversas explotaciones y el activo intercambio entre una multiplicidad 
de actores interesados por incorporar criterios de racionalización y 
eficiencia en las explotaciones (Djenderedjian, Bearzotti y Martirén, 
2010; Rodríguez Vázquez, 2013; Moyano, 2014; Martocci, 2014b). 
Finalmente, esta política dinamizada por la agencia nacional encontró, 
en algunos casos, réplicas en las administraciones provinciales. 


Una denominación recuperada en los análisis sociales es la de 
“burócratas de la calle”, de Michael Lipsky, puesto que permite 
abordar a individuos que, investidos con cierto esprit de corps, se 
vinculaban de manera directa y estrecha con los ciudadanos (Di Liscia 
y Soprano, 2017, p. 20). No habría que descartar la potencialidad de 
dicha categoría para estos análisis, pero concibiéndolos como una 
burocracia de terreno (Martocci, 2021). En definitiva, queda clara la 
importancia de atender las diversas experiencias que tuvieron lugar 
con la emergencia de instancias estatales en el país, en cuanto a la 
proliferación de prácticas de asesoramiento a productores y 
divulgación de adelantos científicos y técnicos en el campo argentino. 
De ese modo, no solo pierde validez la idea (muy vigente en ciertos 
ámbitos hasta la actualidad) de que todo comenzó al promediar el 
siglo XX con las acciones impulsadas por el INTA, sino que además es 
más factible identificar los cambios y las continuidades, e incluso las 
ventajas y limitaciones del sistema de extensión que emergió con la 
creación de ese organismo. El análisis del INTA generó ríos de tinta, 
pero aún son escasos los abordajes sobre las relaciones entre técnicos 
del INTA y productores en el proceso de innovación agrícola. A su vez, 
constituye un vacío el lugar que ocupó (y ocupa) ese organismo en la 
historia global de la ciencia, opción de enorme interés para avanzar en 
una historia regional de la ciencia pero también para desmontar los 
modelos difusionistas (McCook, 2013), vigentes durante mucho 
tiempo en las interpretaciones sobre la ciencia y la tecnología agrícola 
en Argentina. 


Ciencia, empiria e innovación en el agro argentino: nuevos 
enfoques y ... ¿ cuáles son las vacancias? 


Al menos desde 1870 detectamos esfuerzos estatales para avanzar en 
la generación y transferencia de conocimientos. Boletines, folletos, 
manuales de autores extranjeros y revistas agrícolas de edición 
nacional, junto con el trabajo del entonces flamante Departamento de 
Agricultura son indicios de la conformación de una cadena 
informativa que versaba sobre una infinidad de temáticas, aunque con 
modestos resultados. El accionar gubernamental colaboró para la 
conformación de un corpus de saberes útiles para el avance 
tecnológico y en la divulgación de este último a través de recetas 


prácticas y accesibles (Djenderedjian, 2014b). La importación de 
maquinarias y equipamientos fue uno de los aspectos de la innovación 
registrada en las agroindustrias durante la etapa de modernización e 
incorporación al esquema agroexportador y mercado-internista, pero 
también complementaron ese proceso actividades de adaptación y 
generación de técnicas. 

De este intercambio también comenzaron a participar agricultores 
preocupados por potenciar sus explotaciones y mejorar sus 
rendimientos en diferentes regiones y cultivos, integraron núcleos de 
discusión técnica, prepararon publicaciones ad hoc sobre las 
condiciones de producción locales (Richard-Jorba, 1994) y 
concursaron en exposiciones internacionales (Djenderedjian, 2009; 
Martocci, 2014b), en donde obtuvieron importantes reconocimientos. 
De modo que la innovación era una preocupación presente entre 
empresarios y agricultores, así como en un Estado que buscaba 
atender e institucionalizar esas demandas. 

Es posible, así, detectar una multiplicidad de procesos de cambio 
e innovación en el plano técnico a lo largo y ancho del heterogéneo 
mundo agrario, que no operaron mediante rupturas sino a través de 
aportes incrementales. Se registran significativos avances para las 
explotaciones cerealeras (Djenderedjian, Bearzotti y Martirén, 2010; 
Martocci, 2014a) y ganaderas, y en menor medida para las 
agroindustrias vitivinícolas y azucareras (Richard-Jorba, 1994; Campi, 
Moyano y Teruel, 2017) a partir de la introducción de técnicas por 
parte de los inmigrantes, las vinculaciones propiciadas por las 
empresas ferroviarias y la imitación de casos exitosos; y que fueron 
importantes contribuciones en un período previo a la 
institucionalización de las ciencias agrícolas y la progresiva 
profesionalización de los recursos humanos. También, hay que 
considerar la incorporación intensiva de tecnología y bienes de capital 
procedentes de las principales casas europeas y norteamericanas que 
proveían equipamiento en diversas economías regionales, en las que 
los distintos actores involucrados adaptaron e inventaron equipos e 
implementos de acuerdo con los requerimientos productivos locales. 
Las contribuciones evidencian la enorme importancia de la prueba y 
error en los procesos productivos, así como también la significación de 
los conocimientos informales. Sin embargo, quedan pendientes otros 
sectores objeto de modernización técnica desde fines del siglo XIX y 


durante el XX. 

En efecto, las posibilidades de innovación tecnológica no se 
agotan en el sistema formal de enseñanza ni dependen exclusivamente 
de la esfera estatal. Ello implica prestar atención a la interacción de 
los agricultores con la información procedente de países europeos de 
tradición vitivinícola, por ejemplo, a través de profesionales que 
visitaban la región, de los inmigrantes portadores de técnicas 
heredadas y del accionar de los comerciantes introductores de 
implementos y equipos. No obstante, hacen falta muchos trabajos que 
coloquen el foco en estas cuestiones y habiliten interpretaciones más 
densas en lo que respecta a la adopción de tecnologías sin perder de 
vista la enorme significación que tuvieron las tradiciones y prácticas 
de los agricultores, tema que se analizó para otros lugares del mundo 
(Moon, 2020; Fernández Prieto, Soto-Fernández y Esperante, 2023. 

Vale destacar, asimismo, que la discusión teórica en torno al 
proceso de innovación en el agro ha ganado terreno en Argentina, 
pero resta mucho por hacer en tal sentido. Djenderedjian (2011) 
desafió las interpretaciones focalizadas en las grandes rupturas para 
abordar la relación entre innovación y crecimiento económico. Uno de 
los autores en los que se apoyó es Stuart Kauffman, quien acuñó la 
idea de “adyacentes posibles” y le atribuyó un rol central a la 
discontinuidad de los cambios (que suelen juzgarse de menor valía), 
ya que su carácter acumulativo (o incremental) da lugar a objetos 
novedosos que, mediante innovaciones pequeñas y originales 
combinaciones de factores, habilitan procesos significativos. Es 
posible, así, un acercamiento más capilar a los procesos de 
innovación, que supera interpretaciones previas enfocadas en la 
inversión de capital como clave de bóveda para explicar dichos 
procesos. En esas nuevas interpretaciones, esto último constituye un 
elemento más y a ello se suman muchos otros, como por ejemplo la 
interacción entre los actores involucrados y la creación de nodos de 
innovación, en los que se ponen a prueba los saberes, se ensayan, 
contrastan resultados, adaptan implementos, intercambian sus 
opiniones y, en definitiva, asumen un rol activo. En sintonía con esa 
propuesta, otros abordaron áreas marginales de la región pampeana 
(Martocci, 2014a, 2014b, 2020), por lo que sería muy útil avanzar en 
otros espacios para obtener un panorama más acabado de los actores 
involucrados y los rubros productivos impactados por los procesos 


innovativos. 

Desde luego, otro teórico recuperado en las últimas décadas para 
estudiar estas problemáticas es Joseph A. Schumpeter. Un estudio 
pionero que recupera sus postulados para explicar el mejoramiento 
ganadero en la segunda mitad del siglo XIX es el de Carmen Sesto 
(2005). Sin embargo, la teoría evolucionista neoschumpeteriana es 
objeto de interés para múltiples investigaciones, que lejos están de ser 
exclusivas de los estudios sobre el agro, tal como se puede observar en 
compilaciones recientes que la retoman y discuten para abordar la 
innovación y el cambio tecnológico en términos generales (Barletta, 
Robert y Yoguel, 2014 y 2019). Esta línea teórica también fue 
considerada para explorar el desarrollo agrario pampeano en el largo 
plazo (Campi, 2011), y hay quienes discutieron con ella desde otras 
posturas interpretativas para dar cuenta de sus debilidades, aunque la 
crítica se enfoca en los procesos más contemporáneos del agro, en 
especial los que tuvieron lugar a partir de las últimas décadas del siglo 
XX (García Bernado, 2018). 

Menor incidencia alcanzaron, hasta ahora, las propuestas que 
abrevan en los sistemas nacionales de innovación para estudios que 
pretender aprehender los procesos de cambio agrícola, aunque no es 
poca su injerencia en otras disciplinas, al menos si nos atenemos a la 
reciente traducción de trabajos centrales en ese sentido.'' Al igual 
que esta última perspectiva teórica, ha tenido hasta el momento un 
nulo peso analítico (para tratar los tópicos aquí revisados) la posición 
que, desde la historia, se enfoca en la tecnología en uso, que en el plano 
conceptual ofrece una alternativa no solo al término tecnología, sino 
también a los de invención e innovación (Edgerton, 2007). Esto último 
llama la atención, debido a que esa propuesta ya cuenta con sólidos 
aportes que hace años fueron traducidos al castellano. En la apretada 
síntesis que realizamos aquí, como suele ocurrir, quedan interesantes 
abordajes en el camino,!''! pero al menos queríamos dejar planteadas 
las líneas teóricas desplegadas en los últimos años, así como también 
mencionar las que tienen cierto potencial. Lo que queda en evidencia 
es que, en casi todos los planteos citados, se avanza en torno a 
proposiciones que rebaten postulados difusionistas, con los beneficios 
para explicar la tecnología agrícola y sus dinámicas. 

En estas nuevas miradas, los intercambios adquieren una 
extraordinaria significación, sea entre agricultores y técnicos (estatales 


y privados), entre expertos y empresarios o entre los propios 
agricultores. Lejos de significar una transferencia lineal de tecnologías, 
esos vínculos implicaron procesos de adaptación progresiva de 
técnicas y equipamientos a condiciones ambientales de regiones 
disímiles, e inclusive, en algunos casos, se llegó a la fabricación de 
prototipos locales (Richard-Jorba y Pérez Romagnoli, 1994; 
Djenderedjian, Bearzotti y Martirén, 2010) para proveer las soluciones 
técnicas que se adaptaran a las condiciones ambientales y de mercado. 
Advertido este proceso de construcción colectiva e innovación en el 
diverso agro argentino, resta entonces avanzar en aportes que 
atiendan las escalas regionales/locales y permitan comprender 
debidamente las generalidades y regularidades. 


Balance y agenda pendiente 


A partir del balance crítico sobre los actores e instituciones que 
coadyuvaron en los procesos de innovación, adaptación y cambios 
tecnológicos en el agro argentino, en las páginas anteriores 
destacamos los principales aportes. También resulta enriquecedor 
esbozar a continuación los lineamientos sobre los que resta 
profundizar. 

La producción historiográfica en las últimas décadas puso en 
tensión la consolidada idea de que la extensión rural fue un fenómeno 
privativo de la segunda mitad del siglo XX, así como también que 
previamente la divulgación de innovaciones agropecuarias se dejaba 
por completo al arbitrio de la iniciativa privada. En tal sentido, a 
partir de la base de sólidos aportes elaborados mediante una profusa 
masa documental, ya no es posible pensar la creación del INTA como 
una invención institucional disruptiva, sino más bien como el 
corolario de un proceso que coaguló, formalmente, en un contexto que 
propició la inauguración de este tipo de organismos. Pero dicha 
cristalización no se explica sin tener en consideración el entramado 
institucional y los nodos de innovación existentes desde las últimas 
décadas del siglo XIX y las primeras del XX, ya que en muchos casos 
las oficinas y dependencias experimentales del INTA se instalaron en 
instituciones preexistentes y, más específicamente, adoptaron agendas 
de trabajo en curso y heredaron la masa crítica que se había 
acumulado antes de 1956. Sin embargo, es necesario conocer con 


mayor profundidad esa situación en diferentes espacios regionales y, 
además, se sabe menos de las escuelas prácticas del MAN en 
comparación con otras dependencias estatales. 

Respecto de los expertos y profesionales, categorías que en los 
últimos decenios han sido muy utilizadas por las ciencias sociales en 
Argentina, ''?! hay una profusión de trabajos que exploran el período 
comprendido entre fines del siglo XIX y 1930, pero restan estudios de 
mayor amplitud temporal para complejizar la agenda de investigación 
en torno a la segunda mitad del siglo XX. A su vez, esto sería 
importante para calibrar la relevancia del asesoramiento público y 
privado en las décadas finales del siglo XX e inicios del XXI. Para ello, 
sería preciso ahondar en estudios que den cuenta de los perfiles 
profesionales y las instituciones en las que se formaban los recursos 
humanos con orientación agropecuaria a partir de la década de 1950, 
en un contexto caracterizado por la ampliación del sistema 
universitario y la complejización científica, aunque también por la 
inestabilidad política y la persecución ideológica. 

No menos importante que lo señalado arriba es la necesidad de 
repensar las temporalidades y cronologías del complejo científico- 
técnico. Los años 1871 y 1898 reflejan el comienzo de trayectorias que 
marcaron el devenir de entidades nacionales como el DNA y el MAN, 
con diferentes dependencias; de 1908 es la ley de enseñanza agrícola y 
el fortalecimiento de instituciones regionales con despliegue 
territorial; en 1944 se organizó el Instituto de Suelos y Agrotecnia en 
el seno del MAN, una agencia esencial en materia de conservación del 
suelo; en 1956 fueron sentadas las bases del INTA, en una etapa 
signada a nivel internacional por la denominada Revolución Verde. 
Existen muchos otros momentos de enorme significación si enfocamos 
la mirada en el plano regional; y sería enriquecedor revisar la segunda 
mitad del siglo XX con las perspectivas metodológicas y teóricas que 
se aplicaron para el siglo XIX e inicios del XX. 

Podríamos agregar, finalmente, que resultaría oportuno atender al 
desarrollo de tecnologías agrícolas locales y regionales, no solo para 
dar cuenta del equipamiento en maquinaria sino también para abordar 
las técnicas e innovaciones biológicas (mucho menos analizadas que 
las innovaciones mecánicas en Argentina), un tema que adquirió 
relevancia para aprehender los procesos de expansión agrícola y 
mejoramiento ganadero en otros países, ya sea de Europa o América. 


Dichas innovaciones, no en pocas oportunidades, impactaron de 
manera notoria en el medio o bien se aplicaron para resolver 
problemas ambientales generados por los procesos productivos, con lo 
cual los diálogos con la historia ambiental ofrecen enorme potencial 
para futuras pesquisas. 


Referencias bibliográficas 


Alapin, H. (2008). Rastrojos y algo más. Historia de la siembra directa en 
Argentina. Buenos Aires. Teseo-Universidad de Belgrano. 

Alemany, C. (2004). Apuntes para la construcción de los períodos 
históricos de la Extensión Rural del INTA. En R. Thornton y G. 
Cimadevilla (eds.) La extensión rural en debate. Concepciones, 
retrospectivas, cambios y estrategias para el Mercosur. Buenos Aires. 
Ediciones INTA, 137-171. 

Almirón, A. (2017). Los expertos en el Chaco: investigación y política 
agraria (1920-1972). Coordenadas. Revista de Historia Local y 
Regional, IV (1), 147-170. 

Arellano Hernández, A. et al. (2005). Ciencias agrícolas y cultura 
científica en América Latina. Buenos Aires. Prometeo. 

Ascolani, A. (2005). Las categorías “proceso de tecnificación” y 
“proceso de civilización” contrastadas en el estudio de la sociedad 
agraria de un país periférico: el caso de la región del cereal en 
Argentina (primera mitad del siglo XX). Revista Gestáo Industrial, 4, 
1-17. 

Ascolani, A. (2014). El agrónomo Silvio Spangenberg y la 
consolidación de la Escuela de Agricultura de Casilda (1900-1928). 
Revista HISTEDBR, 14, 60, 3-20. 

Babini, J. (1986). Historia de la Ciencia Argentina. Buenos Aires. 
Ediciones del Solar. 

Barletta, F., Robert, V. y Yoguel, G. (comps.) (2014). Tópicos de la 
teoría evolucionista neoschumpeteriana de la innovación y el cambio 
tecnológico. Vol. 1. Los Polvorines. Miño y Dávila-UNGS. 

Barletta, F., Robert, V. y Yoguel, G. (comps.) (2019). Tópicos de la 
teoría evolucionista neoschumpeteriana de la innovación y el cambio 
tecnológico. Vol. 2. Los Polvorines. UNGS. 

Barrio, P. y Rodríguez Vázquez, F. (2016). Instituciones, saberes y 
expertos para un Estado provincial: Leopoldo Suárez, de agrónomo 


a funcionario itinerante del lencinismo, Mendoza, 1918-1930. 
Boletín del Instituto de Historia Argentina y Americana “Dr. Emilio 
Ravignani”, 44, 78-107. 

Barros Meira, R. y Campi, D. (2020). Revolucáo na agricultura: os 
ministérios da Agricultura no Brasil e na Argentina e as novas 
paisagens acucareiras no primeiro quartel do século XX. Antíteses, 
13, 26, 390-423. 

Barsky, O. et. al. (1988). La agricultura pampeana. Transformaciones 
productivas y sociales. Buenos Aires. FCE, TICA y CISEA. 

Barsky, O. y Djenderedjian, J. (2006). Problemas y desafíos de una 
gran cuestión abierta. La historiografía agraria pampeana del siglo 
XX. En J. Gelman (coord.). La historia económica argentina en la 
encrucijada. Balances y perspectivas. Buenos Aires. Prometeo, 
247-267. 

Beretta Curi, A. (coord.) (2011). Agricultura y modernización, 
1840-1930. Montevideo. Universidad de la República. 

Bourdieu, P. (1999). Las condiciones sociales de la circulación de las 
ideas. En Bourdieu, P. Intelectuales, política y poder. Buenos Aires. 
Eudeba, 159-170. 

Campi, M. (2011). Tierra, tecnología e innovación. El desarrollo agrario 
pampeano en el largo plazo, 1860-2007. Buenos Aires. Prometeo. 

Campi, D., Moyano, D. y Teruel, A. (2017). La región del azúcar: 
Tucumán, Salta y Jujuy (1850-1940). En S. Bandieri y S. Fernández 
(eds.) La historia argentina en perspectiva local y regional: nuevas 
miradas para viejos problemas. Buenos Aires. Teseo, 387-436. 

Cap, M. (010). La formación del perfil académico y profesional de los 
ingenieros agrónomos de la Universidad Nacional de La Plata: una 
aproximación desde el análisis curricular. En S. Frederic, O. 
Graciano y G. Soprano (coords.). El Estado argentino y las profesiones 
liberales, académicas y armadas. Rosario: Prohistoria, 471-504. 

Caravaca, J., Daniel, C. y Plotkin, M. (eds.) (2018). Saberes 
desbordados. Historias de diálogos entre conocimientos científicos y 
sentido común (Argentina, siglos XIX y XX). Buenos Aires. Libros del 
IDES. 

Carballo, C. (2002). Extensión y transferencia de tecnología en el sector 
agropecuario argentino. Buenos Aires. Editorial Facultad de 
Agronomía. 

Cian, J. (2018). Orígenes de las escuelas agropecuarias en la provincia 


de Entre Ríos, Argentina (1896-1910). Mundo Agrario, vol. 19, n' 
42, e093. 

Cian, J. (2019). Instituciones educativas para el desarrollo de la 
vitivinicultura litoral. Entre Ríos, Argentina (1904-1918). RIVAR, 
vol. 6, n* 17, 90-111. 

Cian, J. (2020). El Departamento Provincial de Agricultura: expansión 
y consolidación institucional. Entre Ríos, 1915-1930. Folia Histórica 
del Nordeste, n” 38, 7-29. 

Cosse, G. (1991). El aparato de extensión del Instituto Nacional de 
Tecnología Agropecuaria (INTA). En O. Barsky, (ed.) El desarrollo 
agropecuario pampeano. Buenos Aires. INDEC, INTA, IICA, Grupo 
Editor Latinoamericano, 719-743. 

Cotter, J. (2003). Troubled Harvest. Agronomy and Revolution in Mexico, 
1880-2002. Praeger. Westport. 

De Arce, A. y Salomón, A. (2018). Promover el bienestar rural. Los 
extensionistas del INTA en el terreno (1956-1980). Travesía, vol. 20, 
n” 2, 179-201. 

De Mendonca, S. R. (1999). Agronomia e Poder no Brasil. Río de 
Janeiro. Vício de Leitura. 

Di Filippo, J. (1984). La enseñanza superior de las Ciencias 
Agropecuarias en la República Argentina. De los precursores al 
Centenario, 1867-1910. Buenos Aires. Fecic. 

Djenderedjian, J. (2009). En busca de la excelencia. El impacto de la 
participación en las exposiciones internacionales sobre la 
producción agropecuaria argentina durante la segunda mitad del 
siglo XIX. En M. S. Di Liscia y A. Lluch (eds.) Argentina en exposición. 
Ferias y exhibiciones durante los siglos XIX y XX. Sevilla. Colección 
Universos Americanos, 173-207. 

Djenderedjian, J. (2011) Modernización e innovación. 
Reconsiderando el papel y las particularidades de los fenómenos de 
cambio técnico en la agricultura pampeana entre 1840 y 1900. En 
A. Beretta Curi (coord.) Agricultura y modernización, 1840-1930. 
Montevideo: Universidad de la República, 119-144. 

Djenderedjian, J. (2014a). Introducción al dossier: Nuevas miradas 
sobre la innovación https: //misionesonline.net/2023/11/16/caida- 
de-granizos-en-posadas/tecnológica en la agricultura argentina, 
1880-1940. Mundo Agrario. Revista de Estudios Rurales, vol. 15, n* 
29, 1-4. 


Djenderedjian, J. (2014b). El Estado, presente. Aproximación a las 
políticas gubernamentales de desarrollo tecnológico, investigación y 
extensión rural en la Argentina de finales del siglo XIX e inicios del 
XX. Revista de Historia Americana y Argentina, vol. 49, n* 2, 77-110. 

Djenderedjian, J., Bearzotti, S. y Martirén, J. L. (2010). Historia del 
capitalismo agrario pampeano, tomo VI. Expansión agrícola y 
colonización en la segunda mitad del siglo XIX. Buenos Aires. Teseo- 
UB. 

Dutra e Silva, S., Miraglia, M., da Silva, C., Biasillo, R. y Andrade, R. 
(2022). Historia, Ciencia y Modernización de la Agricultura en 
América Latina. HALAC-Historia Ambiental Latinoamericana y 
Caribeña, 12 (2), 13-19. https: // 
doi.org/10.32991/2237-2717.2022v12i1.p13-19 

Edgerton, D. (2007). Innovación y tradición. Historia de la tecnología 
moderna. Barcelona. Crítica. 

Fernández Prieto, L., Soto-Fernández, D. y Esperante, B. (2023). How 
farmers adopt new technologies: connections between farmer and 
technician knowledges in Galicia (NW Iberian Peninsula) (1880- 
1940). Rural History, 1-18. DOI: 10.1017/S0956793323000043 

García Bernado, R. (2018). Cambio tecnológico en la producción 
agraria argentina: algunas teorías en disputa. Mundo Agrario, vol. 
19, n” 41, e090. 

Gárgano, C. (2011). La reorganización de las agendas de investigación 
y extensión del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria 
(INTA) durante la última dictadura militar argentina (1976-1983). 
Realidad Económica, 258, 120-149. 

Gárgano, C. (2015). Tecnología agropecuaria y dictadura. La 
intervención militar del INTA. En C. Gárgano (comp.) Ciencia en 
dictadura: trayectorias, agendas de investigación y políticas represivas en 
Argentina. Buenos Aires. INTA, 137-164. 

Gárgano, C. (2017). Rupturas y continuidades de la extensión rural en 
Argentina (1973-1983). Quinto Sol, vol. 21, n* 2, 1-23. 

Girbal-Blacha, N. (1992). Tradición y modernización en la agricultura 
cerealera argentina, 1910-1930. Comportamiento y propuestas de 
los ingenieros agrónomos. Jarbuch fur Geschichte von Staat, 
Wirtschaft und Gesellschaft Lateinamerikas, 29, 369-395. 

Girbal-Blacha, N. (2007). Carlos D. Girola: ingeniero agrónomo, 
académico y funcionario. Sus propuestas para el agro argentino de 


principios del siglo XX. En G. Zarrilli (comp.) Clásicos del mundo 
rural argentino. Relectura y análisis de texto. Buenos Aires. Siglo XXI, 
81-110. 

González Bollo, H. (2010). Transformar la campaña argentina: los 
expertos de la Dirección de Economía Rural y Estadística del 
Ministerio de Agricultura, promotores de la cooperación rural 
(1907-1930). En E. Bohoslavsky y G. Soprano (eds.) Un Estado con 
rostro humano. Funcionarios e instituciones estatales en Argentina 
(desde 1880 a la actualidad). Buenos Aires. Prometeo-UNGS, 
121-150. 

Graciano, O. (1998). Universidad y economía agroexportadora. El 
perfil profesional de los ingenieros agrónomos, 1910-1930. En N. 
Girbal-Blacha (dir.) Agro, universidad y enseñanza. Dos momentos de 
la Argentina rural (1910-1955). La Plata. UNLP, 13-72. 

Graciano, O. (2001). El agro pampeano en el pensamiento 
universitario argentino. Las propuestas de los ingenieros agrónomos 
de la Universidad Nacional de La Plata, 1906-1930. Cuadernos del 
PIEA, 15, 33-76. 

Graciano, O. (2003). Estado, Universidad y economía agroexportadora 
en Argentina: el desarrollo de las facultades de Agronomía y 
Veterinaria de Buenos Aires y La Plata, 1904-1930. Revista Theomai. 
Estudios sobre Sociedad, Naturaleza y Desarrollo, n% 8, segundo 
semestre. 

Graciano, O. (2004). Los caminos de la ciencia. El desarrollo inicial de 
las Ciencias Agronómicas y Veterinarias en Argentina, 1860-1910. 
Signos Históricos, n* 12, julio- diciembre, 8-36. 

Graciano, O. (2017). Ciencia, profesión académica y burocracia en el 
Estado liberal. La genética vegetal y la gestión de la agricultura. En 
M. S. Di Liscia y G. Soprano (eds.) Burocracias estatales. Problemas, 
enfoques y estudios de caso en la Argentina (entre fines del siglo XIX y 
XX). Rosario. Prohistoria, 163-186. 

Graciano, O. y Martocci, F. (2021). Los desplazamientos entre 
universidad, burocracia estatal y militancia política. La trayectoria 
profesional de Andrés Ringuelet, entre La Plata, La Pampa y 
Tucumán (1906-1968). En F. Martocci y M. Lanzillotta (eds.) 
Universidades en clave regional. Estudios de caso y escalas de análisis en 
la Argentina (segunda mitad del siglo XX). Rosario: Prohistoria- 
EdUNLPam, 39-70. 


Grosso, S. y Albaladejo, C. (2009). Los ingenieros agrónomos y la 
“nueva agricultura”: des/reterritorialización de la profesión. En C. 
Gras y V. Hernández (coords.) La Argentina rural. De la agricultura 
familiar a los agronegocios, Buenos Aires, 117-133. 

Gutiérrez, M. (1988). Semillas mejoradas: desarrollo industrial e 
impacto sobre la producción agrícola. En O. Barsky et al. La 
agricultura pampeana. Transformaciones productivas y sociales. Buenos 
Aires. FCE, IICA, CISEA, 176-211. 

Gutiérrez, T. (2007a). Educación, agro y sociedad. Políticas educativas 
agrarias en la región pampeana (1897-1955). Bernal. Universidad 
Nacional de Quilmes. 

Gutiérrez, T. (2007b). Tomás Amadeo: la construcción de un discurso 
sobre lo rural. En G. Zarrilli (comp.) Clásicos del mundo rural 
argentino. Relectura y análisis de textos. Buenos Aires. Siglo XXI, 
111-132. 

Hirschegger, I. (2017). La Escuela Técnica de Fruticultura de San 
Rafael: experiencia educativa en el sur de Mendoza a mediados del 
siglo XX. Travesía, 19, 1, 29-50. 

Hirschegger, I. (2020). Reformas institucionales para la campaña 
mendocina. La orientación agrícola de la educación primaria en los 
años treinta. En P. Barrio y F. Rodríguez Vázquez (eds.) Políticas, 
industrias y servicios en Mendoza (1918-1943), Buenos Aires. Teseo 
Press, pp. 377-424. 

Hualde de Pérez Guilhou, M (1985). Los primeros estudios 
agronómicos en Mendoza. Aportes e Investigaciones Históricas, 2, 11- 
26. 

Katz, J. y Bercovich, N. (1988). Innovación genética, esfuerzos 
públicos de investigación y desarrollo y la frontera tecnológica 
internacional: nuevos híbridos en el INTA. Desarrollo Económico, vol. 
28, n* 110, 209-243. 

Kreimer, P. (ed.) (2016). Contra viento y marea. Emergencia y desarrollo 
de campos científicos en la periferia: Argentina, segunda mitad del siglo 
XX. Buenos Aires. CLACSO. 

Landini, F. (2013). Perfil de los extensionistas rurales argentinos del 
sistema público. Mundo Agrario, vol. 14, n* 27, diciembre. 

Lara Sanches Junior, J. y de Campos, C. (2020). La fundación del 
Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) y las 
transformaciones en el agro y en la política argentina en los años de 


1950. Andes. Antropología e Historia, 2, 31, 1-35. 

Lenis, M. y Rodríguez Vázquez, F. (2014). Instituciones agronómicas y 
economías regionales en Argentina: el vino mendocino y el azúcar 
tucumano, 1890-1916. Historia Agraria, n* 62, pp. 117-145. 

León, C. y Losada, F. (2002). Ciencia y tecnología agropecuarias antes 
de la creación del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria 
(INTA). Revista Interdisciplinaria de Estudios Agrarios. Cuadernos del 
PIEA, n* 16, 35-90. 

Losada, F. (2003). La institucionalización de la extensión rural con la 
creación del INTA (1957). Documentos del CIEA 1, 27-35. 

Losada, F. (2005). Los orígenes del Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria (INTA). Realidad Económica, n* 210, 21-40. 

Lundvall, B. Á. (2009). Sistemas nacionales de innovación. Hacia una 
teoría de la innovación y el aprendizaje por interacción. San Martín: 
UNSAM EDITA. 

Martocci, F. (2011). Enseñar a cultivar en el Territorio pampeano. 
Escuelas, agronomías y estaciones experimentales (1900-1953). Anguil. 
Ediciones INTA. 

Martocci, F. (2014a). Cultivar al agricultor en la pampa seca. 
Generación y difusión de conocimientos agrícolas en las primeras 
décadas del siglo XX. Mundo Agrario. Revista de Estudios Rurales, vol. 
15, n* 29, agosto, 1-26. 

Martocci, F. (2014b). La producción agrícola en los márgenes: 
prácticas, saberes e innovaciones en el Territorio Nacional de La 
Pampa (1883-1940). Boletín del Instituto de Historia Argentina y 
Americana “Dr. Emilio Ravignani”, n* 41, segundo semestre, 11-48. 

Martocci, F. (2018a). ¿Cómo resolver los problemas del agro en el 
interior argentino? Las iniciativas estatales para la formación de 
técnicos y el desarrollo de investigaciones científicas en La Pampa 
(1952-1959). Apuntes. Revista de Ciencias Sociales, vol. XLV, n” 83, 
julio-diciembre, 5-36. 

Martocci, F. (2018b). Técnicos para el agro pampeano. Formación 
universitaria, redes profesionales y producción de saberes: un 
abordaje a partir de trayectorias particulares. Revista IRICE, n” 34, 
9-41. 

Martocci, F. (2020). Con los pies en el surco. Instituciones estatales y 
actores de la ciencia agropecuaria en La Pampa (1958-1983). Buenos 
Aires. Prometeo. 


Martocci, F. (2021). Una burocracia de terreno o cómo aprehender a la 
Subsecretaría de Asuntos Agrarios de La Pampa: agencias, actores y 
funcionarios entre 1967 y 1980. Estudios Sociales del Estado, vol. 7, n 
* 14, 143-175. 

Martocci, F., Moyano, D. y Rodríguez Vázquez, F. (2023). 
Conocimiento sobre rieles. El papel del ferrocarril en las prácticas 
de extensionismo y experimentación agropecuaria en regiones 
argentinas (ca. 1908-1930). Páginas. Revista digital de la Escuela de 
Historia, n” 37. DOI: 10.35305/rp.v15i37.714 

Martocci, F. y Zuleta, C. (2023). Los caminos de la innovación: retos 
tecnológicos y dilemas ambientales en el agro latinoamericano. 
Quinto Sol. Revista de Historia, vol. 27, n” 3. DOI  http:// 
dx.doi.org/10.19137/qs.v27i3.7712 

Mateu, A. M. y Stein, S. (2006). Diálogos entre sordos: Los 
pragmáticos y los técnicos en la época inicial de la industria 
vitivinícola argentina. Revista de Historia Agraria, 39, 267-292. 

McCook, S. (2002). States of Nature. Science, Agriculture and 
Environment in the Spanish Caribbean, 1760-1940. Austin: University 
of Texas Press. 

McCook, S. (2013). Focus: Global currents in national histories of 
science: the “global turn' and the history of science in Latin America. 
Isis, 104, 773-776. 

Moon, D. (2020). The American Steppes. The Unexpected Russian Roots 
of Great Plains Agriculture, 1870s-1930s. Cambridge: Cambridge 
University Press. 

Moyano, D. (2011). La Escuela de Arboricultura y Sacarotecnia de 
Tucumán y su papel en el desarrollo agroindustrial de la provincia, 
1880-1920. Travesía. Revista de Historia Económica y Social, n* 13, 
229-246. 

Moyano, D. (2014). “El azúcar se forma en el campo”. El papel de las 
agencias estatales en la modernización de la agricultura cañera 
tucumana (1880-1910). Mundo Agrario, vol. 15, n” 29, agosto, 1-33. 

Moyano, D., Campi, D. y Lenis, M. (2011). La formación de un 
complejo científico-experimental en el norte argentino: la estación 
experimental agrícola de Tucumán (1909-1922). Prohistoria, n” 16, 
1-18. 

Moyano, D., Rodríguez Vázquez, F. y Souza Oliver, G. de (2013). 
Presentación: Estado, agrónomos y ciencia aplicada al campo. 


Miradas sobre las iniciativas públicas y privadas en el desarrollo 
agroindustrial en América Latina (fines del siglo XIX y comienzos 
del siglo XX). Historia Política.com, 40, https: //historiapolitica.com/ 
dossiers/agroal/ 

Navarro J. (2012). Educación técnica rural en Argentina (1910-1960). 
Revista Escuela de Historia, vol. 11, n* 2, 1-21. 

Neiburg, F. y Plotkin, M. (comps) (2004). Intelectuales y expertos. La 
constitución del conocimiento social en Argentina. Buenos Aires. 
Paidós. 

Núñez, P. G. y López, S. (2014). Lo rural y lo científico: la presencia 
de la Estación Experimental Regional Agropecuaria (EERA) INTA 
Bariloche, 1962-1968. Estudios Rurales. Publicación del Centro de 
Estudios de la Argentina Rural, n* 7, 105-126. 

Obschatko, E. y Piñeiro, M. (1986). Agricultura pampeana: cambio 
tecnológico y sector privado. Buenos Aires. CISEA. 

Obschatko, E. (1988a). La transformación económica y tecnológica de la 
agricultura pampeana. 1950-1984. Buenos Aires. Ediciones Culturales 
Argentinas. 

Obschatko, E. (1988b). Las etapas del cambio tecnológico. En O. 
Barsky et. al.La agricultura pampeana. Transformaciones productivas y 
sociales. Buenos Aires. FCE, TICA y CISEA, 117-136. 

Olmstead, A. L. y Rhode, P. W. (2008). Creating Abundance. Biological 
Innovation and American Agricultural Development. Cambridge: 
Cambridge University Press. 

Plencovich, M. C., Costantini, A. O. y Bocchicchio, A. M. (2009). La 
educación agropecuaria en la Argentina. Génesis y estructura. Buenos 
Aires. Ediciones CICCUS. 

Ras, N.et al. (1994). La innovación tecnológica agropecuaria. Aspectos 
metodológicos de la transferencia de tecnología. Buenos Aires: 
Academia Nacional de Agronomía. 

Richard-Jorba, R. (1994). Hacia el desarrollo capitalista en la 
provincia de Mendoza. Evolución de los sistemas de explotación del 
viñedo entre 1870 y 1900. Anales de la Sociedad Científica Argentina, 
224 (2), 1-34. 

Rodríguez, L. G. y Soprano, G. (eds.) (2018). Profesionales e 
intelectuales de Estado. Análisis de perfiles y trayectorias en la salud 
pública, la educación y las fuerzas armadas. Rosario Prohistoria. 

Rodríguez Vázquez, F. (2013). Educación y vitivinicultura. Formación de 


recursos humanos y generación de conocimientos técnicos en Mendoza 
(1890-1920). Rosario. Prohistoria. 

Rodríguez Vázquez, F. y Barrio, P. (2013). De Bourdeaux a Mendoza: 
la influencia francesa en la vitivinicultura moderna (1904-1918). En 
A. de Arce y G. Mateo (comps.) Migraciones e identidades en el mundo 
rural. Buenos Aires. Imago Mundi, 269-197. 

Rodríguez Vázquez, F. y Barrio, P. (2020). Entre la expertise y la 
sociabilidad: los aportes de los técnicos extranjeros a una 
agroindustria regional (Mendoza, Argentina) (1880-1924). Quinto 
Sol, vol. 24, 2, 1-19. 

Rodríguez Vázquez, F. y Cian, J. (2024). Los desafíos de la 
vitivinicultura argentina: reflexiones a partir de la trayectoria del 
agrónomo José Alazraqui en Mendoza, Entre Ríos y Salta 
(1910-1923). Historia Agraria de América Latina, 4(02), 1-22. 

Ruffini, M. y Blacha, L. (comps.) (2011). Burocracia, tecnología y agro 
en espacios marginales. Rosario. Prohistoria. 

Sesto, C. (2005). La vanguardia ganadera bonaerense, 1856-1990. Tomo 
IT: Historia del capitalismo agrario pampeano. Buenos Aires. UB-Siglo 
XXI. 

Silvestro, M. (2023). La Unidad Integrada Balcarce: actores y 
proyectos en la constitución de un modelo particular de 
investigación, extensión y docencia. Páginas. Revista digital de la 
Escuela de Historia, n* 37.DOI: 10.35305/rp.v15i37.719 

Tort, M. I. (2008). Enfoques de la extensión rural. En nuestro agro: 
¿evolución, complementación u oposición?. En J. Balsa, G. Mateo y 
M. S. Ospital (comps.) Pasado y Presente en el Agro Argentino. Buenos 
Aires. Lumiere, 429-450. 

Van Ausdal, S. (2013). Presentación del dossier “Nuevas historias 
agrarias de América Latina”. Historia Crítica, n* 51, 13-19. 

Vessuri, H. (2005). La tecnología de la investigación en la temprana 
fitotecnia sudamericana: Horovitz, el maíz y la investigación 
agrícola. En A. Arellano Hernández et al. Ciencias agrícolas y cultura 
científica en América Latina. Buenos Aires. Prometeo, 15-44. 

Zuleta, C. (2020). Laboratorios de cambio agrario: tecnología y ciencia 
en el campo. Presentación. Historia Mexicana, vol. 70, n” 1, 61-97. 


1. CONICET, INCIHUSA / UNCuyo. « 
2. CONICET, IEHSOLP / UNLPam, IESH. « 
3. Véase De Mendonca (1999), McCook (2002), Cotter (2003), Arellano Hernández et 


10. 


11. 


12 
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Tramas socio-territoriales tras la 
política vial bonaerense 


Aportes desde una mirada microanalítica (mediados del siglo XX) 
Alejandra Salomónl!! 


Introducción 


En la historiografía, la problemática de los caminos en la Argentina 
habitualmente refiere a una narrativa triunfalista, asociada al 
despliegue racional y planificado de ingenieros y funcionarios que, 
con sus técnicas y saberes, hegemonizaron el aparato del Estado (entre 
otros, Ballent, 2008; Gruschetsky, 2019; Gómez y Tchordonkian, 
2017; Piglia, 2014). Al mismo tiempo, suele prevalecer una imagen 
pasiva de los sujetos afectados por tales políticas. Tras este cuadro 
trasunta un clima de celebración y relativo consenso, alimentado por 
las inauguraciones de obras y las otrora ponderadas conmemoraciones 
del Día del Camino. Pese a sus singulares contribuciones respecto a las 
grandes vías de acceso de áreas urbanas y suburbanas, en especial en 
conexión con las prácticas turísticas (Bruno, 2009; Gómez Pintus y 
Gruschetsky, 2023), en la literatura existen todavía ausencias 
importantes sobre los procesos socio-territoriales que forman parte 
intrínseca del trazado y la construcción de caminos en el interior rural 
de la provincia de Buenos Aires. 

La dimensión territorial, y con ella, la conflictual, no ha sido 
incorporada con el valor protagónico que se merece en los estudios 
históricos sobre vialidad, aun cuando éstos presentan mapas de 
ubicación y describen las condiciones físicas en las que acontecen las 
obras. Además, faltan miradas que, más atentas a las realidades de los 
entornos rurales, logren aprehender los impactos en la cotidianeidad y 
las expectativas, los intereses, las reacciones y las disputas de los 
sujetos alrededor de esta infraestructura clave para satisfacer una 


necesidad imperiosa: la movilidad de personas y mercancías. Así pues, 
si bien cada obra detenta una materialidad propia, su auténtico 
significado y racionalidad se comprenden en relación con una 
totalidad compleja que trasciende las lógicas estatales. Emplazada en 
un lugar, responde a dinámicas productivas y de acumulación 
dominantes y genera tanto avales como resistencias. 

De esta manera, la recuperación de una perspectiva socio- 
territorial permite captar lo particular y lo múltiple de la problemática 
vial, asociada a las prácticas de los sujetos y a la yuxtaposición y al 
solapamiento de huellas que evidencian diversas organizaciones socio- 
económicas y cosmovisiones. Dicha sugerente perspectiva ha sido 
adoptada por la geografía para aprehender las contemporáneas 
problemáticas de inaccesibilidad y fragmentación en pequeñas 
localidades en función al transporte y las comunicaciones (Diez 
Tetamanti, 2013; Paolasso, Longui y Velázquez, 2019). Por otra parte, 
a partir de un enfoque fundamentalmente etnográfico, recientes 
trabajos han articulado experiencias, memorias y documentación para 
poner en discusión las unidades clasificatorias espaciales y demostrar 
la construcción social del camino como lugar (Bocco et al., 2019; 
Chávez et al., 2021). 

En este marco, el trabajo se propone trascender el análisis de la 
política vial desde una visión estatalista, triunfalista y coyuntural, 
hacia otra que coloque el foco en las disputas de las poblaciones 
situadas en los territorios donde se ejecuta la intervención, así como el 
devenir y las implicancias socio-territoriales de esta última. Aporta a 
la reflexión en torno a un objeto contingente y multidimensional, un 
tanto rezagado en los estudios históricos sobre movilidades y 
territorialidades rurales: los caminos. ¿Qué lugar ocupaban y a través 
de qué vías se pronunciaban las iniciativas de quienes no formaban 
parte del Estado? ¿Qué intereses y expectativas estaban 
comprometidos en las complejas y variadas formas de diseño, uso y 
pavimento de caminos en el medio rural bonaerense? ¿Qué consensos, 
conflictos e impactos territoriales generaron los trazados? 

Para responder, preliminarmente, estos interrogantes se abordará 
un estudio de caso: la pavimentación del tramo Brandsen-Ranchos de 
la ruta provincial N” 29 (provincia de Buenos Aires), a mediados del 
siglo XX. La potencialidad del enfoque microanalítico (Grendi, 1977; 
Revel, 2005; Serna y Pons, 2003) reside en la posibilidad de 


complejizar y profundizar las interpretaciones historiográficas 
hegemónicas sobre la temática vial. En este sentido, la reducción de la 
escala de observación como procedimiento analítico y el estudio 
intensivo del material documental permite desafiar miradas 
panorámicas, excluyentes de la diversidad, la multiplicidad y la 
procesualidad, más reconocibles en el ámbito micro. Específicamente, 
la reconstrucción de las tramas socio-territoriales particulares —a partir 
de la triangulación de fuentes documentales (prensa, informes 
técnicos, actas gubernamentales, planes de gobierno, mapas)- 
demostrará que la obra vial resulta una construcción social encarnada 
en un tiempo y un lugar, capaz de expresar y forjar una relación de 
fuerzas conflictiva y desigual en las pequeñas localidades, debido a la 
incidencia de la accesibilidad en la actividad productiva y la vida 
cotidiana. Cabe aclarar que las impresiones recogidas de las fuentes no 
son ni exhaustivas ni concluyentes, solo otorgan pistas para alumbrar 
los sujetos sociales, las dinámicas, las tensiones y los impactos 
involucrados en una obra vial en el medio rural. 

El trabajo se estructura en cuatro apartados. En el primero 
trabajamos en la elaboración de un marco teórico que diera cuenta del 
cruce entre caminos, disputas y transformaciones territoriales. El 
segundo apartado partirá, como axioma de investigación, de la 
importancia del anclaje témporo-espacial de todo camino, por lo que 
reconstruirá la historia y el valor del camino Brandsen-Ranchos en los 
patrones socio-productivos, la movilidad regional y las políticas 
públicas. A continuación, se describirá el conflicto en torno a la 
pavimentación y, posteriormente, se abordará su impacto en la 
producción del espacio circundante del partido de General Paz (ex y 
más conocido como Ranchos). Por último, en las reflexiones finales se 
dará cuenta de los hallazgos principales y se sugerirán interrogantes 
para continuar la presente vía de indagación. 


Los caminos desde una perspectiva socio-territorial 


Los giros de las ciencias sociales han trazado nuevos derroteros dentro 
del campo de conocimientos sobre las vías de comunicación. Entre 
ellos, el giro de la movilidad —como tendencia general a prestar más 
interés a las prácticas móviles en sí (Urry, 2007)- o el giro espacial — 
que replantea el concepto de territorio y valoriza su dimensión 


procesual, cualitativa, interpretativa y subjetiva (Santos, 1995; 
Lefebvre, 2013; Haesbaert, 2013)- contribuyen a acercamientos 
interdisciplinares y a la construcción de ricos cuerpos teóricos sobre 
los múltiples procesos que operan en la producción y el uso de una 
obra vial. A partir de estas propuestas analíticas puede concebirse a 
los caminos como construcciones sociales atravesadas por prácticas 
materiales y simbólicas asociadas a la movilidad, que organizan los 
tiempos y los espacios cotidianos. Al igual que otras infraestructuras 
de la movilidad, denotan un carácter ambivalente: ordenan e incluyen, 
pero también desordenan y excluyen (Mc Callum y Zunino Sing, 
2023). 

Como parte de las redes de circulación y comunicación, inciden 
directamente en la formación de los territorios rurales, sea en la 
ubicación y el derrotero de las explotaciones agropecuarias, los 
circuitos de intercambio (locales, regionales e incluso internacionales), 
el emplazamiento de locales comerciales, el despliegue de los servicios 
públicos (escuelas, centros de salud, redes telegráfica y telefónica, 
electricidad, etc.), la actividad inmobiliaria, la sociabilidad y el 
paisaje, entre otros aspectos. Es decir, como práctica de 
territorialización, la red caminera involucra a múltiples sujetos socio- 
económicos e instituciones y opera a diferentes dimensiones y escalas. 
Ciertamente, dar cuenta del impacto de la infraestructura en la 
producción del territorio exige una visión posada en el lugar, un 
espacio concreto, diverso y dinámico. De todas maneras, enfocarse en 
los procesos locales no significa descartar las escalas medias o macro, 
puesto que la obra vial no es de ninguna manera una entidad cerrada 
y explicable en sí misma; por el contrario, solo se comprende dentro 
de una relación recíproca local-supralocal que incluso contempla los 
entramados con otras infraestructuras. 

Tampoco esta infraestructura de la movilidad queda restringida al 
ámbito del Estado, ya que puede concebirse como el resultado del 
despliegue de estrategias que la exceden y prácticas territoriales 
consecuentes. En otras palabras, un estudio socio-territorial de los 
caminos no debiera contentarse únicamente con vislumbrar el rol de 
las autoridades públicas, las empresas constructoras y los 
inversionistas directamente ligados a las obras, sino también a otros 
sujetos involucrados (productores, trabajadores, transportistas o 
simples vecinos). Soslayados por la literatura, su movimiento no solo 


habría motivado la emergencia de una “cuestión socialmente 
problematizada” —en palabras de Oszlak y O“Donnell (1976)- en torno 
a tal o cual camino, sino que éste habría impactado en sus flujos y 
relaciones habituales. 

Así como en él se ponen en juego distintas acciones sociales 
asociadas a experiencias de movilidad cotidiana, también puede estar 
mediado por proyectos divergentes. Condicionado por las lógicas 
dominantes, produce solidaridades y tensiones en las comunidades 
(Salomón, 2022a y 2022b). En este sentido, dotada de temporalidad, 
toda obra vial deviene en un objeto de disputa materializada entre 
sujetos con pretensiones hegemónicas, campo de poder que involucra 
relaciones sociales (económicas, políticas, ambientales, culturales). Así 
como la apertura de una traza, el estado o el pavimento de un camino 
gestan espacios de concertación vecinal o corporativa —plasmados en 
la conformación de consorcios viales, reuniones, comisiones, 
colaboración espontánea con las autoridades gubernamentales, etc.— 
también pueden crear instancias de conflicto, lo cual atestigua que 
éste no se reduce al trabajo o la propiedad en los espacios rurales. Tal 
como ha señalado Scott (1985), continuando el sendero abierto por 
Thompson (1991[1980])-, la conflictividad rural no solo se expresa en 
grandes pleitos o eventos excepcionales, sino de forma más cotidiana, 
aunque “opaca” y a menudo individual. 

Tales axiomas obligan a profundizar las conceptualizaciones 
simplistas, que asimilan el camino a una mera vía de conexión entre 
dos puntos, para construir un marco de análisis más sólido que 
permita dar cuenta de la procesualidad histórica de las tramas 
territoriales, que son producto de las relaciones sociedad-naturaleza y 
una condición para la reproducción social. El territorio yuxtapone 
vestigios de infraestructura vial (simples huellas, caminos vecinales de 
tierra, rutas, autopistas, etc.), que, en tanto espacios en donde 
transcurre la vida, evidencian cambiantes organizaciones espaciales, 
cosmovisiones, actitudes hacia el medioambiente y formas de 
inserción en la economía mundial y regional. Una mirada amplia 
permite ver que los caminos detentan su propia historia y constituyen 
valiosas fuentes de información para los estudios rurales, en tanto 
revelan las características y transformaciones de los espacios agrarios, 
así como su relación con las ciudades y con las lógicas de poder. 
Desde este ángulo, resulta sugerente la proposición de Urrutia Reveco 


(2022) de efectuar una “biografía de camino”, plataforma para pensar 
el vínculo entre caminos, sociedades y territorios a partir del 
movimiento. 


El camino Brandsen-Ranchos y su anclaje témporo-espacial 


El camino en cuestión, cuya longitud es de 43,2 km, constituye el 
primer tramo de la ruta provincial N” 29 y enlaza las ciudades 
cabeceras de dos partidos homónimos del centro-este de la provincia 
de Buenos Aires (Imagen 1). Por un lado, el partido de Brandsen, que 
está vinculado por la ruta 210 a la capital nacional (68 km) y por la 
ruta 215 a la capital provincial (40km); e integrado por su ciudad 
cabecera, Jeppener, Gómez, Altamirano, Samborombón y Oliden. Por 
otro, el partido lindero de General Paz, situado a 120 km de la Capital 
Federal y a 85 km de La Plata. Junto a su ciudad cabecera, Alegre, 
Loma Verde y Villanueva son los principales pueblos que lo 
conforman. A mediados del siglo XX, los dos partidos se 
caracterizaban por su reducida densidad poblacional y su marcado 
perfil ganadero-tambero.'?! A nivel industrial, prevalecían los 
pequeños establecimientos dedicados a la industrialización de la leche, 
como cremerías y fábricas de queso, y en Brandsen, además de 
aquellos, gravitaba el sector metalúrgico.!”! Emplazados en la cuenca 
de abasto sur de la provincia, ambos constituían un eslabón clave del 
circuito lácteo que abastecía al Área Metropolitana de Buenos Aires 
(AMBA). De hecho, las fluidas relaciones comerciales con los 
mercados de consumo allí ubicados orientaban la movilidad en la 
zona. La mayor cercanía de Brandsen a importantes centros urbanos lo 
colocaban en una situación de privilegio que le permitía contar con 
mejores medios de comunicación y transporte que General Paz. 


Imagen 1: Camino Brandsen-Ranchos, provincia de Buenos Aires 


Fuente: Elaboración propia en base a Google Maps. 


Se comprende entonces la funcionalidad principal del camino — 
que atravesaba un área de gran subdivisión de tierras—-'"' para General 
Paz, aún más si se contemplan los inconvenientes que exhibía la 
movilidad de la época. Ante la inexistencia de mapas viales que 
reconstruyeran los sistemas de movilidad local, la prensa oficia como 
caja de resonancia de las quejas y los debates en torno a aquellos. En 
efecto, y en sintonía con lo ocurrido en toda la provincia de Buenos 
Aires, prevalecían los caminos de calzada natural, caracterizados por 
su estado precario. Condicionados por las frecuentes lluvias de la 
región y la deficiente conservación, generaban altos costos económicos 
y sociales para los usuarios. En 1958 General Paz poseía 75 km de 
caminos de tierra (correspondientes a la red provincial) y sólo 2 km de 
pavimento (correspondientes a la red nacional). Los guarismos para 
Brandsen son levemente más favorables: 85 km y 55 km, 
respectivamente.'” A ambas redes debe sumársele la no inventariada 
ni asfaltada red municipal. Frente a la mejor conectividad carretera y 
ferroviaria de Brandsen, hacia los años cincuenta los habitantes de 
General Paz se valían fundamentalmente del servicio diario de dos 
líneas ferroviarias, General Roca (con paradas en Villanueva, Ranchos 
y Alegre) y Provincial de Buenos Aires (con parada en Loma Verde) 


(Imagen 2). Existían, además, pocos y no diarios servicios de 
colectivos (“Expreso Cañuelas S.R.L.”, “Empresa Sanucci”, “General 
Paz”) que los conectaban con La Plata o pueblos vecinos, como 
Chascomús o San Miguel del Monte. 


Imagen 2: Ubicación y vías de comunicación de Brandsen y General Paz 


Fuente: Dirección de Vialidad Buenos Aires, Ministerio de Obras Públicas (s/f). Red caminera. 


Los orígenes de la ruta N” 29 se remontan a finales del siglo XIX, 
a raíz del loteo efectuado en Brandsen por el Dr. Luis Telmo Pintos en 
1887 (Vignola, 2011, p. 175). Como establecía el Código Rural de 
1865, todo propietario que cercase su fundo, junto a la solicitud de un 
permiso municipal, estaba obligado a dejar a la orilla un camino 
vecinal de 5 varas (4,3 m) y tranqueras para la libre circulación. 
Gracias a este dispositivo, al calor del proceso de acaparamiento de 
tierras y delimitación de la propiedad privada proliferaron caminos 
que comenzaron siendo vecinales y luego alcanzaron jerarquía 
provincial o nacional. En este caso, el camino abierto en los laterales 


del campo fue prolongado paulatinamente hasta el puente ferroviario 
sobre el arroyo Samborombón, punto de paseo familiar durante los 
fines de semana. En 1936, la flamante Dirección de Vialidad de la 
Provincia de Buenos Aires (DVBA) extendió el camino, aún de tierra, 
hasta Ranchos y propició estudios y anteproyectos de pavimentación, 
los cuales contaron con la colaboración del Automóvil Club Argentino 
(Imagen 3). Tres años después licitó las obras básicas (apertura de 
traza, colocación de alambrados, movimiento de tierra, alcantarillado, 
etc.), aduciendo la necesidad de favorecer la actividad tambera y 
granjera, los intercambios comerciales, la radicación de la familia 
rural y la descongestión de la ruta a Mar del Plata.'*! Terminadas las 
mismas, en 1943 otra empresa resultó adjudicataria del afirmado, 
pero a poco de iniciar los trabajos debió suspenderlos ante el 
encarecimiento y la falta de suministro de material pétreo y de medios 
de transporte. 


Imagen 3: Croquis del Camino Brandsen-Ranchos (ca.1930) 
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Fuente: IGN. Automóvil Club Argentino (ca. 1930). Croquis del Camino de Coronel Brandsen a General Paz 
(Ranchos). Escala indeterminable. 


Desde entonces, y por más de una década, la pavimentación se 
convirtió en uno de los principales reclamos de los habitantes de 
General Paz y el periódico local La Palabra, haciéndose eco de los 
mismos, los potenció con su detallada y persistente cobertura 


periodística. Erigida en sede de reiteradas reuniones de productores — 
especialmente tamberos-, la Sociedad Rural local impulsó petitorios y 
telegramas solicitando audiencias con el ministro de Obras Públicas de 
la provincia, el gobernador y Eva Perón.'”! Incluso, la demanda se 
visibilizó a través de una caravana vecinal hacia La Plata - 
acompañada del cierre de comercios rancheros—, una ponencia dentro 
del Congreso Regional de Economía realizado en 1948, asambleas de 
tamberos y peticiones en las dos visitas que en 1950 efectuara el 
gobernador Domingo Mercante.'*! El Consejo Deliberante también se 
involucró en las gestiones ante las autoridades provinciales, al igual 
que otras entidades locales, como la Cooperativa Agropecuaria e 
Industrial de Ranchos y el Subcomando Táctico del Partido Peronista, 
aludiendo al sentido colectivo y progresista del proyecto.!”! Como se 
vislumbra, el activismo a favor de la causa movilizó a amplios sectores 
de la comunidad a través de la práctica peticionaria por las vías 
institucionales, dando cuenta de la relevancia que asumía tal 
infraestructura vial. 

A pesar de las demandas y de que el rubro vial representaba uno 
de los sectores privilegiados de política pública peronista, la 
concreción de las obras se demoraba, menoscabada por el aumento de 
costos y otras prioridades gubernamentales. En 1951 una tercera 
licitación quedó sin efecto, razón por la cual la inauguración siguió 
siendo una promesa. Inclusive, tras el cúmulo de reclamos, el senador 
brandsense Manuel Alcuaz (1952-1958) exigió en la Legislatura una 
explicación de la dilación a través de una infructuosa minuta de 
interpelación al ministro de Gobierno. Tampoco el recambio de 
autoridades provinciales, en 1953, trajo consigo una réplica efectiva. 
Dos nuevos petitorios, destinados al presidente Juan D. Perón y al 
gobernador Carlos Aloé (1952-1955), concitaron en 1954 el respaldo 
de productores, comerciantes y vecinos en general. En 1955, otra 
nota, encabezada por el comisionado municipal Alberto Ferrante y 
firmada por vecinos, insistió ante el director de la DVBA, Pedro Pétriz, 
en la necesidad prioritaria del camino. Similar herramienta fue 
utilizada por pobladores de Brandsen junto a sus autoridades, aunque 
con menor repercusión. 

A escala local, el camino pavimentado se visualizaba como 
solución a varios obstáculos, fundamentalmente referidos al 
abastecimiento de leche y sus derivados. Los anegamientos y las 


situaciones de intransitabilidad eran moneda corriente en las calzadas 
de tierra. No solo afectaban la producción y la comercialización, 
también el transporte cotidiano de personas, especialmente en 
temporada de lluvias. Al respecto, la decisión de reducir los servicios 
durante el invierno por parte de la empresa de transporte colectivo 
“Expreso Cañuelas S.R.L.” se asocia a las condiciones del camino en 
esa temporada.!'”! Por otra parte, la obra despertaba expectativas en 
torno a la valorización de las tierras, la instalación de industrias, la 
ampliación del servicio de micros y la construcción de una estación 
para éstos.!''! Ilustrativamente, una publicidad anunciaba un remate 
de lotes “sobre camino a pavimentar de Ranchos a Brandsen”,''?! en 
tanto una nota periodística refrendaba su relevancia: 


Uno de los grandes impedimentos del progreso de los pueblos radica en la falta 
de población y de caminos [...] En Ranchos, faltan caminos apropiados para 
asegurar la comercialización de su producto, ya que cuenta con grandes fuentes 
de producción [...] El que nos une con Coronel Brandsen a la primera lluvia 
resulta una barrera infranqueable, paralizando las actividades comerciales, 
privándonos del servicio colectivo de pasajeros [...] Y cuando se procede al 
traslado urgente de un enfermo, sin mediar sacrificios deben realizarse proezas 
[...] La necesidad de pavimentación [...] de ello depende el progreso de las 
pobladores de la zona, el aumento de su población y de la riqueza de 
producción de sus campos, de la industria y del comercio.!13! 


Según el periódico brandsense Enfoques, la obra resultaba 
significativa, porque “Ranchos [estaba] aislado completamente de la 
red pavimentada de la provincia de Buenos Aires y Brandsen, privado 
de una comunicación vial de la importancia y trascendencia del 
presente camino”.!'* En suma, la preponderancia de este camino 
queda manifestada en las prácticas peticionarias locales -— 
acompañadas de valoraciones en el discurso- ante poderes públicos 
que se hallaban entreverados por dificultades financieras y de 
abastecimiento de materiales. Será promediando la década de 1950 
cuando cambios de gobiernos cimentaron nuevas agendas públicas 
que modificaron prioridades. En un contexto en que cobró impulso la 
infraestructura vial, en 1956 salieron a la luz discrepancias en torno a 
la pavimentación de este camino que acreditaba ya una larga historia. 


Una pavimentación conflictiva 


Así como cada infraestructura vial encarna la biografía de un 
territorio, deviene en un mosaico dinámico de ambivalencias y 
antagonismos, muchas veces invisibilizado desde los centros de poder, 
interesados en exhibir con grandilocuencia las inauguraciones de 
obras, los consensos y el interés general que tras ellas subyace. Como 
construcción social, todo camino da lugar al despliegue de múltiples 
confrontaciones que sacuden y tensan el cuerpo social a diferentes 
escalas témporo-espaciales. Hacer audibles tales episodios que, aunque 
intermitentes, expresan aspiraciones e intereses diversos, ayuda a 
complejizar la realidad social de las pequeñas localidades. Para ello, 
en este apartado se reconstruirá el derrotero de la conflictiva 
pavimentación del camino Brandsen-Ranchos, identificando los sujetos 
sociales involucrados, así como las estrategias y los argumentos 
desplegados para hacer valer sus pretensiones. 

Tal como anticipamos, en 1956 emergieron discrepancias en 
torno a la elección de la traza que sería objeto de la pavimentación. 
Aunque con débil respaldo, un grupo de hacendados de la zona envió 
telegramas al interventor provincial y al ministro de Obras Públicas 
implorando la pavimentación del denominado camino “viejo”. Este 
último, cercano a la ruta N” 215 y a 5 km de la estación Loma Verde 
del Ferrocarril Provincial, conectaba esta localidad con Ranchos. En 
cambio, la llamada traza “nueva” enlazaba Ranchos-Brandsen, 
pasando por Jeppener, Alegre y Altamirano. Corría en paralelo a la vía 
del Ferrocarril General Roca por unos 10 km desde Brandsen hacia el 
sur y desde ese punto se comenzaba a separar, quedando la estación 
de Jeppener a unos 2,5 km y la de Altamirano a unos 9 km del 
camino, en línea recta. Luego, el trazado se acercaba a la línea del 
ferrocarril hasta quedar a unos 5 km de la estación Alegre. 
Claramente, la nueva traza estaba más próxima a la línea férrea, tal 
como ilustra (en línea punteada) el siguiente mapa publicado en La 
Palabra, mapa que por otra parte exhibe cómo los periódicos locales 
funcionaban como productores y promotores de información vial 
(Imagen 4). 


Imagen 4: Trazas “vieja” y “nueva” dentro de General Paz 
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Fuente: General Paz (Ranchos) (9 de noviembre de 1967). LP, p. 1. 


En ambos trazados, el transporte de leche y sus derivados era 
fundamental. Aquellas explotaciones tamberas que estaban más 
contiguas a la ruta N” 215 o al Ferrocarril Provincial utilizaban esas 
vías de comunicación para conectarse con el área metropolitana. 
Según un informe elaborado por el Directorio de la DVBA, en la 
estación Loma Verde se cargaron, en promedio entre 1955 y 1956, 
575.000 litros anuales.!'”! Sobre el trazado nuevo, el transporte del 


producto se efectuaba longitudinalmente hasta llegar a los accesos a 
las estaciones ferroviarias de Jeppener, Altamirano y Alegre. Para la 
misma época, en éstas se estibaba, también con destino al AMBA, una 
cantidad sensiblemente mayor: 9.000, 6.000 y 7.000 litros diarios, 
respectivamente.!'*! El resto de la leche se vendía en las usinas 
locales. 

Cada trazado polarizó a los vecinos de la zona. “La lucha fue muy 
tenaz y activa”, adujeron las autoridades de la DVBA.!''”! La 
controversia, que expresó los intereses en juego, repercutió a escala 
local y provincial. De hecho, para escuchar las posiciones divergentes, 
el Directorio de la DVBA convocó a representantes de ambos grupos a 
una sesión celebrada el 3 de enero de 1957. A favor de la traza nueva, 
sobresalieron cuatro razones. Primero, la mayor producción lechera de 
la zona exigía traslados ágiles. Además, se mencionó el menor costo 
de los trabajos —dada la preexistencia de obras de arte- y, aunque con 
menor peso en la argumentación, la descongestión de la ruta N” 2. Por 
último, sus defensores bregaban por la descentralización industrial, 
puntualmente el aliento a la fábrica metalúrgica Bromberg, ubicada en 
Jeppener, que ocupaba a 600 trabajadores y dinamizaba el pueblo.''*' 
De acuerdo con su representante presente en la sesión, la posibilidad 
de pavimentación de la ruta había motivado el emplazamiento del 
emprendimiento y potenciaba la flamante firma de un convenio con 
una de las más relevantes firmas europeas del ramo, Pfaff, para la 
importación de equipos y producción conjunta, lo cual redundaría en 
la ampliación de la planta. “Hemos construido una fábrica en plena 
pampa y queremos que las autoridades nos respondan con su ayuda 
[...] necesitamos más que nunca la ruta, ya que sabemos que las 
condiciones de transporte ferroviario son precarias” reclamó. |!” 

Quienes aducían a favor de la traza vieja empuñaban tres 
justificativos. En primer lugar, la mayor parte de su recorrido 
atravesaba General Paz y pasaba muy próxima al pueblo de Loma 
Verde, cuyos pobladores —alrededor de 2.000- debían transitar más de 
30 km de camino de tierra para efectuar diligencias en la 
Municipalidad y demás oficinas públicas. “El problema grave para 
Loma Verde es el de acceso”, planteó Martín Arriada, representante de 
la Sociedad de Fomento y Club Social Loma Verde.'?%! De allí que 
intereses político-administrativos instaban a la conexión con Ranchos, 
cabecera del partido. En segundo lugar, sobresalió la cuestión del 


traslado de la leche, en función de que más de 200 tamberos de Loma 
Verde entregaban su producto a las usinas de Ranchos. Además, se 
arguyó que buena parte del camino nuevo —trazado con posterioridad 
al viejo para satisfacer aspiraciones de propietarios de tierras- se 
emplazaba en paralelo a la vía, por lo que los tamberos ubicados en su 
zona de influencia disponían de trenes lecheros y un flete más 
económico. Para el otro grupo, la ruta vieja también corría paralela a 
la línea férrea, por lo que el problema de Loma Verde se resolvía 
conectándolo con la ruta N” 215. 

En suma, ambos sectores se enarbolaban tras los intereses locales, 
básicamente centrados en la actividad tambera, aunque también 
esbozaban otras razones que exhortaban a la pavimentación de una 
traza en detrimento de la otra. Tras un encendido debate dentro de la 
sesión, el asunto fue despachado a comisión. El informe técnico 
recomendó el trazado definitivo y la pavimentación del nuevo camino, 
así como la concreción de un acceso de Loma Verde a la ruta N* 215, 
en base a la consideración de que satisfacía más ampliamente el 
interés general, implicaba menores tiempos y costos de construcción y 
beneficiaba a la fábrica de Jeppener.!?'! De todos modos, fueron 
señalados dos inconvenientes: no contribuía al vínculo Loma Verde- 
Ranchos ni a la producción de leche de la zona adyacente al itinerario 
primitivo. La resolución encierra entonces un acto de 
territorialización, producto de una correlación de fuerzas y del 
ejercicio de poder de determinados sectores, en este caso interesados 
por la mejor accesibilidad de la fábrica y la conectividad de la ciudad 
cabecera y su zona de influencia con el área metropolitana. 

Una vez licitada y adjudicada la obra, los trabajos demoraron en 
iniciarse y luego quedaron inconclusos. Según la empresa contratista, 
la elevación excesiva de la napa de agua, las copiosas lluvias y las 
complicaciones para importar materiales entorpecieron las tareas, sin 
contar con la inflación y otros factores.” Tras la paralización, la 
pavimentación del camino fue incluida en el ambicioso Plan Vial 
1959-1963, en un momento en que uno de los principios rectores de la 
DVBA tendía a unir con pavimentos todas las cabezas de partido 
(Salomón, 2019). Desde los inicios de los primeros pavimentos, en la 
década de 1920, el ritmo de construcción de calzadas de tránsito 
permanente había sido muy lento (60 km anuales), a punto tal que 
hacia 1958 el 94,2% de la red provincial aún era de tierra.!?*! En 


sintonía con el clima desarrollista y planificador de la gobernación de 
Oscar Alende (1958-1962), un conjunto de estadísticas justificaban, 
para el caso de Brandsen-Ranchos, la construcción de una arteria 
rápida y de penetración directa desde la capital provincial hacia el 
sur.!?*! Entre ellas, cabe destacar el índice económico vial (basado en 
la ponderación de superficie, población, tránsito, producción cantidad 
y clase de caminos de cada partido) y el censo de tránsito efectuado 
en diciembre de 1957. De acuerdo con este último, el promedio diario 
de automotores que circulaban por el tramo bajo estudio era de 86, en 
tanto que los vehículos de tracción a sangre ascendían a 20.1” 
Además, los guarismos en cuanto al costo del transporte justificaban la 
modernización de las calzadas: mientras que en las de tierra se 
estimaba en $ 2,64 por automóvil-kilómetro, en las pavimentadas la 
cifra se reducía a $ 1,36.12%! Junto a las razones de índole económica, 
la pavimentación acarreaba una carga simbólica asociada a la 
modernidad, muy bien expresada en un editorial de La Palabra: 
“Algún día seremos un pueblo con la lisa franja del asfalto que diga a 
los vientos, a los pueblos, señores por aquí pasó el progreso”.!?” 
Finalmente, si bien debía estar concluido en enero de 1960, el 
pavimento fue inaugurado el 12 de octubre de 1962 durante las fiestas 
patronales de General Paz y ante la presencia de altas autoridades de 
la provincia, tales como el presidente de la DVBA, el ministro de 
Obras Públicas y el interventor. Tras 23 años de anuncios, proyectos, 
gestiones y desistimientos, quedó habilitada, tras el corte de una cinta 
simbólica y bajo el lema “Camino es progreso y cultura”, la primera 
ruta pavimentada que unía al partido con las capitales provincial y 
nacional (Imagen 5). Un comunicado de prensa de la Municipalidad 
reflejaba su significado para los lugareños: “las dificultades del 
aislamiento, el desarraigo, el éxodo están quedando ya casi en el 
olvido”.!?%! El amplio programa de festejos fue escoltado por una 
audición especial en la emisora radial bonaerense, una exposición en 
el Museo Histórico de Ranchos y un audiovisual alusivo, todo lo cual 
indica la trascendencia de la obra. Periódicos de alcance provincial, 


como El Día y El Argentino también se hicieron eco del acontecimiento. 
[29] 


Imagen 5: Folleto sobre la inauguración del camino Brandsen-Ranchos 


Fuente: Museo Histórico “Marta Inés Martínez”. Municipalidad de General Paz (ca. 1962). Relaciones públicas. 
Noticias de prensa. 


En suma, tal como refleja este caso concreto, todo camino es un 
producto histórico, simbólico y material, que moviliza una serie de 
intereses e instancias de aglutinación, negociación y confrontación. En 
cuanto espacio socialmente construido, conserva huellas del pasado, 
delatando continuidades en las dinámicas espaciales. A su vez, y como 
se verá a continuación, también genera transformaciones en cuanto a 
los circuitos y modalidades de circulación y, con ellos, se ven 
afectadas la materialidad de un territorio y las prácticas cotidianas. 


Impacto en la producción del espacio 


La influencia del ferrocarril en la organización del territorio y en la 
evolución de la red de pueblos y ciudades es bien conocida, y ha dado 
lugar a una amplia tradición de estudios históricos. En contraste, la 
pavimentación de rutas no ha recibido una atención similar, pese a sus 
múltiples efectos, algunos más inmediatos y buscados, otros más 
imprevistos y, en general, diferidos. Por ende, para pensar el impacto 
territorial de una política pública se requiere una mirada de largo 
aliento, que estas páginas no pretenden agotar. Aquí tan sólo nos 
limitamos, de modo exploratorio, a ponderar, a partir del estudio de 
caso de General Paz, la influencia socio-económica de los caminos, ya 


que éstos permiten complejizar dentro de los estudios rurales la 
mirada posada “tranqueras adentro” de las explotaciones 
agropecuarias. 

A partir de un enfoque microanalítico, identificamos que la 
pavimentación del tramo mencionado de la ruta N” 29 tuvo gran 
impacto en la producción del espacio circundante. Uno de los efectos 
más próximos y elocuentes fue la ampliación de la oferta de 
colectivos, en un contexto en el cual éstos aparecían como una 
alternativa competitiva frente al tren. No es un dato menor que, dos 
meses antes de la inminente inauguración de la obra, la empresa 
“Expreso Cañuelas S.R.L.” sumara un nuevo servicio a los dos 
existentes que cubrían el recorrido entre Constitución, Brandsen, 
Ranchos y Gral. Belgrano; en 1964 la cantidad se elevó a seis y al año 
siguiente, a ocho.!*! El viaje entre Ranchos y Brandsen duraba 45 
minutos, y desde allí hasta Constitución, 1 hora y 40 minutos, 
totalizando el recorrido completo 2 horas y 25 minutos, casi una hora 
menos que el tren. En 1966 “El Rápido Argentino S.A.” anunció la 
implantación de un nuevo servicio hacia La Plata con cuatro 
frecuencias diarias, que comprendería el trayecto hasta Gral. Belgrano 
por las rutas N” 29 y N” 215, con entradas y salidas en Jepenner, 
Brandsen y Ranchos.!'”'! En caso de lluvia, los vehículos quedaban en 
Ranchos, dado que hasta allí alcanzaba el pavimento, o se desviaban 
por la ruta asfaltada N” 215 en dirección hacia Monte. Esta decisión 
estaría mostrando la mayor vulnerabilidad de la calzada natural frente 
a las inclemencias climáticas y los perjuicios que ello ocasionaba a la 
circulación de pasajeros. Lo atestigua también el hecho de que, 
mientras el camino en cuestión era de tierra, el “Expreso Cañuelas” 
solía reducir sus viajes en invierno.!”?! 

Al calor de la introducción de nuevos ómnibus se dilató la 
movilidad de la población local, atraída por las actividades 
comerciales y los servicios educativos que convocaban al 
desplazamiento hacia las ciudades más grandes o hacia localidades 
vecinas. En este clima, mayores expectativas de comunicación habrían 
motivado a vecinos de Ranchos a elevar un petitorio ante la Secretaría 
de Transporte de la Provincia de Buenos Aires solicitando en 1968 una 
nueva línea de ómnibus hacia La Plata.!**! Además, la pavimentación 
del tramo Brandsen-Ranchos estimuló demandas y proyectos proclives 
a su prolongación, aunque los mismos tardaron en concretarse, pues se 


vieron envueltos en discusiones sobre los trazados definitivos y 
restricciones presupuestarias. Por ende, hacia 19709, la ruta N” 29 aún 
poseía tramos de tierra (Imagen 6), al igual que casi toda la red del 
partido. A comienzos de la década siguiente y tras la extensión de la 
pavimentación hacia Chascomús y General Belgrano, otras líneas 
comenzaron a pasar por Ranchos, como “Río Paraná” (La Plata-Bahía 
Blanca) y “Nuestra Señora de Luján” (General Belgrano-Chascomús). 


Imagen 6: Tramos pavimentados y faltantes de la ruta N* 29, 1979 


Fuente: Sobre la pavimentación total de dos rutas (13 de octubre de 1979). LP, p. 9. 


Resulta claro que la pavimentación, junto con la difusión de 
nuevas pautas de consumo, la ampliación del parque automotor, la 
participación de alguna actividad cultural o de esparcimiento, los 
estudios universitarios, la visita al médico, el abastecimiento de 
insumos O la reparación de maquinarias más complejas, 


incrementaron desde la década de 1960 la frecuencia de los viajes de 
pasajeros de las pequeñas localidades hacia el área metropolitana. En 
este contexto de transformación socio-económica, y tal como hemos 
señalado, el tránsito por un camino pavimentado ofrecía ventajas 
comparativas frente a los de tierra en lo relativo a transitabilidad, 
tiempos, velocidades y costos, aún más cuando el estado de estos 
últimos era precario. De acuerdo con estimaciones efectuadas por 
Juan Villar, ingeniero jefe de la DVBA, el índice de transitabilidad de 
un camino de tierra en buenas condiciones era de 70%, mientras que 
en malas condiciones descendía a 50%. En el primer caso, la velocidad 
promedio a la que marchaban los automotores era de 56 km/h, y en el 
segundo, 40 km/h. Similar diferencia se observa en el costo de 
circulación, que se elevaba en aproximadamente un 25%, 
dependiendo del tipo de vehículo (Villar, 1962, p. 175). Frente a este 
panorama no es de extrañar que la pavimentación haya incrementado 
y diversificado la circulación vehicular del camino Brandsen-Ranchos, 
en detrimento de la de tracción a sangre y ofreciendo un itinerario 
más ventajoso para el desplazamiento. Ello ayuda también a explicar 
la expansión de servicios asociados al transporte, tales como taxis, 
fletes, encomiendas, servicio mecánico y gomerías, que comenzaron 
por entonces a conquistar más espacio publicitario en los medios 
periodísticos locales, obviamente transcendiendo a la ruta en cuestión. 

A medida que las obras viales ganaban celeridad y modernidad, 
también los camiones, dotados de creciente capacidad de carga y 
autonomía, colonizaron el paisaje de la zona. Para el caso del 
transporte lechero, a partir de los años sesenta, la normativa respecto 
a la obligatoriedad de la pasteurización de la leche y el expendio en 
envases con cierre hermético e inviolable de toda la leche fluida 
desincentivó la opción del tren. A diferencia de éste, el moderno 
camión-termo contaba con un revestimiento que permitía aislar el 
producto del contacto con el exterior, cuando la tecnología del riel se 
mostraba rígida frente a la versatilidad que proyectaban los 
automotores. Así, la ruta N” 29 tendió a absorber la circulación 
ferroviaria, gradualmente afectada por la reducción de la 
operatividad. Además de los camiones, se añadieron los turistas que 
hacían uso de aquella para trasladarse hasta y desde la zona balnearia 
del este bonaerense. Las posibilidades que brindaba una ruta de 
tránsito permanente y veloz diversificaron su funcionalidad 


primordialmente productiva, al sumársele la turística. 

Este cuadro estaría incompleto si no contempláramos la lenta e 
inexorable reducción de los servicios ferroviarios a nivel local desde 
1962, que se hizo más drástica a partir de 1977 y derivó en su 
supresión en 1992. Clausuradas u olvidadas a partir de la cesación de 
servicios de los ramales correspondientes, las estaciones 
protagonizaron un período de decadencia, que contrastó con el auge 
de los corredores viales, como el que así se analiza. Una carta de queja 
que el jefe de estación local le enviara al Superintendente de Tráfico 
del FFCC General Roca aducía: “los colectivos “Expreso Cañuelas” han 
reforzado hasta veinte viajes diarios por esta cancelación, y les 
aseguro que salen con gente sin asientos”.!** Evidentemente, la 
pavimentación mermó el impacto de la supresión paulatina de trenes, 
el cambio de horarios y la anulación de paradas. Con mucha claridad 
lo ilustra una nota de La Palabra: 


En otra época, esta paralización hubiera sido para nuestro pueblo de grave 
perjuicio, ya que no contaba con otro servicio de comunicación con la Capital 
Federal y pueblos circunvecinos, pero felizmente la terminación del camino 
pavimentado que ha venido a transformar la vida de Ranchos y la implantación 
de los servicios de micros del Expreso Cañuelas, que ha ampliado con otros dos 
coches a ésta, nos pone en contacto cómodamente sin contratiempos. (39! 


Con el tiempo, el transporte carretero tendió a reemplazar al 
ferroviario, lo cual resultó funcional al circuito comercial que, 
expandido desde la década de 1960, dio centralidad a las usinas de 
pasteurización que, instaladas en lugares estratégicos de las 
localidades, funcionaban como un eslabón clave. A la par que los 
centros de acopio en las estaciones del ferrocarril fueron 
desmantelados o mudados a estaciones intermedias, grandes camiones 
refrigerantes empezaron a hegemonizar el transporte de la materia 
prima desde los tambos hacia las usinas y desde allí a los centros de 
consumo del área metropolitana. Como las medidas sanitarias 
endurecían las exigencias para este producto perecedero, éste 
demandaba el desarrollo de una infraestructura acorde. 

El mayor caudal automotor a lo largo de la ruta planteó nuevos 
problemas, tales como el aumento de accidentes y el deterioro 
progresivo de la calzada, esto último ligado también al sobrepeso de 


los camiones. Frente a tal panorama, y junto a tareas de reparación, el 
gobierno provincial aplicó restricciones, temporales y poco efectivas. 
Por ejemplo, en 1969, la Dirección de Transporte del Ministerio de 
Obras Públicas prohibió el tránsito de camiones con una carga 
superior a 5.000 kg por eje en la ruta N” 29, medida revocada pocos 
meses después ante el reclamo de las autoridades municipales." La 
ruta, en gran parte paralela a la vía, se había erigido en un punto de 
referencia de los lugareños y uno de los principales organizadores del 
territorio adyacente. A comienzos de los años ochenta, ya 
completamente pavimentado el trayecto entre Buenos Aires y 
Balcarce, el tramo Ranchos-Brandsen exhibía serios deterioros en su 
carpeta asfáltica, por lo que fue reparado y también ensanchado. !””! 

Junto a los mayores flujos, la pavimentación afectó en otro 
sentido a la producción del espacio circundante: valorizó las tierras y 
los negocios cercanos. Si bien no hemos obtenido datos sobre la 
evolución de precios sobre aquellos puestos en el mercado, las 
publicidades de venta recalcaban el atractivo del pavimento. Resulta 
elocuente la siguiente: “Negocio Almacén “El Triunfo” de Garma sobre 
ruta asfaltada a Brandsen SE VENDE”.!**! La ubicación estratégica de 
una propiedad respecto a una infraestructura vial de calidad generaba 
diferenciales de costos en el transporte de productos y la dotación de 
servicios. Por esta razón, la pavimentación de la ruta N” 29 habría 
contribuido a consolidar los patrones de estructuración territorial de 
las actividades económicas, tal como ocurrió con la lechería y la 
industria situada en Jeppener. De hecho, en la actualidad, sobre este 
corredor se localiza el enclave productivo más importante del partido 
de Brandsen, por el mayor porcentaje de firmas allí concentradas.” 
Sin ninguna duda, la obra vial representó un gran beneficio para la 
empresa “Pfaff Bromberg”, que por entonces aumentó su producción y 
su planta de empleados. !*. 

La pavimentación habría repercutido en otros planos de la vida 
social, como la mejor accesibilidad a centros de salud y farmacias, 
emplazados casi exclusivamente en los cascos urbanos. De igual 
manera se habrían visto beneficiadas las escuelas rurales, como la N” 
13 y la N” 25. Las expectativas en torno a la pavimentación también se 
reflejan en el proyecto legislativo de creación de una Escuela Granja y 
Tambo Modelo en General Paz destinada a la capacitación técnica 
agraria de la juventud.!*'! De acuerdo a la fundamentación del plan, 


la zona escogida para la radicación responde a su preeminente perfil 
productivo, su cercanía a las capitales nacional y provincial y a la 
inminente construcción del camino Brandsen-Ranchos. Este último, 
“como la corriente sanguínea en la intercomunicación de los pueblos, 
servirá para la colocación de los productos de tambo y de granja a 
mejores precios”. Si bien la iniciativa no prosperó, exhibe la 
importancia atribuida a las vías de comunicación. 

Así como la pavimentación del camino se convirtió en un 
dinamizador de las zonas lindantes, favoreciendo su inclusión a los 
circuitos de circulación, también excluyó a otros territorios. En este 
aspecto, y a título demostrativo, cabe destacar el aislamiento en el que 
quedó sumido Loma Verde. A la carencia de acceso asfaltado a la 
ciudad cabecera se anexaron la supresión de la estación ferroviaria (en 
1961) y la falta de comunicaciones telefónicas y telegráficas. Un grupo 
de vecinos expresó su queja a través de una carta publicada en el 
periódico El Día, de La Plata, en la que ponían de relieve cómo tal 
situación afectaba su vida cotidiana. Por ejemplo, debían pagar 
cuantiosas sumas para ser alcanzados a la ruta —a 7,8 km de la N” 215 
y a 18,8 km de la N” 29, por donde circulaban los colectivos— o 
conseguir medicamentos con urgencia.'*?'. Resulta evidente que toda 
obra vial potencia situaciones de desigualdad de acceso, al configurar 
determinados circuitos de desplazamiento en detrimento de otros. 


Reflexiones finales 


A fin de complejizar los abordajes historiográficos sobre la 
infraestructura vial y proponer un diálogo entre ésta y el territorio, el 
presente capítulo se ha concentrado en la historia del camino 
Brandsen-Ranchos, las disputas en torno al proyecto de pavimentación 
y, una vez concretado, los impactos desencadenados. Esta obra 
caminera constituye una realidad histórica susceptible de ser 
estudiada en sus manifestaciones políticas y  socio-territoriales 
correspondientes a las distintas escalas en que se despliega, tanto local 
como provincial. Nos ha interesado circunscribir procesos generales — 
especialmente, el avance de la pavimentación, la relevancia socio- 
económica de las infraestructuras de la movilidad y las disputas por el 
espacio- en un caso concreto, con el objetivo de visibilizar los modos 
particulares en que se cristalizaron intereses en un momento 


determinado, a través de prácticas específicas sobre el territorio. De 
esta manera, el pasaje de una escala macro a una micro ha permitido 
acceder a información inédita, descubriendo novedosos elementos de 
la realidad considerada. 

A mediados del siglo XX y como símbolo de progreso, la 
pavimentación facilitaba y agilizaba la circulación de automotores, 
independizándola de los condicionamientos climáticos. Tal como ha 
demostrado la visibilidad alcanzada por el caso examinado, esto 
resultaba particularmente significativo para el transporte de la 
producción láctea y la cotidianeidad de los habitantes de pequeñas 
localidades. De allí la proliferación de prácticas peticionarias locales 
que, acompañadas de apreciaciones en el discurso, arengaban a favor 
de aquella y expresaban y consolidaban relaciones y flujos cimentados 
desde antaño. Pero, en cuanto política pública, su formulación contó 
muchas veces con un trasfondo problemático y polémico que no ha 
sido recogido por la literatura. Por eso, la inclusión de las voces de los 
sujetos —-en gran parte mediadas por la prensa local- que desde el 
territorio promovían diferentes trazados enriquece el análisis. Lo 
mismo ocurre con la consideración de las modificaciones territoriales 
ocasionadas por la pavimentación. En el marco de transformaciones 
socio-económicas más vastas, el incremento y la diversificación 
vehicular a lo largo de este tramo de la ruta N” 29 —causado por la 
ampliación de la oferta de colectivos, camiones y demás servicios 
asociados al transporte- tendieron a absorber la decadente circulación 
ferroviaria y dilatar la movilidad de personas y cargas. A su vez, las 
mejoras en cuanto a transitabilidad, tiempos, velocidades y costos 
introdujeron externalidades negativas, referidas al deterioro de la 
calzada por sobrecargas y a accidentes. Además, la pavimentación 
habría movilizado nuevas demandas, valorizado tierras, contribuido a 
consolidar patrones de estructuración territorial de las actividades 
económicas hegemónicas y repercutido en una mejor accesibilidad a 
servicios de índole social. Pero fue ambivalente: mientras dinamizó la 
vida de algunas comunidades, excluyó a otras, como fue el caso de 
Loma Verde. Por ende, así como el tramo estudiado es más que un 
soporte inerte —esto es, refiere a un producto situado y contingente, 
nutrido de usos, significados y sujetos—, denota relaciones de poder. 

En suma, el desarrollo de una investigación que pretenda dar 
cuenta del impacto de la infraestructura vial en la transformación de 


los espacios rurales exige problematizar, en el marco de las ciencias 
sociales, una temática tradicionalmente más estimada desde un punto 
de vista técnico-estatal. En este sentido, una mirada que prioriza el 
estudio procesual de las tramas particulares despierta múltiples 
interrogantes. ¿Cómo interviene la red vial y sus servicios 
entrelazados en la configuración territorial, es decir, cuáles son sus 
manifestaciones en el uso del territorio y sus recursos? ¿De qué 
manera cada camino se vincula con los demás y con otras 
infraestructuras? ¿Cuáles son las estructuras de poder subyacentes (a 
nivel local, regional, nacional e incluso global) y los patrones de 
inclusión/exclusión que bosqueja? En función de la existencia de 
visiones contradictorias sobre su aporte al desarrollo, ¿qué disputas en 
y por el lugar motiva? ¿Quiénes son los múltiples, y a veces 
invisibilizados, sujetos implicados en la proyección de tal o cual 
camino? Estas preguntas abren un horizonte de posibilidades en 
cuanto a interesantes y poco exploradas vías de indagación sobre las 
infraestructuras de la movilidad dentro de los estudios rurales e 
históricos, en las que este trabajo ha pretendido incursionar. 
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Planificando el agro 


Propuestas y tensiones en el marco de las transformaciones 
productivas en Chaco y Formosa (1972-1983) 
Adrián Almirón!!! 


Introducción 


Las trasformaciones del agro en Chaco y Formosa desde la década de 
1960 responden a un contexto socio-económico y político de 
modernización rural y expansión de la frontera agropecuaria; los 
resultados de este proceso llevan a describir rupturas en la 
organización territorial y el uso de los recursos naturales. Para ambas 
provincias la organización de los proyectos y propuestas de cambios 
fueron realizadas por las áreas especializadas de cada jurisdicción, sin 
embargo, en el marco de este avance se reconoce a otros actores que 
se encuentran en todo este proceso de reconstrucción y 
reordenamiento territorial uno de ellos: El Consejo Federal de 
Inversiones, el cual fomentó desde diversos estudios técnicos la 
realización de diferentes políticas públicas, a primera vista 
desarticuladas y específicas, pero que las mismas responden a un 
esquema similar de desarrollo de la región marginal nordeste. Estas 
acciones, además, se encontraron coordinadas con instituciones 
internacionales (IICA-OEA), las cuales también desarrollaron 
proyectos y financiaron trabajos en el territorio y articularon la 
creación de centros de investigación. 

La planificación del agro fue un tema recurrente en América 
Latina, los organismos internacionales llevaron adelante importantes 
estudios para comprender el desarrollo y las características rurales del 
continente. Estos estudios, realizados desde una mirada desde arriba, 
presentaban además propuestas de desarrollo regional, estas 
producciones estuvieron desarrolladas por la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL), que tenía un organismo 


especializado en este tipo de tareas como el Instituto de Planificación 
Económica y Social (ILPES), el cual brindaba asesoramiento y apoyo a 
los gobiernos que lo requerían (González Montero, 1977). En el caso 
de las provincias de Chaco y Formosa, la acción del Estado en estos 
dos espacios subnacionales fue reconstruida desde distintos puntos de 
vista. Por un lado, encontramos aquellos estudios que han 
centralizado su mirada desde una perspectiva de centro-periferia y 
demostraron la consolidación de las provincias centrales a partir de 
características socioeconómicas (Rofman y Marques, 1988; Rofman, 
1999). Por otro lado, la preocupación por la desigualdad y las 
condiciones de quienes viven en estos territorios del NEA fueron 
también reconstruidas a partir de la explotación del medio ambiente y 
de circunstancias de vida de sus habitantes (Nun, 2001; Girbal Blacha, 
2011 y 2020; Zarrilli, 2007). Al mismo tiempo, algunos aportes han 
centrado su análisis sobre los cambios ocurridos en la expansión de la 
frontera agropecuaria y destacaron las transformaciones en el espacio 
desde una perspectiva geohistórica (Bruniard, 1978; Borrini y 
Schaller, 1981; Schaller, 1986; Borrini, 1991; Beck, 1992; Schaller, 
2017; Valenzuela, 2018). Finalmente, otros estudios han puesto el 
foco en los diferentes conflictos durante las décadas de 1960 y 1970, 
reconstruyendo a los actores políticos y sus características sociales y 
económicas (Slutzky, 2011; Bageneta 2015; Moglia, 2020; Roze 2007; 
Salamanca, 2015; Sapkus, Vázquez y Telesca, 2021). 

Asumiendo tales trasformaciones que se han producido en el NEA, 
es fundamental entender al territorio desde una perspectiva amplia 
que incluya agentes, actores y sujetos sociales, los cuales llevaron 
adelante estrategias para controlar o disputar por los recursos o las 
relaciones. Las rupturas y continuidades de la política pública en el 
territorio nos permiten analizar a la sociedad que lo habita y las 
conflictividades que lo atraviesan. En este marco, comprendemos que 
la acción de colonizar y planificar la cuestión agraria nos lleva a 
pensar en las acciones del Estado como actor. En efecto, sus diferentes 
instituciones técnicas y administrativas han puesto en desarrollo una 
agenda de expansión de la frontera agropecuaria, modernización y 
ocupación de las tierras fiscales en el NEA. El Estado, en sus distintos 
niveles, desarrolló una capacidad de normalizar, controlar y establecer 
regularidades de comportamiento en los habitantes del territorio (O 
“Donnell, 2010). Para lograrlo, se legitimó a partir de estructuras 


cognitivas, saberes, conocimiento, discursos y representaciones que 
circulan a través de distintos actores (Bourdieu, 2014). 

El capítulo propone una reconstrucción en torno al desarrollo de 
estas políticas de promoción de infraestructura y cambios en la 
producción agraria, destacando cómo se llevó adelante la articulación 
con cada una de las reparticiones locales, los conflictos generados en 
las áreas en donde se promovían los cambios y quiénes eran los 
beneficiados en torno a estas políticas. De tal forma, analizaremos a 
través de diversas reparticiones las articulaciones estatales, las 
tensiones y resultados vistos en el territorio. La posibilidad de realizar 
un estudio de ambas provincias permitirá analizar la realidad y 
reflexionar de forma micro en torno a la construcción de saberes sobre 
la región, las coyunturas de las instituciones de investigación y la 
ejecución en el terreno de las políticas públicas. 

Para la elaboración de este trabajo, consultamos documentación 
oficial. El estudio de este tipo de fuentes nos permite generar una 
mirada sobre la práctica estatal a través de las decisiones y las 
resoluciones llevadas adelante por sus diversos expertos, los cuales 
interaccionan y trabajan en distintos estamentos planificando obras y 
acciones para promocionar la colonización y la regularización de la 
tenencia del suelo. Estas medidas se evidencian como muestras de una 
política estatal que tiene como finalidad lograr una transformación 
territorial y productiva en ambos espacios subnacionales considerados. 


La cuestión de la tierra en Chaco y Formosa 


La región NEA se encuentra conformada por cuatro provincias (Chaco, 
Formosa, Misiones y Corrientes) y fue caracterizada como una región 
marginal, en donde se evidencian desigualdades estructurales. 
Además, las características socioeconómicas y las políticas públicas 
construyeron al territorio con una desigualdad en la distribución de 
los recursos. Este carácter asimétrico se evidencia en los distintos 
espacios subnacionales y características de la región. La construcción 
de una región marginal obedece a un ejercicio del poder por parte del 
Estado, el cual es un proceso histórico-social en donde diferentes 
factores, actores y sujetos se encuentran comprometidos, los factores 
que inciden dependerán de las características endógenas de la región y 
de las circunstancias externas en las que se desarrolla (De Arce, 2011; 


Girbal Blacha, 2020). La región marginal también nos permite analizar 
el crecimiento económico sin precisión de objetivos, la concentración 
de los recursos, la distribución inequitativa de la población y la falta 
de planificación del espacio. 

La conformación de la regionalización del país trajo aparejado el 
conocimiento de las características de las provincias que integraban 
cada área; diversas fueron las estrategias nacionales para dar a la 
región un cuerpo de conocimiento científico, en primer lugar se 
reforzó el lugar de las investigaciones de la Universidad Nacional del 
Nordeste, asimismo en 1978 se creó el Centro de Estudios Regionales 
del Nordeste Argentino (CERNEA), dependiente del Consejo Nacional 
de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET), y la Fundación 
para el Desarrollo del Nordeste (FUNDANORD), un año después se 
crea el Instituto de Investigaciones Geohistóricas (IIGHD. En cada una 
de estas instituciones se llevaron adelante investigaciones sobre la 
región, que luego se constituyeron en aportes e insumos importantes 
para comprender la realidad socioeconómica de las provincias. 

Asimismo, a partir de los diagnósticos de los estudios 
desarrollados, desde la década de 1960, la acción del Estado se 
propuso llevar adelante programas de planificación tendientes al 
desarrollo integral, intentando con ello subsanar las desigualdades. 
Una de ellas fue la población y la ocupación del territorio. 


Cuadro N? 1: Población del Nordeste en 1965 


Fuente: Rossi (1971). 


Las diferencias entre cada una de las provincias fueron los 
motivos para llevar adelante las políticas de colonización. Durante la 
década de 1960, la política agraria para el NEA ingresaba a una etapa 
de transformación que respondía a diferentes factores externos e 
internos. El primero de ellos, la denominada “Revolución Verde”, 
llevó a que los distintos países del Cono Sur asumieron una política de 
tecnificación en la producción. Los conocimientos técnicos y la 
inversión permitieron en poco tiempo cambiar la fisionomía de la 
producción agrícola. Para ello, se jerarquiza el lugar de las 


instituciones técnicas a nivel nacional e internacional, teniendo un 
lugar importante en este proceso la constitución de expertos, los 
cuales han sido relevantes en su trayectoria formativa y en los 
desplazamientos en distintos ámbitos de decisión. En el orden interno, 
la crisis de producción primaria de los principales productos agrícolas 
de la región (como el algodón) llevó a planificar estrategias para 
modificar la producción. En este sentido, se desarrolló una 
redefinición de la inserción productiva chaqueña al sistema nacional, 
diversificándose la producción y complementándose con la región 
pampeana. De este modo, se inició la pampeanización de la región 
(Brodeherson, Slutzky y Valenzuela, 2009). 

Estas políticas comenzaron a proyectarse desde la década de 1960 
y permiten analizar las acciones del Estado a partir de objetivos 
estratégicos, los cuales tuvieron tensiones e inconvenientes en su 
proyección y aplicación. 

A partir de estas indagaciones el Estado Nacional reconstruye un 
Nordeste desigual, Chaco y Formosa compartían características 
similares, en cuanto a lo económico ambas contaban con el desarrollo 
de un ciclo algodonero y ganadero, con diferencias importantes dada 
las particularidades de la ocupación. 

Ambas provincias disponían de extensos territorios fiscales con 
potencial para llevar adelante proyectos de colonización. En cuanto al 
proceso de ordenamiento de la tierra, esto comenzó a desplegarse en 
ambas provincias desde la década de 1970, desarrollando en este 
sentido un traspaso legal a ocupantes de hecho. La provincia de 
Formosa fue reconocida como tal en 1955 y su primer gobernador 
constitucional fue elegido en 1958. Durante estos años se produjo una 
transición entre la administración territorial a una provincial 
autónoma, con cambios legislativos y nuevos recursos disponibles. 

En cuanto a la cuestión de la tierra y colonización, la nueva 
provincia tuvo que administrar a partir de las acciones y procesos de 
distribución durante la etapa territoriana (Borrini, 1991). Los desafíos 
del período provincial demandaban la construcción de un aparato 
normativo y de burócratas especializados y técnicos que pudieran 
llevar adelante la continuidad de la ocupación y colonización del 
suelo. En este sentido, la primera ley de tierras fue sancionada en 
1960. Esta normativa era una síntesis de la legislación nacional 
aprobada en 1950. La entidad encargada de llevar adelante fue la 


Dirección General de Colonización y Tierras Fiscales. Una década 
después, se creó el Instituto de Colonización y Tierras Fiscales en 
1970. 

Chaco, por su parte, fue reconocida como provincia en 1951 con 
el nombre Presidente Perón, y en 1955 cambió su nombre a partir de 
la Revolución Libertadora. En cuanto a la ley de tierras, la primera 
sancionada fue la N” 16 en 1953; entre las principales consideraciones 
establecía que antes de realizarse la entrega del suelo, se debía 
inspeccionar su entrega en concesión provisoria o venta de la tierra. 
La ley sostenía que los terrenos se otorgarían en venta, ocupación o 
arrendamiento acordes con el principio de la función social de la 
tierra. Esta norma perduró hasta 1972, cuando se creó el Instituto de 
Colonización y se estableció un nuevo régimen de la tierra. El Instituto 
tenía como objetivo poder completar y resolver los problemas en 
torno a la incapacidad del Estado provincial para la regularización del 
suelo. Este tenía mayor disponibilidad de recursos y posibilidad de 
llevar adelante los trabajos de campo por ser un ente autárquico. 

En lo que se refiere a la tierra, la selección y entrega de la misma 
estaba fijada a partir de una explotación racional del predio. Se 
mantenían las inhibiciones establecidas por la Constitución Provincial 
que vedaba el acceso a las sociedades mercantiles e instituciones 
religiosas o militares y promocionaba el desarrollo del empresario 
rural, con esta mirada se intentaba dejar de lado el modelo productivo 
minifundista de subsistencia para mecanizar y lograr una mejora en 
los cultivos primarios.!”! La tierra se otorgaría en venta mediante 
ofrecimiento público o concurso de selección. Sin embargo, podría 
venderse en forma directa a los productores ya radicados o cuando se 
tratare de una superficie menor a la unidad económica. En 1974 se 
llevó adelante una modificación de la ley de tierras con un enfoque 
social; se intenta con el mismo acelerar el proceso de regularización. 
Pero en 1977 una ley se aprobaba para responder al contexto de 
expansión hacia el oeste. Se establecían diversas formas de 
adjudicación, destacándose la venta por concurso, la conveniencia de 
las ofertas y los planes de inversión. En cuanto a la posibilidad de 
acceso a la tierra en forma de propiedad, lo que establece la normativa 
es una serie de posibilidades tendientes a poder tomar créditos los 
cuales en general están vinculados con el Banco del Chaco. En este 
caso especial, el Banco será un protagonista de gran peso a la hora de 


comprender el proceso de la entrega del suelo, dado que los créditos 
otorgados a una tasa de interés luego serán los desencadenantes de 
profundos descontentos. 

Por su parte, en la normativa también se plantea, en el marco de 
la colonización del oeste, la posibilidad de que empresas pudieran 
explotar la tierra si a partir de allí se realizaban obras públicas; esto 
estaría a la aprobación del ejecutivo, '”! y era un apartado novedoso en 
su momento, dado que la constitución provincial prohibía e 
imposibilitaba el acceso del suelo a tales empresas sin hacer distinción 
de excepcionalidades.!'* En este sentido, la ley permitía llevar 
adelante todo el avance necesario en materia de inspección, mensura y 
venta de la tierra. Se fortalecía en sostener la racionalización de la 
explotación agropecuaria, en la rotación de cultivos y en la 
tecnificación del campo a partir de la compra de maquinaria rural. 

Este proceso de ordenamiento legal e institucional que se produjo 
desde los años 1970 se tradujo en una acelerada entrega de la tierra 
en ambas provincias. 


Cuadro N?* 2: Estado legal de la tierra en Chaco y Formosa-1970-1983 


Fuente: Brodersohn, Slutzky y Valenzuela (2007); Instituto de Colonización, Resumen estadístico; Beck (1992). 


Como se evidencia, el proceso de regularización en ambas 
provincias presenta interesantes diferencias en cuanto a la cantidad de 
hectáreas (ha) concedidas y escrituradas, aunque se encuentran 
diferencias en la cantidad de tierras por años, se puede evidenciar que 
durante estos años la provincia el Chaco pasó mayor cantidad de 
tierras a manos privadas. Este proceso de ordenamiento legal debe 


circunscribirse además en proyectos de colonización que fueron 
generando a lo largo también de esa década. En Formosa el proyecto 
de colonización el Porteñito fue muy significativo: se proyectaba 
ocupar 100.000 ha, siendo un proyecto ambicioso en cuanto a la 
intervención de acción estatal, coordinado con la Federación Agraria 
Argentina. La propuesta tenía dos etapas: la primera, con la 
adaptación de 32.000 ha; y una segunda etapa con la entrega de 
70.000 ha. Se señalaba que la principal meta era incrementar los 
procesos de poblamiento y transformar el territorio. Para ello, desde el 
gobierno provincial se propuso incentivar a los colonos mediante un 
mayor beneficio económico en la adjudicación del lote. Este beneficio 
implicaba entregar tierras ya desmontadas con mejoras, siendo 
además apoyados por un capital para los colonos con la finalidad de 
que puedan afrontar las diferentes demandas en su instalación. Hacia 
la década de 1980, El Porteñito se había consolidado en su ocupación 
del área. En efecto, se habían entregado en propiedad unas 75.000 de 
las 100.000 ha. 

En Chaco el gobierno provincial llevó a cabo tres planes que 
implican la modificación y el reordenamiento territorial, en especial 
de la región Impenetrable: 1. El operativo Centenario (1972); 2. El 
Plan Trienal provincial (1973-1976); 3. La Campaña del Oeste 
(1976-1983) y el Proceso de Reorganización Agraria del Chaco - 
PRACHACO (1981-1983). La realización de cada uno de estos planes 
implicó una transformación sustancial en la entrega y normalización 
de la tenencia legal del suelo, principalmente en la región algodonera 
y en el oeste chaqueño. 

Sin embargo, estos cambios que se desarrollaron debemos 
comprenderlos en el marco de un Estado nacional-provincial que llevó 
adelante programas y propuestas de cambios en el territorio. En tal 
aspecto, analizaremos a continuación cuáles han sido los principales 
aportes que se desarrollaron durante estos años para reconstruir y 
contextualizar los cambios producidos en ambas provincias. 


Informes y planificación del agro de Chaco y Formosa 


El desarrollo de las políticas agrarias en las provincias estuvo 
orientado y pensado desde entidades nacionales las cuales fueron 
fundamentales para la construcción de una agenda y de decisiones en 


torno a la consolidación del territorio. En el caso de Chaco y Formosa, 
los estudios sobre la cuestión agraria comenzaron a desarrollarse con 
mayor frecuencia a partir de 1966 en el marco de las políticas para 
ocupar los territorios fiscales y avanzar en la consolidación de 
infraestructura básica. Para ello, la acción del Consejo Nacional de 
Desarrollo (CONADE) fue elemental para la realización de una 
planificación del territorio a través de diferentes diagnósticos y 
propuestas. Durante los años de la denominada “Revolución 
Argentina” (1966-1973) la planificación de la región Nordeste se 
orientó no sólo en lo económico sino también en políticas de 
seguridad que posibilitan la preservación de determinados elementos y 
afianzará el crecimiento económico a partir de polos de desarrollo - 
ideas promovidas por Francois Perroux-. 

El país se encontraba dividido en regiones, se aspiraba con el 
mismo lograr una mejor distribución de los recursos consiguiendo el 
crecimiento económico de cada uno de estos espacios, para ello, el 
plan Nacional de Desarrollo y Seguridad 1971-1975 elaborado por la 
Secretaría del Consejo Nacional de Desarrollo y el Consejo Nacional de 
Seguridad, propuso la integración nacional desde el desarrollo 
regional justo y equilibrado. Este plan retoma análisis de años 
anteriores estructurales en torno a las características del país y 
promovía el reconocimiento de los sectores financieros para la 
identificación de las áreas menos prósperas. 

Esta política estuvo directamente vinculada al contexto 
internacional de la Guerra Fría y también de los avances en la 
producción agropecuaria con la revolución verde. En el primer caso, la 
Doctrina de Seguridad Nacional (DSN) tenía como orden dos metas, 
modernización y desarrollo, en el marco del combate contra la 
subversión, la política de seguridad fue un punto fundamental que se 
sostuvo a lo largo de las décadas de 1960 y 1970, en las que las 
fuerzas armadas tuvieron un protagonismo importante al momento de 
diseñar estrategias de diversos aspectos y áreas de trabajo. 

El plan no logró ejecutarse, pero con el inicio del tercer 
peronismo este proyecto fue un antecedente para la realización del 
Plan Trienal. Acompañado a la CONADE, los trabajos desarrollados 
por el Consejo Federal de Inversiones (CFD) en torno a la cuestión 
agraria y de infraestructura desde distintas dinámicas y aspectos, 
fueron fundamentales para la promoción de políticas públicas. Entre 


1972 y 1983 el CFI estableció un número de actividades a partir de 
estudios sobre la realidad agraria de la región, uno de sus expertos 
que llevó adelante importantes indagaciones sobre la realidad del 
Chaco fue Jones Valentín Howell Washington quien realizó análisis 
sobre la problemática del monocultivo algodonero en la región 
(Bageneta, 2015). En 1980 se produjo uma importante 
reestructuración del CFI, este a fin de poder llevar adelante una mejor 
distribución de las tareas en el país se decidió aplicar una 
regionalización a partir de zonas de desarrollo. El NEA quedaba 
comprendida en la zona 2 integrada por Corrientes, Chaco, Formosa, 
Misiones, Santa Fe y Entre Ríos, este nuevo ordenamiento tenía como 
representante al gobernador de Corrientes para el asesoramiento y 
gestiones desarrolladas en el marco de la planificación de estudios y 
obras públicas. |? 

Cada gobierno nacional entre 1955 a 1983 marcó su impronta y 
objetivos en el estudio del país, y las políticas de desarrollo se 
enfocaron en distintos aspectos. Una de las problemáticas identificadas 
fue la cuestión de la frontera nacional, en el NEA Misiones, Corrientes, 
Formosa y parte de Chaco, compartían límite internacional. En tal 
aspecto, en 1974 se destacaba como principal problemática. 


Pretendemos que no nos suceda lo mismo que al Paraguay, donde los 
habitantes brasileños ya son dueños de casi 600.000 ha y algunos pueblos 
hasta tienen comisarios de ese origen (...) Según el ministro, las características 
de esa penetración parecen formar parte de un plan perfectamente elaborado 
(...) a juicio de Michitte, la base de la solución del problema consiste en lograr 
un adecuado desarrollo económico en la zona, para fomentar la radicación de 
argentinos y autoridades constituidas que permitan controlar la infiltración 
(...) si logramos construir caminos, fomentar nuevos pueblos, con escuelas, 
municipalidades y política facilitando las explotaciones agropecuarias y 
fomentar el turismo-afirmó el ministro-daremos un gran paso adelante. !0! 


La colonización de las áreas fiscales era una acción geoestratégica 
que aplicaba para la consolidación de la región, en este caso hemos 
mencionado cómo la ejecución del Porteñito y la conquista del 
Impenetrable respondían a un propósito económico, pero también el 
mismo representaba una estrategia para controlar el territorio. 

El CFL en este sentido, realizó distintos estudios en el territorio 
que perseguían este objetivo de reordenamiento de la tenencia y 


transformación del agro; para ambas provincias se realizaron estudios 
sobre la evolución y conformación urbana, caracterización 
socioeconómica, procesos de transformación, comercialización y 
financiamiento de los principales productos de la región, la 
organización de productores y trabajadores rurales, el rol del Estado 
en el desarrollo y estudio de los bajos submeridionales (solo Chaco). 

En tal aspecto, durante el tercer peronismo, en el marco del 
desarrollo del Plan Trienal de Liberación Nacional, cada provincia 
tuvo un programa de acciones tendientes al desarrollo de la región, los 
cuales fueron apoyados por el CFI con sus estudios técnicos. El 
gobierno nacional implementó la propuesta Programa de expansión de 
la frontera agropecuaria región semi-arida chaqueña, el trabajo fue 
elaborado por la Facultad de Agronomía de la Universidad de Buenos 
Aires. Las áreas de trabajo en Chaco y Formosa fueron el centro de 
ambas provincias.'! El plan propuso mejorar los planes de 
colonización del Consejo Agrario Nacional (CAN) en ambas 
provincias. En Formosa se encontraba llevando adelante tres proyectos 
de colonización, en Las lomitas con un área de 120.000 ha para 
dedicarlas a la agricultura, mientras que en el Colorado y en Punta 
Pora se encontraba llevando adelante un proyecto de colonización con 
la Secretaría de Agricultura. En Chaco, por su parte, las colonias de 
Ñandubay con 38.508 ha y Mesón de Fierro representaba el área en 
donde se proyectaba la realización y mejora de la producción 
algodonera (Plan Trienal, Tomo IV, p. 55). 

En 1974 ambas provincias firmaron el acta compromiso de llevar 
adelante los trabajos, el ministro José Ber Gelbard realizó el acuerdo 
con el gobernador de Formosa, Juan Carlos Beni, y en Chaco, con 
Deolindo Felipe Bittel. Para ambas provincias, el reordenamiento 
agrícola, el tratamiento del minifundismo y la expansión de la frontera 
agropecuaria fueron las principales tareas a promover desde las 
distintas agencias estatales. 

Para la cuestión de la frontera, el CFI coordinó acciones con la 
Organización de los Estados Latinoamericanos (OEA) y se llevó 
adelante un plan de trabajo a partir de diferentes expertos, los cuales 
se desempeñaban en distintas dependencias estatales, a partir de esto 
se realizó el proyecto Cuenca Baja del Río Bermejo el cual fue un 
estudio integral de la región chaqueña argentina. Este trabajo técnico 
se relaciona con el análisis llevado adelante en Alta Cuenca; en 1978 


se organizó el grupo de trabajo Argentino-Boliviano para la 
realización de lo que se consideraba como un Plan Maestro: este fue 
finalizado en 1980, un año después se creó la Comisión Regional del 
Río Bermejo (COREBE) a partir de la ley 6135, la cual fue rectificada 
por los gobernadores de facto de Chaco, Formosa, Jujuy, Salta, 
Santiago del Estero y Santa Fe (Beck, 1992). 

Además de estudiar y planificar sobre el curso del agua, se llevó 
adelante una programación de expansión de la frontera agropecuaria, 
se enfocaron en realizar trabajos de colonización en áreas fiscales. En 
este sentido la acción que tuvo el Instituto Interamericano de Ciencias 
Agrícolas, luego llamado Instituto Interamericano de Cooperación 
para la Agricultura (IICA) (de Arce y Salomón, 2021) fue fundamental 
para establecer proyectos y nuevas formas de colonización en las áreas 
fiscales. En Chaco, el trabajo Plan de Colonización para la 
Reconstrucción Nacional, el cual fue una adaptación del Plan de 
reorganización Nacional, estuvo desarrollado por técnicos del TICA. 

Por su parte, en Formosa también se desarrolló un plan integral 
de colonización y adaptación a los objetivos propuestos a nivel 
provincial, pero en este caso quienes desarrollaron la planificación 
fueron los técnicos del CFI. Se buscaba la normalización de más de 
1500 pequeños productores en cuanto a la tenencia legal de la tierra y 
mejorar los cultivos (CFI, 1974). 

En este contexto, en la década de 1980 los estudios sobre el 
minifundio continuaron siendo una prioridad fue la cuestión 
productiva y mejorar la calidad de vida de los campesinos, en 
Formosa se creó el programa Desarrollo Rural Integrado (DRD 
diseñado por el ingeniero agrónomo Jorge Giménez Dixón. Este 
planteaba ser una estrategia de política pública que intentaba resolver 
parte de las desigualdades estructurales y de infraestructura. En tal 
aspecto, se plantea con el programa aplicar políticas que llevaran a la 
modernización del campesino minifundista,': esto implicaba la 
capacitación a través de una actividad participativa entre la población 
campesina y técnicos que trabajaban en el terreno (CFI, 1981, p. 17), 
los técnicos eran del INTA y el Centro de diagnóstico e investigaciones 
veterinarias de Formosa (CEDIVEF). El programa planteaba la 
organización y trabajo territorial a la par de los campesinos, este 
proyecto se enmarca en las características de las políticas de 
financiamiento y apoyo extranjero a países en subdesarrollo y áreas 


marginales. |?! 


Este enfoque del desarrollo rural se apoya fuertemente, como condición 
necesaria para su validez, en la organización de los beneficiarios. No tanto en 
el papel de un agente externo sino en la organización de los minifundistas 
constituye el componente genuinamente activo de la propuesta. Así, no solo 
canaliza un modo de participación en el programa sino que se apunta a 
promover integralmente a las familias campesinas con vistas a su desarrollo 
autosostenido (CFI, 1982, p. 3). 


Esta propuesta de trabajo se retomaría como estrategia para 
trabajar entrada la década de 1990. 

Asimismo, en el decenio de 1980 el CFI llevó un programa 
agroindustrial, con un lento proceso de ejecución, en tal aspecto el 
gobierno provincial durante estos años destacaba el trabajo de la 
entrega de tierra (CFI, 1980, p. 14), sin embargo para mejorar y 
potenciar las zonas de producción agropecuaria, en 1979, desde la 
Secretaría de Planeamiento y Desarrollo de Formosa se llevó adelante 
un diagnóstico y análisis de la situación de la provincia. Este último 
indicaba que existía una notable diferencia en cuanto al progreso 
agropecuario, identificándose regiones con producción extensiva e 
intensiva. Se estimaba que para lograr una mejora en la 
comercialización se debía promover áreas de colonización, 
encontrándose una superficie libre de ocupación más de 700 mil ha 
(CFI, 1980, p. 114). Estos estudios fueron importantes para el 
reconocimiento de la provincia y las posibilidades de completar y 
expandir la frontera agropecuaria. 

También el CFI, en el marco de la política de establecer mejora en 
las fronteras en Ingeniero Juárez, realizó un estudio sobre las 
posibilidades de colonización. Esta área fue conformada en 1979, 
compartía 9.245 km con Paraguay estaba compuesta de los 
departamentos de Ramón Lista, Matacos y Bermejo. Vivian 10.000 
personas de los cuales la mayoría de los mismos eran de las 
comunidades indígenas, los estudios encargados de proponer estudios 
sobre el desarrollo productivo fueron responsabilidad del CFI, 
reconocían que el 47% del área se encontraba ocupada, pero en 
cuanto a las posibilidades de llevar adelante proyectos de colonización 
agrícola, las mismas eran limitadas pero podían llevarse cultivo de 


cereales y hortalizas, siendo la principal actividad la ganadería 
extensiva con la cría de bovinos y cabras (CFI, 1981). 

En esta área, dada la mayoritaria presencia de comunidades 
originarias wichi, los técnicos del CFI solicitaron información al 
Instituto Provincial del Aborigen (IPA), la finalidad del Estado 
nacional y provincial fue fortalecer las políticas de integracionismo 
hacia las comunidades, a partir del trabajo en el monte (hacheros). El 
IPA hacía de nexo para la comercialización de los postes. El análisis 
general del CFI destacaba que el desarrollo de la región no podría 
lograr un impulso sin la decidida intervención del Estado en materia 
de políticas de infraestructura y acompañamiento para las 
comunidades y criollos.!' 

Una mirada crítica sobre la realidad de la provincia la manifestó 
el Ateneo Formoseño de estudios sociales-Luis Jorge Fontana, los 
cuales realizaron un estudio general sobre el final del gobierno de 
1983, llevando adelante un estudio minucioso sobre la acción estatal. 
De acuerdo a la investigación realizada, se encontraban más de 2 
millones de hectáreas por mensurar en el oeste de la provincia y se 
tenía información incompleta sobre las características del área para 
llevar adelante emprendimientos económicos. 


La provincia presenta una estructura económica, endeble y distorsionada. Sus 
causas están referidas tanto a factores internos como externos a ellas. Las 
internas incluyen desde la marginalidad de los factores de producción (tierra), 
respecto de los productores tradicionales del país, hasta la falta de visión de la 
clase dirigente y del sector empresario; para aprovechar eficientemente la 
potencialidad de sus recursos, fomentando y/o desarrollando actividades 
compatibles con ella. 

Los externos se han manifestado, a través de una sistemática marginación 
discriminatoria, en todos los campos y sectores, por ser considerada la 
provincia, como parte constitutiva del territorio económico nacional (Ateneo 
Formosa 1984, 4). 


Por su parte en Chaco, el CFI también ha tenido importantes 
acciones en el plan de reorganización y transformación de la 
producción agraria. De las principales acciones que llevó adelante el 
CFI para la política agraria durante el Proceso de Reorganización 
Nacional,'''! podemos identificar, por un lado, las tareas desarrolladas 
con los Bajos Submeridionales y, por otro, los estudios vinculados al 


modelo productivo algodonero. En el primero de ellos, el objetivo era 
recuperar áreas propensas a inundaciones y sequías para disponerlas y 
contar con ellas para la producción. Así, se estimaba incorporar unos 
10 millones de hectáreas entre las provincias de Santiago del Estero, 
Santa Fe y Chaco. De estas se calculaba que correspondía unos 4 
millones de hectáreas para la provincia, estos estudios se habían 
iniciado en 1973 y, aunque se dieron interrupciones por los gobiernos 
provinciales, el plan se sostuvo durante toda la década. 

En cuanto a los informes sobre la cuestión agraria, el CFI llevó 
adelante estudios sobre la realidad de los pequeños productores 
algodoneros, en tal sentido, el programa de apoyo al desarrollo social de 
los pequeños productores minifundistas en la provincia del Chaco iniciado 
en 1982 estuvo coordinado con la Dirección de Extensión 
Agropecuaria del Ministerio de Agricultura, bajo la denominación 
“Estudio y metodología de aplicación de tecnologías para minifundistas”. 
El objetivo del gobierno fue lograr llevar adelante la transferencia de 
tecnologías que podían utilizar los productores del departamento 
Sargento Cabral. Esta investigación replanteó el foco de estudio y 
concreción hacia dónde debía dirigirse la atención de las políticas 
focalizadas. En este sentido, la noción construida en el informe sobre 
el rol estatal es relevante, dado que se encuentra atravesado entre el 
final de la dictadura y el inicio de la etapa democrática, el informe 
final destaca el rol estatal que debía tenerse presente para el 
tratamiento del problema: 


Lejos de las perspectivas economicistas, eficientistas, tanto de apoyo como de 
erradicación que han caracterizado el accionar intervencionistas del sector 
público provincial en años recientes-sin resolver, en todo caso, el histórico 
marginamiento en que se encuentran los pequeños productores minifundistas 
respecto a otros actores y grupos sociales-se propaga privilegiar la capacidad 
de acción y evolución autosostenida de estos actores sociales concretos (CFI, 
1982, p. 9). 


La política sostenida durante estos años nos permite comprender 
diferentes tratamientos en torno al minifundismo. Otro informe que 
presenta características similares es el desarrollado por el contador 
José María Vernet, con el Plan de Asistencia a la Comercialización 
Agropecuaria provincias de Catamarca, Chaco y Tucumán. Esta 


investigación estuvo coordinada entre el CFI y funcionarios técnicos 
de la provincia. El responsable de este equipo era el director general 
de Programación Económica, Luis Pellegrino. El objetivo del mismo 
era lograr reconstruir un análisis sobre las condiciones de producción 
y comercialización a partir de fuentes y datos diversos que se habían 
realizado y recopilado a lo largo de los años. Hacia 1981 se 
mencionaba en los avances del informe: 


El equipo de trabajo se halla abocado en estos momentos a la tarea de 
procesamiento de la información de computación que posee la Provincia en 
relación al pago del subsidio algodonero del año pasado, en donde figuran los 
productores de algodón, con la cantidad de hectáreas sembradas para cada uno 
de ellos. Se trata de configurar una escala de productores por hectáreas, y la 
participación porcentual de estos en el perfil de la oferta (CFI, 1981, p. 151). 


Entre las consideraciones realizadas en la relevancia de este 
informe fue lograr la transferencia de tecnología a los sectores 
productivos. Un punto que rescata Vernet como positivo fue la 
constitución de expertos en distintas áreas de investigación en cada 
provincia. Señalaba como relevante la idea de tener en cuenta la 
realidad de cada provincia, dejando de lado la visión y el criterio 
productivista, entendiendo la producción agropecuaria desde una 
mirada macro. El objetivo de este informe también a nivel provincial 
plantea una postura disímil a los trabajos planteados a nivel regional. 

Hacia el retorno de la democracia, en 1983, el CFI renovó los 
enfoques y las agendas construidas para ser atendidas por el gobierno 
nacional y provincial, las demandas y las problemáticas en torno a la 
cuestión agraria se mantendrán latentes y necesitarán nuevas 
intervenciones y reflexiones sobre el territorio. 


Consideraciones finales 


La política agraria desde la década de 1970 proyectada desde el 
Estado Nacional y de las provincias de Chaco y Formosa estuvieron 
enfocadas en lograr el desarrollo territorial para insertarlo en un 
nuevo ciclo económico, caracterizado por una mayor productividad, el 
cual es comprendido como parte de la revolución verde. En este 
contexto, ambas provincias se caracterizaron por acciones que 
regularizaron la tenencia legal del suelo y afianzaron proyectos de 


colonización. Para lograrlo se llevaron adelante modificaciones en lo 
normativo y en la ejecución en el territorio. El proceso de entrega del 
suelo se aceleró en los años de estudio, generando una nueva clase 
propietaria en cada una de las provincias. 

Por su parte, los planes de colonización como el Porteñito y el 
Impenetrable chaqueño fueron programas llevados adelante por los 
gobiernos provinciales que, pese a los cambios institucionales que se 
desarrollaron, se mantuvieron. La acción del CFI en este plan como 
consultor, planificador y diseñador fue importante, a la par de otras 
instituciones como el TICA, la OEA, los ministerios de cada provincia a 
través de sus distintos profesionales que realizaron densos estudios 
sobre la realidad marginal de cada provincia. 

Durante estos años hemos registrado la permanencia de proyectos 
en distintos momentos, como por ejemplo el intento de erradicar el 
minifundismo en ambas provincias y también los planes para lograr 
una mejora en la política de frontera, que se sostuvieron en el tiempo. 
En cada uno de estos trabajos podemos encontrar, como se sostuvo, 
una política de estudios y readaptación de la región marginal. Los 
análisis realizados en cada uno de estos estudios fueron elementales 
para la construcción de una nueva ruralidad. 
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2. Boletín Oficial (21 de enero de 1972). Gobierno de la Provincia de Chaco. « 

3. Art. 70. Los planes especiales de colonización podrán ser realizados directamente 
por el organismo de aplicación mediante adjudicación a empresas de colonización 
por el sistema de licitación, según lo que establezca en forma expresa el poder 
ejecutivo. En el contrato de colonización que el poder ejecutivo celebre con la 
empresa adjudicataria, esta deberá contraer la obligación de colonizar las tierras de 
conformidad con la presente ley, sobre la base de planes de trabajos e inversiones, 
con previsión expresa de plazos, para el cumplimiento de cada etapa. La 
colonización mediante empresas tendrá siempre por objetivo la subdivisión de las 
tierras asignadas el plan especial de que se trata y su transferencia a favor de 
colonos o adjudicatarios. Dicha transferencia podrá ser realizada por el organismo 
de aplicación o por la empresa de colonización con intervención de dicho 
organismo. Las empresas de colonización no podrán -bajo ningún aspectoser 
adjudicatarias en venta de las tierras que colonizan ni de otras tierras fiscales de la 
provincia. Provincia del Chaco. Régimen de Tierras Fiscales. Ley N” 2107. 
Dirección Parlamentaria. Departamento de Procesamiento y computación de datos 
legislativos. 13 de junio de 1977. Resistencia. « 

4. Este punto de la ley fue un antecedente importante para la reforma constitucional 
de 1994, el cual planteó un aspecto semejante en cuanto a la posibilidad de acceso 
de las empresas al suelo, pero previamente se requería la aprobación de la Cámara 
de Diputados. « 

5. Esta zonificación del CFI coincide con la desarrollada por las Fuerzas Armadas. « 

6. La Opinión (8 de mayo de 1974). Buenos Aires. « 

7. En Formosa los departamentos que se encontraban en el proyecto eran: Patiño, 
parte de Pilagas y Pirané. En Chaco, parte de General Giiemes y Almirante Brown; 


10. 


11. 


parte oeste de Libertador Gral. San Martín; Maipú, Independencia, General 
Belgrano, 9 de julio, Chacabuco, 12 de octubre, Fray Justo Santa María de Oro. « 


. Los departamentos de los cuales se encontraba el mayor número de campesinos era 


en el departamento Pilcomayo, Pilagás, Pirané, Formosa y Laishi. « 


. Estos programas serán los antecedentes del programa desarrollado por el Fondo 


Interamericano de Desarrollo Agrícola (FIDA) desde 1983 en el país. « 

En 1983 Yacimiento Petrolíferos Fiscales (YPF) descubrió petróleo en el yacimiento 
Palmar Largo, la extracción del crudo, modifico en cuanto a las formas de vida de 
los habitantes de la región, aunque el mismo no significo un desarrollo y mejora de 
la infraestructura (Beck, 1992, p. 84). « 

En la provincia del Chaco, los gobernadores de facto fueron: Facundo Serrano 
(1976-1981) y David Ruiz Palacios (1981-1983). En Formosa los gobernadores de 
facto fueron: Juan Carlos Colombo (1976-1981), Rodolfo Rhiner (1981-1983) y 
Ezio Massa (1983). « 


“Juntos, para que la Argentina gane” 


Agro y política 
durante la reconstrucción democrática!'! 
Gabriel Carinil?! 


Introducción 


En la actualidad se asiste a una creciente preocupación por parte de 
las y los investigadores de las ciencias sociales y humanidades por 
indagar diferentes dimensiones asociadas al fenómeno estatal. La 
revitalización de esta agenda privilegia, fundamentalmente, la 
constitución de las agencias estatales, sus lógicas, las trayectorias de 
quienes estuvieron a cargo, la circulación de saberes y las políticas 
que lograron estructurar. A pesar del vigor de estas investigaciones, se 
percibe que todavía persiste un doble déficit. Por un lado, las agencias 
estatales, las prácticas de sus agentes y las modalidades que asumió el 
funcionamiento de esos y otros espacios institucionales vinculados al 
sector agropecuario no han sido densamente examinadas para la 
historia reciente. Si bien el estudio de las políticas públicas sectoriales 
-en particular la recepción que generan sus efectos- reviste una 
dilatada tradición dentro del campo de estudios rurales, no se avanzó 
en explorar los procesos de mediación propiciados por los partidos 
políticos, en especial, el lugar del agro en los programas partidarios y 
las formas de construcción de políticas por medio de los canales 
legislativos. En ese sentido, no se registran análisis que aborden 
integralmente las dinámicas de los partidos políticos y que permitan 
precisar cómo es tematizada la cuestión agraria, qué formas de 
comprensión de lo rural proponen los programas de los partidos 
políticos y cuáles son las modalidades de vinculación entre estos y 
otros canales de mediación política como las corporaciones que, 
usualmente, se presentan como alternativos y excluyentes. 

Sobre la base de esos interrogantes, nos interesa reconstruir las 


características que asumió la mediación política de los partidos 
políticos en relación con el agro durante el proceso de reconstrucción 
democrática. Nuestra mirada privilegiará, por un lado, las prácticas y 
discursos de la Unión Cívica Radical, el que finalmente se constituiría 
en el partido de gobierno, que es el que tiene la capacidad para definir 
ciertas reglas del campo político, aunque no descuidaremos las 
iniciativas de los partidos de oposición. Esa dinámica, por otro lado, se 
combinará con las demandas sectoriales y posicionamientos de las 
corporaciones agropecuarias a los fines de brindar una mirada 
dialógica del proceso de mediación política. Temporalmente, nuestro 
foco de análisis estará puesto en la coyuntura que se abre desde fines 
de febrero de 1983, con el llamado a elecciones presidenciales, hasta 
diciembre de ese año donde se comienzan a diseñar e implementar por 
parte de la Secretaría de Agricultura y Ganadería de la Nación la 
política para el sector agropecuario. Entendemos que este breve lapso 
nos permitirá señalar las diversas formas en que el agro fue pensado 
por los representantes de los partidos políticos y cómo estas miradas 
incidieron (o no) en la construcción y gestión de las políticas estatales. 
El tema considerado en este capítulo recibió un tratamiento 
significativo, aunque dispar. Existen análisis del proceso que 
abordaremos que concitaron un interés casi simultáneo de sociólogos 
y antropólogos de la política. En ese conjunto de trabajos sobresale el 
aporte de Palomino (1987) que inscribía su estudio de las entidades 
agropecuarias dentro de la problemática sobre la estabilidad 
institucional del régimen político que emergía en 1983 luego de un 
prolongado período de inestabilidad institucional. En esa línea, el 
trabajo de Nun y Lattuada (1991) propuso una explicación de la 
dificultad de construir una política agraria por parte del gobierno de 
Alfonsín. En ese marco, analizaron no solo factores estructurales sino 
también los límites de la acción estatal y los comportamientos de los 
actores empresariales del agro. También, Lattuada (1988) reconstruyó 
las principales aristas que asumió la política agropecuaria del período. 
Más recientemente, Beltrán (2006) procuró comprender cómo el gran 
empresariado legitimó la penetración de ideas neoliberales y, en ese 
sentido, qué límites estas justificaciones impusieron a la acción 
política. Es decir, a pesar de estos antecedentes, resta poner en diálogo 
los procesos de mediación política impulsados no solo por las 
corporaciones agropecuarias sino también por los partidos políticos. 


Teniendo en cuenta lo anterior, el presente trabajo se organiza en 
tres apartados. En el primero, realizaremos una descripción de la 
situación estructural del agro en la coyuntura considerada y 
reconstruiremos las demandas y diagnósticos de las corporaciones 
agropecuarias. En el segundo, avanzaremos sobre las propuestas 
electorales de los partidos políticos que compitieron en las elecciones 
presidenciales del 30 de octubre de 1983. En este punto, nos 
concentraremos en la elaborada por la Unión Cívica Radical. Por 
último, en el tercero, daremos cuenta de las primeras iniciativas del 
Gobierno radical y la recepción por parte de la dirigencia 
agropecuaria. 


Un horizonte poco definido: diagnósticos y demandas sectoriales 


La convocatoria a elecciones generó un clima expectante en la 
dirigencia rural que sumadas a las proyecciones para el año agrícola 
presentaban un panorama incierto que requería —en su perspectiva- de 
“claras” definiciones políticas. Los expertos de la Asociación Argentina 
de Economía Agraria preveían un incremento en el área sembrada con 
trigo para la campaña 1983/1984 aunque alertaban que los posibles 
beneficios de esta producción podían verse distorsionados por la 
competencia de los países centrales y su intervención en los mercados. 
Los granos forrajeros también presentaban proyecciones auspiciosas 
no así los granos gruesos que registraban cierta merma en su 
producción. Moderadas eran las perspectivas para las oleaginosas, en 
particular, para el girasol y la soja." De hecho, la producción de 
granos finos y gruesos de la campaña 1982/1983 alcanzaba un récord 
productivo al superar los 40 millones de toneladas. Esto implicaba un 
aumento de más del 19% respecto de la campaña anterior y sostenía 
la expansión agrícola que se registraba desde la mitad de la década de 
1970. En este crecimiento insidia especialmente la producción de trigo 
que participaba con más de 15 millones de toneladas y que suponía un 
incremento del 37,2%. Con este desempeño, las estimaciones del valor 
de las exportaciones de granos, aceites y subproductos rondaban los 
4.000 millones de dólares, aunque se daban en un contexto de 
deterioro de los precios internacionales. !*' 

La actividad ganadera parecía atravesar una crisis que poseía 
varias aristas. Sus exportaciones registraban una caída significativa 


comparado el año anterior que se estimaba en un 25% en cuanto a su 
volumen y un 30% en materia de ingresos. Una preocupación central 
era el desfasaje existente entre la evolución de los costos del ganado 
en pie que crecía en forma más rápida que el del tipo de cambio real y 
efectivo, lo que comprometía la “potencialidad exportadora”. Así, los 
sectores industrializadores, por un lado, planteaban la necesidad de 
que el Gobierno instrumente mecanismos de prefinanciación que 
permitan sostener y recuperar la presencia en los mercados 
internacionales (se habían reducido o perdido mercados importantes 
para la producción nacional como Israel, Irak, Irán y Egipto). Por otro 
lado, los representantes de la producción denunciaban un proceso 
sostenido de liquidación de stocks que rondaba una pérdida del 15% 
de cabezas de ganado comparado con mediados de la década de 1970. 
También las firmas asociadas a la comercialización sostenían 
dificultades dado el “alargamiento” de los plazos de pago y los riesgos 
derivados de esas operaciones.!'”. Igualmente, crítica era la situación 
de la producción lechera que se sumaba a los planteos sectoriales 
relativos a lo imperioso de mantener la política de concertación de 
precios entre productores e industriales e incentivar la producción 
invernal estableciendo un valor diferencial que compense los mayores 
costos de producción a ese periodo y tienda a la estabilización de la 
producción anual.!*' 

De cara a las elecciones de fines de octubre de 1983, las 
demandas de la dirigencia agraria se intensificaban. La tradicional 
muestra ganadera organizada por la Sociedad Rural Argentina (SRA) 
volvía a constituirse en caja de resonancia de la coyuntura de la 
producción y de la industria ganadera pero también de las incógnitas 
que se abrían para el futuro gobierno constitucional. Su presidente, 
Horacio Gutiérrez, enunciaba lo que para la entidad que representaba 
constituían las causas de la crisis entre las que contaba el gasto 
público, el endeudamiento interno y externo, la presión tributaria, los 
controles cambiarios, la política arancelaria discrecional, la 
manipulación gubernamental de redescuentos, efectivos mínimos y 
tasas de interés. Concluía su alocución diciendo: 


La nación aguarda la nueva etapa que abrirá con el gobierno elegido por la 
ciudadanía. Creemos interpretar el sentir de los productores rurales, al decir 
que el agro espera que sus aspiraciones sean comprendidas y que se 


instrumente, entonces, la política agropecuaria positiva para el crecimiento, 
que permita la solución de nuestros actuales y graves problemas nacionales. 
Todo esto debe ser tenido en cuenta por los futuros gobernantes. ! 7! 


A partir de las manifestaciones anteriores, las distintas entidades 
rurales plantearon sus diagnósticos sobre la coyuntura. En diferentes 
comunicados las entidades de base de las Confederaciones Rurales 
Argentina (CRA) planteaban un panorama igualmente sombrío para el 
próximo Gobierno democrático. Carlos Briganti, presidente de las 
Confederaciones Rurales de la Tercera Zona (CARTEZ) comentaba: 


Las situaciones extremas y los hechos dramáticos de la vida diaria ponen de 
manifiesto las graves consecuencias de una política económica que, sin piedad, 
destruyó el aparato productivo, sembrando desocupación, miseria y 
enfermedad en vastos sectores de la comunidad argentina. [...] los índices 
económicos que, cotidianamente, se barajan, son por demás elocuentes y 
explicativos de lo que nos está ocurriendo y de lo que, presumiblemente, nos 
ha de ocurrir en el futuro, si no revertimos, frontalmente, la actual situación 
económica. En definitiva, el camino hacia un país chico y empobrecido, parece 
ser el destino final de la Argentina. 8! 


En tanto que el presidente de las Confederaciones de Asociaciones 
Rurales de Buenos Aires y La Pampa (CARBAP), Héctor Orbea, en una 
editorial planteaba que “el país se encuentra en alerta rojo” y 
comentaba su preocupación ante las “ideas que sobre política 
agropecuaria intentará aplicar el próximo gobierno populista”.'?! El 
vicepresidente de CRA, Santiago Rabasedas, más abiertamente 
comentaba que las: 


[...] distorsiones de la política habrán de estallar durante los primeros meses 
del próximo gobierno, cayendo sobre sus espaldas el peso político y 
desestabilizándolo, haciendo propicio el surgimiento de un clima de 
intranquilidad que desatará otra vez una lucha de sectores [...] no deben ser 
los argentinos los causantes del fracaso del nuevo gobierno, para no ser 
responsables de un futuro gobierno de facto.[10) 


Estas intervenciones constituían declaraciones que tenían por 
objetivo procurar negociaciones en torno a la definición de una 
agenda para el sector. De forma más incisiva, un documento titulado 


“Es el fin de la noche y no el despunte de la aurora”, elaborado por la 
dirigencia de la Federación Agraria Argentina (FAA), censuraba el 
agravamiento de las circunstancias por parte de “grupos quebrantistas 
y desestabilizadores, que ante la prometida institucionalización se 
empeñan en acentuar la incertidumbre y la confusión”. El documento 
continuaba enumerando una serie de condicionantes para la acción 
política del gobierno entrante. Entre esos factores se contaban: el 
desmesurado crecimiento de la deuda externa, las sobretasas y 
comisiones que implicaba y, especialmente, la dependencia a los 
acreedores internacionales; la monetización de la economía, la 
especulación, la desocupación y el desmantelamiento productivo. 
Cerraba el comunicando, haciendo referencia al “achicamiento del 
salario real, la violenta represión para hacer silenciar las denuncias de 
negociados, violación de derechos humanos y las frustraciones que se 
engendran hacia estallidos sociales aprovechables por los ultras”. !*'! 

También las entidades cooperativas reunidas en la Confederación 
Intercooperativa Agropecuaria (CONINAGRO) compartían los 
diagnósticos señalando la inexistencia de un sistema de precios que 
afectaba a los trabajadores generando “impotencia” dado que su 
descontrol no permitía conocer valores ciertos y los artículos de uso 
diario recibían aumentos permanentes. Esto planteaba, para la 
dirigencia cooperativista, la necesidad de realizar modificaciones de 
fondo al régimen financiero. El cuadro descripto ponía de manifiesto 
que; 


Continúa infructuoso el debate de la Nación ante las experiencias ocurridas por 
la aplicación de distintas políticas económicas, cuyos resultados [...] se 
diagramaron a partir, casi siempre, de un modelo de corte monetarista que 
finalmente ha sido rechazado hasta por sus propios mentores. [...] en algunos 
momentos del desarrollo nacional, las emergencias jugaron un papel 
determinante en los objetivos, pero también lo hicieron las equivocadas 
estrategias para obtener la mejor respuesta de la ciudadanía a los fines 
buscados, entre las que no debe dejar de incluirse la ruptura de los períodos en 
los que actuaban los gobiernos constitucionales. 12! 


Estos cuadros de situación enfatizaban en el deterioro general de 
la económica y en los consecuentes desafíos que esta dimensión 
imponía para el futuro gobierno democrático. ''”! Constituían, a la vez, 
una plataforma para generar negociaciones al interior de la red de 


representación de intereses agrarios sobre la orientación que debería 
tener la política pública orientada al sector. En ese sentido, emergían 
una serie de demandas comunes a todas las entidades. Entre estas se 
encontraban en el campo crediticio y financiero, que los bancos 
oficiales pongan en vigencia una nueva línea de créditos de evolución 
para mantener y/o reorganizar la actividad de la empresa 
agropecuaria, al 50% de tasa regulada a tres años de plazo con un año 
de gracia. Se solicita una prórroga de dos años en los vencimientos de 
los créditos en el mismo período, con tasas de interés a la mitad de las 
reguladas. En materia impositiva las demandas se vinculaban a la 
eliminación de instrumentos como las retenciones a la exportación y 
la eliminación del IVA agropecuario.!'*! En ese marco, un aspecto que 
sobresalía —en particular para las entidades que reunían a grandes y 
medianos productores- era la posible implementación de la renta 
normal potencial. En un comunicado, CARBAP sentaba posición al 
respecto: 


El problema, desde el momento que supone un cambio estructural del actual 
sistema impositivo hace imperioso un debate esclarecedor y mesurado sobre 
este tema, antes de tomar decisiones tajantes y apresuradas de difícil retorno. 
Una modificación de esta naturaleza sería contradictoria con la disposición 
constitucional de la igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas, 
atentaría contra la propiedad privada de la tierra, constituiría una 
superposición impositiva con las jurisdicciones provinciales y municipales, 
podría determinar circunstancias discriminatorias entre diversos sectores 
productivos y castigará a productores de menores ingresos. 15! 


La cuestión impositiva, en general, y este instrumento, en 
particular, constituían un tema recurrente en las definiciones sobre la 
política agropecuaria que generaba rispideces en las relaciones entre 
la dirigencia rural y entre esta y los diversos gobiernos. Así, la 
institucionalización de un nuevo régimen democrático reavivaba la 
posibilidad de discutir el lazo fiscal. Es decir, frente a la incertidumbre 
política y ante una eventual reconfiguración del sistema tributario 
hacia una mayor progresividad se tensaba el campo político y se 
habilitaba la estructuración de estrategias de mayor performatividad 
política por parte de las corporaciones agrarias. Aunque previsible este 
escenario era todavía incierto. 


Los planos del horizonte político: partidos, candidatos y 
programas 


El tránsito al domingo 30 de octubre de 1983 volcó a los partidos 
políticos nuevamente a la búsqueda de las adhesiones de los casi 
dieciocho millones de argentinos y argentinas habilitados para votar. 
Desde meses atrás los candidatos y candidatas a presidente y 
vicepresidente de los trece partidos que participarían de la contienda 
electoral tomaron diversas definiciones sobre — en el caso de resultar 
victoriosos - sus futuros programas de gobierno.!'**! Así, los líderes de 
los partidos políticos, especialmente de los mayoritarios, fueron 
definiendo sus estrategias políticas para el sector agropecuario. No 
obstante, faltando todavía tres meses para la contienda electoral lo 
que predomina era la indefinición dado que se debía transitar por las 
elecciones internas para definir quiénes finalmente competirían 
durante el último domingo de octubre. En consonancia con los 
diagnósticos a los que previamente aludimos, comenzaban a 
observarse algunos lineamientos generales de las orientaciones 
políticas sobre salarios, mercado cambiario, tasas de interés, política 
antiinflacionaria, pacto social y reactivación industrial. Si bien estos 
temas no involucraban directamente a los sectores agropecuarios sí 
tenían una incidencia fundamental en las estrategias de reproducción 
económica de las empresas agropecuarias y permitían dilucidar el 
lugar que el agro podría ocupar en esos programas de gobierno. 

En ese sentido, en entrevistas realizadas a los precandidatos del 
Partido Justicialista (PJ), Ítalo Luder y Antonio Cafiero, a los de la 
Unión Cívica Radical (UCR), Raúl Alfonsín y Fernando De la Rúa, y al 
del Movimiento de Integración y Desarrollo (MID), Rogelio Frigerio, 
aparecían estas definiciones. La cuestión de precios y salarios, como 
era previsible, estaba en el meollo de las propuestas de los líderes 
políticos. En este punto, existía coincidencia en relación con lo 
imperioso de recomponer los ingresos de las y los ciudadanos. 
También advertían sobre la necesidad de apelar como medida 
paliativa y transitoria al control de precios. Existían coincidencias 
entre todos los precandidatos consultados en cuanto a la necesidad de 
bajar y regular la tasa de interés. No así en política cambiaria —un 
punto de vital interés para los productores agropecuarios—- donde se 
postulaban una gama de soluciones. Luder planteaba implementar 


tipos de cambio múltiples, moderadamente altos y estables, con un 
valor de paridad que, una vez establecido en febrero de 1984 sería 
corregido en función de los costos internos. En el esquema de Alfonsín 
el tipo de cambio debía ser alto. Frigerio proclamaba su adhesión a un 
mercado cambiario único de flotación libre-sucia, dando de esa 
manera al Banco Central la posibilidad de contrarrestar las tendencias 
especulativas. Antonio Cafiero previa la presencia de dos tipos de 
cambio: uno para la industria y uno para el agro. Por último, De la 
Rúa se comprometía a promover las actividades que aumenten las 
exportaciones —-dando a la agroindustria atención especial- y las que 
sustituyan importaciones a esos fines el productor agrario debía 
recibir un cambio realista y un poco elevado.!'” 

La posición en materia fiscal de las dos fuerzas mayoritarias 
quedó plasmada en los apuntes de la comisión económica 
multipartidaria. Como mencionamos previamente, la 
institucionalización del régimen democrático constituía una 
posibilidad para discutir el lazo fiscal. En ese sentido, ambos partidos 
proyectaban combatir la evasión, dirigiendo la acción estatal “hacia 
aquellas expresiones de riqueza sin justificación fiscal” y reflotar una 
“economía subterránea” estimada en unos 15.000 millones de dólares 
que salieron de Argentina y que se encontraban diseminados por el 
mundo. Para ello, los asesores económicos de ambos espacios políticos 
proponían —bajo diferentes formatos— la reedición de un impuesto a 
las rentas. Entre las acciones previstas se encontraba desgravar 
paulatinamente los consumos no suntuarios gravando de inmediato los 
suntuarios y las “exteriorizaciones conspicuas de riqueza”, así como 
los ingresos personales y societarios en progresión, desgravando las 
reinversiones de acuerdo con un programa a concertarse con las 
empresas líderes, acompañado de un programa de estímulo para las 
pequeñas y medianas empresas. Asimismo, se proponía tributos sobre 
beneficios que han permitido ganancias de tipo especulativo o por 
desajustes producidos por el desequilibrio monetario.!'*' 

Hacia los primeros días de septiembre de 1983, las candidaturas y 
programas se encontraban definidos. Aunque existía una variada 
oferta electoral, se preveía una competencia entre las dos fuerzas 
mayoritarias. Más allá de esto, un recorrido por las plataformas 
políticas de los partidos permite observar algunas orientaciones 
generales sobre qué lugar ocuparía el sector agropecuario en las 


políticas de gobierno. De izquierda a derecha, primaba un corte 
industrialista en las propuestas de los partidos políticos. Casi sin 
fisuras, los partidos políticos ponían en el centro de sus futuros 
esfuerzos el desarrollo industrial. Con diferentes soluciones y 
fórmulas, los enunciados iban desde la “Planificación para el 
desarrollo armonioso en base a un perfil industrial que orientado por 
el Estado que promueva la industria de base” propuesta por la Alianza 
Democrática Socialista; “Reindustrialización con modernidad” del 
Partido Demócrata Cristiano 0 “La  reindustrialización y 
transformación industrial tendrán un papel esencial” del Partido 
Justicialista hasta “Transferir a la actividad privada las fábricas 
militares no afectadas al armamento” del Partido Comunista; “La 
política económica argentina debe ser industrial y no 
agropexportadora” del Frente de Izquierda Popular o la 
“Nacionalización de la industria básica” propuesta por el Movimiento 
al Socialismo.''” Esto implicaba para los sectores agrarios ver 
materializado en las propuestas políticas una de las demandas que 
históricamente sostuvieron y que se vinculaba a la denuncia de latente 
“discriminación” frente a otros sectores de la actividad económica 
(Martínez Nogueira, 1988). 

El perfil industrialista de las plataformas políticas se completaba 
con consideraciones sobre el sector agropecuario asignándole un lugar 
secundario (aunque no menor en algunos casos) en las estrategias de 
desarrollo económico. Estas consideraciones, fundamentalmente, 
retomaban iniciativas y debates pendientes en relación con la 
necesidad de cambiar la estructura agraria heredada. Desde la década 
de 1940, con distintas intensidades y significantes, la noción de 
reforma agraria articuló los esfuerzos estatales y explicó parte de la 
conflictividad rural. Estas políticas exhibieron variaciones 
institucionales, pero sobre la base de una lógica central: promover la 
productividad a través de la implementación de condiciones técnicas 
avanzadas con el fin fundamental de profundizar las relaciones de 
mercado. Ante este desafío la gran burguesía agraria pampeana 
enfrenta las diferentes instancias institucionales, sin resignar de 
ningún modo sus intereses corporativos y promueve acciones 
conjuntas que dejan de lado las pasadas divergencias, ejerciendo 
“resistencias” en las controversias por la tierra, la renta, los impuestos, 
en la búsqueda de las más favorables condiciones sociales de 


producción y reproducción (Lázzaro, 2021). Lejos de agotarse, en la 
coyuntura electoral de 1983, reemerge la idea de reforma agraria 
como hilo conductor de las propuestas de todo el arco político. 

En ese panorama, se pueden identificar tres conjuntos de 
propuestas que resultan  indicativas para comprender las 
características que podía llegar a asumir la mediación política tanto de 
los partidos en el Congreso de la Nación y en las legislaturas 
provinciales como los aspectos de negociación y conflicto con las 
corporaciones agropecuarias. Así, un primer grupo conformado por las 
propuestas del Frente de Izquierda Popular, el Movimiento al 
Socialismo y el Partido Obrero propugnaban por la nacionalización de 
la totalidad de las tierras o en las versiones más moderadas del 
latifundio improductivo o bien por un plan de reforma y 
recolonización agraria a partir de la expropiación de los latifundios. 
Un segundo grupo compuesto por propuestas de reforma por vía 
modernizadora e integrado por el Movimiento de Integración y 
Desarrollo, el Partido Intransigente y la Alianza Democrática Socialista 
que planteaban una suerte de racionalización en el uso de la tierra y el 
desarrollo de agroindustrias. Por último, un tercer grupo que de forma 
implícita o explícita abogaban por una reforma de la tierra por vía 
impositiva. Dentro de este grupo se encontraba el Partido Justicialista 
que sostenía “gravar más onerosamente a las tierras inexplotadas”, la 
Unión Cívica Radical que afirmaba en su plataforma que “la tierra es 
un bien de producción y no de renta” y el partido Demócrata Cristiano 
que proponía la creación del impuesto a la renta presunta de la tierra, 
para favorecer a los que la trabajan y desalentar la tenencia de campos 
improductivos.!?! 

La propuesta de este último partido había sido elaborada en 
colaboración con los equipos técnicos de la Fundación Argentina para 
la Promoción del Desarrollo Económico y Social (FAPES) y el Instituto 
Nacional de Capacitación y Acción Social (INCAS). Su propuesta se 
inspiraba en los principios ideológicos del socialcristianismo, en 
reacción “frente a la injusticia social, y como rechazo al 
individualismo liberal y al totalitarismo marxista”. Se proponía un 
“pacto de reconciliación económica para el desarrollo” destinado a 
lograr el aprovechamiento de la capacidad productiva, la reactivación 
de la economía nacional, el pleno empleo y la recuperación del nivel 
de vida.!'?'! En ese marco, el Partido Demócrata Cristiano inscribía su 


propuesta de reforma agraria. Augusto Conte McDonell, candidato a 
primer diputado nacional por la línea Humanismo y Liberación, 
explicaba que impulsaría un mecanismo que permitiera la confección 
de un inventario de las tierras inexplotadas o mal explotadas para, de 
esa manera, exigir a sus propietarios una rápida respuesta productiva 
y que, en caso de no obtenerla, se impongan inmediatas 
expropiaciones. Destacaba, asimismo, la premura con que debe 
procederse para “dotar al Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria (INTA) de renovadas posibilidades en el trabajo de 
extensión para los pequeños productores”. En esta cuestión deberá 
seguirse atentamente el comportamiento de los grandes propietarios 
que concentran en sus manos un enorme poder económico y político. 
Conte afirmaba que: 


se debe garantizar que ningún hombre de campo emigre del mismo en razón de 
no disponer de tierra explotable. Aquí está en juego un principio de elemental 
justicia, dado que es bien sabido el grave problema que representa la tendencia 
creciente al abandono del campo, uno de cuyos motivos, precisamente, es la 
indisponibilidad de tierra por parte de los pequeños productores. Es 
impostergable poner en marcha con la mayor urgencia un programa especial 
de asistencia económica y técnica para los pequeños productores, reparando 
insuficiencias inexplicables. [221 


En un sentido similar, la plataforma electoral del Partido 
Justicialista planteaba que “la tierra es un bien de trabajo cuya 
explotación en función social definirá el régimen de tenencia y a ese 
efecto se gravará más onerosamente a las tierras voluntariamente 
inexplotadas”.!?9! En la elaboración de esta propuesta estuvo 
comprometida la mirada de la dirigencia de FAA, su presidente 
Humberto Volando había acercado una serie de propuestas 
denominada “Instrumentos fundamentales para el agro” para: “[...] 
lograr un desarrollo, en cinco años, del sector agropecuario, y para 
que se convierta en una locomotora de la recuperación nacional [...] 
sin sacrificios para el mercado interno, permitir incrementos en la 
producción agropecuaria, en cifras muy importantes [...] lo esencial es 
apuntar a comercializar con todos los mercados del mundo y apretar 
el acelerador de la producción”.'?* Entre estas sugerencias se 
encontraba la histórica demanda de fijación de precios mínimos 


obligatorios y en origen a los fines de evitar las consecuencias de la 


intermediación. El dirigente federado consideraba que: 


[...] ya no podemos seguir guiándonos por precios internacionales o en 
dársena de los cuales se prenden las sanguijuelas, las garrapatas, los ácaros y 
los pulgones de la intermediación, que los hacen llegar flacos y enfermizos a 
los que producen, pero hinchados y enfermantes (sic) a los que consumen”. 25! 


Esa solicitud se completaba con el reclamo de una política 
crediticia de apoyo y un “régimen impositivo racional y equitativo” y 
la puesta en manos del productor de paquetes tecnológicos útiles y 
prácticos... 

En definitiva, predominaba, con matices, un corte agrarista 
(Balsa, 2006) en las propuestas electorales de los partidos políticos. 
Existía una denuncia por la presencia de las grandes extensiones de 
tierra en la estructura agraria y de la incidencia que estas tenían en la 
productividad, en particular, aquellas que se mantenían 
improductivas. Así, la mayoría del arco político asumía al latifundio 
como un límite para el desarrollo no solo sectorial. Este punto de 
partida no solo permitía la diferenciación entre tamaños de 
productores, la visibilización de distintas formas de tenencia de la 
tierra y, consecuentemente, de escalas productivas, sino que 
preanunciaba una agenda de debates que —al menos inicialmente— 
caracterizaría la dinámica de la conflictividad agraria. En 
consecuencia, este aspecto abrirá paso a una red conflictual sobre la 
que se vertebrará la negociación del gobierno con las corporaciones 
agropecuarias. A los fines de esclarecer estas cuestiones, en el 
siguiente apartado avanzaremos sobre la propuesta del partido de 
gobierno. 


Aliados de los que producen: el programa de la UCR 


Dirimida la interna radical entre los representantes de las líneas 
Afirmación Yrigoyenista, Línea Nacional y Renovación y Cambio. El 
representante de esta última, Raúl Alfonsín, se abocó a explicitar las 
orientaciones que proponía para su futuro gobierno y así interpelar no 
solo a la ciudadanía sino también a los sectores productivos. En el eje 
de su discursividad, se planteaban, indudablemente, los temas de 
implicados en la consolidación del régimen político así el resto de las 


cuestiones ocupan un lugar subordinado. Así, la estrategia de Alfonsín 
se orientaba inicialmente a la consolidación de la democracia. En su 
concepción, esto implicaba enfrentar un triple desafío para el 
radicalismo: primero, retomar el rumbo que lo hizo fuerte en su 
historia, el de la representación de los intereses populares. Segundo, 
enfrentarse al peronismo electoralmente y competir por la 
representación de los intereses de la mayoría. Tercero, esa 
competencia legítima por la representación popular no llevará al 
radicalismo a ser el representante de la derecha ni de los intereses 
antipopulares. 

Se partía así de la plena conciencia del deterioro de la economía y 
la sociedad argentina de las últimas décadas signada por la violencia, 
la represión, el empobrecimiento del pueblo y la parálisis de la 
economía. 


Es tan dramática la situación que creo que no hay ninguna demostración más 
elocuente que la que cada argentino vive todos los días en su desesperación por 
sobrevivir. La moneda no vale, la incertidumbre de lo que se va a poder 
comprar con los salarios miserables que se ganan mensualmente. La inflación 
destruye el sueldo obrero o el interés de producir del empresario.!27! 


Frente a esa “bifurcación de la historia”, pretendía iniciar algo 
nuevo donde la democracia se jugaba una carta definitiva, pero, para 
ello, antes se requería combatir la miseria, la desocupación y la 
inflación, reactivar la economía y definir una política para la 
obtención de los recursos que haga factible el logro de los objetivos 
del próximo gobierno democrático. En ese marco, para Alfonsín el 
Estado debía permanecer como productor de servicios en los 
“monopolios naturales” donde ninguna nación puede aplicar con 
sentido económico la noción de costo. En tal sentido el Estado fijaría 
las políticas sin que esto excluya la posible participación del esfuerzo 
privado que se quiera canalizar a través de aportes de capital. Fustigó 
los planes de desarrollo industrial llevados a cabo en el pasado 
reciente. En sus críticas alcanzó la actividad desplegada por el Banco 
Nacional de Desarrollo que otorgó apoyos a empresas inadecuadas y 
los restó a otras que pudieron resultar factibles y subrayó que la 
actitud del Gobierno tenderá a ser restrictiva en cuanto a la actividad 
económica del Estado.!?*. 


En ese contexto, Alfonsín le asignaba al campo un rol central en 
tanto proveedor de divisas aunque anticipaba que habría de 
registrarse allí una verdadera revolución a partir de la aplicación de 
fertilizantes químicos que potenciara esa función. Agregaba que 
lucharía por la diversificación de los mercados de exportación y por la 
cancelación de los acuerdos internacionales que deprimen los precios 
de las exportaciones de los países en vías de desarrollo, de esa forma, 
cuestionaba el proteccionismo internacional que se practicaba y que 
desvirtuaba las “leyes naturales” del comercio. Puntualizaba que el 
gobierno radical desarrollaría y potenciaría los institutos nacionales de 
tecnología industrial y agropecuaria y adecuaría la infraestructura 
vinculada a la exportación como la del puerto de ultramar en Bahía 
Blanca para que permitiera la operación de barcos que compitan en 
costos en el tráfico internacional. Para el dirigente de la UCR: 


Nuestro objetivo es claro: sobre la base de un sistema democrático debemos 
forjar un orden económico que dé respuestas a una sociedad en desarrollo. El 
radicalismo es aliado de todos lo que en este país producen: empresarios, 
trabajadores, científicos, todos los cuales tendrán un tratamiento especial. 
Poner nuevamente en marcha el país es una necesidad humana y política y 
para esta tarea deseo comprometer al empresariado nacional. Vamos a iniciar 
un período de reconstrucción.!29! 


Ese proceso requería de un sistema impositivo tendiente a 
favorecer la inversión productiva. Así, anticipó que habría 
disminuciones impositivas a la producción y a las personas, pero que 
se incrementaría tanto a los servicios y a las rentas como a aquellos 
individuos cuyos niveles de consumo indican niveles de contribución 
no correspondidos. En definitiva, planteaba que los “objetivos de 
todos aquellos que trabajan coinciden con los del gobierno radical” y 
que existía una decidida voluntad para superar el drama que nos deja 
el Proceso.!*%! 

A medida que el tempo político se aproxima a una instancia 
definitiva, las distintas entidades representativas de los sectores 
agropecuarios continuaban planteando reparos con relación a las 
orientaciones programáticas de los partidos político, particularmente 
de los mayoritarios. Consideraban que el agro había sido “olvidado” 


los productores agropecuarios llegan a los comicios sin poseer datos esenciales 
para prever qué significación tendrá su voto en el futuro de su explotación. Es 
que desde ninguna de las corrientes políticas mayoritarias no solo no dado a 
conocer el arsenal instrumental previsible para la política agropecuaria, sino 
que tampoco se han definido los grandes parámetros en materia rural. Y en 
algunos casos tales decisiones serán fundamentales, aun para los resultados 
coyunturales de esas explotaciones. !31! 


Esta preocupación radicaba especialmente, en la falta de 
definiciones sobre las “reglas” a partir de los cuales se iban a 
comercializar la inminente cosecha gruesa y buena parte de la cosecha 
fina. Es decir, sostenían la necesidad de conocer sobre el rol de la 
Junta Nacional de Granos y la fijación del precio sostén o si, por el 
contrario, regiría una libertad absoluta de la oferta y la demanda. 
Asimismo, generaba incertidumbre entre las asociaciones de 
productores diversas variables que afectaban la rentabilidad de la 
cosecha como la existencia de precios regulados o libres para distintos 
servicios conexos como los fletes o el nivel del tipo de cambio y el 
precio de los combustibles.!*?' 

El esclarecimiento de estos criterios -sobre los que, aunque con 
matices, existía un consenso en la dirigencia rural- eran condiciones 
necesarias para garantizar la productividad. En ese sentido, el titular 
de la Sociedad Rural Argentina, Horacio Gutiérrez, advertía que, si el 
campo no aumenta su producción, “el gobierno no tiene la posibilidad 
de mantenerse mucho tiempo, porque la única posibilidad argentina 
es que se aumente la riqueza, que se aumente la tasa de crecimiento 
del Producto Bruto Interno; de lo contrario no habrá ninguna 
posibilidad de repartir nada”. En el otro extremo del espectro 
sectorial, el titular de FAA, Humberto Volando, también habló de la 
necesidad de un aumento sustancial de la productividad, aunque 
desde una óptica totalmente distinta. Dijo que dentro de las urgencias 
que acosarán a las próximas autoridades, deberán priorizarse dos 
objetivos que son válidos tanto para el agro como para los restantes 
sectores de la producción y el trabajo: uno es estimular la rápida 
producción de bienes y el otro es encarar una distribución más 
equitativa de ingresos. Ambos objetivos deberán asumirse 
simultáneamente y en forma coordinada. !*”. 

Conocido el veredicto de las urnas, recrudecía la necesidad de 
definiciones políticas. La consagración de la Unión Cívica Radical 


como partido gobernante y la inminente implementación de sus 
contenidos programáticos no conforman a las entidades agropecuarias, 
especialmente a aquellas que, históricamente, se habían mostrado 
predispuestas a la defensa irrestricta de las fuerzas del mercado y de la 
iniciativa privada. Dentro de esa disconformidad, el rubro que concita 
la mayor atención en el campo era el relacionado con la estrategia 
impositiva. Hecho favorecido, además, por algunos debates que sobre 
el tema se habría producido en el equipo de colaboradores que se 
encuentra elaborando el futuro plan de trabajo. En primer lugar, los 
voceros de ese grupo de trabajo, en respuesta a objeciones externas y 
aun internas sostenían que la renta potencial de la tierra, no se trataba 
de un impuesto nuevo. Aclaraban que, en realidad, su pretensión era 
utilizar ese sistema como “base de imposición para el impuesto 
inmobiliario que vienen percibiendo los gobiernos provinciales. Y se 
añade que, actualmente, existen algunas jurisdicciones en las cuales la 
base imponible del impuesto a la tierra tiene como fundamento el 
cálculo del cual es la potencialidad productiva de los inmuebles”. Al 
interior del partido, lo que se discutía era el momento político para 
propiciar ese debate. En ese sentido, sostenía que para evitar una 
polémica —quizás demasiado conflictiva para la etapa inicial- se 
debería aplicar desde el 1” de enero de 1984 para lo cual debería 
obtener la aprobación parlamento en extraordinarias. 

La otra cuestión, medular para el agricultor, era —como ya 
advertimos- la comercialización de dos cosechas en el lapso de los 
próximos seis meses de la asunción del gobierno. Entre otros aspectos, 
lo que aquí se ponía de manifiesto era el tratamiento que se daría a las 
exportaciones agropecuarias en materia de retenciones. También en 
este punto habrían existido, en un principio, posiciones disímiles al 
interior del partido de gobierno. Algunos habrían insinuado la 
posibilidad de elevar esas retenciones para destinar los eventuales 
mayores recursos a la financiación de un programa de reactivación 
industrial. Pero, en definitiva, habría predominado una tesitura 
diferente que partía de la idea de que para incentivar el comercio 
exterior era necesaria una disminución paulatina de las retenciones. 
Concretamente se habla que para la inminente cosecha fina (en trigo 
se obtendrían alrededor de 13 millones de toneladas) el gravamen 
sobre las exportaciones sería reducido al 20%; es decir, un 5% menos 
que la tasa actual. Y para marzo de 1984, época en la que comenzaría 


a comercializarse la próxima cosecha gruesa, los aforos a las 
colocaciones externas del agro se reducirían al 15%. Según los 
propulsores de este esquema, la menor recaudación unitaria que de 
esa forma obtendrían las arcas fiscales se vería compensada por el 
mayor caudal de productos que se venderá exteriormente por los 
cauces normales. Dicho de otra manera, sin las habituales maniobras 
de subfacturación que, por ejemplo, habría erosionado en una parte 
sustancial de los ingresos externos en el actual ejercicio. Otra de las 
definiciones que quedaban pendientes era la relativa al esquema con 
el cual se manejaría la evolución del tipo de cambio, el restante 
vértice en el que se apoyan los cálculos del productor para determinar 
—al menos presuntivamente- sus ingresos.!**. 

En ese escenario de incertidumbres y demandas asumió el equipo 
de la Secretaría de Agricultura y Ganadería dependiente del Ministerio 
de Economía a cargo de Bernardo Grinspun. Lideraba el equipo Lucio 
Reca, ingeniero agrónomo, docente e investigador renombrado de la 
Universidad de Buenos Aires. Reca, iba a ser acompañado por doctor 
Alberto Ferrari Echeverry, especialista en comercialización de granos, 
quien se desempeñaría —con el rango de interventor— como titular de 
la Junta Nacional de Granos, En la Junta Nacional de Carnes, ese 
cargo lo asumiría Nicolás Lozano, persona que reuniría dos 
condiciones importantes: ser, simultáneamente, representante de la 
industria frigorífica y de la producción ganadera. Así, las Juntas 
continuarían sin gozar de la autonomía que les otorgaba la legislación 
vigente. Esto se vinculaba al compromiso del radicalismo con parte de 
la dirigencia rural de no enviar al Congreso —al menos en los primeros 
seis meses— proyectos de enmienda a las leyes de granos y carnes. De 
esa forma, la designación de los interventores obviaba la mediación de 
la instancia legislativa. 

Cuatro eran los pilares a partir del cual el nuevo equipo de la 
Secretaría de Agricultura y Ganadería definiría su política. El primero 
se vinculaba con la comercialización y planteaba un sistema mixto en 
el que a la libertad de comercio en el mercado interno se le sumaría la 
participación protagónica de las Juntas, especialmente en lo 
relacionado con las operaciones en mercado externo. En la perspectiva 
de los funcionarios, se insistía que “esto no significa obstaculizar la 
tarea del exportador privado, pero tampoco queremos Juntas que solo 
reciban declaraciones de exportación. Máxime que, según el futuro 


canciller, las exportaciones agropecuarias “forman parte de la política 
exterior argentina”. El segundo pilar se erigía a partir de la política 
impositiva, cuyo “pivote” principal sería la utilización del impuesto a 
la tierra como herramienta de redistribución de ingresos y de fomento 
a las inversiones. Este punto resultaba una potencial red conflictual 
para el gobierno de Alfonsín por lo cual los voceros de la Secretaría de 
Agricultura y Ganadería dejaban en claro que: “Es caer en un error 
extrapolar para este momento los contenidos de la plataforma 
sustentada en la gestión del doctor Illía. Las condiciones han 
cambiado, el país ha cambiado, el país ha cambiado y por lo tanto 
también nosotros hemos evolucionado”. La advertencia de los 
funcionarios estaba dirigida a aventar temores respecto a la 
implantación del impuesto a la renta normal potencial de la tierra. El 
tercer pilar se encontraba relacionado a la política crediticia se indicó 
que habrá préstamos con tasas estables y conocidas. Sostenían que el 
“costo del dinero dejaría de ser una ruleta, generalmente adversa a 
quien toma el crédito”. Como una constante, también en este punto se 
aclaraba que, en una primera etapa, la cartera de créditos no será muy 
cuantiosa y habrá se establecerían criterios selectivos para su 
otorgamiento, teniendo prioridad aquellos productores que destinasen 
la ayuda financiera recibida a la inversión tecnológica. Finalmente, en 
vinculación con esto último, el cuarto pilar era el que completaba la 
política de ingresos, donde se proponía un tipo de cambio nominal 
alto, ajustable periódicamente en función de los precios internos pero 
que implicaba gestionarlo a partir de “paridades diferenciales”. Esto 
implicaba, por ejemplo, que la destinada a los productos de las 
economías regionales será más alta que la que recibirán en la pampa 
húmeda. |?” 

El discurso de Alfonsín durante el acto de asunción presidencial 
reforzaba las directrices asumidas por estos cuatro pilares. En su 
diagnóstico, partía de considerar la situación crítica de los productores 
agropecuarios argentinos, “agobiados en los últimos tiempos por una 
presión tributaria y financiera sin precedentes y carentes de la 
orientación de una genuina política para el sector”. No obstante, 
advertía que los productores habían respondido con sostenidos 
esfuerzos de modernización y expansión de sus explotaciones, sobre 
todo en la agricultura, donde se han reflejaban importantes y 
crecientes rendimientos, con grandes cosechas “que, lamentablemente, 


no siempre se han podido comercializar en el grado de beneficio para 
el país, que hubiera sido deseable”. A los aspectos relativos a la 
incorporación de tecnología y, por ende, a la modernización del 
proceso productivo le asignaba un lugar central sobre el que se 
articulaban el resto de las iniciativas estatales. En ese sentido, Alfonsín 
sostenía que: 


La estructura de producción actual y el grado de avance tecnológico e 
industrial alcanzado hacen que la industria y la producción agropecuaria se 
encuentren muy lejos de aquel esquema simple de exportación de productos 
primarios. Hoy se hace preciso prestar atención a un complejo conjunto de 
factores que hacen a la tecnología de la producción, de la industria, tanto 
aquella abastecedora de máquinas y herramientas como la procesadora de los 
alimentos, que cuenta con un vasto espectro en el país lejos aún de haberse 
explotado en todo su potencial. [36 


En este aspecto, era de gran importancia la necesidad de 
consolidar los organismos educacionales y tecnológicos con el fin de 
contar con profesionales del mejor nivel. 


La índole del sistema de producción agropecuaria — que podría calificarse como 
de un grado intermedio en lo que hace a la intensidad de uso del capital — 
juntamente con la experiencia argentina en este campo, nos permitirá realizar 
aportes tecnológicos y de entrenamiento de personal a otros países en 
desarrollo, particularmente aquello de centro y Sudamérica entre otros, al 
mismo tiempo que enriquecernos con su misma experiencia. 97! 


En ese sentido, sostenía que una política agropecuaria consistente 
y constante debía basarse en la capacitación del hombre de campo, la 
conservación de los recursos naturales y la incorporación de 
tecnología adecuada a nuestro territorio. A partir de estos 
lineamientos, consideraba que: 


la política agropecuaria de nuestro gobierno se propondrá, mediante los 
instrumentos legales adecuados, aumentar la producción y productividad y 
lograr la justa retribución del esfuerzo de empresarios y trabajadores rurales. 
Asegurar la rentabilidad del campo será un objetivo permanente. Se propiciará 
la ley de autarquía del INTA. Se estimulará la incorporación de tecnología y se 
asegurará el acceso a fertilizantes y otros insumos. El crédito volverá a ser una 
herramienta de desarrollo agropecuario, y la banca oficial operará en este 


sentido con toda la amplitud que permita la situación económica. !38! 


También en el sector ganadero —-que como advertimos que 
encontraba sumido en una profunda crisis- su diagnóstico se anclaba 
en premisas similares: la presencia de ciertas condiciones previas que 
posibilitaban un aumento de la productividad y garantizaban una 
activa participación en el mercado externo  abasteciendo 
adecuadamente el consumo interno. Así, nuevamente, los aspectos 
financieros, tecnológicos y de infraestructura adquirían centralidad. 


El excelente nivel genético alcanzado por nuestros rodeos nos impulsa a 
revertir la situación existente en materia de importación de reproductores y 
semen para pasar a ser exportadores en este rubro, capitalizando así el esfuerzo 
constante de los productores. Con la excelente base genética existente hasta 
ahora en el ingenio de estos y de los profesionales del área para abrir mercado 
y materializar las exportaciones. El gobierno adoptará las medidas técnicas que 
estén a su alcance para apoyar las acciones en ese sentido. Se prestará 
particular atención a la atenuación del ciclo ganadero caracterizado por la 
alternancia de períodos de bajas existencias y altos precios con los de elevadas 
existencias y precios bajos. Para ello se procurará estimular el mantenimiento 
de un aprovisionamiento adecuado de aves y cerdos, que contribuirá al 
suministro de una dieta más variada, alentando a los productores de estas 
especies.1391 


En materia de producción de leche y de su industrialización existe 
un vasto camino a recorrer para asegurar el incremento del consumo y 
la exportación de productos lácteos, mediante planes de desarrollo que 
combinen los factores tecnológicos y financieros de estímulo de la 
producción y de la industria.!*%! Esto se articulaba con una nueva 
política impositiva, donde proponía la simplificación del sistema 
tributario, procurando que sea equitativo y progresivo y otorgándole 
una función primordial al impuesto sobre la tierra. Además, se 
adecuarían las funciones de la Junta Nacional de Granos para que su 
acción signifique un verdadero apoyo a la producción y al país, 
interviniendo activamente en la comercialización interna y externa de 
las cosechas. !*'! 

Estas intervenciones discursivas de Alfonsín y de sus funcionarios, 
lejos de conformar a la dirigencia rural generaba polémica y 
multiplicaba los signos de alerta en las asociaciones de medianos y 


grandes productores. Rápidamente, los titulares de la Sociedad Rural 
Argentina y de las Confederaciones Rurales Argentinas se declararon 
opositores a los instrumentos que se proponían como ejes de la 
política impositiva mecanismo impositivo. Además, el presidente de 
Confederaciones Rurales Argentinas, inmediatamente, se pronunció en 
contra de un proyecto que preveía la devolución de la autarquía al 
INTA sobre la base de reimplantar un impuesto al 2% sobre las 
exportaciones agropecuarias para sufragar sus gastos de 
mantenimiento. Los motivos de ese rechazo no cuestionaban la 
devolución de la autarquía al organismo, sino el cauce elegido para 
obtener los fondos para solventar su actividad. La dirigencia rural 
confederada entendía que con ese mecanismo el mantenimiento del 
INTA estaría únicamente a cargo del sector rural, sosteniendo en 
cambio que a juicio de esa entidad tal sostén debía provenir de los 
recursos de rentas generales.!*?' Esta consideración no partía del 
desconocimiento del rol del INTA sino que se legitimaba en la 
representación que la entidad había construido históricamente sobre 
el Estado y la necesidad de reducción de lo que se consideraba como 
gasto público, especialmente aquello que signifique desembolsos del 
Tesoro General de la Nación. 

Frente a la inminente configuración de una red conflictual, se 
habilitaron diversos canales —más o menos formales- de mediación 
política. Así, a los pocos días de operada la asunción presidencial, 
Raúl Alfonsín recibió en su despacho a Guillermo Alchourón, 
vicepresidente de la Sociedad Rural Argentina, y Raúl Rolando 
Romero Feris, presidente de las Confederaciones Rurales Argentinas. 
Los temas de la agenda abordados en la reunión eran los relativos a 
las carnes, la producción láctea y las economías regionales. En lo 
concerniente al primer tema, los dirigentes rural volvieron a 
manifestar los condicionamientos históricos que ofrecía el mercado 
internacional y los permanentes estudios que sobre la cuestión se 
realizaban en la denominada Mesa de Ganados y Carnes.!**! Como 
conclusión se planteaba la necesidad de lograr una estrategia integral 
para la colocación de productos argentinos en las plazas del exterior; 
se recordaba que en los últimos años no había existido un accionar 
conjunto y agresivo sino que, por el contrario, se había operado en 
forma dispersa y a veces hasta contradictoria entre dependencias, 
igualmente, gubernamentales. En respuesta de esa inquietud, Alfonsín 


se habría comprometido a estudiar la forma de compatibilizar las 
tareas dirigidas a lograr la apertura de mercados externos, 
mencionado como alternativa casi forzosa la integración de un cuerpo 
coordinador que sintetice los esfuerzos de las tres áreas de gobierno 
interesadas en la promoción del comercio exterior de productos 
agropecuarios: las secretarias de Agricultura y Ganadería, de Comercio 
y el Ministerio de Relaciones Exteriores. En relación con la producción 
láctea, Alfonsín se habría mostrado al tanto de la crítica situación 
sectorial, exteriorizada en el hecho de encontrarse los niveles 
productivos en el límite de los requerimientos mínimos de un 
consumo interno deprimido. Previa a esta reunión, el titular de la SRA 
había mantenido otra entrevista con el ministro de Economía, 
Bernardo Grinspun, para conocer en mayor profundidad algunos 
aspectos de su programa de acción. 

Algunos sectores del partido de gobierno entendían que estos 
diálogos con los sectores empresarios inauguraban una etapa de 
concertación, anunciada en su momento por el titular del Palacio de 
Hacienda. Aunque para quienes representaron a las entidades 
agropecuarias, particularmente, a la Sociedad Rural Argentina se 
trataba de un “diálogo con aquiescencia”. Es decir, un esquema donde 
no existían pautas rígidas a las cuales adherir, sino que se habilitaba 
un esquema de negociación donde el gobierno debía fijar sus objetivos 
finales y, de esa forma, abrir la posibilidad de pactar “a libro abierto” 
la modalidad en que el sector privado puede colaborar (o no) en la 
obtención de esas metas. La evolución de los meses posteriores 
mostraría cómo, rápidamente, se pasaría de esta aprobación a una 
confrontación que caracterizaría parte de la dinámica por el resto de 
lo que duraría el gobierno de Alfonsín. 


A modo de conclusión 


El lapso entre el llamado a elecciones presidenciales y el ascenso del 
nuevo gobierno democrático generó un clima de expectación en los 
actores socio-económicos. Para las entidades agrarias se abría una 
coyuntura que las colocaba en una suerte de tensión. Por un lado, 
debían encontrar los mecanismos para trasladar y hacer efectivas sus 
demandas frente a un gobierno que contaba —al menos inicialmente— 
con una creciente legitimidad. Es decir, el desafío consistía en cómo 


lograr concesiones que antes se obtenían por medio de un acceso 
directo a las arenas estatales, dado que durante la dictadura militar 
estos actores poseían un vínculo privilegiado con el Estado al estar 
obturados otros procesos de mediación política. Por otro lado, debían 
enfrentarse a una profunda crisis caracterizada por la imposibilidad de 
superar algunos problemas estructurales en actividades como la 
ganadería y la producción lechera, a los que se le sumaban los 
condicionantes macro-financieros y la inestabilidad de la economía 
argentina. Esta coyuntura le otorgaba centralidad a la acción de 
aquellas entidades rurales cuyas bases sociales estaban vinculadas a la 
producción ganadera, como era el caso de la Sociedad Rural Argentina 
y las Confederaciones Rurales Argentinas. Esto implicaba el 
recrudecimiento de discursos  liberal-conservadores anclados 
fuertemente en la crítica a la acción estatal. Es decir, todo diagnóstico 
de la situación agraria iba a ser tamizado por este tipo de 
consideraciones que confluían en la sobredimensión del aparato 
estatal y su necesario achicamiento. 

Lejos de disipar esas interpretaciones previas de la crisis 
económica y sectorial, la competencia electoral por el sillón de 
Rivadavia aventaba “temores” del pasado. Lo que primaba en las 
plataformas de los partidos políticos eran propuestas 
industrializadoras que relegaban al agro al papel —-no menor- de 
proveedor de divisas. Más allá de esta situación que reafirmaba una de 
las representaciones históricas de las entidades rurales sobre la 
“discriminación” frente a otros sectores de la vida económica, el 
aspecto más conflictivo radicaba en las propuestas de impuestos 
basados en la renta potencial de la tierra. De esa forma, pervivía en las 
propuestas de los partidos debates que en décadas anteriores habían 
prefigurado la conflictividad entre los gobiernos y las entidades 
rurales. Esto preanuncia la estructuración de negociaciones y posibles 
conflictos en torno lo impositivo. Aquí también resultaban operativas 
las representaciones que históricamente habían construido las 
entidades sobre este punto. 

El resultado de las elecciones presidenciales reafirmó los recelos 
de las entidades agropecuarias. A pesar de que discursivamente el 
electo presidente Raúl Alfonsín sostenía la necesidad de incrementar 
la producción agropecuaria a partir de la modernización de sus 
estructuras, resultaba preocupante —en la perspectiva de la dirigencia 


rural- el renovado lugar que a partir de diciembre de 1983 ocuparía el 
Estado. Así, en la propuesta alfonsinista el Estado era el único actor 
que capaz de impulsar la modernización agrícola mediante la 
formación del INTA que sería robustecido con financiamiento de los 
productores, las Juntas Nacionales de Granos y Carnes no solo 
regularían e intervendrían en el mercado, sino que se convertirían en 
agentes de promoción para la búsqueda de nuevos mercados externos. 
También el Estado recuperaría la capacidad de intervenir en la puja 
distributiva entre empresarios y trabajadores rurales y, además, sería 
el encargado de fijar una nueva política impositiva sustentadas en 
nociones de progresividad. El ritmo de la política y la economía 
truncaría estos postulados. 
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Crisis agraria y Estado 
en una “periferia extrema 


Formosa a finales del siglo XX (1987-1994) 
Sergio Sapkusl !! 


Introducción 


Históricamente, el desarrollo capitalista ha requerido la intervención 
estatal. En un primer momento, para establecer las condiciones 
básicas de la relación social constitutiva del modo capitalista de 
producción, al separar a los productores directos de los medios de 
producción y de subsistencia. Es lo que Marx denominó “acumulación 
primitiva”. En un segundo momento, una vez que la “coerción sorda 
de las relaciones económicas pone su sello a la dominación capitalista 
sobre el obrero” (Marx, 1996, p. 122), el Estado cesa de desempeñar 
un rol constitutivo para convertirse “esencialmente [en] una agencia 
de regulación” (Clarke, 1991, p. 189) de las relaciones sociales de 
producción. El Estado, pese a desvanecerse su papel fundacional 
continúa actuando activamente debido a que, dicho muy 
sucintamente, la misma acumulación capitalista engendra 
contradicciones que desestabilizan sus propias bases, instigando a los 
capitalistas a usar cada arma a su disposición en su afán de superar 
esas incompatibilidades, “y una de ellas es, por supuesto, el poder del 
Estado” (Clarke, 1991, p. 189).!?! Cabe aclarar, asimismo, que el 
Estado, desde esta perspectiva, aparece, por un lado, no como una 
agencia funcional que pueda resolver estas contradicciones, ni como 
un nivel de la sociedad relativamente autónomo, sino como un 
momento de la reproducción social —reproducción conflictiva y nunca 
plenamente garantizada de un orden social capitalista—. 

En la diversa y desigual historia y geografía del capitalismo las 
formas concretas de actuación regulativa del Estado han sido 


múltiples. De las maneras de diferenciar estas formas, un eje de 
diferenciación segrega a los países del núcleo del sistema mundial 
capitalista de los países periféricos. Esto supone dar cuenta de la 
connotación y especificación que la “perifericidad” incorpora la 
condición capitalista (Thwaites Rey, 2020, p. 13). Ahora bien, el 
Estado capitalista, en tanto Estado nacional, es una entidad escalada, 
esto es, posee una división del trabajo según escalas (por ejemplo, 
Estado central, subnacional y local-municipal); siendo más acusada 
dicha división en países ordenados federalmente y de profundas 
asimetrías económicas regionales como Argentina. Esto supone una 
ulterior calibración en la especificidad de la estatalidad, calibración 
escalar/regional ésta relativamente poco transitada en la literatura 
(Das, 2006). 

Teniendo en mente estas inquietudes, el presente trabajo acomete 
la tarea de indagar un episodio específico de acción estatal 
subnacional en Argentina. Abordamos la actuación del gobierno 
provincial de Formosa —entidad administrativa que constituye lo que 
hemos denominado una “periferia extrema”- en relación al manejo de 
la “cuestión agraria” —en su sentido amplio de los procesos sociales y 
políticos implicados desarrollo del capitalismo en el agro-. Ampliando 
indagaciones que hemos hecho de la situación contemporánea (Sapkus 
y Giuliano, 2020), en el presente capítulo estudiamos la coyuntura 
clave que implicó el cierre definitivo del momento desarrollista- 
intervencionista del capitalismo argentino y el inicio del “alto” 
neoliberalismo. En términos cronológicos, hablamos de los últimos 
años de la década de 1980 y los primeros de la década de 1990. Más 
específicamente, tomamos el lapso comprendido entre 1987 y 1994, 
período en el cual, por un lado, la gestión política del Estado 
subnacional estuvo a cargo, por lo menos en sus posiciones clave, del 
mismo personal político. Por otro lado, el año 1994 señala la 
finalización del primer momento en la construcción de la hegemonía 
política construida en torno a la implementación de políticas 
neoliberales por parte del presidente Carlos Menem, en lo que algunos 
autores llaman “la edad de oro del menemismo” (Novaro, 2021, p. 
271).191 


La agonía de la ISI, la convertibilidad y el agro 


Los traumáticos episodios hiperinflacionarios que sacudieron a la 
Argentina en 1989 y 1990, si bien implicaron una despiadada 
embestida del capital contra el trabajo, al mismo tiempo llegaron a 
amenazar las condiciones básicas para calcular costos y beneficios o 
para el mantenimiento de la cadena de pagos, poniendo en cuestión la 
propia continuidad de la acumulación (Bonnet, 2006). En tal sentido, 
condujeron a un punto muerto en la recomposición del capitalismo 
argentino que diversas administraciones veían ensayando desde 
mediados de la década de 1970. El Plan de Convertibilidad, lanzado 
en marzo de 1991, significó una intervención estatal que solucionó el 
atascamiento económico y social para prescribir, ahora sí, una 
recomposición durable de la acumulación y dominación capitalista en 
el país. Las medidas implementadas por el Estado nacional 
inauguraron el momento del “alto neoliberalismo” en Argentina, esto 
es, y para decirlo sintéticamente, la imposición brutal de la ley del 
valor —y, por ende, de la violencia del dinero sin mediaciones— sobre 
el cuerpo social. Sus efectos modelarán la vida nacional durante toda 
una década, hasta que una rebelión popular a fines de 2001 imponga 
una nueva reorganización del sistema de dominación. 

El parteaguas que supuso el Plan de Convertibilidad, entonces, 
vino a completar un rumbo que -siguiendo el ciclo de la economía 
capitalista mundial en su “largo declive” y el asalto de los empresarios 
y los gobiernos al salario y las condiciones de vida de los trabajadores 
para atenuar la rentabilidad menguante—- la economía argentina estaba 
atravesando desde mediados de la década de 1970. En dicho decenio, 
ciertamente, comenzó a entrar en crisis el momento desarrollista- 
intervencionista del capitalismo argentino (también conocido como 
Etapa -—o .modelo- de  Industrialización por Sustitución de 
Importaciones -ISI-) y a ensayarse tentativas, por parte de los 
gobiernos que se sucedieron entre 1976 y 1989, por reestructurarlo 
teniendo en vista su re-inserción en el mercado internacional como 
proveedor de productos primarios y agroindustriales. Esta 
reestructuración, que implicaba una re-regulación profunda por parte 
del Estado de la dinámica de la acumulación y de la relación entre las 
clases sociales, tuvo sus momentos de progresión y de bloqueo —pese a 
los sucesivos ajustes anti-inflacionarios que se fueron sucediendo, cada 
más vez más severos para los trabajadores— hasta llegar a la coyuntura 
crucial de 1989, cuando asumió la presidencia de la Nación Carlos 


Menem. 

Menem, quien pasó a ejercer como presidente en julio de 1989 en 
un marco hiperinflacionario y de profunda recesión, implementó 
durante los primeros veinte meses de gestión varias terapias de 
choque antiinflacionarias que, si bien avanzaron en la senda 
neoliberal ya trazada por los gobiernos anteriores -fundamentalmente 
reforzando el recorte del salario real-, e intensificándolas, no 
consiguió la estabilización monetaria. En marzo de 1991, y ante el 
fracaso de los anteriores gestores del área económica, asumió 
Domingo Cavallo como Ministro de Economía e inmediatamente lanzó 
el conocido Plan de Convertibilidad, que ató la moneda argentina al 
dólar estadounidense. La política cambiaria se convirtió entonces en el 
pivote entre los varios elementos de la reforma de la política 
económica neoliberal que ahora sí alcanzaba su plenitud: 
estabilización de la inflación, liberalización del comercio, 
desregulación financiera y privatización. A partir de estas medidas se 
consiguió estabilizar los precios y con ello ordenar el campo social y 
político, en el contexto de un profundo retroceso de las luchas obreras 
y populares, para dar paso a la “edad de oro” del menemismo -el 
período de crecimiento económico que duró hasta 1994- con un 
crecimiento promedio de 6.5%. 

La Convertibilidad Monetaria implicaba una moneda argentina 
sobrevaluada, que favorece a las importaciones y menoscaba las 
exportaciones. En tal sentido, es una medida ambigua para la 
burguesía agraria argentina que siempre ha mantenido una estrecha 
relación con activos mercados internacionales. Por esa razón, hay que 
ponderar otras medidas que repercuten directa o indirectamente en la 
actividad agropecuaria para tener un cuadro más acabado de la 
relación que comenzó a establecerse entre el Estado central y el 
núcleo dominante de la fracción agraria de esa clase social. Convocan 
nuestro interés, en primer lugar, las medidas concernientes a los 
impuestos a la exportación y a la importación. El gobierno de Menem 
satisfizo uno de los reclamos históricos y centrales de las entidades 
corporativas del agro: se eliminaron los derechos de exportación 
(retenciones) para la mayoría de los productos agropecuarios. 
Asimismo, también se redujeron los aranceles a la importación de 
insumos agropecuarios clave, sea bienes de capital (cosechadoras de 
algodón, maquinaria para producción y conservación de forrajes, etc.) 


o agroquímicos. Esta última medida resultó vital para reducir 
sensiblemente los costos al transformar los métodos de producción del 
conjunto de la patronal agropecuaria y, de esta manera, potenciar la 
expansión de la producción. 

En segundo lugar, otra medida significativa para el agro fue la 
eliminación de todos los entes de regulación de la producción 
existentes hasta el momento: Junta Nacional de Granos, Junta 
Nacional de Carnes, Comisión Reguladora de la Yerba Mate, Dirección 
Nacional del Azúcar, todos organismos que cumplían un papel 
fundamental en la fiscalización, regulación y promoción del sector. 
Esta medida, vinculada a la apertura general de la economía argentina 
a los flujos de la economía mundial, convirtieron al sector 
agropecuario argentino “en uno de los más desregulados del mundo, 
sujeto como ningún otro a los vaivenes de la economía mundial” 
(Teubal, Domínguez y Sabatino, 2005, p. 44). 

El conjunto de medidas implementadas “influyeron 
significativamente en las tendencias y la variabilidad de la actividad 
agropecuaria, los precios de su producción y de sus insumos, el acceso 
al crédito, la rentabilidad general de la actividad y las condiciones de 
vida de los grupos mayoritarios que integran el sector” (Teubal, 
Domínguez y Sabatino, 2005, p. 45). Azcuy Ameghino puntualiza una 
cuestión importante en relación a este tema: “no todas las medidas... 
contribuyen o contribuyeron a un resultado final similar, ni ese 
resultado es el mismo para todas las clases y grupos sociales...” 
(Azcuy Ameghino, 2000, p. 193). 

Las medidas impulsadas por el gobierno tenían el objetivo de 
provocar una depuración sistemática de las unidades productivas con 
altos costos y bajos beneficios, y abaratar consiguientemente los 
medios de producción y reducir el precio de la mano de obra. De 
hecho, los propios funcionarios pronosticaban un futuro sombrío para 
el 60 por ciento de las unidades productivas de la Pampa Húmeda (De 
Nicola, Propersi y Qiiesta, 1998, p. 121). Los futuros censos 
agropecuarios mostrarán que la meta fue cumplida en gran parte. No 
obstante, y para atenuar estas consecuencias funestas, el Estado 
nacional lanzó dos políticas sectoriales: Cambio Rural!*! y el Programa 
Social Agropecuario (ver Carballo, 1995). Pero, en lo que atañe a por 
lo menos parte de las capas agrarias que a la postre resultaron 
beneficiadas, ellas tampoco se vieron inmediatamente beneficiadas 


por las medidas del gobierno nacional y recién comenzaron a 
reconciliarse con las mismas cuando los precios internacionales 
empezaron a mostrar una curva ascendente, a finales de 1993. 
Mientras tanto, las relaciones entre las entidades corporativas 
agropecuarias y el gobierno se habían caracterizado por la tirantez. |?! 

Ahora bien, lo descripto hasta aquí habla sobre todo del agro 
pampeano. Pero, como se sabe, en realidad hay “dos Argentinas 
agropecuarias” (Giberti, 2001, p. 125), por un lado, la Agricultura 
Pampeana y, por otro, la Agricultura No Pampeana (AnP). La AnP, 
que históricamente ha producido una parte sensiblemente inferior de 
los bienes exportables, tiene una dinámica más claramente regional, 
por lo que las intervenciones estatales -en donde la escala subnacional 
comienza a jugar un rol preponderante- dependen del tipo de 
producto considerado. En la provincia que nos interesa, Formosa, el 
rubro descollante en su economía agraria fue, hasta el período que 
estamos estudiando, el algodón. Por esta razón, comentaremos ahora 
el rumbo general que siguió la actividad algodonera para adentrarnos 
en las características más específicas de la actividad agropecuaria 
provincial en el próximo acápite. 

Desde comienzos de la década de 1970, la producción algodonera 
argentina mostró, en medio de algunas fluctuaciones violentas, un 
curso cercano al estancamiento hasta la segunda mitad del decenio de 
1980. El dato más importante de ese período es que el mercado 
internacional comenzó a cobrar mayor protagonismo como destino de 
la producción nacional de fibra —ante el retroceso irreversible de la 
industria hilandera nacional, retroceso intensificado por los efectos 
negativos del nuevo marco macroeconómico establecido a partir de 
mediados de la década de 1970-. Hacia la segunda mitad de la 
siguiente despuntó una tendencia ascendente en la producción ante la 
creciente demanda externa. 

Así las cosas, las medidas adoptadas por la administración de 
Menem, particularmente las de 1991, afectaron sensiblemente la 
producción algodonera fundamentalmente en un aspecto: la 
incorporación masiva de la cosecha mecánica.!”! En efecto, la apertura 
de importaciones se sumó a la sobrevaluación del tipo de cambio -y, 
en 1993, algunas medidas impositivas que beneficiaron a los grandes 
productores— para abaratar la compra de cosechadoras importadas, lo 
que, al producir una verdadera revolución tecnológica ahorradora de 


mano de obra, transformó decisivamente la composición de los actores 
sociales dedicados a la fase primaria (Iñigo Carrera, 2001). Se 
consolidó a partir de entonces la gran explotación empresarial —que es 
la que motorizará el último, y corto, ciclo expansivo del textil en 
Argentina, ya totalmente vinculado al mercado externo- entre 1995 y 
1998.'”! El salto en las economías de escala implicado en esta 
modificación de los métodos de producción dejó afuera del mercado a 
una enorme franja de productores “familiares” incapacitados de 
superar esta nueva barrera de entrada para la producción rentable, 
que hasta ese momento constituían el grueso de las unidades 
productivas dedicadas al rubro. 

Esta mutación social, comprimida en la idea de que en ese 
momento el algodón dejó de ser un cultivo “social” para pasar a 
formar parte del “agronegocio”, también implicó transformaciones 
geográficas de la actividad, siendo particularmente afectada, de 
manera negativa, la provincia de Formosa. Al no participar la 
provincia en esta profundización del capitalismo algodonero, la 
producción del textil sufrió un quebranto del que nunca pudo 
recuperarse, y de ocupar las primeras posiciones —aunque siempre 
muy lejos de Chaco- en volúmenes producidos y área de siembra 
hasta principios de los noventa, pasó rápidamente a ocupar los últimos 
lugares entre las provincias algodoneras argentinas —lugar en el que 
todavía se encuentra-—. 


El agro formoseño 


Si bien la escasa diferenciación de actividades económicas y la 
supremacía de la producción de materias primas en el sector 
productor de bienes es el rasgo más fácilmente identificable de las 
“economías regionales” argentinas, en el caso de Formosa estos rasgos 
aparecen más acentuados. En tal sentido, Formosa puede ser calificada 
como “periferia extrema”.!*! En esa línea, de las diversas maneras de 
clasificar a la provincia en el concierto nacional, la que considero más 
pertinente para el período que nos interesa —fines de la década de 
1980 y principios de la siguiente— es la de Pérez Barrero (1993). En 
dicho trabajo, la autora identifica cinco “agrupamientos de 
provincias” argentinas según sus características económicas más 
sobresalientes, colocando a Formosa en el “agrupamientos III”. Este 


agrupamiento se refiere “a una economía basada en la economía 
algodonera y la ganadería tropical” y se distingue de agrupamientos 
con rasgos similares por “la menor diversificación del mix productivo” 
(Pérez Barrero, 1993, p. 10). 

Para adentrarnos en el panorama agropecuario provincial de fines 
de la década de 1980 podemos recurrir a la información suministrada 
por el Censo Agropecuario Nacional llevado a cabo en 1988. En ese 
momento, la provincia de Formosa, cuyo perímetro cubre un poco más 
de siete millones de hectáreas, tenía cuatro millones doscientas mil 
hectáreas en manos de explotaciones agropecuarias. De ese total, solo 
un 2,8 por ciento estaba cultivada, unas 120.000 hectáreas. 

Esta asignación no obedece —solamente— a la dotación de recursos 
naturales del territorio. Si bien la aridez de la zona occidental de la 
provincia impide la agricultura de secano (un 30% de la superficie 
provincial), el rincón oriental posee un régimen pluvial suficiente para 
una variedad de rubros de cosecha. Los estudios agronómicos 
indicaban que la superficie pasible de ser cultivada bajo la modalidad 
de secano se ubicaba entre las 400.000 y el millón de hectáreas (por 
ejemplo, Brodersohn y Slutzky, 1975, p. 186). El curso de la historia 
social agraria de la provincia se había desplegado, en efecto, siguiendo 
una “tendencia al uso ganadero de tierras con aptitud agrícola” 
(Brailovsky, 1980, p. 59). Traducido a la jerga de las elites económicas 
provinciales, esto implica una “vocación ganadera” de los agentes 
económicos locales. 

Al observar el área cultivada, se destaca la presencia de cultivos 
industriales que, con 58.537 hectáreas implantadas, absorbían casi el 
50 por ciento de la tierra dedicada a la agricultura. En la provincia el 
único cultivo industrial de relevancia era -y sigue siendo-el algodón. 
El rubro que le sigue en importancia al algodón en el destino de la 
tierra cultivada son las forrajeras, esto es, la praderización artificial de 
terrenos para el pastoreo de vacunos. El pasto implantado, sea por 
especies anuales o perennes, afectaba al 23 por ciento del área 
registrada por el CNA. En resumen, la economía primaria formoseña a 
fines de la década de 1980 estaba asentada abrumadoramente en la 
ganadería bovina y la producción algodonera. 

El suelo no dedicado a la ganadería tropical o al algodón estaba 
consagrado a la producción cerealera, en la que se destacaba el arroz — 
en manos de explotaciones empresariales de inversores 


extraprovinciales— y, en menor medida, el sorgo. Otra parte del suelo 
estaba dedicado a la horticultura y la fruticultura.!”' 

¿Cómo se organizaba socialmente la producción de estos rubros? 
En relación al acceso a la tierra, el 17 por ciento de las fincas no 
tenían límites definidos, y el 18 por ciento de las que contaban con 
límites definidos usufructuaba el suelo en calidad de “ocupantes”. O 
sea, algo más de un tercio de las unidades productivas estaba en una 
clara situación precaria en relación con la tenencia de la tierra. Aquí 
la tierra se presenta como instrumento de producción, para proveer 
trabajo y sustento a la unidad doméstica que la gestionaba, más que 
como tierra apropiada privadamente con vistas a proveer al 
propietario con una ganancia -sea ésta el fruto de la especulación, de 
la renta o de la plusvalía—. Pero esto no es todo. Si bien la modalidad 
de tenencia dominante entre las explotaciones con límites definidos 
era la propiedad, buena parte de estos propietarios en realidad no 
había concluido el proceso administrativo de titularización de los 
predios y permanecían usufructuándolos, de manera indefinida, bajo 
la categoría de “adjudicación en trámite”. Esto sucedía 
fundamentalmente en las pequeñas parcelas. En definitiva, alrededor 
de dos tercios de los establecimientos censados ocupaban el suelo sin 
tener regularizada su situación dominial. 

Por otra parte, y en el otro extremo en lo que atañe a las formas 
productivas, las modalidades de tenencia asociadas a 
emprendimientos claramente empresariales estaban escasamente 
desarrolladas. Las empresas por acciones, por ejemplo, absorbían solo 
el 18 por ciento de la superficie —-por debajo de la media nacional-. 
Asimismo, la incidencia de las formas de tenencia de la tierra 
utilizadas usualmente por nuevos agentes económicos capitalistas que 
comenzaron a emerger en el campo argentino para esa época, más 
concentrados y móviles, como el contrato accidental, apenas se hacían 
presentes (0,02 por ciento del total). 

Las 4.221.000 ha estaban repartidas entre 9.582 explotaciones, 
con una extensión promedio de 440,5 ha. La composición según 
estratos mostraba que las explotaciones de hasta 100 ha de superficie 
representaban el 71 por ciento del total de explotaciones y controlaba 
el 4 por ciento del suelo. El estrato con más de 1.000 ha, a su vez, 
controlaba el 80 por ciento de la tierra mientras que representaban el 
11 por ciento de las explotaciones. 


Los grandes fundos se dedicaban a la producción ganadera 
tropical. Si bien desde la década de 1960 se había iniciado un proceso 
de modernización de la actividad, la productividad de las 
explotaciones estaba lejos de la media nacional.!'%' Las explotaciones 
“medianas” y pequeñas centraban sus afanes en la labranza del 
algodón. Entre estas unidades productivas se pueden discriminar una 
delgada capa de burguesía pequeña, más cercano al tipo farmer, y una 
extensa base de productores mercantiles simples, con dificultades 
crecientes para alcanzar la reproducción simple de sus unidades 
productivas. 

En definitiva, lo que nos ofrece esta breve descripción del agro 
formoseño es una estructura agraria provincial con los rasgos típicos 
de un ordenamiento agrario “atrasado”: enormes latifundios 
escasamente capitalizados —cercanos al latifundio improductivo 
“parasitario” de la visión productivista clásica de la transición agraria— 
y una numerosa base de minúsculas explotaciones gestionadas por 
pequeños productores mercantiles (en su mayoría cercanos al tipo 
semiasalariado) —asociadas al también “improductivo” tipo social 
“minifundista” de aquella visión-. Entre ella se vislumbraba apenas 
una capa de emprendedores agropecuarios cercanos al tipo farmer. 

¿Cómo se expresaban estos grupos sociales en el ámbito socio- 
político de los reclamos gremiales? Los ganaderos ya contaban con 
organizaciones desde la década de 1930, cuando se fundó la Sociedad 
Rural de Formosa. Las organizaciones de los estratos “medios” y bajos 
de los productores rurales, más dedicados a la agricultura, recién 
aparecen en la década de 1970. Por una parte, la Unión de Ligas 
Campesinas de Formosa (ULiCaF), aglutinando a las franjas más 
empobrecidas de los productores agrícolas. La ULiCaF emerge en 1971 
como parte de las Ligas Agrarias del Nordeste y tuvo una intensa 
actividad en el primer lustro de esa década hasta que comenzó a ser 
brutalmente reprimida a fines de 1975, para ser finalmente disuelta 
durante la última dictadura militar. Lo que resulta importante 
destacar del accionar de la ULiCaF, y que suele ser pasado por alto, es 
que reclamaban una reorganización radical de la tenencia de la tierra 
en la provincia, con medidas que incluían la expropiación de 
latifundios en manos privadas y, mediante ello, el acceso a parcelas de 
suficiente extensión para garantizar la reproducción, con un adecuado 
nivel de bienestar, del núcleo familiar. Al regreso de la democracia, el 


nucleamiento se reorganizó bajo la sigla Movimiento Agrario 
Formoseño (MAP), aunque ya alejados de su programa original. 

Otra entidad era Defensa del Productor Agropecuario (DEPROA). 
DEPROA reunía a la burguesía agrícola provincial propiamente dicha 
(los productores “medios”, cercanos al tipo  farmer que 
comentábamos), atados en mayor o menor medida al cultivo de 
algodón. El surgimiento de DEPROA también tiene que ver con el 
momento particularmente intenso de lucha social de los primeros años 
del decenio, ya que se creó en 1974 y, en parte, como respuesta a la 
movilización de la ULiCaF. En efecto, DEPROA surgió alentada por el 
gobierno provincial de ese momento, como alternativa “moderada” a 
la ULiCaF que sirviera como interlocutor a las autoridades del Estado 
provincial. Con el tiempo se consolidó como la corporación oficial de 
los productores algodoneros de la provincia. 


El campo político provincial 


A estas alturas, quisiera presentar descriptivamente al campo político 
formoseño, por lo menos tal como emergió a la vuelta de la 
democracia argentina a fines de 1983. En realidad, la historia político- 
institucional relativamente autónoma del Estado provincial recién se 
inicia ese año. Efectivamente, desde que el segundo gobierno de Perón 
terminara de convertir en provincias los espacios geográficos hasta ese 
momento administrados por el gobierno nacional como Territorios 
Nacionales, en 1955, la vida político institucional de la novel 
provincia estuvo bloqueada, debido a diversos factores, hasta octubre 
de 1983. Primero, como resultado de la propia inestabilidad política 
nacional en dicho lapso donde, como es sabido, hubo elecciones con 
sufragio universal solo entre 1973 y 1976. El resto del tiempo 
existieron regímenes políticos no democráticos de diferente tipo: 
autoritarismos entre 1955 y 1958, 1966 y 1973, y entre 1976 y 1983; 
y democracias restringidas entre 1958 y 1962, y 1963 y 1966. Cabe 
aclarar, asimismo, que incluso en el período 1973-1976, los dieciocho 
meses posteriores a la muerte de Juan Domingo Perón en julio de 
1974, “la violencia generalizada había arrastrado consigo los derechos 
políticos y civiles elementales” (Abal Medina y Suárez Cao, 2002, p. 
165). 

Con este telón de fondo, la constitución provincial fue redactada 


en 1957 y, durante los interregnos entre administraciones militares, 
fungieron dos gobiernos civiles (1958-1962 y 1963-1966), uno de la 
Unión Cívica Radical Intransigente (UCRD y otro de la UCRP (Unión 
Cívica Radical del Pueblo). Por fin, el regreso de la democracia en 
1973, al final de la Revolución Argentina, vio el triunfo de un 
gobierno peronista -que acompañó la victoria peronista en el país—. 
No obstante, los conflictos internos que agrietaban a este movimiento 
político condujeron, a nivel provincial, al reemplazo del gobernador 
elegido en marzo por una intervención federal en noviembre. Hasta el 
golpe que derrocó al gobierno peronista en marzo de 1976, en 
Formosa estuvo en vigencia la intervención federal. La vida política 
ajustada a los cánones institucionales democráticos se vio 
obstaculizada, además, por la represión estatal y paraestatal al 
movimiento popular, represión que se volvió particularmente intensa 
en la provincia a fines de 1975. 

Es así que recién en 1983, con el regreso de la democracia, 
comenzó a tener vigencia plena la autonomía provincial obtenida en 
el período 1955-1957. Y fue recién entonces cuando empezó a 
emerger el ensamblaje y la elite política propiamente formoseña que 
dura hasta el presente, con su propia condensación específica en las 
relaciones sociales de poder. En 1983 triunfó la fórmula presentada 
por el Partido Justicialista (PJ) (42,85 por ciento de los votos), 
seguida por la UCR (27,58 por ciento de los votos) y, en un tercer 
lugar, el Movimiento de Integración y Desarrollo (MID) (23,1 por 
ciento de los votos). Formosa, junto a otros distritos también del norte 
argentino, fue uno de los pocos distritos provinciales en donde el PJ 
logró imponerse por un margen abultado. Esta preeminencia del PJ en 
la provincia volvió a reafirmarse en las elecciones de medio término 
de 1985 cuando fue uno de los tres distritos donde triunfó el PJ (en el 
contexto de la cúspide de la popularidad del gobierno de Raúl 
Alfonsín, de la UCR). Pero, en estas mismas elecciones la UCR, a su 
vez, había cosechado 43 por ciento más de votos que dos años antes y 
había terminado a muy poca distancia del PJ. Esta situación, 
consecuencia de diversos factores, entre ellos las propias disensiones 
internas del PJ, además del influjo electoral nacional de la UCR, hizo 
que la dirigencia del PJ pusiera las barbas en remojo. Para ello, logró 
que la legislatura aprobara la ley de doble voto simultáneo (ley de 
lemas) en abril de 1987. De esta manera pudo vencer, aliándose a 


otras fuerzas políticas, y nuevamente por estrecho margen, a la UCR 
en las elecciones para gobernador de octubre de ese mismo año. 


Estado provincial y cuestión agraria en Formosa en la 
neoliberalización profunda 


En diciembre de 1987 asumió un nuevo elenco gubernamental 
encabezado por el electo gobernador Vicente Joga. La fuerza política 
que había ganado las elecciones era el Frente de la Victoria, una 
alianza electoral que aunaba al PJ y el Movimiento de Integración y 
Desarrollo (MID). Precisamente del MID, partido cuya base social se 
nutría fundamentalmente de las capas burguesas medias de los 
productores agrícolas, provenían los dos titulares del Ministerio de 
Asuntos Agrarios y Recursos Naturales (MAARN), la cartera 
gubernamental encargada de la regulación de la organización 
productiva de la tierra provincial, que tuvo Joga en sus dos períodos 
consecutivos a cargo del Poder Ejecutivo Provincial.''*' 

Como decíamos en el apartado anterior, la provincia ya venía 
siendo gobernada por el PJ. El eje de intervención en relación al agro 
hasta diciembre de 1987 había sido una gestión de carácter habitual, 
que intentaba asegurar la reproducción de las relaciones agrarias 
existentes en la provincia, heredadas de la dictadura, y en el marco de 
la reestructuración regresiva del capitalismo argentino que 
comentamos previamente. En tal sentido, el gobierno intervenía 
rutinariamente en la fijación de subsidios y créditos para las diferentes 
franjas de productores que, sin ellos, no podían reproducirse (sea 
como pequeños productores simples de mercancías agrarias o de 
pequeños —y hasta medianos- capitalistas). En tal sentido, el Estado 
brindaba un apoyo sustantivo (Jessop, 1982) a los agentes económicos. 
El gobierno incluso tuvo que intervenir fuertemente en la fracasada 
campaña 1985/86 para condonar la deuda que con el Banco oficial de 
la provincia habían adquirido los productores más capitalizados. A 
todo esto, el problema de la tierra, eje central sobre el que se había 
desarrollado las confrontaciones sociales y políticas del decenio 
anterior, había desaparecido de la agenda pública, aunque sus 
resonancias se hacían sentir en la política de regularización dominial 
que emprendió el Estado provincial en beneficio de los ocupantes de 
tierras fiscales y que ahora, a diferencia de la época dictatorial, 


intentaba tener en cuenta a las unidades parcelarias más pequeñas. 

El nuevo gabinete, conformado por profesionales de la pequeña 
burguesía de mediana edad, y en buena parte oriundos de otras 
provincias, que ya habían formado parte del gabinete anterior, se 
presentó frente a la sociedad corporizando un impulso modernizante 
que transformaría la economía formoseña y que integraría los espacios 
desarticulados dentro de los confines provinciales e integraría al 
conjunto de la provincia definitivamente al resto del país. El eje de la 
propuesta, para diferenciarse de la gestión anterior (aunque del mismo 
signo político) consistía en una intervención que priorice la facilitación 
sustantiva (Jessop, 1982) de condiciones generales para la producción 
capitalista. En efecto, gran parte de la acción política simbólica del 
elenco gubernamental en este período estaba centrado en las obras de 
manejo hídrico que se estaban construyendo en el oeste provincial, 
denominado Aprovechamiento Múltiple Río Teuco-Laguna Yema (aunque 
los primeros tramos de estas obras se inauguraron recién a mediados 
de 1993),!'?! complementadas con la construcción de infraestructura 
vial.!'*! Todavía en 1991 el gobernador prometía que “nuestra 
provincia contará en un plazo relativamente corto, con más 45.000 
hectáreas áridas, semiáridas y anegadizas bajo un sistema de agua 
regulada...”..' La alianza con el MID, dada la asociación en el 
imaginario provincial de esta sigla con la modernidad, la tecnología 
industrial y cierta ética del trabajo duro, y al margen de constituir una 
exitosa maniobra electoral para derrotar a una oposición amenazante, 
implicaba en este aspecto reforzar la imagen de un giro a la 
“modernidad” y de superación del “atraso” que intentaba transmitir el 
nuevo personal a cargo del aparato estatal. 

Más allá de estas fantasías desarrollistas de la elite provincial en 
el primer período de la gestión, que vive los últimos días del gobierno 
de Alfonsín en la Nación y el primer año de la gestión Menem, el 
MAARN continúa la gestión pública de carácter habitual del gobierno 
anterior, y sus intervenciones de apoyo sustantivo, aunque en un marco 
social y productivo cada vez más precario. 

Es que, en los hechos, en toda la década, la actividad productora 
de bienes primarios tuvo un estancamiento —que llega a la caída 
absoluta en la rama pecuaria—. Si bien esto formaba parte del 
agravamiento de la situación productiva del país. Pero una 
característica peculiar de la provincia, que compartía con otras nueve 


jurisdicciones, es la expansión de la actividad económica global 
manifestada en el crecimiento del Producto Bruto Geográfico. Ahora 
bien, lo que explica este crecimiento de la actividad económica, a 
contramano del resto del país, es la expansión del sector terciario de la 
economía y particularmente del sector público. Más aún, en Formosa 
“prácticamente todo el incremento debe ser atribuido al aumento del 
empleo público” (Rofman, 1994, p. 124). 

Este sendero recorrido por la estructura ocupacional y 
demográfica de la provincia -cada vez más urbanizada- nos conecta a 
uno de los puntos esenciales, pero no siempre visibles, de la acción 
estatal en relación a socorrer a las capas propietarias del agro para 
que pudieran sostener sus procesos de acumulación. Nos estamos 
refiriendo al rol de suministrador de mano de obra (a precio 
subsidiado) que jugaba el Estado provincial al habilitar anualmente a 
los agentes de la administración pública para que participen de la 
zafra algodonera.!*”' 

Esto ilustra la naturaleza real de buena parte del empleo en la 
administración pública en la provincia (sea que labore en el Estado 
provincial o en las municipalidades) que se muestra de esta manera 
como un refugio para la “población sobrante” total o parcial para las 
necesidades inmediatas del capital (esto es, para su uso productivo en 
procesos productivos que generen plusvalía). Asimismo, como ya 
expresé, el rol del Estado provincial en subsidiar, ya no solo en 
créditos e insumos subsidiados, sino también el “factor trabajo” de las 
capas capitalistas agrarias. 

Así las cosas, en diciembre de 1990, ya con el plan de ajuste 
estructural del presidente Menem en marcha, el gobernador decidió 
un cambio ministerial y entre los funcionarios reemplazados figuraba 
el responsable del MAARN. Asumió entonces un ingeniero agrónomo, 
empresario agropecuario y miembro de DEPROA. Este funcionario 
permaneció incólume en el cargo hasta la finalización del segundo 
período de gestión de Joga, en 1995. 

Es en este período cuando dio inicio plenamente la transición al 
nuevo orden agrario de Formosa. Aquí fue cuando la gestión pública 
de carácter más rutinario se vio tensada y el gobierno comenzó a 
ensayar mecanismos para contener el creciente malestar de los 
diferentes sectores del campo provincial. En este período el discurso 
gubernamental redobló su tono modernizante, ahora en clave de 


apertura exterior (prometiendo la abundancia que ofrecería el 
MERCOSUR). En el terreno específicamente productivo, en este 
período también se potenció un tema que ya aparecía desde inicios de 
la gestión, aunque más tímidamente, la voluntad de abandonar el 
algodón y dedicar la labranza provincial a rubros “alternativos”.!!*! 
Entre ellos se mencionaba reiteradamente el arroz, el poroto negro — 
que se dirigiría al mercado brasileño- y la ganadería bovina. Incluso 
en algún momento se llegó a plantear, desde las altas esferas 
gubernamentales, la voluntad de producir camarones de agua dulce. 
Ninguna de estas ideas se ejecutó exitosamente. !*”' 

No obstante, el curso de las desgracias económicas sufridas por 
los agentes económicos ligados al agro —particularmente en las capas 
medias y bajas- en esta difícil coyuntura volvió a instalar el tema 
algodonero. El agravamiento de los problemas se tornó más visible en 
la campaña 1989-1990, ante el empeoramiento dramático de las 
condiciones macroeconómicos del país. Desde 1990 en adelante, todos 
los años DEPROA difundió sus quejas, en general centradas en el 
problema del endeudamiento: 


la situación económico-financiera nacional, agravada en estos dos ciclos 
agrícolas, donde las altísimas tasas de interés han herido de muerte a la 
producción y desarticulado el sistema cooperativo, única herramienta con la 
que contábamos para defender los precios mínimos de nuestra principal 
producción que es la algodonera con lo cual el panorama futuro que se 
presenta es sumamente incierto.[181 


Un año después, en un ambiente aún más caldeado, el mismo 
dirigente expresó: 


el problema general del sector radica fundamentalmente en el alto grado de 
endeudamiento de los productores que ha bloqueado su capacidad económica y 
moral para realizar emprendimientos en sus campos.!1?! 


Durante esos meses también el MAF salió al ruedo a expresar el 
malestar campesino: 


no existe ninguna alternativa que aliente a seguir trabajando. A medida que 
sembramos nos vamos endeudando más... somos conscientes que no estamos 


en condiciones de “jugarnos” el todo por el todo por el algodón, pero 
advertimos que si no se lanza un fuerte apoyo del gobierno tampoco podremos 
hacer nada... nosotros estamos muy preocupados porque no se menciona si la 
comercialización de lo que se propone estará asegurada. Esta es la 
preocupación generalizada del hombre de campo....1201 


De hecho, la situación se tornó tan crítica en esa aciaga campaña 
1992/1993 (que, como hemos comentado, fue una mala campaña en 
todo el país) que catalizó una división dentro del MAF (hasta ese 
momento un puntal del gobierno entre las capas agrarias subalternas). 
Se recortó un sector crítico del gobierno provincial que decidió usar 
otras medidas para canalizar el descontento de sus adherentes, hasta 
llegar a formas de reclamo disruptivas con cortes de ruta. El pliego de 
demandas de este sector era amplio e incorporaba pedidos inmediatos 
como la asistencia monetaria a los campesinos y el cese de entrega de 
mercadería y el apoyo crediticio adaptado a sus necesidades, hasta 
posicionamientos políticos como el pedido de renuncia “del directorio 
que fundió el Banco Provincia” y la cúpula del MAARN.!?'! 

La única entidad agropecuaria provincial que no se manifestaba 
disconforme con el accionar de las autoridades estatales era la 
Sociedad Rural —los ganaderos—, que, cuando emitía enunciados 
públicos, siempre eran elogiosos para el gobierno provincial. Uno de 
sus dirigentes llegó a expresar, refiriéndose a las medidas tomadas por 
el gobierno provincial para la campaña 1993/94, “todo esto hace a un 
accionar muy positivo” y que “Formosa es realmente envidiada por 
otras provincias”.!??! 

Ante esta situación política y el malestar del sector más 
vulnerable de la burguesía agraria provincial, la base de apoyo y 
principal beneficiaria de su accionar, más el creciente descontento 
social de las capas empobrecidas del campesinado y el semi- 
proletariado rural (este último ya sea mediante la canalización de sus 
demandas vía acción colectiva gremial, sea contenciosa o no, o vía los 
movimientos moleculares que se manifestaba en el éxodo rural), el 
gobierno continuó y profundizó su política acostumbrada de 
representación clientelística. Asimismo, tuvo que dirigir los recursos 
de asistencia a socorrer el cultivo del algodón, cuya superficie de 
siembra había caído un 75 por ciento en la campaña 1992/93 en 


relación a la campaña anterior y solo se sembraron 15.000 hectáreas. 
[23] 


Los fondos para esta actuación provenían, en esta coyuntura, de 
dos fuentes. Por un lado, de transferencias de recursos por parte del 
gobierno central y, por otra, del endeudamiento con la banca privada. 
1241 Ambas fuentes, si bien permitieron al elenco gubernamental 
consolidarse en el poder,!””' transfirieron los costos al futuro. Estos 
costos serán pagados durante las posteriores gestiones 
gubernamentales provinciales por el pueblo trabajador y permitirán 
también sentar las bases para el fortalecimiento de un sistema de 
dominación política que hizo famosa a Formosa en todo el país. 

Luego de la campaña 1992/93 se recuperó levemente el área de 
siembra, alcanzando 35.000 hectáreas y en esos valores continuó 
hasta fines de siglo, cuando volvió a descender a niveles ínfimos. Pero 
nunca más el área de siembra, pese al armado de ayuda sustantiva al 
capital agrario puesto en práctica por el Estado provincial, volvió a 
tener los niveles previos a 1992. Cabe comentar también, como ya fue 
mencionado, que desde 1992/93 hasta 1998 el área de siembra del 
país creció a niveles nunca antes vistos —motorizada ya por 
emprendimientos canónicamente  capitalistas-, evidenciando el 
particular rumbo involutivo de la agricultura de plantas en la 
provincia. El cierre de la última cooperativa algodonera de la 
provincia, en septiembre de 1994,!*! señaló, quizás, el final definitivo 
de toda una etapa del agro formoseño, y, en cierto sentido, de una 
agricultura de plantas de importancia en el territorio provincial. 

Más allá de las intenciones del personal político del Estado 
provincial, entonces, su manejo del tema agrario en esta coyuntura 
clave fue negativo en términos de resolver los problemas agrarios de 
la provincia, tanto en términos productivistas como de bienestar. En 
todo caso, sí tuvo efectos positivos para la reproducción de una 
estrecha capa de pequeños capitales agrarios cada vez más alejados de 
los estándares nacionales de productividad e integrados a una 
maquinaria política provincial que, en el futuro, seguirá teniendo 
victorias electorales cada vez más aplastantes. 


Reflexiones finales 


Partiendo de la idea de que el Estado es, básicamente, un recurso del 
que se vale la burguesía para lidiar —con resultado siempre abierto— 
con las contradicciones que aquejan al curso de la acumulación de 


capital, nos  aproximamos a una coyuntura específica de 
profundización de las relaciones capitalistas en una jurisdicción 
subnacional argentina. La coyuntura es aquella en la cual se produjo 
la profundización de la neoliberalización de la economía argentina 
que dejó atrás el capitalismo de economía semi-cerrada propio del 
momento “desarrollista”. Tomamos como referencia la provincia de 
Formosa, una entidad política que alberga una formación social en la 
cual el núcleo productivo de la economía se concentra en el sector 
primario y con bajo nivel de relaciones sociales burguesas en lo que 
concierne directamente a la producción. En este escenario, la cuestión 
agraria, en su problemática productivista, adoptó la forma más 
“tradicional” de escasa productividad por unidad de tiempo de trabajo 
y unidad de superficie, y, en concomitancia, con bajos niveles de 
abastecimiento y de bienestar de la población trabajadora. 

Los gestores del Estado formoseño encararon la cuestión agraria 
provincial en la década de 1980 respetando el ordenamiento de la 
propiedad y uso de la tierra heredado de la dictadura militar, y que se 
había puesto en cuestión con las movilizaciones campesinas de la 
década de 1970. El personal político que asumió en 1987 intentó, al 
menos discursivamente, superar la intervención económica de mera 
ayuda sustantiva para imaginar un capitalismo plenamente empresarial 
con políticas de facilitación sustantiva, todo esto en un entorno 
económico nacional que se deterioraba progresivamente. El giro dado 
en 1989 hacia la neoliberalización profunda los enfrentó a la realidad 
de la periferialidad de Formosa y de las dificultades reales de 
promover un desarrollo de formas agrarias capitalistas nítidas. Su base 
social y la agencia que promovería el salto tecnológico y organizativo 
para una nueva senda capitalista o se hallaba ausente (la burguesía 
innovadora que desarrollaría rubros nuevos en la provincia) o no 
estaba en condiciones de hacerlo y elevaba el reclamo de más ayuda 
sustantiva (la débil burguesía agraria que canalizaba sus demandas a 
través de DEPROA). Entonces redobló su política de ayuda sustantiva a 
partir de la representación clientilística y, con ello, logró mantener su 
base de sustentación política y se fortaleció en el poder. 

En ese movimiento, al mismo tiempo, socavó las bases del 
pequeño capitalismo agrícola realmente existente en la provincia, que 
todavía no ha sido suplantado, en el ámbito estrictamente productivo, 
por otro tipo social productivo. La agricultura algodonera formoseña 


implosionó. En tal sentido, la cuestión agraria con la que se había 
encontrado la elite provincial en el decenio de 1980 no solo que no 
fue resuelta, sino que se le fueron agregando dimensiones 
problemáticas, como la “cuestión social” cada vez más severa a la que 
tendrán que hacer frente las posteriores administraciones provinciales. 
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. INILSyT / Universidad Nacional de Formosa. « 
. La traducción pertenece al autor. « 
. Bonnet y Glavich (1994) hacen un recorte parecido, aunque esta vez entre 1989 y 


1993, al que denominan el período de “dictadura del capital”. « 


. Programa Federal de Reconversión Productiva para la Pequeña y Mediana Empresa 


Agropecuaria, lanzado en mayo de 1993. « 


. Uno de los puntos álgidos de esta tensión se produjo en julio de 1993 cuando 


Confederaciones Rurales Argentinas (CRA), Confederación Intercooperativa 
Agropecuaria Limitada (CONINAGRO) y Federación Agraria Argentina (FAA) 
convocaron a una Jornada de Protesta que culminó en un “tractorazo” en la Plaza 
de Mayo de la ciudad de Buenos Aires (ver Giarracca y Teubal, 1995). « 


. Una intervención coyuntural importante para la etapa que nos interesa se produjo 


en 1992, cuando una serie de factores concurrentes hizo fracasar la campaña 
algodonera en todo el país. El Gobierno nacional asistió a los productores con un 
subsidio de emergencia. « 


. En la campaña 1997/98 se produjo el pico histórico de área sembrada en el país, 


con 1.350.000 hectáreas. Cabe considerar que esta expansión de los noventa, que 
se inicia después de la aciaga campaña 1992/93 (con 377.747 ha sembradas en 
todo el país), tuvo que ver más que nada con el crecimiento explosivo de la 
demanda brasileña de fibra de algodón, debido a la brutal caída de la producción 
doméstica en ese país por la aparición de la plaga del picudo. « 


. Tomamos la expresión de Bunker (1984) para destacar el bajísimo nivel de 


procesamiento de las mercancías que vinculan a la formación social formoseña a la 
economía nacional e internacional, como asimismo el irrisorio nivel de 
encadenamiento con otras actividades a que da lugar dentro de los confines 
provinciales. « 


. El sorgo y la banana despuntaban en la década de 1970 como los rubros que 


podían desafiar la preeminencia algodonera en la agricultura provincia y, de este 
modo, conseguir la tan añorada “diversificación” de la matriz productiva 
provincial —tanto en área implantada como en valor producido-, pero diferentes 
factores abortaron esta evolución —e incluso el área ocupada por estos cultivos se 
redujo considerablemente- y, a lo largo de la década de 1980, el algodón se 
reposicionó como el cultivo por antonomasia de la provincia. Todo esto aconteció 
aun en un contexto de caída de precios internacionales del algodón durante toda la 
década. « 

Un Informe del Consejo Federal de Inversiones (CFI) de 1993 describía las 
deficientes condiciones en que se desempeñaba el sector pecuario provincial y 
añadía que solo los fundos de más 5.000 ha podían incorporar en el corto plazo 
“tecnología que permita aumentar la productividad” (Sangiácomo y Wainer, 1993, 
p. 5).« 

El MID había gobernado la provincia durante la dictadura militar, entre 1981 y 
1983. Uno de los ministros a cargo de la cartera agraria se había desempeñado 
como ministro de otra área en aquel período. « 

La Mañana (4 de julio de 1993). Formosa. « 

Además de estos diseños hídricos para promover la producción agrícola capitalista 
de esta sección semiárida de la provincia, el oeste también aparecía en estos años 
como una tierra promisoria de abundancia con la puesta en marcha de la 
explotación petrolera en 1984. De todos modos, la producción petrolera de la 
provincia nunca tuvo relevancia en el concierto nacional y que los ingresos por 
regalías nunca han tenido una incidencia de consideración en el presupuesto 
provincial. « 

La Mañana (2 de mayo de 1991). Formosa. « 

Nuevo Diario (2 de marzo de 1988); La Mañana (4 de marzo de 1990 y 8 de marzo 
de 1991). Formosa. « 

El titular del MAARN afirmaba en enero de 1992 que se tenía definido “un plan 
para sustituir ese cultivo [refiriéndose al algodón]”. La Mañana (29 de enero de 
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1992). Formosa. « 

Los rubros novedosos para el perfil productivo personal no fructificaron. En cuanto 
al arroz y la ganadería bovina, rubros ya “tradicionales” en la actividad 
agropecuaria del distrito, no mostraron rendimientos posteriores que muestren 
alguna reestructuración del perfil productivo. « 

La Mañana (22 de mayo de 1991). Formosa. « 

La Mañana (11 de agosto de 1992). Formosa. « 

La Mañana (7 de agosto de 1992). Formosa. « 

La Mañana (9 de octubre de 1992). Formosa. La debacle algodonera no solo había 
provocado divisiones en el MAF, sino que poco tiempo después surgió una escisión 
en DEPROA. « 

La Mañana (14 de julio de 1993). Formosa. « 

Un conocido periodista local señalaba en ese momento que: “la provincia se debate 
en el estado de paralización económica más profundos de los últimos 30 años”. La 
Mañana (4 de julio de 1992). Formosa. « 

El ajuste fiscal que formaba parte de las políticas neoliberales implementadas por 
el gobierno central fue diferido, por motivaciones políticas, en las áreas periféricas. 
De este modo, gobiernos subnacionales como el de Formosa siguieron recibiendo 
hasta 1995 un flujo importante, e incluso relativamente incrementado, de fondos 
nacionales (Gibson y Calvo, 2001). Por otro lado, aun así, el gobierno de Formosa 
tuvo que recurrir en esta coyuntura decisiva, al endeudamiento con la banca 
privada. En julio de 1992 la Legislatura aprueba un crédito de 40 millones de 
dólares para sanear el Banco provincial. La Mañana (2 de julio de 1992). Formosa. 
e 

El PJ ganó las elecciones de medio término de 1993 y volvió a triunfar en las 1995. 
En ambas ocasiones con más del 50 por ciento de los votos. « 

La Mañana (12 de septiembre de 1994). Formosa. « 


Parte ll. 
El agro: actores, prácticas, 
tensiones y conflictos 


Debates y problemas en torno a los 
contratistas de cosecha durante la 
etapa agroexportadora 


Pablo Volkind!'! 


Introducción 


La estructura primario-exportadora que modelaron las clases 
dominantes, entre fines del siglo XIX y los inicios de la Primera Guerra 
Mundial, tuvo a la producción agrícola como uno de sus pilares 
fundamentales. En este proceso, la incorporación de nueva maquinaria 
agrícola se transformó en un elemento imprescindible ya que permitió 
incrementar la productividad del trabajo y cultivar parcelas de 
mayores dimensiones. Los titulares de las explotaciones agropecuarias, 
en diverso grado y medida, pudieron acceder a la compra de arados, 
rejas, rastras y segadoras. No sucedió lo mismo con las trilladoras 
cuyo precio y amortización las transformaron en bienes prácticamente 
inalcanzables para los pequeños y medianos chacareros. Dado que 
ellas resultaban imprescindibles para finalizar las labores y obtener un 
grano embolsado y listo para su comercialización, un núcleo de 
empresarios con capital suficiente para adquirirlas comenzó a ofrecer 
el servicio de trilla a aquellos agricultores. 

Estos contratistas tuvieron un papel clave en el período y dieron 
forma a un universo heterogéneo donde coexistieron diversos sujetos 
sociales que transitaron derroteros desiguales. Todos compartieron 
una serie de características: eran dueños de medios de producción, 
contrataban un número elevado de trabajadores asalariados que 
accionaban las trilladoras, no participaban del proceso productivo y su 
ganancia se originaba en la explotación de los obreros. De este modo, 
se convirtieron en una de las clásicas personificaciones de la burguesía 
agraria pampeana. Un porcentaje de estos sujetos valorizaba su capital 
fundamentalmente a través de este servicio y tuvo un recorrido 


zigzagueante producto de la competencia y los vaivenes de las 
cosechas. También existió otro sector que, conformado por 
acopiadores/almaceneros y terratenientes que arrendaban una 
proporción significativa de su tierra, desplegó esta tarea como un 
negocio complementario de su principal fuente de ingresos y tuvo 
condiciones más ventajosas para prevalecer en el mercado. 

En el capítulo buscamos aportar elementos para avanzar en la 
comprensión sobre quiénes estuvieron een condiciones de 
transformarse en contratistas de cosecha, por qué tuvieron un papel 
clave en el proceso productivo y cuáles fueron los mecanismos que 
pusieron en juego para incrementar sus niveles de rentabilidad. De 
este modo, no solo aspiramos a reponer la centralidad que tuvieron en 
la estructura social agraria de aquella etapa sino también a reflexionar 
sobre las continuidades y rupturas que se evidencian en un actor 
central hasta el presente. 


La trilla: momento clave del proceso productivo 


Para comprender la relevancia de los contratistas de cosecha durante 
la etapa agroexportadora resulta ineludible sintetizar qué lugar 
ocupaba el momento de la trilla en el proceso productivo, qué 
implementos se requerían y cómo evolucionó esta labor entre fines del 
siglo XIX y las primeras décadas del XX. 

A lo largo de este período, la cosecha de granos finos se realizaba 
en dos etapas. Primero, mediante el uso de segadoras, atadoras o 
espigadoras, se recolectaba y emparvaba el trigo, lino o avena. Luego, 
llegaba el turno de separar el grano de la paja y obtener un producto 
limpio, seco y embolsado, listo para su comercialización. Así 
finalizaba el proceso de producción en la agricultura pampeana que se 
había iniciado unos diez meses antes. 

Para poder llevar adelante esta última tarea, resultaba 
imprescindible utilizar otro tipo de máquinas más complejas, pesadas 
y costosas: las trilladoras. Las primeras se registraron en la década de 
1860. Eran implementos más pequeños que procesaban -—término 
medio- 80 quintales por día, requerían de nueve trabajadores y 
estaban accionadas por fuerza animal. Su escasa difusión se explica 
por lo elevado del costo, la calidad de la labor y la cuantiosa pérdida 
de granos. Hacia fines del siglo XIX, cuando la Argentina se incorporó 


plenamente al mercado mundial como país dependiente y consolidó su 
estructura económica  agroexportadora, resultó imprescindible 
disponer de las nuevas máquinas accionadas por motores a vapor que 
permitían obtener un trabajo más regular y continuo y un producto de 
mejor calidad. Estas procesaban aproximadamente entre 300 y 400 
quintales de trigo, lino o avena por día. De este modo, si bien 
dependía del tamaño del cilindro y de las condiciones en las que 
estaba emparvado el producto, en 3 o 4 días se podía trillar la cosecha 
de 100 hectáreas.!?! El motor, que en general tenía entre 8 y 10 
caballos de fuerza, era denominado en la época “locomóvil”. Se 
trataba de calderas tubulares montadas en carros que, a través de 
extensas y pesadas poleas (construidas con cuero de camello que 
requerían de 15 a 20 personas para colocarlas), accionaban la 
trilladora (Conti, 1917; Frank, 2002; Volkind, 2011; Djenderedjian, 
Bearzotti y Martirén, 2010; Sartelli, 2022). 

Según los registros y testimonios de aquel período, el costo de las 
trilladoras era muy elevado si se lo compara con el resto de los 
implementos agrícolas. Si en 1890-1895, un arado de dos surcos tenía 
un valor de $100 a $130 moneda nacional (m/n) y una segadora- 
atadora iba de $650 a $750 (m/n), una trilladora se cotizaba entre 
1900 a 2000 pesos oro y un monto relativamente similar salía un 
motor a vapor. De ese modo, el equipo completo rondaba, en moneda 
local, los $6.500 a $7.000 pesos, diez veces más que una segadora y 
65 veces más que un arado (Seguí, 1898, pp. 62-63; Miatello, 1904, p. 
493).!”! Este tipo de instrumentos no se fabricaba en el país y la 
totalidad de las trilladoras y motores se importaban. En principio 
predominaron las fabricadas en Inglaterra, aunque entrado el siglo XX, 
los implementos europeos fueron desplazados por los norteamericanos 
que eran más sofisticadas, livianos y fáciles de accionar. Así, la 
trilladora se transformó en una máquina clave a la que solo pudo 
acceder un universo acotado de personas vinculas con el trabajo 
agrícola que contaban con el capital suficiente para adquirirlas y 
disponer de repuestos que provenían del exterior. 

La mayoría de los agricultores debía contratar el servicio de un 
contratista que se movilizaba de chacra en chacra con su trilladora, el 
motor, los operarios y una casilla. Dichas casillas funcionaban como 
los almacenes ambulantes donde los empresarios guardaban los 
alimentos y bienes que les vendían a los trabajadores. También eran 


utilizadas como habitación del contratista o del encargado de dirigir la 
actividad, quien contaba con un lugar para guarecerse por las noches. 
Este convoy era desplazado por un número elevado de animales de 
tiro que completaba la inversión imprescindible para participar en ese 
mercado. 

Ese movimiento de chacra en chacra, en el mejor de los casos, se 
prolongaba de 40 a 60 días por campaña y podía llegar a alcanzar los 
tres meses: entre enero y marzo. Dependía de las características 
agroecológicas de cada zona, de la extensión de la superficie cultivada 
y de los vínculos que detentaban los sujetos que ofrecían el servicio. 
La importación de las primeras cosechadoras, en la década de 1900, 
no implicó una real competencia para las trilladoras. Si bien realizaba 
el corte y trilla simultáneamente, garantizaba las dos operaciones con 
un solo aparato y sólo requería de tres personas para garantizar todas 
las tareas, su difusión se topó con una serie de dificultades de diversa 
naturaleza. Por un lado, esta máquina necesitaba para su buen 
funcionamiento de terrenos regulares y limpios. Además, los trigos 
debían estar secos y no se podía trabajar en parcelas donde el cultivo 
estuviese volcado. Por otro lado, era imprescindible una gran pericia 
del maquinista y la disponibilidad de repuestos accesibles para 
solucionar los recurrentes imperfectos.'* Como si fuera poco, el tiro 
de los animales no era parejo y eso generaba importantes pérdidas de 
granos en el rastrojo; la manivela o rueda con que se bajaba y se 
levantaba el peine no obedecía tan rápidamente como las necesidades 
lo requerían; el peine se atascaba fácilmente si el tiempo estaba 
húmedo; las zarandas se empachaban o el ventilador no podía limpiar 
el grano si no se regulaba correctamente. A su vez, los factores que 
limitaron la difusión de la cosechadora no se circunscribían sólo a los 
aspectos técnicos y productivos; existían fuertes intereses empeñados 
en que el uso de esta máquina no se generalizara en la zona del trigo. 
Así sucedía con los comerciantes que veían reducidas sus ventas por la 
merma en los consumos durante la cosecha, en tanto este implemento 
requería una menor dotación de mano de obra y realizaba la tarea en 
menos tiempo, o con los colonizadores y dueños de trilladoras (que 
muchas ocasiones eran los mismos comerciantes) que al no contratarse 
más la trilla perdían el negocio y el control de una fase fundamental 
del proceso productivo. Por eso, estas cosechadoras se ofrecían a 
precios muy elevados y a los agricultores que no podían abonarlas en 


un pago y al contado, les exigían intereses usurarios. Producto de estas 
limitaciones técnicas, económicas y políticas, una investigación 
realizada en 1913 sobre un total de 2000 colonos en el núcleo triguero 
de la provincia de Buenos Aires indicaba que el uso de cosechadoras 
era muy acotado (Renom, 1913, pp. 9-26).'”. 

Recién para la década de 1920, la introducción de la cosechadora 
de cuchilla comenzó a desplazar lentamente a la trilladora. Era una 
máquina más grande que las primeras de este tipo, cortaba las espigas 
en lugar de arrancarlas, realizaba un trabajo más preciso y eficiente y 
permitía un incremento de la productividad. A pesar de estas ventajas, 
la renovación tecnológica fue progresiva y todavía para 1928 un 
informe elaborado por especialistas afirmaba que dos tercios de la 
cosecha de trigo en Buenos Aires se había procesado con trilladora 
(Conti, 1929, p. 4). Es necesario tener presente que, para ese 
momento, un número mayor de productores estuvo en condiciones de 
adquirirla. Cierta recuperación en la demanda de granos, mayor 
acceso al crédito bancario oficial y la vigencia -aunque con efectos 
limitados- de la Primera Ley de Arrendamiento, incidieron en que un 
sector de medianos productores pudiera comprar una trilladora, tal 
como se evidencia en Tres Arroyos, uno de los epicentros de la 
expansión triguera en la zona sur bonaerense (Relevamiento de chacras 
y estancias de Tres Arroyos, 1931). Sin embargo, en otras latitudes, 
persistió la cosecha en dos etapas y los grandes propietarios de tierras, 
que a su vez proveían el servicio de trilla, mantuvieron su posición de 
privilegio frente a los agricultores. Al respecto el periódico de la 
Federación Agraria Argentina, La Tierra, denunciaba que “los colonos 
se guardan muy bien de vender el cereal a otro y trillar con otras 
máquinas, porque saben perfectamente, que se exponen a 
persecuciones y represalias de toda índole, por parte de los que 
manejan la propiedad del suelo”.!*! 

De este modo se puede advertir que, a lo largo de la etapa 
agroexportadora, el servicio que prestaban los contratistas de cosecha 
tuvo un papel clave en el proceso productivo. Al disponer de 
trilladoras y motores a vapor, controlaron una fase imprescindible 
para obtener el grano embolsado y listo para su comercialización. La 
situación se modificó durante la década de 1930, momento en que se 
extendió el uso de nuevas máquinas que requerían menos mano de 
obra y realizaban la recolección y procesamiento del producto en un 


solo paso. 


¿Quiénes estaban en condiciones de adquirir estas máquinas y 
brindar el servicio de cosecha? 


El conjunto de los productores agropecuarios, en diverso grado y 
medida, poseía arados, rastras y sembradoras, aunque sólo los titulares 
de las explotaciones más extensas y algunos almaceneros de ramos 
generales solían contar con la maquinaria más costosa: la trilladora y 
el motor a vapor. Su precio y amortización las transformaban en casi 
inalcanzables para los pequeños y medianos agricultores, 
particularmente para el universo mayoritario de arrendatarios que 
solían abonar un elevado porcentaje de su producción en concepto de 
alquiler de la tierra. 

De este modo, se fue conformando un núcleo de empresarios que 
además de procesar su propia producción agrícola operaban como 
contratistas de trilla en otras unidades (Bialet Massé, 1985, pp. 
139-140). En algunas oportunidades, eran terratenientes que 
brindaban el servicio a “sus” arrendatarios mientras que, en otras, 
eran productores que las utilizaban en los campos que cultivaban y 
luego realizaban el trabajo en explotaciones ajenas. También un 
núcleo de acopiadores y almaceneros de ramos generales se incorporó 
al negocio. 

En este sentido, el análisis de los datos provistos por las cédulas 
censales del Censo Económico-Social -sección agricultura- de 1895, 
nos permiten aproximarnos a ciertas características de los dueños de 
trilladoras en los inicios de la expansión agrícola."! Si bien en las 
planillas se registró la maquinaria existente en cada explotación, el 
entrecruzamiento con los datos provistos por informes del Ministerio 
de Agricultura y publicaciones periódicas, permiten concluir que esos 
titulares de unidades productivas eran los dueños de esos medios de 
producción. 

Para captar las particularidades de estos sujetos focalizamos la 
atención en un número acotado de partidos bonaerenses que fueron 
epicentro, con distintas temporalidades, de la producción agrícola en 
la provincia. Para el caso del sur, futuro núcleo triguero, recortamos el 
universo en Tres Arroyos, Puan, Bahía Blanca, Coronel Dorrego y 
Coronel Suarez. Allí se registraron, para 1895, 32 máquinas que 


pertenecían a 22 titulares, de los cuales 13 eran propietarios, 8 eran 
arrendatarios de campos y sólo uno medianero. En los distritos 
seleccionados en el norte de la provincia (Salto, Pergamino, Arrecifes, 
Rojas, San Pedro y General Arenales), había 72 trilladoras que se 
distribuían entre 23 propietarios, 24 arrendatarios, dos medieros y un 
titular que operaba dos explotaciones propias y una arrendada. Esta 
disparidad radica en que en la zona norte, espacio poblado desde la 
época colonial, el cultivo de la tierra estaba más extendido mientras 
en el área meridional, esa actividad era incipiente y florecería en las 
próximas décadas. 

Al desagregar la información se advierte que, entre los 
propietarios del norte bonaerense, Enrique Caprile —de Arenales- 
poseía 2.688 hectáreas, una trilladora y su motor; Federico Roth —de 
Pergamino-tenía 800 hectáreas y el mismo equipo, así como Santiago 
Maggio que disponía de 568 hectáreas en Rojas. En esta zona resulta 
llamativo el número de arrendatarios que contaban con estas 
complejas y costosas máquinas. Entre los mismos se destacaban: Ángel 
Garroti que alquilaba 1.733 hectáreas en Arenales y poseía una 
trilladora y un motor; Juan Ceriane que arrendaba 252 hectáreas en 
Bartolomé Mitre y contaba con dos máquinas y dos motores y José 
Amirotti, que en el mismo partido operaba sobre 160 hectáreas y tenía 
dos trilladoras y un motor. Estos dos últimos casos, parecerían 
personificar al contratista de servicios estricto que completaba las 
labores en su explotación en muy poco tiempo y lo principal de sus 
ingresos provenía del trabajo a terceros. Lamentablemente, no 
contamos con más datos que confirmen esta hipótesis o aporten otros 
elementos de juicio sobre estos sujetos: ¿poseían tierra en otros 
partidos?, ¿eran parte de un negocio más amplio que incluía el acopio 
y comercio de granos?, ¿las máquinas eran de ellos o del dueño del 
campo donde se censaron? Resultan interrogantes que quedan 
abiertos, aunque los datos dan cuenta de la diversidad de situaciones 
que se presentaban en los inicios de la expansión agrícola. 

En el caso del partido de San Pedro, los datos presentan ciertas 
particularidades dignas de atención dado que un reducido número de 
titulares concentraba una elevada cantidad de trilladoras: Carlos Diehl 
era dueño de 2.200 hectáreas y cuatro máquinas mientras que Enrique 
Letiche figuraba como propietario de dos campos, tres trilladoras y 
como arrendatario de una tercera parcela. Situaciones similares se 


observan con el caso de la firma Genaud, Benvenuto, Martelli y Cía., 
propietaria de dos explotaciones (cuyas dimensiones no fueron 
registradas en el censo) y tres trilladoras. También de Edmundo 
Homps, quien fue registrado como propietario de una parcela de 
dimensiones indefinidas y titular de cinco máquinas. De este modo, 
solo 4 personas controlaban 22 trilladoras, lo que indica una 
diferencia con respecto a los otros partidos y da cuenta de la 
existencia de un sector más poderoso, en términos de propiedad de 
tierras y máquinas, que controlaba un servicio clave en el proceso 
productivo. Incluso, al cruzar los datos de los distritos seleccionados 
advertimos que Carlos Diehl, además, arrendaba 2.247 hectáreas en 
Arrecifes donde fue registrada otra trilladora. 

Entre los propietarios del sur bonaerense se destacaban Diosinio 
Guglielmetti —-de Tres Arroyos- que poseía 2.500 hectáreas, dos 
trilladoras a vapor y dos motores; Miguel Villanueva —de Coronel 
Dorrego- que titularizaba 2150 hectáreas, siete máquinas y tres 
motores a vapor, y José Tamburini -de Puán- que tenía 5.000 
hectáreas, una trilladora y un motor. En el partido de Tres Arroyos, 
Domingo Vázquez y Teófilo Gomila también poseían estos medios de 
producción. Se trata de sujetos que titularizaban campos extensos y un 
elevado número de implementos. Resulta más llamativa la situación 
de Ignacio Botet (Bahía Blanca) con 20 hectáreas y José Lacome (Tres 
Arroyos) con 60 hectáreas, que a pesar de figurar como los dueños de 
estas pequeñas explotaciones ostentaban las herramientas más 
complejas y costosas. 

Entre los arrendatarios del sur se destacaban Ángel y Cayetano 
Zibechi, también de Tres Arroyos, que alquilaban 1848 hectáreas para 
cultivar únicamente trigo y poseían una trilladora y la Compañía 
González Costa que arrendaba 500 hectáreas y contaban con dos 
trilladoras y sus respectivos motores. Dentro del arco de pequeños y 
medianos agricultores que no detentaban la propiedad de la tierra, 
también existían algunos que disponían de trilladoras y que, 
probablemente, se dedicaran a ofrecer el servicio a otros productores 
para amortizar el costo de la máquina. Ese podía ser el caso de Irene 
Peton de Pringles, con 50 hectáreas, o de Pedro Haugaart, que 
cultivaba 170 hectáreas de trigo y tenía una trilladora, aunque este 
último no figura como poseedor de un motor, lo que podría señalar la 
existencia y funcionamiento de máquinas más antigua que se 


accionaban con fuerza animal. 

Este universo heterogéneo de propietarios de trilladoras se 
incrementó al calor de la expansión agrícola pampeana. Un informe 
del Ministerio de Obras Públicas de la Provincia de Buenos Aires 
(sobre la cosecha 1895/96), resaltaba que para 1881 se habían 
registrado 66 máquinas, en 1888 habían ascendido a 327, en 1895 se 
contabilizaron 726 y en el siguiente ciclo (1895/96) alcanzaron la 
cifra de 892 máquinas en territorio bonaerense. De ese modo, en solo 
15 años, se verificaba un aumento mayor al 1400%. Al mismo tiempo, 
dicho informe permite advertir que el número de máquinas superaba 
al de propietarios, lo que ratifica la existencia de empresarios que 
poseían más de una trilladora. En toda la provincia habían registrado 
892 trilladoras y 739 dueños, tendencia que se agudizaría con el 
correr de los años (Cilley Vernet, 1896, pp. 56-60). Si entre 1890 y 
1900 ingresaron al país 3150 máquinas, en la etapa 1901-1911 los 
informes registraron la entrada de 8786. La importación se frenó 
durante la Primera Guerra Mundial y a partir del decenio de 1920 se 
reactivó, aunque en menores proporciones a lo sucedido en las 
primeras décadas del siglo. 

La dinámica del mercado asociado con la actividad de estos 
contratistas presentaba sus particularidades. Como referimos 
anteriormente, una proporción de estos sujetos no solo ofrecía sus 
servicios en los campos contiguos, sino que -—guiados por los 
pronósticos de cosecha- se trasladaban entre diferentes zonas, a veces 
bastante distantes.!'*! Para el caso del territorio bonaerense, en algunas 
oportunidades, se movilizaban desde el sur de Santa Fe y en otras, 
entre partidos cercanos. En San Pedro, durante la campaña 1895/96, 
habían trabajado tres trilladoras que venían de Baradero, una de 
Bragado, una de Arrecifes, dos de Chacabuco y una de Salto; mientras 
que en Pergamino habían funcionado dos máquinas de General 
Sarmiento, una de San Antonio de Areco, una de Marcos Paz, una de 
Merlo y otra de Morón. Por el contrario, en Chivilcoy la totalidad de 
las máquinas que operaron pertenecían al mismo partido. Con 
respecto a la disponibilidad de estos medios de producción en los 
distintos espacios y la posibilidad de abastecer la demanda en un 
período acotado de tiempo, desde el Ministerio de Obras Públicas se 
subrayaba que 


las trilladoras están distribuidas en la Provincia, en forma muy variable, no 
guardando relación con las exigencias locales; aunque considerando en 
conjunto una región, no resulte así. Se observa este hecho en la región Norte, 
por ejemplo, que tiene la mayor extensión de tierra cultivada, donde se 
encuentran localidades con un reducido número de estas máquinas que no 
bastan a llenar las necesidades de la misma (Cilley Vernet, 1896, p. 54). 


De este modo, si bien teóricamente se contaba con la cantidad 
necesaria de máquinas para procesar toda la producción, se 
evidenciaban una serie de problemáticas derivadas de su desigual 
disponibilidad en cada uno de los distritos. Por un lado, como refería 
Bialet Massé, en algunas localidades existía una elevada proporción de 
contratistas de trilla y su competencia impactaba en una caída de los 
precios al que podrían ofrecer el servicio. Esta situación derivaba en 
serias dificultades para un sector de estos empresarios que sólo 
lograba que el negocio fuera rentable en años de cosechas abundantes 
(Bialet Massé, 1984, p. 139). Por el contrario, en aquellos lugares 
donde sólo había una máquina, los agricultores no tenían alternativas. 
Así lo ilustra el caso de José Ariaudo —propietario de la estancia San 
José ubicada en la colonia Dean Funes (provincia de Córdoba)-, quien 
poseía la única trilladora de la zona. Él proveía de este servicio tanto a 
los medieros que trabajan dentro de sus tierras como a los agricultores 
de las inmediaciones (Massei, 2010, p. 148). Una tercera situación era 
la que  detentaban terratenientes y  acopiadores que, 
independientemente de la cantidad de trilladoras disponibles en las 
inmediaciones, podían imponer el uso de sus implementos a 
determinados núcleos de agricultores arrendatarios. De este modo, se 
garantizaban un mercado cautivo en el cual no lograban incidir 
aquellos contratistas de menores dimensiones. Así sucedía, por 
ejemplo, en la estancia Dos Hermanas de Ramón Santamarina, donde 
los siete productores que alquilaban una parcela debían contratar su 
servicio de trilla. Para Santamarina, este tipo de actividad 
representaba un porcentaje menor de sus ingresos anuales dado que lo 
principal giraba en torno a la percepción de la renta por las extensas 
propiedades que acumulaba: poseía más de 280.000 hectáreas solo en 
la provincia de Buenos Aires (Reguera, 2006, pp. 27 y 92-98). 

A un fenómeno similar aludía el periódico socialista La 
Vanguardia en 1918. Denunciaba que en San Antonio de Areco, 


algunas máquinas sólo trabajaron 12 días mientras que otras habían 
operado durante 2 meses: “eso se debe a que los señores Pazzaglía y 
Speroni, que tienen grandes colonias y 7 máquinas entre ambos, 
trillan las principales chacras y luego recién van a sus extensos 
campos, en los cuales a ninguna otra máquina se les permite trillar”.!”' 
Estos casos grafican una situación caracterizada por una marcada 
diversidad y polaridad no sólo entre los proveedores de este servicio 
sino también en la estructura social agraria. Al respecto, el Tercer 
Censo Nacional de 1914 registró, en la región pampeana, la existencia 
de 113.609 explotaciones agrícolas mientras que sólo se 
contabilizaron 7.596 trilladoras. De este modo, tal como subrayaban 
los periódicos que reflejaban sus reclamos, una elevada proporción de 
pequeños y medianos productores localizados en partidos con un 
volumen menor de este tipo de maquinarias y en zonas alejadas de los 
caminos, solían tener mayores dificultades para finalizar el proceso 
productivo y garantizar la reproducción de sus unidades económicas. 

Los datos y ejemplos referidos a la situación de los contratistas de 
cosecha ilustran la existencia de un universo heterogéneo donde 
coexistían sujetos con una desigual incidencia en materia económica, 
social y política. Por un lado, se advierte que un porcentaje disponía 
de una sola trilladora y contrataba un número más acotado de obreros 
mientras que otro sector detentaba un número más elevado de 
máquinas y explotaba decenas de asalariados. Al mismo tiempo, 
algunos obtenían lo principal de su ganancia a través de esta actividad 
y para otros, resultaba un negocio complementario dado que sus 
ingresos fundamentales provenían de la renta de la tierra o de la 
comercialización de distintos bienes. A pesar de las diferencias, todos 
requerían adquirir una mercancía muy particular sin la cual resultaba 
imposible desplegar ningún tipo de tarea. 


Las máquinas no funcionan solas: los obreros contratados para 
la trilla 


Comparado con la preparación del suelo, la siembra, el cuidado de los 
cultivos y la recolección, la tarea de trillar los granos requería un 
número más elevado de trabajadores que se encargaban, en un escaso 
período de tiempo, de separar, embolsar y disponer de un trigo listo 
para su comercialización. Para ello, el dueño de la máquina debía 


contratar a los obreros que estarían bajo su mando a lo largo de esa 
campaña. Entre ellos se destacaban el maquinista y el foguista que 
eran los operarios más calificados y quienes estaban a cargo de la 
principal inversión del contratista. Debían tener conocimientos sobre 
dónde atracar la trilladora en función de los vientos y como nivelarla. 
También controlaban la presión de la caldera y el nivel del agua para 
mantener un funcionamiento continuo y evitar las explosiones. Para 
eso, además, había que evitar que se acumulara aire. El maquinista 
debía revisar los mecanismos de la trilladora, aceitar los que fuera 
necesario, graduar el aparato trillador de manera tal que no salieran 
espigas sin desgranar, cuidar y verificar el trabajo de los ventiladores 
de las máquinas y, finalmente, escoger y regular correctamente las 
zarandas (Conti, 1917, pp. 32 y 79; Instrucciones prácticas para la trilla, 
1924). La forma de contratación de estos obreros era diferente al del 
resto. En algunos casos ellos mismos ofrecían sus servicios a través de 
publicaciones en los periódicos o podían tener un trato preferencial en 
las agencias de colocación que ofertaban peones para la cosecha.!'% 
Por el papel que cumplían en la trilla, era común que —al igual que en 
la actualidad- los empresarios los contrataran a partir de un cierto 
conocimiento previo. Los trabajadores que desarrollaban esta tarea 
podían llegar a entablar una relación más estrecha con el propietario 
de este medio de producción, quien depositaba en las manos del 
asalariado una costosa inversión. 

Además de maquinista y foguista, se requerían otros 18 a 20 
operarios para hacer funcionar las trilladoras: dos embocadores, dos 
plancheros y 6 a 8 horquilleros. Estos doce últimos tenían como 
misión alimentar la máquina con las gavillas de trigo. El “yuguero” 
era el encargado de retirar la paja de la cola de la máquina. También 
se encontraba el “rondador”, que se ocupaba del cuidado de los 
animales. Completaban la cuadrilla el embolsador y el cosedor, un 
cocinero y el aguatero. Este último debía acarrear el agua necesaria 
para la caldera del motor a vapor y de la cuadrilla, incluido la del 
cocinero. Para llevar los recipientes usaba un carro tirado por caballos 
que se desplazaban desde la aguada más cercana del campo (molino 
y/o tanque australiano) hasta el lugar donde se realizaba la trilla. Los 
granos, luego de almacenarse temporariamente en la máquina, eran 
embolsados a través de aperturas de tolvas reguladas a mano y 
ubicados a un costado de la trilladora. Una vez que las bolsas estaban 


llenas (generalmente tenían una capacidad de 65 a 70 kilogramos) 
eran cosidas a mano por el cosedor y apiladas por el bolsero para su 
posterior pesaje, transporte y almacenamiento. 

La mayor parte de estos jornaleros conseguían trabajo a través de 
las mencionadas agencias de colocación o en los almacenes de los 
pueblos rurales donde se acercaban los propietarios de maquinarias 
para completar sus planteles.'''! Era una práctica extendida entre los 
dueños de trilladoras contratar a un número menor de horquilleros — 
que en consecuencia debían realizar un trabajo mucho más esforzado— 
con el objetivo de disminuir el denominado costo salarial.''?! A su vez, 
en reiteradas oportunidades, algunas de las tareas de menor 
complejidad —pajero, apuntador, bolsero y cosedor- eran efectuadas 
por miembros del grupo familiar del agricultor, lo que le permitía a 
este último abaratar el precio de esta operación (Raña, 1904, p. 143; 
Miatello, 1921, p. 262; Bialet Massé, 1988, p. 152). 

Las características de esta actividad, donde se utilizaban 
máquinas movidas a vapor y se contrataba a una elevada proporción 
de trabajadores asalariados que realizaban su tarea de manera 
coordinada, evocaba al periodista francés Jules Huret, con tono 
apologético, la imagen de una “fábrica de cereales” (Huret, 1988, p. 
205). Si bien existía un amplio y marcado abanico de diferencias que 
distinguían a la producción agrícola de la industrial, esta fase del 
proceso es la que presentaba más puntos de contacto entre ambas. De 
ahí, que sea en la trilla de granos donde puede identificarse con mayor 
precisión a una de las personificaciones del empresariado del agro. 
Estos sujetos adquirían medios de producción y explotaban fuerza de 
trabajo con el propósito de valorizar su capital. Persiguiendo este 
objetivo, se valieron de todos los mecanismos a su alcance para 
incrementar la tasa de ganancia. 


Los contratistas de trilla y el secreto de la rentabilidad 
empresaria 


En informes del período e investigaciones posteriores existen escasas 
referencias sobre la rentabilidad de esos contratistas. En general, se 
calculan sus ganancias en función del precio al que ofrecían su 
servicio. Se cobraba un monto fijo por quintal procesado (100 kilos) 
que se abonaba una vez finalizada y pesada la cosecha. Esa tarifa 


debía cubrir el costo de las bolsas, en el caso de que fueran provistas 
por el contratista, el seguro de la trilladora -si el empresario lo había 
adquirido-, y el sueldo y los jornales de sus empleados. 

Tal como referimos anteriormente, existían empresarios que solo 
poseían una máquina mientras que otros contaban con varias 
trilladoras y consumían la fuerza de trabajo de decenas de obreros. 
Estos disponían de una multiplicidad de mecanismos para garantizarse 
elevadas utilidades por su actividad tal como sucedía con el 
mencionado José Ariaudo. Al respecto, luego de analizar las cuentas 
de este terrateniente contratista, Alejandra Massei afirma que la trilla 
“era un servicio de alta rentabilidad” dado que le reportó una tasa de 
ganancia en torno al 66% durante casi 15 años (Massei, 2010, pp. 
148-150). Sin duda que resulta un porcentaje llamativo que, en parte, 
se explica porque Ariaudo detentaba el monopolio del servicio en su 
zona. 

Este tipo de situaciones incidieron en el volumen de los ingresos 
de estos empresarios, aunque estos factores operaban sobre la base de 
un elemento determinante de los niveles de rentabilidad que se 
obtenían con este negocio: nos referimos al grado de explotación de la 
fuerza de trabajo. 

Al respecto, los obreros contratados para la trilla debían realizar 
grandes esfuerzos que se prolongaban a lo largo de jornadas 
agotadoras que parecían interminables (Sartelli, 2022; Ascolani, 
2009). A esto se sumaba la impericia de una elevada proporción de 
contratistas que —por desconocer el modo adecuado de su 
funcionamiento- exponían al peón a un ritmo feroz, con un gran 
peligro físico (Pisano, 1907). Al respecto, y sin perjuicio del sesgo de 
la fuente citada, algunas imágenes resultan sumamente sugestivas: 


He visto en días calurosos —y en verano lo son casi todos- caerse los hombres 
boca abajo, echando sangre por la boca, y temblando, decir con voz 
desfallecida: -¡Patrón no puedo más, estoy enfermo! Y no para allí. Si a aquel 
hombre se le diera un refresco cualquiera, un vaso de agua con vinagre o caña 
sería más perdonable, más ¡ay! No es así. Cuando a los jefes de la máquina les 
queda un átomo de instinto humano -—lo que difícilmente se ve-le permiten a 
ese desgraciado que se muera o se cure debajo de la casilla, sin tomarse la 
molestia de darle un vaso de pseudo agua o mejor dicho de lodo que es lo que 
se toma en las máquinas; sino, al contrario, se le echa de la máquina por inútil 
y haragán.!!3! 


Con un tono más mesurado, desde el periódico La Prensa se 
afirmaba que estos trabajadores estaban sometidos a una jornada 
extenuante y que “muchos que no aguantan en las máquinas —como 
horquilleros o plancheros— por el trabajo enteramente pesado, al que 
lo hacen aún más insoportable las exigencias de los patrones, 
abandonan el trabajo dirigiéndose algunos a sus hogares para 
dedicarse a sus ocupaciones habituales”.!'*! Inclusive, desde La 
Nación, diario que expresaba las concepciones de un sector de las 
clases dominantes, se reconocía que las tareas en la trilla se realizaban 
“al raso, soportando los rayos abrasadores del sol de diciembre, enero 
y febrero y trabajando hasta 16 horas de las 24 que tiene el día”.!*?! 
Se iniciaban hacia las 4 de la mañana y se extendían durante 13, 14 o 
15 horas con escasos intervalos para “desayunar”, almorzar y tomar 
algo por la tarde.!''! La alimentación era escasa, muy pobre en 
proteínas y ni siquiera les proveían agua limpia y fresca. Por lo 
general, el empresario les vendía los productos que transportaba en su 
casilla a un precio exorbitante, aprovechándose de la situación de 
relativo aislamiento en que realizaban sus labores.!'”! La vivienda 
constituía otro de los problemas que soportaban los trabajadores 
ocupados en la cosecha triguera que solían permanecer por unos pocos 
días en cada parcela: no contaban ni con una lona para protegerse 
durante la noche y debían dormir a la intemperie. Esta precaria 
situación era testimoniada incluso por personajes insospechados de 
obrerismo: “en todos los [establecimientos] encontrarán galpones, 
algunas veces magníficos, para alojar padrillos o vacas finas, y en 
ninguno, casi, una casa higiénicamente distribuida para alojar a los 
peones” (Daireaux, 1908, p. 329). Si tenían suerte, dormían “en una 
habitación de barro de 4 por 4 y unas chapas tendidas desde las pajas 
del rancho hasta afirmarse en unos tirantillos de 2 por 3, sostenidos 
por montones de césped”.!'*! 

Por otra parte, esta operación encerraba dos peligros muy 
importantes: la posible explosión del motor a vapor y el incendio de la 
trilladora, que en general traía aparejada la muerte de varios 
trabajadores.''”! Al respecto, un testigo de aquella época relataba que 


una noche vimos el reflejo de un incendio sobre el horizonte. El boyero cabalgó 
hacia allí y a la mañana siguiente trajo la noticia que una parva se había 
incendiado durante la trilla, quemándose también la trilladora de madera y la 


casilla del contratista. Hacia la noche llegaron a nuestro campamento los 
trabajadores que se habían quedado sin trabajo y pidieron permiso para comer 
con nosotros y dormir, ya que se encontraban en camino hacia el pueblo donde 
esperaban encontrar otro trabajo [...] (Frank, 2002, p. 31). 


La cita ejemplifica el nivel de precariedad bajo el cual trabajaban 
los jornaleros rurales. Carecían de leyes que regularan la actividad, no 
contaban con ningún mecanismo o medida para resguardar su 
integridad física y ante situaciones como las descriptas, quedaban 
absolutamente desamparados. 

Para comprender por qué un núcleo de estos empresarios 
consiguió elevados niveles de rentabilidad no alcanza con ponderar la 
duración de la jornada de trabajo de los obreros de trilladoras, la 
alimentación que recibían, la transitoriedad y estacionalidad de la 
tarea que realizaban y el ritmo laboral que les imponían los 
contratistas. Resulta imprescindible indagar sobre los montos que 
percibían las diversas categorías de operarios a lo largo del período 
por el que eran contratados. Al respecto, los datos disponibles 
permiten advertir una marcada segmentación del mercado de fuerza 
de trabajo que se reflejaba en los salarios y jornales de los obreros. Los 
mismos presentaban una marcada variabilidad que dependía no sólo 
de las tareas para las que eran contratados sino también de las zonas y 
el tipo de cultivo. Los mejores pagos eran maquinistas y foguistas. 
Además de su salario mensual, percibían un porcentaje cada 100 
kilogramos de trigo que se procesaba. A través de esta combinación de 
ingreso fijo y a destajo, el empresario buscaba incentivar un trabajo 
más cuidado, una prolongación de la jornada y un distanciamiento 
entre estos operarios y el resto de los obreros a la hora de efectuar 
reclamos gremiales. Luego estaban los medio foguistas que también 
cobraban un salario mensual, al igual que el cocinero. !?”! El resto de 
los trabajadores que hacían posible el funcionamiento de estas 
máquinas —horquilleros, bolseros, embocadores o coleros— recibían un 
jornal inferior por día trabajado. 

A pesar de la disparidad y la precariedad de los datos disponibles, 
el análisis de la evolución de dichos ingresos permite advertir que 
durante el período de mayor expansión de la superficie sembrada 
(1900-1910) los obreros perdieron poder de compra. En Buenos Aires, 
la remuneración promedio de las diversas ocupaciones agrícolas si 


bien sufrieron reiteradas oscilaciones no presentan aumentos 
significativos a lo largo de 10 años, mientras que los precios tendieron 
a subir en mayores proporciones. ”!! A su vez, al contrastar los datos 
oficiales con otras fuentes del período resulta que para 1903/04 las 
Estadísticas del Ministerio de Agricultura informaba que los peones de 
trilla recibían $3 por día, mientras que La Protesta denunciaba que los 
plancheros y coleros percibían sólo $2 y los horquilleros $1,50.'?” 
Esta disparidad en los datos fue ratificada por el estudio de Juan 
Alsina, quien en 1905 denunció que los jornales efectivamente 
abonados a los trabajadores resultaban inferiores —en muchas 
oportunidades- a lo publicado oficialmente por el Ministerio de 
Agricultura (Alsina, 1905, pp. 292-293). 

En el mismo sentido, desde el periódico socialista de Pergamino — 
Palanca— se denunciaba la diferencia que existía entre los ingresos de 
un empresario de trilla y los de un obrero que participaba en esa 
tarea: mientras que el primero acumulaba (devengados los gastos) 
unos $12.350 por campaña, el trabajador podía cobrar $180 por 60 
días de trabajo que apenas le alcanzaban para cubrir los gastos de 
alquiler, comida, carbón y ropa.!?*' 

A su vez, el monto efectivo recibido en mano, una vez concluida 
la tarea, estaba mediado y condicionado por diversos procedimientos 
puestos en práctica por los dueños de trilladoras y almaceneros de 
ramos generales -a veces personificados en el mismo sujeto-mediante 
los cuales retaceaban los jornales.'?*' Al respecto, publicaciones del 
período denunciaban que los peones “deben proveerse de lo que 
necesitan en el negocio instalado en el mismo lugar de trabajo, con lo 
que el patrón recupera buena parte de lo que pagó en salarios. Es 
indudable que allí se les hace víctimas de una vulgar estafa, 
cobrándoseles diez lo que vale uno” (Rodríguez Tarditti, 1926, p. 
387). A la hora de calcular el salario que debía recibir cada trabajador 
se le realizaban los descuentos correspondientes a los objetos 
consumidos durante las semanas que duraban las labores y que eran 
provistos por el dueño de la máquina: “alpargatas, tabaco, vino, 
calzoncillos, comida o bien adelantos en efectivo” que le permitían al 
empresario (que monopolizaba el abastecimiento de bienes para sus 
obreros) embolsar mayores ganancias debido a los elevados precios a 
los que vendía los bienes (Massei, 2010, p. 149). Los trabajadores 
protestaban contra estas medidas y en los pliegos de reivindicaciones 


incluían reclamos que iban en ese sentido: “lo que se venda en las 
casillas de la máquina no se podrá cobrar más que los precios 
corrientes”; y también se exigía la “abolición de los vales” y que el 
pago se hiciese en la trilladora o en la chacra en dinero.!? La 
utilización de estos “vales” era otra práctica recurrente que utilizaban 
aquellos contratistas que además eran dueños de grandes estancias, de 
comercios de ramos generales y/o acopiadores de granos. 

Incluso, autoridades políticas de diversas localidades también 
operaban como dueños de trilladoras, lo que les permitía contar con la 
convivencia de la policía y la justicia a la hora de resolver los 
conflictos con los obreros. Tal fue el caso de la huelga de fines de 
1918 en San Antonio de Areco, donde Fernando Speroni y Antonio 
Pazzaglia se valieron de sus cargos públicos para frenar las protestas 
de los obreros de trilladoras e imponer las condiciones laborales. !'?*' 

De este modo, la relación entre la extensión de la jornada laboral 
y la remuneración, los mecanismos para acotar la entrega de dinero en 
efectivo, la ausencia de lugares para guarecerse, la magra 
alimentación y los vínculos que detentaba el núcleo fundamental de 
estos contratistas incidieron en la tasa de ganancia que embolsaron 
por esta actividad a lo largo de varias décadas. 

Otro de los factores que incidió en la rentabilidad de la actividad 
estuvo asociada con los condicionamientos que impusieron a una 
extensa proporción de agricultores. Para el sector que era propietario 
de su tierra o disponía del dinero suficiente y podía alquilar parcelas 
de mayores dimensiones, el costo de la trilla dependía de la lejanía de 
la chacra, la competencia entre proveedores del servicio y el estado de 
los caminos. En cambio, para los pequeños y medianos arrendatarios 
que constituían el porcentaje mayoritario de los titulares de 
explotaciones en la región pampeana, el problema tomaba otras 
dimensiones. El porcentaje mayoritario de sus contratos de alquiler 
estipulaban con quién se debía trillar y a quien se tenía que vender el 
producto. Así, quedaban atados con determinados contratistas que 
generalmente eran los mismos dueños de la tierra y estaban en 
condiciones de definir unilateralmente el valor del servicio. Al 
respecto, el diario La Prensa informaba que en la recordada protesta 
de agricultores de 1912, el denominado Grito de Alcorta, éstos exigían 
libertad para elegir con que máquinas trillar.!?7! 

Incluso, cuando el servicio era provisto por el acopiador de 


granos de la zona, la situación también resultaba complicada para el 
agricultor. Dichos acopiadores iniciaban el circuito adelantando 
dinero al colono para que pudiera levantar la cosecha a cambio de la 
firma de un boleto de venta de sus granos.!?*! También le imponía las 
máquinas con las que debía trillar. De este modo, controlaban la 
finalización del proceso productivo e incrementaban sus ganancias 
fijando importes más elevados que los ofrecidos por otros contratistas. 
A esta situación se sumaba la manipulación en el pesaje de las bolsas, 
con la que también se timaba a los chacareros. La Federación Agraria 
Argentina denunciaba que los dueños de las trilladoras y 
desgranadoras contrataban los obreros apuntadores (aquellos que se 
encargaban de pesar los recipientes llenos de granos) que mejor 
supiesen manejar y “preparar” las balanzas y que recibían un 
“sobresueldo de $1 a $1,2 por cada bolsa de cereal que puedan 
sustraerle al colono sin pesar, operación que realizan con la mayor 
naturalidad y al menor descuido del chacarero...”.!?! Tal era el caso 
de la firma Genou, Benvenuto y Martelli, que eran uno de los 
principales cerealistas del norte de la provincia de Buenos Aires, 
poseían tierras (tal como se puede advertir en el censo de 1895) y 
eran dueños de una elevada cantidad de máquinas. 

En definitiva, se puede advertir que un porcentaje de los 
propietarios de trilladoras pudo de imponer una serie de condiciones 
tanto a los trabajadores asalariados como a los pequeños y medianos 
agricultores arrendatarios que les permitieron obtener una elevada 
rentabilidad por el servicio. 


Reflexiones finales 


El análisis de las características y particularidades de los contratistas 
de trilla nos permite advertir y precisar diversos aspectos. En primer 
lugar, se puede destacar la relevancia que alcanzaron en el mundo 
rural como resultado de las nuevas demandas generadas por la 
expansión de la superficie cultivada y la exportación hacia el mercado 
externo. Se transformaron en un eslabón fundamental del proceso 
productivo, dado que detentaban la propiedad de las máquinas que 
permitían procesar un elevado volumen de granos en un tiempo 
relativamente acotado. Así, se lograba obtener un producto limpio, 
embolsado y listo para su comercialización. Incluso, la paulatina 


incorporación de cosechadoras de cuchilla en la década de 1920, si 
bien ganó terreno, no logró desplazar a la trilladora de su lugar 
protagónico. 

Un segundo elemento, vinculado con el anterior, es que a pesar de 
la centralidad que tenía la labor, el costo de la trilladora y su motor 
resultaba casi inalcanzable para la mayoría de los pequeños y 
medianos productores que constituían el porcentaje mayoritario de los 
agricultores. Estos debían pactar el servicio provisto por el 
heterogéneo universo de empresarios de cosecha que se ensanchó con 
el correr de los años. En dicho universo coexistían realidades y 
trayectorias diferentes. Por un lado, estaban aquellos que se 
desempeñaban fundamentalmente como contratistas, dependían de los 
resultados de cada ciclo agrícola y estaban sujetos a la competencia en 
el mercado. Por el otro, es posible identificar un núcleo conformado 
por terratenientes, comerciantes y acopiadores que disponían de una o 
más trilladoras y realizaban este negocio como un complemento de su 
actividad principal. 

Este segundo grupo, aquellos que podríamos denominar los 
“erandes” contratistas de cosecha, presentaban características 
particulares. En el caso de los terratenientes, sus ingresos principales 
provenían de la renta de la tierra y podían desplegar una serie de 
mecanismos para mantener una clientela cautiva. Es decir que 
detentaban de un repertorio mucho más amplio de instrumentos para 
imponer sus condiciones tanto a los obreros como a los agricultores, lo 
que les aseguraba una rentabilidad más elevada. En relación con los 
trabajadores, la extensión de las jornadas, el monto de las 
remuneraciones, la calidad de la comida y las deducciones que 
efectuaban por los adelantos realizados les permitían incrementar la 
tasa de ganancia. Por otro lado, la correlación de fuerzas con respecto 
a los chacareros los habilitaba a fijar tarifas y monopolizar el servicio 
a través del articulado de los contratos de arrendamiento o de los 
adelantos para la cosecha que dejaban al colono atado con 
determinado acopiador o comercio. De este modo, se evidencia, una 
vez más, que el libre fluir de la oferta y la demanda no regía los 
destinos en esta actividad, dado que estos empresarios quedaban al 
margen de la competencia en el sector. Así, la explotación de los 
asalariados y la expoliación de los agricultores operaron como factores 
fundamentales del “secreto” de la competitividad de la agricultura 


pampeana. 

Entrada la década de 1930, con el incremento de la importación 
de cosechadoras, los dueños de trilladoras perdieron relevancia. La 
posibilidad de acceder a nuevas máquinas que aceleraban la tarea, la 
abarataban, requerían un volumen menor de fuerza de trabajo y les 
permitían, a quienes estuvieran en condiciones de adquirirlas, no 
depender de terceros para procesar el grano, alteró la fase final de 
proceso productivo. De este modo, se abrieron nuevos horizontes 
donde quedaron relegados aquellos sujetos que supieron gozar de un 
lugar protagónico. Los contratistas del agro reaparecerían con fuerza 
hacia fines del siglo XX, personificados por otros sujetos, en un 
contexto caracterizado por una situación económico-social muy 
distinta, aunque con algunas problemáticas comunes. 
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Un intruso solicitante: ocupación y 
propiedad de tierras fiscales a partir 
del caso de un inmigrante español 


La Pampa, ca. 1930-1973 
Alexis Arresel !! 


Introducción 


Los estudios sobre las transformaciones de la estructura agraria en la 
Argentina del siglo XX han experimentado, en las últimas décadas, 
una renovación y crecimiento notables. La mirada puesta sobre los 
actores y sus prácticas económicas y sociales brindan una imagen más 
diversa y heterogénea de las sociedades rurales en las discusiones 
sobre el desarrollo y el carácter empresarial de grandes y pequeños 
propietarios (Reguera y Zeberio, 2006). Al reducir la escala de 
observación, podemos desentrañar la acción social como resultado de 
decisiones, interacciones, influencias, negociaciones, conflictos y 
estrategias (Levi, 1990). 

Nuestra investigación se propuso estudiar las relaciones entre lo 
normativo, las costumbres y las prácticas de los actores sociales en 
relación con la ocupación y propiedad de tierras fiscales en zonas 
áridas de la Argentina en el siglo XX. Nos concentramos en un estudio 
de caso para analizar estrategias y experiencias de José Arrese, un 
inmigrante español, y sus sucesores entre las décadas de 1930 y 1970 
para garantizar la permanencia en tierras fiscales en el departamento 
Curacó, ubicado en el oeste de La Pampa. También abordamos cómo 
diferentes organismos estatales, nacionales y provinciales 
intervinieron en las controversias suscitadas entre pobladores por la 
ocupación y producción en el oeste pampeano.!”' 

El primer acercamiento a este caso se dio desde el asombro, si se 
permite una referencia personal, de “encontrar”, en medio de un 


trabajo de relevamiento documental, la mención a un antepasado 
directo. Se trataba del expediente N” 9690/63 de la antigua Dirección 
de Tierras de la provincia de La Pampa, resguardado en el Archivo 
Histórico Provincial y con documentación adjunta de entre 1930 y 
1973. Más allá de la circunstancia anecdótica, el propósito de la 
presente investigación es aportar desde el análisis de las prácticas de 
los actores a los debates más recientes sobre las transformaciones de 
los derechos de propiedad en zonas áridas de la Argentina avanzado el 
siglo XX..*! A pesar de notables avances en la historiografía más 
reciente, aún existen notables vacíos historiográficos en relación con 
la ocupación y usos de la tierra fiscal para ciertos períodos, avanzado 
el siglo XX, y en aquellos territorios provincializados a mediados de 
dicho siglo.!” 

El marco temporal de la investigación estuvo marcado por el 
impacto de la crisis socioeconómica y agroecológica y los efectos de la 
erosión en Argentina y diferentes países entre las décadas de 1930 y 
1960, que influyó en la formulación e intentos de llevar adelante 
políticas relacionadas con la propiedad y usos de la tierra (Barsky y 
Gelman, 2009; Martocci, 2017). La Pampa sufrió a lo largo del 
período de estudio un agudo proceso de despoblamiento, tendencia 
que se revirtió recién desde los años ochenta (Di Liscia, Salomón 
Tarquini y Cornelis, 2011). Superar la crisis y el estancamiento se 
convirtió en el objetivo manifiesto de los primeros gobiernos 
provinciales pampeanos que se constituyeron en la década de 1950, 
luego de la provincialización. En el oeste de La Pampa, un espacio 
caracterizado por su aridez, la situación social y productiva se agravó 
hacia fines de la década de 1940 como consecuencia del corte del 
escurrimiento natural del río Atuel, tras la construcción e 
inauguración de la represa El Nihuil en el sur de Mendoza (Zink, 
Moroni, Asquini y Folco, 2011; UNLPam, 2011). 

Junto con la documentación presente en el expediente N* 
9690/63 de la antigua Dirección de Tierras de La Pampa, el análisis 
trianguló información proveniente de estadísticas, encuestas y censos 
de la época relacionadas con el desempeño de la producción ganadera 
en Curacó, legislación y documentación oficial del gobierno provincial 
pampeano. La documentación mencionada nos permite indagar en las 
formas de ocupación de tierras fiscales y los mecanismos informales e 
institucionales por los que ocupantes y productores reclamaban sus 


derechos de propiedad en áreas marginales ante organismos 


nacionales y provinciales. 


Mapa: Secciones catastrales de La Pampa 
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Fuente: Covas, Tourn y Pérez (1986, p. 25). 

En este contexto, podemos comprender las diferentes acciones 
adoptadas por los actores estudiados en el presente trabajo. Para los 
fines propuestos, el capítulo se estructura en tres secciones. La primera 
abarca temporalmente los primeros años de ocupación del campo 


fiscal por parte de José Arrese hasta su fallecimiento en 1939. La 
segunda parte abarca el período posterior al fallecimiento de José 
Arrese y cuando uno de sus hijos se hace cargo de la explotación. El 
conflicto con pobladores vecinos por la ocupación de una parcela 
lindera permite prestar atención al pago del canon de derecho de 
pastaje, importante para la permanencia en la tierra fiscal y muy 
ligada a la producción ganadera. Por último, la tercera parte se 
concentra en el período posterior a la década de 1950 hasta 1973, 
cuando finalmente el campo es escriturado a favor de una de las 
sucesoras de la explotación de José Arrese. Allí se presta atención a los 
cambios en la legislación y burocráticos tras la provincialización de La 
Pampa en 1951. 


Ocupación de la tierra fiscal 


A partir de una primera aproximación biográfica, sabemos que José 
Arrese nació en Orbara, Navarra, en 1871.!”! Con 25 años arribó a la 
Argentina a principios de 1897, donde quedó registrado que procedía 
del puerto de Burdeos, de profesión agricultor y soltero.'”! Años más 
tarde, en 1904, se casó con Francisca Bidondo, también nativa de 
Navarra, nacida en 1882.!”! Recién en 1930 la Dirección General de 
Tierras, dependiente del Ministerio de Agricultura de la Nación, tiene 
el primer registro de la ocupación de una parcela de tierra fiscal 
ubicada en la Sección catastral XV, departamento Curacó, en el 
suroeste de La Pampa (Mapa).!*! Declaraba ser poblador de la zona 
desde hacía tres años y que había pagado arrendamiento “a otros”.!”! 

En 1931, José Arrese completó la planilla de solicitud de la tierra 
fiscal donde detallaba sus datos biográficos personales y familiares, 
construcciones y mejoras existentes en la tierra, capital que disponía y 
vínculos con sociedades comerciales o de otro tipo.''% De acuerdo con 
lo que registró, había enviudado y tenía nueve hijos e hijas. La 
ocupación y explotación en el campo fiscal databa de enero de 1930 y 
allí se encontraban dos pozos calzados con chapas zinc y arcos de 
hierro y tres “piezas chorizo” y techos zinc de su pertenencia. Además, 
se registraba la posesión de ovejas, yeguarizos y cabríos. Suponemos 
que en su mayoría eran lanares,!''! una especie animal que, según 
Lluch y Olmos (2010), entre 1914 y 1930 se desplazó hacia el centro- 
sur! !?! y el oeste del entonces Territorio Nacional de La Pampa. 


El lote donde se localizaba el campo fiscal solicitado por José 
Arrese ya se encontraba ocupado por otros pobladores de la zona. De 
acuerdo con un informe de la División de Registros de febrero de 
1931, existían parcelas ya escrituradas hacia fines de la década de 
1900, otra figuraba concedida en posesión provisoria en la década de 
1920 y la solicitada por Arrese concedida en arrendamiento por cinco 
años a mediados de la década de 1910. Para 1930, dicho contrato ya 
se encontraba vencido. Cuando se produjo la ocupación de Arrese y 
realizó la solicitud ante la Dirección General de Tierras, no figuraba 
ningún tipo de reclamo ni se iniciaron nuevos por parte de algún 
ocupante previo. Sería un indicio de que el campo fiscal fue 
abandonado por el ocupante anterior o el contrato de arrendamiento 
no se efectivizó. 

En todo caso, se puede constatar a partir de la documentación de 
una ocupación continua de la tierra fiscal a partir de 1930. Recién en 
1936 hay una notificación formal desde la Dirección General de 
Tierras donde se le pide regularizar su situación “ante el Estado”.!'”! 
Se trataba de la liquidación del canon por pastaje y ocupación durante 
cinco años. En una inspección al campo con anterioridad se 
determinaba que el carácter de ocupación de José Arrese era de 
“intruso solicitante”. El informe constataba que había introducido 
mejoras (molinos, tanques, corrales que databan de 1930) y hacienda. 
Algo no menor es que las señales utilizadas para identificar el ganado 
propio estaban registradas en el Juzgado de Paz de Los Puelches en 
1926 y la marca fue registrada en Santa Rosa en 1906. Dado que 
había abonado el canon correspondiente a la ocupación entre 1930 y 
1936, y al no haber reclamos de terceros sobre la tierra, el inspector 
determinaba que “nada se opone para que se le otorgue al señor 
Arrese, su concesión en arrendamiento”. Además, señalaba que era 
una persona que “goza de buen concepto en la zona y explotar esta 
tierra con capitales de exclusiva propiedad”.!'*! Las mejoras y el 
ganado introducidos, el cumplimiento del pago del canon de 
ocupación a la Dirección General de Tierras y tener un “buen 
concepto” por los pobladores de la zona eran cuestiones claves 
destacadas por los inspectores para dar cuenta de la permanencia de la 
ocupación en la tierra fiscal. 

A mediados de 1938 José Arrese solicitó en arrendamiento, con 
opción a compra, una parcela lindera al campo fiscal que ocupaba. La 


misma ya se encontraba afectada a un permiso de ocupación acordado 
con otros pobladores de la zona desde 1928. Claramente se trataba de 
una estrategia desplegada por el sujeto para ampliar sus actividades 
ganaderas, en una zona donde, podemos suponer, no había una 
delimitación definitiva de los límites de las propiedades, así como 
tampoco la permanencia de los productores. Uno de los pobladores a 
los que se hace referencia ocupó nuevamente la parcela en litigio 
haciéndose cargo de una tapera y un pozo existente, siendo una 
situación reclamada por Arrese.!'?! 

Este conflicto da cuenta que la ocupación de tierras fiscales, al 
menos en esta zona, era muy dinámica y en donde diferentes 
estrategias eran desplegadas por los actores. El peso de la propiedad 
de la tierra se ha puesto en discusión en las nuevas investigaciones 
desde una perspectiva histórica (Barsky, 2003; Barsky y Gelman, 
2009). Tal como vemos, en coincidencia con recientes visiones sobre 
el agro argentino, la propiedad no implicaba necesariamente la 
explotación de la parcela. 

Si nos situamos nuevamente en el caso, se desprende de un 
informe de 1944 que la ocupación de Arrese se había dado los años 
1938 y 1939, puesto que la sucesión de la familia de los entonces 
ocupantes de esa parcela se había retirado. Tras el fallecimiento de 
José Arrese, en 1939, uno de los hijos de la sucesión mencionada se 
introdujo como ocupante. La dinámica de ocupación de las tierras 
fiscales, y la capacidad de los productores y sus familias para 
mantener la explotación, entran en juego dentro de las estrategias 
adoptadas para ampliar o conservar sus actividades económicas, o 
frente a situaciones como enfermedad o una sucesión. 


Producción ganadera y derechos de pastaje por ocupación de 
tierra fiscal 


Las críticas a la estructura de propiedad vigente y la preocupación por 
el fomento del arraigo de la población rural se retrotraen, al menos, a 
principios del siglo XX.!'*! Pero tras los efectos de la crisis global de la 
década de 1930 y sus consecuencias en la producción agrícola y 
ganadera, entre fines de 1930 y principios de la década de 1940 se 
desarrollaron cambios significativos en la política de tierras. 
Comenzaba a consolidarse la idea de que el acceso a la propiedad 


resultaba decisivo para poder revertir los efectos de la crisis ecológica 
y también para salir del “estancamiento agrario” en el que se hallaba 
el sector a nivel nacional (Barsky, 2003). No obstante, el acceso a la 
propiedad de la tierra fiscal fue un proceso complejo y en el que 
diferentes actores intervinieron con intereses divergentes. De hecho, 
como veremos en el caso de estudio, la posesión de hacienda (la 
producción) y de las mejoras (instalaciones, edificaciones) eran 
aspectos centrales para mantener la ocupación de la tierra. 

Tras el fallecimiento de José Arrese, uno de sus hijos, Juan 
Arrese, quedó a cargo de la explotación ganadera. Un informe de 1942 
señalaba que “las pocas haciendas que poseía se le fueron 
consumiendo con motivo de la larga enfermedad que lo aquejaba [a 
José Arrese]”.!!”! De este documento tenemos conocimiento de que los 
hermanos y hermanas de Juan Arrese abandonaron la tierra y 
“prometieron hacerle cesión de todos los derechos que podían 
corresponderle, como así de las mejoras existentes”.!**! De este modo, 
a partir de un acuerdo informal entre los sucesores y las sucesoras, 
Juan Arrese quedó a cargo de la explotación. Dos de sus hermanos, 
Andrés e Hilarión Arrese, figuraban en los Anuarios Kraft de 1942 y 
1952 como productores ganaderos de la zona. Podemos suponer que 
sus producciones se encontraban en otros campos.!'”! 

Juan Arrese entró a explotar la tierra con capital propio, al menos 
según el informe elaborado en 1942. Allí se detallan las marcas y 
señales a su nombre registradas en el Juzgado de Los Puelches en 
1939. Para justificar la adquisición de la hacienda, se sostiene que se 
adquirieron a distintas personas “y cuyos documentos legales obran en 
el Juzgado de Paz de la Jurisdicción y se encuentran archivados al 
expedírsele los boletos de señal a su solo nombre”.!?"! De acuerdo al 
testimonio de Juan Arrese, la venta de frutos y producción ganadera 
era escasa y la venta se realizaba a compradores de la zona en la 
misma casa.!"'| La posibilidad de realizar nuevas mejoras se 
encontraba limitada, sin posibilidad de construir un galpón para 
esquila y baño debido a que debía esperar a regularizar la situación 
con sus hermanos en cuanto a las mejoras que se encontraban dentro 
de la sucesión de José Arrese.'??' 

Obtener información de los ocupantes de tierras fiscales resultaba 
una tarea importante para los inspectores de la Dirección de Tierras. 
Determinar la capacidad ganadera de un campo fiscal y la cantidad de 


ganado propiedad del ocupante eran datos fundamentales que la 
Dirección de Tierras consideraba para la liquidación del canon de 
pastoreo y ocupación practicada por la División de Contaduría.!?*! Se 
determinaba, de este modo, la solvencia del ocupante para poder 
afrontar dichos pagos y la posibilidad de mantener la explotación 
ganadera en el tiempo. El pago del canon resultaba un indicador claro, 
desde la repartición gubernamental, de la continuidad en la 
explotación de un campo fiscal. Fue un punto importante en la 
resolución del conflicto por ocupación de la parcela aledaña, al que 
referimos más arriba. 


Cuadro N? 1: Cantidad de hacienda en el campo fiscal 
(Sucesión José Arrese) 


Elaboración propia en base a planillas de inspecciones realizadas por la Dirección General de Tierras (nacional y 
provincial).[24] 


De acuerdo con datos de las inspecciones realizadas por la 
Dirección General de Tierras, la cantidad de existencias ganaderas en 
la explotación de Arrese aumentó significativamente entre 1936 y 
1948 (cuadro N”1). Claramente el ovino era la especie animal 
predominante por sobre otras; de hecho, el número de bovinos, por 
ejemplo, era insignificante en comparación con el de caprinos y 
yeguarizos. No es menor señalar que para el cálculo del canon de 
pastoreo en el campo fiscal, la liquidación de la División de 
Contaduría de la Dirección de Tierras tenía en cuenta la cotización de 
la lana, producto que era comercializado en la región por intermedio 
de las acopiadoras (Lluch y Ledesma, 2009b; Lluch y Olmos, 2010). 

Este crecimiento en la producción ganadera en la parcela (que 
llegaba al límite en su capacidad de acuerdo a los cálculos 
mencionados previamente) se correspondían con el llamado “segundo 
boom lanar” (Lluch y Olmos, 2010). En Curacó (Cuadro N”2), hasta 
1934, se registraba un crecimiento sostenido del lanar, tendencia que 
se revirtió brevemente hasta 1937, cuando hubo un nuevo repunte y 
aumento en los stocks (Lluch y Ledesma, 2009a). Un estudio previo ya 


dio cuenta de que la mayor concentración de la producción ovina se 
encontraba en los departamentos ubicados en la zona de la cuenca 
hídrica Atuel-Chadileuvú-Curacó, sobre todo más hacia el sur, donde 
se destacaba Curacó (Arrese, 2021). 


Cuadro N' 2: Existencias ganaderas por especie en Curacó 
entre 1930 y 1974 


Elaboración propia en base a Estadística ganadera 1875-1974 (1976). Santa Rosa: Dirección General de 
Estadística. 


No es menor prestar atención a estas transformaciones de las 
tendencias de la producción ganadera. En primer lugar, como 
mencionamos, debido a su importancia para el ocupante de la tierra 
fiscal, quien dependía de esos ingresos y, por ende, para el pago o no 
del canon. Los conflictos por ocupación de parcelas fiscales a los que 
hacemos mención se registran cuando se da un crecimiento en la 
actividad, momento en el que la disponibilidad de tierras para el 
pastoreo de la hacienda resultaba crucial. Una estrategia aplicada, en 
este caso, por José Arrese fue la ocupación de una parcela aledaña en 
apariencia sin ninguna ocupación. 

Aunque este tipo de ocupación no implicaba que fuese 
permanente. De hecho, tras el fallecimiento de Arrese en 1939 se 
retiró toda la hacienda que apacentaba dentro de dicha parcela y se 
concentró la explotación en la legua que había ocupado inicialmente. 
Juan Arrese mantuvo la continuidad de la explotación iniciada por su 
padre en 1930. Al no haber nuevos intereses, el vecino con quien se 
tuvo la controversia permaneció en la parcela aledaña. De acuerdo 
con el testimonio de dicho poblador ante la Comisión de Tierras en 
1944, el principal desafío que debía enfrentar era el pago de una 


deuda ante la Dirección de Tierras. Dada su situación económica, por 
poseer poca cantidad de hacienda, manifestaba que no podía hacer 
frente al pago de la deuda. A eso se sumaba que, entre 1938 y 1939, el 
pago de los derechos de ocupación estuvo a cargo de José Arrese 
mientras permaneció allí.!?”! Esta situación se contraponía con la de 
Juan Arrese, quien podía hacer frente a las deudas vigentes en ese 
mismo momento y no se registraban deudas previas.!?0! 

Es notorio que el boom lanar experimentado hasta 1947 no trajo 
aparejado los mismos beneficios para los productores de la zona. La 
capacidad de acumulación de capital fue diferente en los patrimonios 
de ambas familias. Un claro indicador es la situación en la que se 
encontraba el poblador vecino que reclamaba por la ocupación de la 
parcela, quien estaba aquejado por las deudas de la sucesión de su 
familia en concepto de canon de pastoreo. Diferente a lo que podemos 
observar en el caso de Arrese. 

La documentación disponible no registra la existencia de nuevos 
conflictos con los mismos vecinos u otros. De hecho, pese a que la 
solicitud de 1944 de la mitad de la legua aledaña se hace mención en 
una diligencia escrita del departamento de Arrendamientos de la 
Dirección General de Tierras en 1950, la misma no se efectiviza y 
Juan Arrese no manifestó un nuevo interés. Contamos con datos sobre 
la evolución de la producción ganadera gracias a la información 
recogida en la inspección de 1948 (cuadro N” 1) y que ese mismo año 
se casó con Máxima Silvera.!'?7! De acuerdo con la información que se 
desprende del expediente, llegaron a tener cuatro hijos. No obstante, 
no se tiene mayores precisiones sobre su vida durante gran parte de la 
década de 1950, salvo las liquidaciones del canon de ocupación que se 
cumplían con regularidad. Hacia 1961, Máxima Silvera envía una 
solicitud ante la Dirección de Tierras provincial para continuar con la 
ocupación y producción en el campo en carácter de viuda de Juan 
Arrese.'2*! Según se detalla en la inspección de 1961, Máxima Silvera 
tenía registrada las señales de su hacienda desde 1956 en el Juzgado 
de Paz de Puelches y desde 1957 la marca en el mismo juzgado.'?” 
Ello nos hace presuponer que entre esos años ella quedó a cargo de la 
explotación. 

La tendencia en crecimiento se revirtió abruptamente tras 1947. 
Ya Lluch y Olmos (2010) señalaban que los stocks lanares no 
registraron nuevamente un crecimiento similar y la cantidad de 


existencias de este ganado progresivamente se redujo entre las 
décadas de 1950 y 1960.!*%! En Curacó entre 1947 y 1954 la caída de 
lanares fue abrupta (Cuadro N*2).!*!! No es menor recordar el impacto 
del despoblamiento humano que sufrió este espacio en este mismo 
momento como consecuencia de la construcción de la represa El 
Nihuil, sumado a un nuevo período de adversidad climática marcado 
por un descenso en el nivel de las precipitaciones anuales. Curacó fue 
uno de los departamentos que sufrieron las mayores pérdidas 
poblacionales y de ganado. Como veremos a continuación, a principios 
de la década de 1960 la explotación atravesó por dificultades que se 
manifestaron en un creciente endeudamiento en el pago del canon. 


Transformaciones en la legislación, burocracia y transferencia de 
propiedad 


Es notable la ausencia de documentación entre 1950 y 1961 en el 
expediente N” 9690/63. La información con que contamos para ese 
período no es completa y proviene de informes posteriores a 1961. Es 
arriesgado hipotetizar las causas de esta ausencia de documentación, 
aunque una posibilidad la podemos encontrar al analizar los cambios 
político-institucionales, y su impacto en la estructura burocrático- 
administrativa, en la década de 1950 y principios de los sesenta. 

En 1951 se provincializaron los territorios nacionales de La 
Pampa y Chaco, punto de partida del proceso de conformación de una 
nueva administración pública local y un nuevo andamiaje legal para 
los nacientes Estados provinciales (Lluch, 2017). La propiedad de las 
tierras fiscales se transfería del Estado nacional a las nuevas 
provincias. No obstante, no fue efectiva automáticamente, sino que se 
dio años más tarde.!??! 

Las políticas provinciales de tierras y para el agro en general 
proyectadas durante el gobierno de Salvador Ananía (1953-1955) se 
comprenden por una convergencia de una agenda nacional, que el 
peronismo había logrado instalar dentro de un nuevo marco jurídico 
social, y la agenda regional, en la que se buscaba promover la 
conservación de los suelos y diversificar la base productiva de la 
provincia ante el agotamiento de la agricultura de secano (Girbal- 
Blacha, 2002; Barsky y Gelman, 2009; Lázzaro, 2015; Martocci, 2017). 

Tras el golpe de 1955 se realizaron cambios en la legislación, en 


particular respecto al fraccionamiento de tierras destinadas a 
actividades agropecuarias. La derogación de algunas normativas y su 
reemplazo por otras se justificaba afirmando que se habían generado 
dificultades en su aplicación y confusión. Aunque se establecía que era 
necesario “mantener los principios que inspiraron esa legislación [en 
referencia a las leyes derogadas] tendiente a velar por la conservación 
de los suelos”.'*”! La importancia del conservacionismo de suelos, de 
una estimación técnica para discernir las superficies aptas para la 
constitución de una explotación viable y de establecer un 
ordenamiento legal específico fueron cuestiones que se mantuvieron 
pese a los cambios político-institucionales.!**' 

También se crearon diferentes organismos encargados de la 
gestión de las tierras fiscales. Aunque su duración y alcances concretos 
fueron muy limitados. En 1954 se creó el Consejo de Colonización y 
Tierras de la Provincia Eva Perón mediante la Ley N” 101, organismo 
por el que se regulaba la venta y el arriendo de la tierra fiscal rural y 
urbana, sanciones en caso de incumplimiento de las obligaciones por 
parte de los productores instalados y garantizar la “protección del 
productor auténtico y la reactivación de la producción rural” en el que 
la tierra constituye un “instrumento de trabajo” y no de especulación 
o renta.!*?! Años más tarde, tras la derogación de la Ley N” 101, se 
creó en 1959 el Consejo de Colonización y Tierras mediante el 
Decreto-Ley N"1.289/59 al que se encomendaba la administración de 
las tierras fiscales rurales y urbanas de la Provincia, ya sea las que 
poseía hasta ese momento o las que adquiriese posteriormente.!*%! Ese 
mismo año se creó la Dirección de Colonización y Tierras dependiente 
de la Subsecretaría de Asuntos Agrarios (Ministerio de Economía y 
Asuntos Agrarios de la Provincia) mediante el Decreto-Ley N 
"2.487/59, cuyo rol era de contralor y supervisor de las tierras fiscales, 
tanto en cuanto a sus adjudicaciones como el aprovechamiento de los 
recursos existentes.!”/! Por medio de los organismos se autorizaba al 
Poder Ejecutivo Provincial la adjudicación de las tierras fiscales, el 
otorgamiento de permisos de ocupación precario para aquellos 
ocupantes que carecieran de recursos suficientes, además de 
administrar las tierras fiscales. 

En febrero de 1962 se sancionó la Ley N” 277 de Tierras Fiscales, 
1381 en reemplazo de las anteriores normativas y cuya vigencia se 
mantiene hasta la actualidad.!*?! Se creó la Dirección de Tierras, bajo 


la dependencia del Ministerio de Economía y Asuntos Agrarios. Entre 
sus funciones se encontraban la adjudicación de unidades económicas, 
proyectar iniciativas de colonización públicas y su ejecución, 
operaciones de mensura, estudio y catastro, y de contralor y 
supervisión de las tierras fiscales (que previamente correspondían al 
Consejo de Colonización y Tierras y la Dirección de Colonización y 
Tierras). El entonces gobernador Ismael Amit estimaba que la nueva 
ley fuese un 


[...] instrumento legal que permitirá —en forma ágil y con justicia-entregar a 
los ocupantes con justo titulo la propiedad de la tierra fiscal que ocupan 
posibilitando su afincamiento, el mejoramiento de sus métodos productivos y 
reconociendo —en último término-un derecho que ganaron con su esforzado 
sacrificio de tantos años.!*01 


A principios de la década de 1960 era preocupante la falta de 
información actualizada sobre las tierras fiscales recibidas por la 
provincia de la Nación en 1953 tras la provincialización, que se 
calculaban eran alrededor de 1 millón 600 mil hectáreas. Generaba 
que los organismos estatales no pudieran actuar de manera eficiente y 
adecuada en legalizar la situación de los ocupantes de dichas tierras y 
se volviera engorrosa las actuaciones.!*'! La ausencia de 
documentación mencionada previamente, ¿se puede comprender 
dentro de esta preocupación por parte de la administración 
provincial? Es aventurado confirmarlo a partir de un solo caso; 
aunque resulta un indicio empírico sobre esta situación. 

Enfoquemos nuestra atención de nuevo en el caso. En 1961 un 
inspector de tierras señalaba que Máxima Silvera “goza de buen 
concepto en la zona. Posee recursos suficientes como para ser 
arrendataria o adquiriente de dicho lote”.!*?! Sumada a la hacienda, 
las mejoras e instalaciones eran de su propiedad, dando continuidad a 
la producción ganadera en el campo. En los años subsiguientes, las 
liquidaciones del canon ante la Dirección de Colonización y Tierras 
fueron a cargo de Máxima Silvera y eso le dio continuidad a la 
explotación ganadera, aunque la situación productiva ya se 
evidenciaba difícil. En 1962 Máxima Silvera solicitó a la Dirección de 
Colonización y Tierras, y por su intermedio al Consejo de Colonización 
y Tierras provincial, “facilidades para el pago de la deuda 


determinada en concepto de derecho de pastaje [de entre 1954 y 
1960]”. El motivo del pedido era por “haber invertido los pocos 
recursos que se obtienen en mejoras y la sequía que nos ha 
perjudicado en estos años”.!**! Poco después, en 1963, parte de la 
deuda pudo pagarla, pero su situación económica no le permitía saldar 
la totalidad. Así da cuenta en una nota dirigida a la Dirección de 
Tierras donde señalaba: 


Debo hacer constar que como es público y notorio esta zona debió soportar los 
efectos de una prolongada sequía que diezmó la existencia de ganado y la 
merma consiguiente en la producción que resultó ínfima, además del estrago 
que ocasionan las plagas — zorros y pumas — que últimamente han proliferado. 

Esas razones me impulsan a solicitar a esa Dirección, se me acuerde una 
prórroga en el plazo para el pago de la deuda pendiente, por lo menos hasta la 
próxima esquila a realizarse en el mes de Abril venidero, oportunidad en que si 
no logro ponerme al día, procurare hacer una mayor entrega. 

En la espera que las autoridades Gubernativas sabrán comprender la 
situación que atraviesan los criadores especialmente en la zona de Cura-Có, por 
las causas apuntadas y que contribuirán a aliviar la misma, espero una 
resolución favorable acordándome el plazo de prórroga que solicito. [44] 


Esta situación particular coincidió con un período de intensas 
sequías que, desde hacía tres años, perjudicó los ingresos de los 
productores en la provincia, particularmente en el oeste pampeano, y 
las recaudaciones del canon. Como consecuencia, en 1963 se 
realizaron modificaciones al canon que debían abonar los ocupantes 
de cualquier título de la tierra fiscal y se estableció una prórroga de la 
liquidación correspondiente al año 1962.'*”' 

A pesar de experimentar una recuperación entre 1954 y 1960, la 
producción lanar en el espacio registró una caída progresiva en 
Curacó a lo largo de la década de 1960 (Cuadro N” 2). Esta tendencia, 
sumado a un creciente protagonismo del ganado bovino, refleja la 
antesala de una profunda transformación de la producción ganadera 
regional hacia 1969. Tal como analizó Martocci (2017), el predominio 
del vacuno se evidenció en la segunda mitad de la década de 1960 y 
principios de la siguiente. En este período el lanar se concentró hacia 
áreas del sur, y Curacó predominó en ese sentido (Arrese, 2021). Si los 
comparamos con los datos que se desprenden de las inspecciones de 
1961, 1966 y 1971 (Cuadro N"1), observamos una caída notoria de la 


cantidad de ganado ovino (de 500 lanares en 1961 a 200 en 1971). 
Son números que reflejan el impacto de las inclemencias climáticas, 
así como la falta de alternativas para hacer frente a la situación. 
Mientras, la cantidad de otras especies (como los vacunos) no varió 
significativamente, lo que demuestra que al menos hasta principios del 
decenio de 1970 la explotación se orientó a la ganadería ovina. Es una 
tendencia compartida con el departamento Curacó, pese a que el 
vacuno ganaba terreno. La declinación del lanar nos permitiría 
explicar las dificultades atravesadas. No obstante, la documentación 
disponible en el expediente N” 9690/63 no posibilita indagar mucho 
más en estrategias alternativas que haya llevado adelante ella y su 
familia para garantizar la ocupación en la tierra fiscal. 

En la Ley N” 277 se establecían las condiciones por las que el 
Poder Ejecutivo podía otorgar permisos de ocupación precaria —por un 
plazo máximo de cinco años-,'**! para la adjudicación de unidades 
económicas con promesa de venta para colonización —mediante 
concurso público- y la enajenación —estableciendo una serie de 
especificidades de acuerdo al valor de la tierra y en caso de 
enajenación en favor de entidades de bien común y de empresas 
industriales, productores que hayan realizado mejoras y puesta en 
producción la explotación—. Para las adjudicaciones, se establecía 
específicamente que, en caso de fallecer el titular, el Poder Ejecutivo 
provincial quedaba facultado para adjudicar el predio al cónyuge o 
concubino/a sobreviviente o a uno de sus hijos de mayor edad, 
manteniendo el principio de evitar la subdivisión de la unidad 
económica en correspondencia con medidas antes mencionadas. Este 
es el caso de Máxima Silvera, a quien fue adjudicada la titularidad del 
permiso de ocupación precario al ser viuda de Juan Arrese en 1962 
(por el término de dos años).!*! Años más tarde, en 1966 aparece 
mencionado uno de sus hijos como partícipe en la explotación y que la 
ayudaba en las tareas originarias de la tierra. 

Tanto las inspecciones de 1966 y 1971, así como las diferentes 
liquidaciones del canon de pastaje, dan cuenta de una continuidad en 
la ocupación y producción del lote. En 1972, tras la realización de la 
mensura del inmueble por su propia cuenta, Máxima Silvera solicitó 
ante el Departamento de Tierras Fiscales su adjudicación en venta. Al 
año siguiente, desde el Poder Ejecutivo Provincial se otorgó la 
escritura traslativa de dominio ante la Escribanía General de 


Gobierno. Dado que la ocupación del lote fiscal fue por más de treinta 
años, de acuerdo a la Ley N” 277 ese campo pasaba a ser propiedad 
del ocupante, en este caso Máxima Silvera. !**' 


Reflexiones finales 


A lo largo del trabajo pudimos abordar la ocupación y titularidad de 
un campo fiscal a partir de las acciones de los actores involucrados. El 
análisis parte desde la mirada de los organismos nacionales y 
provinciales encargados de la gestión de las tierras fiscales, por lo que 
nuestro acercamiento a las personas y las estrategias desplegadas a lo 
largo de más de cuatro décadas fue parcial. De hecho, podemos 
considerar a la presente como un documento de trabajo sobre el cual 
seguir avanzando y reformulando el análisis. 

Igualmente nos permitió indagar en diferentes cuestiones ligadas 
a la gestión y enajenación de la tierra fiscal en zonas áridas avanzado 
el siglo XX. Una de ellas fue la propiedad de las mejoras y la hacienda 
que se introducía en una parcela fiscal. Lo que se desprende de los 
diferentes informes de inspectores, así como documentación 
administrativa de las reparticiones gubernamentales, era que el 
mantenimiento en buenas condiciones de las mejoras y las 
instalaciones daban cuenta de las posibilidades que el ocupante sea 
solvente y que tuviese la capacidad de mantener la explotación en el 
tiempo. Lo pudimos observar a lo largo del trabajo y era un punto que 
desde la legislación vigente se consideraba como obligación de los 
pobladores para permanecer en la tierra. En otras palabras, era un 
indicio de las posibilidades de arraigo en la tierra que trabajaba y 
vivía. 

Las existencias ganaderas se relacionan con lo anterior y, en 
particular, con las posibilidades de pago del derecho de pastaje por 
ocupación de tierra fiscal. Como vimos, la capacidad del ocupante de 
pagar el canon anual también era otro elemento que reflejaba su 
solvencia, así como su capacidad de aumentar la producción y 
mantenerla en el tiempo; esto no estaba garantizado por múltiples 
factores. En el trabajo abordamos dos posibles situaciones. Por un 
lado, por problemas familiares, como una enfermedad que obliga a 
vender gran parte del ganado para hacer frente a los costos médicos o 
por cuestiones sucesorias. Por otro lado, por adversidades ambientales 


que afectan la producción ganadera, tal como ocurrió entre las 
décadas de 1950 y 1960. El endeudamiento del pago del canon se 
relacionaba directamente con estas situaciones (sobre todo la última), 
un problema que a principios del decenio de 1960 se buscó abordar 
desde el gobierno provincial. 

Algo no menor, y que atraviesa el análisis, es el rol del Estado en 
la gestión de las tierras fiscales. En particular, los alcances concretos 
que tiene para su administración y control y para regular la 
distribución de la tierra. Los inspectores son los agentes que se 
“encuentran en el terreno” y gracias a sus informes tenemos 
información de los ocupantes de dichas tierras. No obstante, 
encontramos que la capacidad del Estado era limitada para llevar un 
control pormenorizado de la ocupación. Un claro indicio lo podemos 
observar en dos momentos. Uno, cuando José Arrese ocupó por dos 
años una parcela aledaña al lote donde se encontraba, que demuestra 
tanto una estrategia del individuo como una ausencia de un control 
“sobre el terreno”. Otro, la ausencia de documentación entre 1950 y 
1961, período cuando se produjo el traspaso de las tierras fiscales a la 
naciente provincia de La Pampa y donde desde el gobierno se 
manifestaba la preocupación por contar con información precisa de las 
tierras fiscales existentes en el territorio y de poder contar con una 
legislación y administración aptas para un manejo “eficiente” y 
“racional” de esta cuestión. De trasfondo se encontraba la 
preocupación por revertir la situación crítica que atravesaba la región, 
para lo que él debía garantizar el afincamiento de los pobladores y el 
bienestar de su familia, así revertir la crisis productiva y el éxodo. 

Como adelantamos en un principio, el caso es un prisma por el 
cual buscamos estudiar las relaciones entre lo normativo, las 
costumbres y las prácticas de los actores sociales. En particular en 
relación con la situación de las tierras fiscales ubicadas en aquellos 
Estados provinciales que se conformaron hacia mediados del siglo XX. 
El proceso de enajenación a particulares es un tema a seguir 
indagando, ya que la intersección entre lo normativo y las prácticas de 
los actores involucrados puede ser una vía de análisis enriquecedora. 
Otro aspecto a profundizar es el de los mecanismos informales de 
transmisión del patrimonio familiar en la que algunos de sus 
miembros quedan excluidos. Ello nos obliga a realizar una nueva 
lectura y análisis sobre este y otros posibles casos, mirando más allá 


de la normativa y pensar en las prácticas de los propios actores 
sociales, entendiéndolos en sus propias decisiones y comportamientos 
en medio del contexto en el que se desenvuelven. 
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2. Con “oeste” de La Pampa hacemos referencia a un espacio geográfico que abarca 
administrativamente los departamentos de Chalileo, Chical Có, Curacó, Limay 
Mahuida y Puelén. « 

3. Los debates y aportes teóricos y analíticos sobre los derechos de propiedad han 
demostrado la importancia de la acción humana en su desarrollo histórico. Más 
allá de la teoría económica neoinstitucionalista (Ayala Espino, 1999), 
recientemente se destacan trabajos historiográficos que analizan la construcción 
histórica de los derechos de propiedad en diferentes sociedades y períodos 
(Congost, Gelman y Santos, 2017). « 
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relacionales y el rol estatal respecto a la tierra pública y las políticas estatales, la 
expansión de la ganadería y los circuitos de comercialización, así como en las 
estrategias de los productores para adaptarse a los vaivenes del mercado (Blanco, 
2018). + 

5. Fuente: José Arrese Juanarena, 10 de Julio de 1871, Libro N* 2 de Bautizados, 
Folio 20v, Partida N*6, Parroquia de San Román de Orbara, Arzobispado de 
Pamplona y Tudela. « 

6. Datos obtenidos de la base de datos on line del Centro de Estudios Migratorios 
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7. Libro N” 2 de Matrimonios, Foja N” 238, 18 de abril de 1904, Parroquia La 
Inmaculada Concepción de General Acha (La Pampa, Argentina). « 

8. Expediente N* 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 1.« 

9. El departamento de Curacó abarca las secciones catastrales XV, XVI, XX y XXI 
(Mapa). « 

10. Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 5. + 

11. Recién hay datos concretos con la inspección de 1936 (Cuadro N” 1). « 

12. Nos referimos a los departamentos de Lihue Calel, Utracán, Loventué y Caleu 
Caleu. « 

13. Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 11. « 

14. Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 14. « 

15. Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 29. « 

16. Se destaca la primera edición de La evolución del régimen de la tierra pública de 
Miguel Ángel Cárcano, en 1917 (Blanco y Banzato, 2009). « 

17. Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 32. « 

18. Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 32. « 

19. En los Anuarios Kraft no se detalla si las explotaciones ganaderas implicaban la 

propiedad de la tierra o no. Pero demuestra que los descendientes de José Arrese 
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Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 33. « 

A pesar de este testimonio, no descartemos los posibles vínculos con casas de 
comercio de ramos generales cuya presencia en la zona era sólida y formaban un 
eslabón importante en la comercialización de productos. Las que se destacaban era 
Ruíz Pérez y Cía. y Otero Hnos. y Cía. de General Acha (La Pampa). Al respecto, 
ver Lluch (2004), Lluch y Ledesma (2009b) y Lluch y Olmos (2010). « 

Señalaba que “cura a mano y esquila a tijera” sus haciendas. Expediente N” 
9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico Provincial de 
La Pampa, Foja 33. « 

Inspección General, enero de 1943. Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de 
Tierras de La Pampa, Archivo Histórico Provincial de La Pampa, Foja 39. « 

Para la zona donde se ubicaba la explotación ganadera, la capacidad ganadera de 
un campo fiscal se calculaba entre 700 y 500 existencias cada 2500ha. Expediente 
N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico Provincial 
de La Pampa. « 

Testimonio de poblador involucrado ante la Comisión de Tierras, febrero de 1944. 
Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 45. « 

Testimonio de Juan Arrese ante la Comisión de Tierras, febrero de 1944. 
Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 46. « 

Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 56. « 

A partir de este momento, ella figura como “Máxima Silvera Vda. de Arrese”. Por 
lo que veremos más adelante, no es algo menor para la titularidad de la tierra 
fiscal. « 

Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 68. « 

El ganado ovino mantuvo una predominancia sobre otras especies en La Pampa 
hasta avanzada la década de 1960 (Martocci, 2017). « 

De hecho, en el caso de Curacó, donde se encontraba el campo fiscal objeto de 
análisis, esta caída fue de alrededor del 80%, de acuerdo a cálculos a partir de las 
cifras disponibles (Cuadro N*2). « 

Por medio del Decreto N”70/54 se designó los funcionarios para recibir del Estado 
nacional las tierras fiscales comprendidas dentro de la Ley N” 13.995, que se 
ubicaban dentro de los límites de la Provincia Eva Perón, en cumplimiento por lo 
establecido por la Ley N” 14.037 de provincialización de La Pampa y el Chaco. 
Decreto N*70/54, Boletín Oficial de la Provincia Eva Perón, N*9, enero 1954. « 
Decreto-Ley N*305, Boletín Oficial de la Provincia de La Pampa, N"114, 22 de febrero 
de 1957.« 

Al respecto, ver Martocci (2017) y Arrese (2021). « 

Ley N"101, Boletín Oficial de la Provincia Eva Perón, N*23, 15 de noviembre de 
1954. « 

Decreto-Ley N”1.289, Boletín Oficial de la Provincia de La Pampa, N”238, 10 de julio 
de 1959.« 

Decreto-Ley N”2.487, Boletín Oficial de la Provincia de La Pampa, N"201, 18 de 
diciembre de 1959. « 

Ley N”277, Boletín Oficial de la Provincia de La Pampa, N*376, 2 de marzo de 1962. « 
Fue objeto de modificaciones después de su sanción en 1962. Al respecto, ver 
https://bit.ly/3HJ6kGX + 

Fragmento del discurso pronunciado por Ismael Amit el 11 de abril de 1962, en la 
sesión inaugural de sesiones de la Cámara de Diputados de la Provincia de La 
Pampa (pp. 30 y 31). « 

Consultar Provincia de La Pampa (1961, p. 44). « 

Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 68. « 

Expediente N” 9690/63, Sección Oficina de Tierras de La Pampa, Archivo Histórico 
Provincial de La Pampa, Foja 71.« 
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para acceder de modo permanente a la tierra pública. « 
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Saberes y prácticas en la lechería 
familiar desde mediados del siglo XX 


Gestión del trabajo, tiempo y vida cotidiana en los tambos 
bonaerenses en clave de género 
Alejandra de Arcel!] 


Introducción 


La propuesta de este capítulo es describir y analizar los saberes y las 
prácticas de las familias tamberas en algunos distritos de la Cuenca de 
Abasto bonaerense desde mediados a fines del siglo XX. Aunque la 
ganadería ha sido pensada como un espacio de gestión masculino, 
para las explotaciones dedicadas a la lechería, el trabajo familiar 
adquiere relevancia histórica al tiempo que determina sus 
particularidades. Este rasgo se destaca en las regulaciones de la 
actividad sancionadas en 1946 por el Estatuto del tambero-mediero 
(Decreto Ley 3.750/46) cuya vigencia se extiende hasta 1999, cuando 
las transformaciones del sector se materialicen en el Contrato 
asociativo de explotación tambera (Ley 25169/99). Estas disposiciones 
rigen las condiciones de trabajo, alojamiento, remuneración y reglas 
disciplinarias de la actividad lechera primaria. Se ha señalado que el 
viejo Estatuto es un tipo de contrato sui generis en el que el tambero 
aparece como socio y a la vez dependiente del propietario (Pardo, 
1947). La nueva legislación también genera discrepancias de 
interpretación y, en ese sentido, la mediería es señalada como una 
relación atípica de trabajo adecuada a la singularidad de la actividad 
tambera (Alferillo, 2007). En ambos casos, la presencia de la familia 
del firmante!”! está presupuesta en la normativa, tanto como su 
disponibilidad como fuerza de trabajo complementaria. 

Desde los años de 1960, las transformaciones tecnológicas -y su 
impulso desde organismos estatales como el Instituto Nacional de 


Tecnología Agropecuaria (INTA)- modificarán los perfiles deseados 
para las explotaciones dedicadas a la lechería mientras estas 
exigencias demandarán adaptación por parte de las familias o su retiro 
de la actividad. El pasaje del ordeñe manual al mecanizado demanda 
tanto una adecuación del proceso de trabajo y su división de tareas 
como una re-calificación de los/as tamberos/as (Quaranta, 2003). 

En este cambiante contexto, la modernización agropecuaria 
bonaerense ha sido foco de innumerables estudios (Barsky y Gelman, 
2009). En proporción, el registro de la actividad tambera ha recibido 
menor tratamiento historiográfico que otros eslabones de la cadena 
agroalimentaria láctea (Cominiello, 2011; Solé 1987; Posada, 1995; 
Quaranta, 2003; Barros, 1999). Entre los diversos enfoques de estas 
investigaciones, la relevancia de las labores femeninas -en tanto doble 
presencia, en lo productivo y en lo doméstico- ha sido apuntada como 
dato aunque no motivó estudios específicos. En consecuencia, esta 
indagación analiza desde una perspectiva de género (Scott, 2003) la 
gestión de los tiempos, los tipos de trabajo y la sostenibilidad de la 
vida cotidiana (trabajos de cuidado) en la lechería familiar para 
avanzar en el conocimiento de las prácticas y saberes involucrados en 
esta actividad y su distribución. 

Las fuentes que sustentarán este estudio serán testimonios orales 
de tamberos/as, estadísticas (provinciales, nacionales), prensa local, 
informes técnicos del INTA y del SENASA, publicaciones periódicas, 
etc. Mediante las herramientas teórico-metodológicas de las geografías 
del tiempo/de la vida cotidiana se abordarán estas prácticas 
analizando su  espacialidad  -dónde se  realizan-si suponen 
desplazamientos, una estimación del tiempo consumido por cada una 
y los saberes que demandan, en los tambos de pequeña escala desde 
los años sesenta, cuando lenta pero progresivamente se impulsa la 
mecanización del sector. De esta manera, se pretende ponderar desde 
una perspectiva de género “el registro sistemático de prácticas 
espacio-temporales de los individuos y los hogares siguiendo 
trayectorias diarias, considerando sus movimientos, rupturas, los 
tiempos empleados y la secuencia de “estaciones”, incluyendo el hogar, 
el trabajo, la iglesia, las compras, la escuela, el ocio, las actividades 
comunitarias” (Lindón, 2016, p. 365). Enlazado al análisis de las 
prácticas se distinguirá los tipos de saberes en las que se fundan, sus 
formas de divulgación, transmisión y ejecución tanto como las 


resistencias a las transformaciones tecnológicas y/u organizacionales. 


Actividad tambera y circuito de abasto en la provincia de Buenos 
Aires a mediados del siglo XX 


Se conoce como Cuenca Lechera de Abasto al territorio que rodea en 
un radio de entre 100 y 150 km al Área Metropolitana de Buenos 
Aires (AMBA), donde la actividad tambera estructura dinámicas 
productivas, familiares y sociales desde inicios del siglo XX (Barros, 
1999). Las unidades territoriales dedicadas principalmente a la 
producción lechera, llamadas tambos, constituyen el primer eslabón 
de la cadena láctea que se completa con usinas e industrias del ramo. 
El carácter perecedero de la leche demanda una articulación particular 
de los actores involucrados en la producción, comercialización/ 
distribución e industrialización del producto. Pensada hacia mediados 
del siglo XX como un espacio unificado y flexible (dada la 
estacionalidad del producto),'"! en los años noventa se opta por 
diferenciar y subdividir la cuenca de abasto entre “norte” y “sur”, 
conservando esta última un perfil de mayor cantidad de tambos chicos 
(SAYP, 1996). La importancia estratégica de la actual Cuenca de 
Abasto Sur en la provincia se fundamenta en su cercanía con los 
centros de consumo, localizados en el AMBA y en el Gran La Plata. 
Integrada por los partidos de Berisso, Brandsen, Cañuelas, Castelli, 
Chascomús, Ensenada, General Belgrano, General Las Heras, General 
Paz, General Rodríguez, Lezama, Lobos, Magdalena, Marcos Paz, 
Monte, Navarro, Punta Indio, San Vicente y Veinticinco de Mayo 
(Mapas 1 y 2) su constitución histórica se vincula con el arraigo de 
inmigrantes especializados en lechería y derivados y luego con el 
establecimiento de colonias con destino específico a la actividad 
tambera (Vértiz, 2014). Actualmente, la Cuenca de Abasto Sur ocupa 
el sexto lugar en relación al promedio de litros de leche producida a 
nivel país y el séptimo, si se contempla la cantidad de tambos 
registrados (OCLA, 2022). 


Mapa 1: Cuenca de Abasto (Buenos Aires) 
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Fuente: Análisis y distribución de la producción lechera en la provincia de Buenos Aires (Asuntos Agrarios, marz 
de 1962, p. 13). 


Mapa 2: Cuenca de Abasto Sur (Buenos Aires) 
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Fuente: Cuencas lecheras argentinas en la década de 1960. En Mastellone (2000, p. 29). 


De acuerdo a un informe elaborado en 1960 por Edmundo J. 
Billard, asesor de producción lechera del INTA, la Cuenca de Abasto 
de Buenos Aires se extiende hacia el oeste, sobre distritos con mejores 
tierras y hacia el sur, sobre campos bajos. Son responsables de la 
producción muchos tambos independientes, aunque también existen 
casos de tambos pertenecientes a estancias que operan en conjunto (de 
dos hasta varias decenas). En todos los casos, señala el especialista, las 
razas que predominan son Shorthorn y  Holando argentino 
realizándose un solo ordeñe diario, de madrugada para alcanzar al 
tren o al camión. En general, las condiciones del espacio son señaladas 
como precarias: las instalaciones se reducen a un corral de tierra (con 
barro cuando llueve o polvo cuando no) y un poste alto para colgar el 
farol a kerosene que se utiliza en la madrugada durante el ordeño. La 
mecanización de estas tareas y la adecuación del resto de los 
requerimientos (división de corrales, mejora de pisos, tinglados, 
piletas de refrescado, reparo para la hacienda con árboles y agua 
disponible, etc.) avanza de manera lenta, según se describe en este 
estudio, debido al alto costo del equipo y la falta de preparación por 
parte de los tamberos. En esos años, el rendimiento medio para la 
cuenca se calcula entre 1000 y 1400 litros anuales por vaca, con un 
período de lactancia de alrededor de siete meses (cinco litros diarios). 
La superficie de los tambos varía entre 100 y 200 ha. con 60 a 140 


vacas con sus terneros. La producción se destina primordialmente al 
consumo directo y los excedentes se industrializan (Billard, 1960, pp. 
4-5). 

La conclusión de este y otros diagnósticos (INTA, 1964; Wortman, 
1965) apunta a la necesidad de la modernización para obtener 
mayores beneficios y un producto final de mejor calidad. Las 
transformaciones propuestas abarcaban tanto las lógicas y prácticas 
desarrolladas en las explotaciones (mecanización, manejo de pasturas, 
administración del tambo, control sanitario, cría de terneros, etc.) 
como las inadecuadas relaciones laborales. En ese mismo sentido, un 
conjunto de regulaciones para la cadena láctea se efectiviza e 
impactan especialmente en la actividad tambera. En 1957, la 
provincia de Buenos Aires establece la necesidad del tratamiento de la 
leche y su pasteurización/higienización en plantas autorizadas 
(decreto-ley 9595) y, hacia 1967 establece la obligatoriedad de este 
procedimiento (decreto-ley 7265). La sanción e implementación de la 
ordenanza 17342 en 1960, que impone la comercialización exclusiva 
de leche pasteurizada en la Capital Federal, constituye un hito 
fundamental en la transformación de todo el circuito de abasto 
(Buschini, 2018 y 2021). Su cumplimiento -no sin conflictividades- 
modifica en el mediano plazo las relaciones entre los productores, los 
medios de transporte rural-urbanos (ferrocarriles, camiones), los 
distribuidores urbanos independientes (“lecheros”, quienes tenían 
contratos con los productores) y las usinas pasteurizadoras que 
operaban en la ciudad. 

Años más tarde, mediante el decreto 6640/63, el Estado nacional 
instaura la obligatoriedad de la pasteurización y tipificación de la 
leche, al tiempo que reglamenta incentivos para los tambos. Estos 
requisitos —enfocados en el contralor de la higiene del producto final- 
recaen sobre todas las explotaciones, y sus responsables deben ensayar 
las adaptaciones necesarias para persistir (Vertiz, 2021). La legislación 
que regula la calidad de la leche se complementa, además, con las 
normativas laborales y otra serie de políticas públicas destinadas al 
impulso de la mecanización y explotación racional, tanto como con 
aquellas que motorizan la conectividad entre los espacios rurales y 
urbanos donde circula el producto. Se ha señalado que estas medidas 
son fuertemente resistidas por los productores debido a la inversión 
que representan y al imperativo de cambiar arraigadas costumbres 


(Buschini, 2021).!*! En el mediano plazo, redefinieron las relaciones 
de poder entre el conjunto de actores involucrados en la cadena 
láctea, alentando la modernización de los tambos (mecanización y re- 
organización del trabajo), desplazando a los lecheros en la 
distribución del producto y otorgando ventajas a las usinas. De hecho, 
la fiscalización y calificación de leche pronto pasó a las manos de 
éstas, mientras algo similar ocurre con la fijación de los precios. 

Según Quaranta (2003), los procesos de modernización y 
reestructuración en la actividad lechera en las últimas décadas del 
siglo XX -—que implican la adopción de mejoras tecnológicas y el 
incremento de la productividad- no modifican sustancialmente la 
escasa división técnica del trabajo de los tamberos medieros, cuya 
presencia es significativa en este territorio. Las familias se adaptaron a 
las nuevas condiciones sin necesidad de supervisión directa del trabajo 
por parte de los propietarios de las explotaciones. Mientras tanto, los 
tambos familiares ubicados en la Cuenca de Abasto representaban el 
40% pero solo aportan el 20% de la producción, evidenciando la 
tendencia a la concentración del sector. En estas explotaciones la 
incorporación de tecnología es exigua debido a la insuficiencia de 
capital y el ordeñe se efectúa al aire libre sobre piso de tierra, con la 
presencia del ternero y la ausencia de enfriado de la leche (Hildreth, 
1976, p. 24). 

Esta limitada tecnologización en el territorio de la Cuenca —quizá 
en algunos distritos más que en otros- se revierte paulatinamente en 
los años ochenta, cuando la mecanización del ordeñe se convierte en 
una necesidad para el aumento de la productividad y la adecuación 
impostergable a las nuevas medidas de higiene y calidad (Cominiello, 
2011; Iglesias, 2000). Una de las consecuencias destacables de este 
proceso es la concentración productiva del sector, la preeminencia de 
la cúpula agroindustrial y, su contracara, la desaparición de un gran 
número de unidades tamberas.!”! La disminución del consumo incide 
también, acelerando la emigración rural (Barros, 1999; Barrios y 
Hopenhayn, 2001; Vertiz, 2017). 

En este cambiante contexto, se ha discutido la organización de las 
tareas en la actividad lechera y sus transformaciones a partir de la 
implementación del ordeñe mecánico (Cominiello, 2011; Solé, 1987; 
Beltrame, 2010), así como las formas en que el nuevo proceso 
productivo redunda en la intensificación y calificación de la mano de 


obra, en función de las demandas de calidad (Cominiello, 2011; 
Nogueira, 2009; Iglesias, 2000; Quaranta, 2003). Por otra parte, se ha 
señalado la necesidad y el impacto del trabajo no remunerado -—de 
acuerdo a las prescripciones de género- para el éxito de actividad 
tambera, más allá de la mecanización (de Arce, 2021 y 2022). Así, el 
conocimiento integral del complejo proceso productivo ha sido una de 
las capacidades fundamentales —y en muchos casos, insuficientes—- de 
las familias tamberas. 


Saberes, técnicas, tecnologías en la actividad lechera 


Es innegable la centralidad del cambio tecnológico y su influencia en 
la producción agropecuaria. Sin embargo, también es cierto que 
dichos avances generan impactos diversos en las estructuras sociales 
agrarias, especialmente si pensamos en las explotaciones donde la 
familia es la responsable de la producción. Mucho se ha discutido 
sobre la adopción del paquete tecnológico y su repercusión en el 
proceso de agriculturización de la región pampeana (Tamagno, 
lermanó y Sarandón, 2018) como también respecto de las estrategias 
de persistencia de los productores familiares (López Castro, 2009; 
Balsa, 2011; Muzlera, 2011, entre otros). El caso de la mecanización 
de la actividad lechera y su demanda de transformación de saberes y 
prácticas cotidianas del tambo en clave histórica ha suscitado menos 
interés (Cominiello, 2011; Iglesias, 2000; Quaranta, 2003). En este 
sentido, la perdurabilidad de lógicas y saberes productivos 
tradicionales convive (y/o resiste) la circulación y el avance de las 
innovaciones tecnológicas que se promueven desde el sector público y 
privado, más intensamente desde los años sesenta. El lugar del 
extensionismo rural en las políticas de desarrollo es central (de Arce y 
Salomón, 2018 y 2020; Landini y Murtagh, 2011, entre otros) como lo 
es la tensión entre visión transferencista o dialogal de su proceso de 
implementación. 

Según Osán et. al (2010), la producción primaria de leche es muy 
demandante de mano de obra directa e indirecta y posee (al igual que 
toda la cadena láctea) una importancia fundamental en la economía 
de ciertas localidades y regiones, la que se ve afectada ante 
situaciones de crisis en el sector primario. De esta manera, el tambo 
constituye un núcleo central en las relaciones socioeconómicas en 


torno a la producción de la materia prima láctea que se asocia 
subsidiariamente a la recría bovina (Olivera, 2011). Su tamaño 
también va a determinar la forma de contratación de la mano de obra; 
existe la posibilidad de que el trabajo sea realizado por el tambero y 
su esposa, o auxiliado por sus hijos (ganadería/tambo familiar) o 
peones rurales, quienes no necesariamente revistan la figura de 
tamberos-medieros (Iglesias, 2000; Cominiello, 2011; Pardías, 2013; 
Vértiz, 2014; Dapelo, 2018). 

En este sentido, el conocimiento integral del —complejo- proceso 
productivo es una de las capacidades fundamentales de los/as 
tamberos/as. Las tareas bajo su vigilancia y responsabilidad son 
múltiples e incluyen: realización de las tareas de ordeñe, cuidado de 
las vacas, cuidado del rodeo (alimentación y manejo reproductivo), 
cría de terneros, recría de hembras para su incorporación a la 
producción y atención de partos (Beltrame, 2010; Gutman, et. al, 
2003). A estas operaciones deben agregarse las de limpieza del tambo 
y conservación del establecimiento (predio, galpones, etc.), control de 
calidad de la leche, control de salud de los animales, entrega de la 
producción en los recipientes adecuados, en los lugares y horarios 
establecidos. Además, si se amplía la mirada y se piensa en la gestión 
familiar que sostiene la actividad tambera, las tareas de cuidado - 
sostenibilidad de la vida-se enlazan con las labores denominadas 
productivas. Se incluyen en esta Órbita también aquellas destinadas al 
autoconsumo (huerta y crianza de aves) comprendidas como trabajo 
doméstico ampliado que recae sobre las tamberas. En la lechería 
familiar la participación femenina es un eslabón fundamental e 
invisible del éxito de la explotación (de Arce, 2021 y 2022). 

En este contexto, ¿en qué saberes fundamentan sus prácticas las 
familias tamberas de la Cuenca de Abasto durante la segunda mitad 
del siglo XX? ¿Cómo son valorados? ¿Cuál es la mirada de los agentes 
estatales? 

Las propuestas de modernización de la cadena láctea son 
acompañadas de investigaciones intensivas sobre las características de 
cada uno de sus eslabones. Como se ha señalado, el punto de partida 
se encuentra en el tambo y las prácticas involucradas en su gestión son 
uno de los primeros aspectos a revisar en las recomendaciones de 
técnicos y expertos. Se asume que esta actividad se desarrolla en 
espacios con carencias infraestructurales (falta de red de vías de 


comunicación, plantas de refrigeración y/o receptorías) y una serie de 
otros imponderables relacionados con cuestiones de índole productiva, 
financiera, de costos y productividad como con otros factores 
asociados a regímenes impositivos y laborales. 

Uno de los saberes específicos de la actividad está relacionado 
con la selección del rodeo. Las características de cada raza otorgan 
mayor o menor rinde o diversa rentabilidad en otros destinos (venta 
de carnes o industrialización de derivados). La selección de las razas 
Shorthorn y Holando Argentino en la cuenca de abasto (Wortman, 
1965, p.29) revela una estrategia que combina mayor cantidad de 
grasa butirosa del ganado Shorthorn y su capacidad de venta en el 
mercado cárnico con la mayor cantidad de litros de leche que 
proporciona el ganado holando. Asociado a esto último se encuentra 
la gestión de la alimentación del rodeo, base de la productividad. La 
confección de calendarios sobre el rodeo lechero (siembra y 
suplementación) por parte de los profesionales del INTA incluye tanto 
recomendaciones sobre la manutención de las vacas lecheras como del 
resto del ganado, respetando los ciclos de vida y el clima (Ritondale, 
1976). La distribución de estos saberes técnicos entre quienes integran 
la fase primaria tambera es considerada imprescindible para superar 
otros aspectos más problemáticos de la actividad, como lo es la 
mecanización, el bajo rendimiento “litro/hora hombre” que determina 
una baja productividad. 

Respecto de los sistemas de ordeño, se ha mencionado el carácter 
empírico y rudimentario de los saberes y prácticas asociados al ordeñe 
manual. En este sentido se aduce el “espíritu conservador” de 
algunos/as tamberos/as y su despreocupación en materia de higiene 
(caída de barro, polvo u otro tipo de suciedad en el tarro, contagio de 
enfermedades entre vacas, etc.) como factores intrínsecos de estas 
prácticas que, junto con la presencia de los terneros al pie, constituyen 
gestiones antieconómicas (Billard, 1960; Wortman, 1965). La 
desconfianza —y la imposibilidad de inversión- en el sistema mecánico 
aleja a los/as productores/as de un sistema -calificado por los agentes 
del Estado como-racional. Wortman (1965, p. 36) afirma que el 
ordeñe mecánico es más beneficioso porque “un sólo hombre, con tres 
hijos, varones o mujeres, entre 12 y 16 años, puede ordeñar sin 
esfuerzo, dos veces, podría, un tambo de 100 a 120 vacas”. Se asume 
la gratuidad de la mano de obra familiar pues el mismo trabajo le 


costaría al tambero la contratación de 3 o 4 buenos ordeñadores. El 
beneficio se completa con la disponibilidad de tiempo para la 
realización de otras tareas del tambo como el control de sanidad. 

Sin embargo, otro inconveniente significativo para la 
implementación de la mecanización en los tambos lo constituye la 
escasa electrificación del espacio rural en el que se emplaza la cuenca 
de abasto. Si bien los motores a combustión podrían reemplazar el 
suministro de energía eléctrica, este último tampoco es de fácil acceso 
para los/as tamberos/as, especialmente para los/as medieros/as, ya 
que la instalación del ordeño mecánico requiere de un cierto número 
de instalaciones fijas costosas (tinglados con pisos de cemento, bretes 
de madera, espacio para el motor y bombas de vacío) que no pueden 
afrontar. Para los tambos grandes, la dificultad mayor la presentaría el 
adiestramiento de los/as medieros/as en el cuidado tanto de los 
animales como de las máquinas y su higiene, tanto como la 
disponibilidad de motores de repuesto. Así, la tecnificación de las 
labores del tambo adquiere distintas dimensiones de complejidad al 
momento de su efectiva puesta en práctica. 


La espacialidad en las explotaciones tamberas: organización del 
trabajo y familia 


De acuerdo con Lindón (2016), las geografías de la vida cotidiana se 
construyen desde las concepciones del espacio percibido, concebido y 
vivido formuladas por Henry Lefebvre. Según Lefebvre (2013 [1974]), 
el espacio social envuelve las cosas producidas y comprende sus 
relaciones en su existencia y simultaneidad, en su orden y/o desorden. 
De esta manera, el espacio permite —como efecto de acciones pasadas— 
que tengan lugar algunas prácticas, mientras sugiere y/o prohíbe otras 
(Lefebvre, 2013, p. 129). Así, el autor afirma que “todo espacio social 
resulta de un proceso de múltiples aspectos y movimientos: lo 
significante y lo no-significante, lo percibido y lo vivido, la práctica y 
la teoría” (Lefebvre, 2013, p. 164). En la producción del espacio se 
involucran —conceptualmente—- tres dimensiones: las prácticas 
espaciales (espacio percibido), las representaciones del espacio (espacio 
concebido) y los espacios de representación (espacio vivido). La primera 
se define por la experiencia material que vincula la realidad cotidiana 
(uso del tiempo) y la realidad urbana (redes de flujos y personas, 


mercancías y dinero que se asientan y/o transitan el territorio); 
engloban la producción y reproducción social. El espacio concebido es 
aquel que pertenece a los expertos: científicos y planificadores que 
elaboran signos y códigos de ordenación, fragmentación y restricción. 
El espacio vivido es el de la imaginación y lo simbólico dentro de la 
realidad material, el espacio de los usuarios y habitantes, de la 
búsqueda de la transformación. Estas dimensiones experimentan una 
constante tensión trialéctica, en la que las personas detentan agencia y 
pueden reinterpretar y resistir las representaciones y proponer 
renovadas prácticas espaciales (Lefebvre, 2013, pp. 15-16). 

Basado en este enfoque, los análisis de las geografías de la vida 
cotidiana examinan “la interacción [entre] las personas situadas 
espacio-temporalmente en un contexto intersubjetivo desde el cual le 
dan sentido al espacio y al otro, en un proceso constante de 
interpretación (resignificación) y de construcción de los espacios de 
vida” (Lindón, 2016, p. 357). Entonces, este enfoque se aproxima a 
experiencias espaciales antes consideradas anecdóticas, irrelevantes o 
banales (ritmos cotidianos, sentidos del lugar) que atraviesan los 
grupos sociales o individuos. 

Esta aproximación teórico metodológica se potencia en 
conjunción con las propuestas de las geografías de género en su 
intersección con el estudio de las ruralidades. La idealización de los 
espacios agrarios “donde el aire puro compensa la falta de 
infraestructuras y el aislamiento” —tal como señala Sampedro (1995) — 
y donde la cooperación reemplaza la falta de servicios sociales y la 
precariedad de los empleos y salarios sería compensada por el 
autoconsumo y otras prácticas se enfrenta a otra visión que remarca 
las carencias, donde el campo es “lo opuesto” a lo urbano. En ambas, 
el trabajo de las mujeres resulta tanto imprescindible como invisible. 
En este sentido, las similitudes trascienden las fronteras. Para el caso 
español, apunta Sampedro que: 


La marginación femenina de los procesos de modernización y 
profesionalización agraria no se vio compensada por una mejora en las 
condiciones de trabajo estrictamente doméstico. Antes al contrario, el enorme 
esfuerzo económico que requirió la modernización de las explotaciones 
familiares agrarias se hizo muchas veces en detrimento de inversiones en 
equipamientos domésticos y reforma de las casas rurales. Las exigencias de la 
producción se impusieron a los aspectos más relacionados con la reproducción 


y con la calidad de vida, aspectos que repercuten directamente en la carga de 
trabajo soportado por el colectivo femenino. La modernización rural, en 
definitiva, benefició en lo social más a los hombres que a las mujeres 
(Sampedro, 1995, s/p.). 


En la primera fase de la cadena lechera, el tambo se constituye en 
un espacio de vida y de trabajo. El análisis de la división de las tareas 
y su carácter generalizado ha sido abordado en otros escritos (de Arce, 
en prensa), centrar la mirada en la espacialidad implica re-pensar la 
gestión del cuidado (de animales, de la familia) reconstruyendo el 
continuum casa-tambo y la simultaneidad de tareas en la vida diaria 
de las personas involucradas en la actividad. 


Entre la casa y el trabajo 


Como se ha señalado, en la ganadería familiar dedicada a la 
producción lechera, los contratos de trabajo son celebrados con el 
tambero-mediero, presupuesto en la legislación como el responsable 
de la provisión del sustento del hogar. Sin embargo, la relevancia de la 
familia en la actividad puede observarse a partir del art. 12 donde se 
señala que el firmante “recibirá una casa-habitación con dos o más 
piezas, cocina y dependencias para la higiene personal con arreglo a 
las condiciones ambientales y naturaleza de la explotación, en forma 
de que disponga de una habitación para el matrimonio y otras para los 
hijos de cada sexo, no siendo indispensable su construcción con 
ladrillos. Esa población dispondrá, además de una habitación para 
peones, cuando los hubiere, y de un tinglado o ramada para guardar 
los elementos de trabajo”.!”! La inclusión informal (y estereotipada) de 
la familia y sus precarizadas condiciones de vida -que son constantes 
en las actividades de baja escala-regularizan la situación de hecho en 
que se trabaja en el campo bonaerense (de Arce, 2014). Al mismo 
tiempo, puede destacarse que este Estatuto limita los derechos y 
beneficios de la seguridad social del grupo doméstico mientras que 
distribuye las responsabilidades de manera desigual (de Arce, en 
prensa). Resulta interesante destacar la conceptualización en relación 
a la familia que se realiza en la nueva legislación. El Contrato 
Asociativo de explotación tambera (1999) señala que “El tambero- 
asociado como sujeto agrario autónomo será responsable por las 
obligaciones emergentes de la legislación laboral, previsional, fiscal y 


de seguridad social por los miembros de su grupo familiar y sus 
dependientes” (Art. 7, inc. E). Se sostiene la obligación de otorgar 
vivienda por parte del empresario-titular (Art. 9, inc. A): “El 
empresario-titular está obligado a proporcionarle una vivienda en 
condiciones normales de habitabilidad y uso funcional adecuado a las 
condiciones ambientales y costumbres zonales. La vivienda 
proporcionada será ocupada exclusivamente por el tambero-asociado 
y su núcleo familiar u otras personas que presten servicios en la 
explotación, dependientes del tambero-asociado. El tambero-asociado 
no podrá alterar el destino del inmueble en forma parcial o total, 
gratuita u onerosa, ni cederlo ni locar su uso a terceros. La violación 
de esta norma será causal de rescisión de contrato” (Ley 25169/1999). 
171 Se aprecia una transformación de la centralidad de la residencia 
predial de la familia del firmante del contrato, eliminando la 
obligación de cesión de espacios para prácticas de autoconsumo 
cuando se asume la relocalización del hogar en núcleos urbanos. 

Sin embargo, en los años sesenta, la proximidad de la vivienda y 
el tambo ha sido señalada como fundamental para el monitoreo y 
control de la hacienda. En el mismo sentido, la confortabilidad para la 
familia productora y la disponibilidad de habitaciones independientes 
para peones -tal como legisla el Estatuto-demuestran el carácter 
intensivo de este tipo de actividad (Wortman, 1965, p. 21). Esa 
proximidad permite la presencia simultánea de las mujeres en la 
actividad lechera (productiva) y en aquellas tareas asociadas al trabajo 
doméstico (reproductivas), que en su conjunto sostienen la vida y la 
unidad económica, sustentando el éxito de las explotaciones. 


Imagen 1: Croquis de Tambo 
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Reflexiones sobre la doble (y poco visible) presencia de las 
mujeres en los tambos 


El trabajo en los tambos familiares —al igual que en otras actividades 
rurales— se sostiene en una distribución —tácita o acordada- de tareas 
a desempeñar por cada miembro en pos del éxito productivo común. 
Al mismo tiempo, esa organización está atravesada por presupuestos 
de género arraigados y legitimados en cada tiempo, espacio y cultura. 
En este estudio, se exploran —desde las propuestas de las geografías de 
la vida cotidiana- las características de la actividad lechera en la 
Cuenca de Abasto Sur de la provincia de Buenos Aires con el objetivo 
de distinguir esta división de tareas, su simultaneidad y los distintos 
tipos de saberes en las que se fundan. Se atiende, además, al contexto 
que promueve, tanto desde el Estado como desde sectores privados, la 
tecnologización de la actividad, que hacia los años noventa, se 
concentra al punto de expulsar a quienes no lograron ni mecanizarse 
ni transformar sus lógicas productivas. 

La relevancia otorgada a los productos lácteos revela su 
centralidad para en la alimentación a escala nacional y provincial. Un 
breve recorrido histórico por la legislación que regula la actividad 
evidencia la interrelación entre los espacios de producción y de 
consumo, las limitaciones y estructuración de la actividad y, respecto 
de la organización laboral, un sesgo que le es intrínseco: ambos 
contratos (tanto el Estatuto de 1946 como la ley desde 1999) están 


pensados para ser firmados por el varón —padre de familia- quien 
toma la dirección de la explotación. Por un lado, es relevante señalar 
que no existe impedimento legal para que las mujeres puedan obrar 
como titulares, sólo la costumbre media para que no ejerzan el 
derecho (que, a su vez, las excluye de beneficios de la seguridad 
social). Únicamente las viudas -como en otras actividades agrarias- 
toman a su cargo la dirección del tambo y el compromiso con el 
propietario (si son medieras). Por otra parte, es destacable la pérdida 
de la centralidad de la familia a finales del siglo XX, cuando las 
migraciones rural-urbanas junto con la imposición de las nuevas 
tecnologías en esta actividad, cambian las lógicas residenciales de los 
productores. 

Durante el periodo en estudio, el tambo familiar (en propiedad o 
por mediería) demanda una gran cantidad de trabajo de sus 
responsables y los avances tecnológicos no conllevan, necesariamente, 
un alivio sino una intensificación en las tareas. Por un lado, los/as 
tamberos y tamberas deberán re-acomodar sus vidas cotidianas al 
ritmo del ordeñe mecánico y capacitarse para operar las maquinarias. 
Sus saberes y prácticas serán cuestionados por los técnicos estatales, 
mientras nuevas formas de producir se impondrán bajo la exigencia de 
la pasteurización; legislación que refuerza el poder de las usinas 
lácteas en el territorio rural y de las empresas distribuidoras. 

Por otro lado, en especial las mujeres, deberán continuar 
sosteniendo la superposición de las tareas de la explotación con las de 
cuidado y producción para el consumo familiar, en simultaneidad de 
tiempos y multiplicidad de espacios que ellas refieren como 
“cercanos”, pero que en realidad significan una movilización constante 
entre la casa y el espacio de ordeñe o el campo abierto. La 
contribución del trabajo no remunerado al sostén de la actividad 
lechera es fundamental y no es posible registrarla desde otras fuentes 
que no sean memorias o testimonios orales. 
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Estrategias productivas y comerciales 
en la agroindustria yerbatera argentina 
(1991-2023) 


Lisandro Rodríguezl'! 


Introducción 


La agroindustria yerbatera se localiza en el nordeste de la Argentina y 
forma parte de las denominadas economías regionales (Rofman, 
2012). El producto elaborado se destina mayoritariamente (87% de la 
producción) al mercado interno, donde el mate adquiere el rótulo de 
infusión nacional.'?! En tanto cultivo poblacional, cumplió un rol 
estratégico para el área en estudio. La conformación de las unidades 
económicas responde, en gran parte, al proceso de colonización (con 
el fomento de la inmigración) impulsado por el Estado en el entonces 
Territorio Nacional de Misiones a principios del siglo XX (Coconi, 
1984). La resultante determina la primera evidencia en el proceso de 
diferenciación agraria: el estrato reconocido en la historiografía 
regional como colono accedió a explotaciones de hasta 25 hectáreas y 
los denominados plantadores obtuvieron bajo control grandes 
extensiones (Bartolomé, 1975; Schiavoni, 1995). La calidad de la 
tierra representa otro de los componentes en este proceso de 
diferenciación. El proletariado rural, reconocido como tarefero y 
tarefera (Haugg, 2022) se incorpora a la actividad en condiciones 
precarias y representan —históricamente- al sector más vulnerable de 
la cadena. 

En la actualidad esta agroindustria conforma un mercado 
oligopsónico, con una tendencia cada vez más notoria a la asimetría y 
a la concentración. En términos productivos y comerciales, el periodo 
en estudio ilustra con mayor claridad el proceso de diferenciación 
agraria y sitúa en un extremo a los pequeños y medianos productores 
y en el otro, a los grupos molineros concentrados, quienes obtienen las 


mayores tasas de ganancias. 

La yerba mate con palo es la forma predominante de producción, 
comercialización y consumo en Argentina.!”! El sector industrial 
molinero y las cooperativas producen, envasan y distribuyen 
mayoritariamente bajo esta modalidad. Las diferencias radican en la 
forma de producción, secado y estacionamiento. El método tradicional 
estipula que para que la yerba pueda ser comercializada debe tener un 
estacionamiento natural de dos años. Los procesos industriales —que 
requieren maximizar beneficios y reducir tiempos operativos—- apelan 
al conocimiento técnico, que se traducen en innovaciones 
tecnológicas, para alcanzar sus objetivos. En el sector yerbatero se 
invierten recursos en equipamientos que aceleran el proceso de secado 
y reducen los tiempos de estacionamiento en forma considerable 
(existen establecimientos con tecnologías que permiten ofrecer el 
producto con seis meses —-o menos- de estacionamiento). Por sus 
costos operativos no todos los productores y entidades pueden 
incorporar dicha metodología. Entonces, la polarización entre quienes 
adoptan estas formas de innovación y aquellos que no pueden 
costearlo es sustancial y representa otro indicador en el proceso de 
diferenciación agraria regional. 

El objetivo de este capítulo es identificar —desde la perspectiva 
histórica reciente y regional- las formas productivas y principalmente 
las de comercialización desarrolladas en la agroindustria yerbatera. 
Este último eslabón de la cadena posee la particularidad de que el 
precio final del producto lo establecen el sector industrial y las 
cadenas de supermercados, cuando la hoja verde y la canchada son 
fijadas por el Instituto Nacional de la Yerba Mate (INYM) o 
reglamentas por un laudo a través de la injerencia del Estado 
Nacional. La unidad de estudio se sitúa en la actual provincia de 
Misiones y la de análisis se constituye por las estrategias colectivas y 
asociativas implementadas por pequeños productores vinculados al 
cultivo. La óptica está puesta en las prácticas de acción colectiva y en 
los mecanismos económicos desarrollados por estos sujetos sociales 
para persistir en un agro cambiante y dinámico. Para el abordaje se 
prioriza la metodología cualitativa, a través de la consulta de 
documentos de las entidades (memorias) y de publicaciones 
periódicas. El corpus documental se complementa con entrevistas semi 
estructuradas a actores claves. 


La desregulación como punto de ruptura 


El decreto de desregulación 2284/91 pone fin a la injerencia del 
Estado, con el que se elimina la Comisión Reguladora de la Yerba 
Mate (CRYM), que había sido creada (Ley 12.236) en 1935 y que fue 
acompañada desde 1936 por el Mercado Consignatario de la Yerba 
Mate. Entre las funciones de la Comisión se encontraba la 
reglamentación de cada uno de los eslabones que conforman la 
cadena, es decir desde la producción hasta la comercialización (CRYM, 
1936). 

El retiro de la intervención estatal ubica a los agentes 
intervinientes en un escenario determinado por las reglas del mercado. 
El nuevo modelo de acumulación, cuya principal característica es la 
consolidación del neoliberalismo, provoca una crisis en el sector 
yerbatero y, por ende, en las formas tradicionales de asociación, 
presentes en el escenario rural misionero desde 1926. El 
funcionamiento de la entidad reguladora presentaba fuertes críticas e 
incluso fue intervenida por el gobierno de Raúl Alfonsín y Ricardo 
Barrios Arrechea (entonces gobernador de Misiones) en 1987. Ante 
este escenario, las voces de los protagonistas se mostraban proclives a 
la supresión de la Comisión 


cuando se veía venir lo de la CRYM todos estaban a favor de que se 
desregularice, aunque hoy digan que no, todos debemos asumir esa 
responsabilidad (Comunicación Personal, Pedro Angeloni, dirigente y referente 
del cooperativismo yerbatero, noviembre de 2014). 


La prensa gráfica provincial recoge voces que pronosticaban un 
panorama “favorable” para el sector en el contexto del libre mercado. 
Se destacan los argumentos del sector cooperativo 


(...) el pequeño y mediano productor no tendrá ningún problema y la 
desregulación será beneficiosa”, (...) “el productor (...) fue capaz de hacer una 
plantación de yerba mate, será capaz de administrar y comercializar la materia 
prima en un mercado libre.!*! 


El primer lustro luego de la desregulación no mostró 
modificaciones sustanciales en el escenario yerbatero. La estabilidad 


en el precio de la hoja verde y la canchada, como ciertos saldos 
exportables explican el contexto. Sin embargo, entre 1995 y 2000 los 
importes de la materia prima inician una caída notoria y, como 
contraparte, el del producto final en las góndolas mantiene cierta 
estabilidad, ocasionando el aumento de la brecha entre producción y 
comercialización, factor que genera una enorme transferencia de la 
renta en favor de la industria (molinos); como así también para un 
nuevo e influyente integrante del sector: las cadenas de 
supermercados (Gortari, 2007; Magán, 2008; Rau, 2012). 


Gráfico |: Valores comparativos de la producción de yerba mate en pesos (1990-2000) 
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Fuente: elaboración propia con datos de Freaza (2002), Magán (2008), Minoura y Minoura (2001). 


En el gráfico se percibe la reducción en el precio de la hoja verde 
y de la canchada, al tiempo que expone el comportamiento en el 
producto final, que oscila entre la baja y la alza, pero sin mostrar una 
caída exponencial como en el caso de la materia prima. Los guarismos 
ilustran con claridad la brecha a la que hemos hecho referencia. La 
variable refleja la distribución desigual de la renta yerbatera, al 
tiempo que explica los procesos de diferenciación agraria, asimetría y 
concentración, como parte de la dinámica agraria que aún persiste. 
Las memorias de la cooperativa yerbatera de Jardín América, cuyo 
presidente años atrás consideraba los posibles beneficios de la 
desregulación, describe el contexto e ilustra la situación crítica que 
enfrenta como entidad 


Ya ni siquiera podemos hablar de crisis, pues la situación actual que atraviesa 
el productor en general llegó a límites extremos, y el productor ya no tiene 
márgenes para nada, porque está al límite mismo de su subsistencia y de 
mantenerse esta situación tiende a desaparecer como tal (Cooperativa de 
Productores yerbateros de Jardín América, Memoria, 1999). 


Los cambios en el modelo de acumulación se traducen en la 
reconfiguración organizativa del sector agroindustrial yerbatero, bajo 
los parámetros del modelo neoliberal. A la terciarización de las 
cosechas y el transporte de la materia prima, se agregan la expansión 
de la informalidad y precarización del empleo asalariado (Rau, 2012). 
A nivel productivo, se registra la disminución e incluso la desaparición 
de numerosas unidades (particularmente las de menor tamaño), hecho 
que genera cambios tanto en la dotación de los factores como en las 
formas de organización del trabajo en las unidades que permanecen 
(Slutzky, 2011). Se reconocen en este sentido, unidades diversificadas 
y productores dedicados a otros cultivos, como complemento de la 
yerba mate. Además, la intensificación del capital para lograr una 
producción competitiva y la incorporación de nuevas tecnologías 
modifican la estructura agraria, que se refleja en la consolidación y 
expansión de la foresto-industria (Arzeno y Ponce, 2012). 

En lo que respecta a la actividad yerbatera las compañías de 
mayor capital apuestan al control vertical de la cadena, que va desde 
la producción hasta la comercialización. Esta variable es de suma 
importancia, principalmente en lo que refiere a la toma de decisiones 
sobre el cupo de cosecha asignado a los productores independientes, 
así como a la estipulación del precio del producto que se vende en 
góndola (Rodríguez, 2018). El relato de productores yerbateros e 
incluso las memorias de las cooperativas confirman un “secreto a 
voces” cada vez más presente en esta agroindustria: algunos molinos 
(incluso cooperativas de mayor tamaño) adquieren de productores 
independientes, cooperativas o secaderos el producto listo para ser 
comercializado y lo distribuyen con sus marcas comerciales 


Nuestro principal comprador sigue siendo Molinos Río de la Plata S.A. la 
misma adquirió el 80% de lo producido. También hemos iniciado una relación 
comercial con la firma CBSé S.A. la misma nos adquirió la cantidad de 2.100 
toneladas de yerba mate canchada. Con esta operación hemos podido deslizar 
parte del stock que veníamos acumulando, para la mencionada firma estamos 


haciendo molienda de yerba mate canchada, lo que nos permite tener nuestro 
molino en actividad permanente. En cuanto a la venta de yerba mate molida 
con nuestra marca, la misma se limita exclusivamente a lo que se vende en el 
mercado local y a nuestros socios (Cooperativa de Productores Yerbateros de 
Jardín América Ltda, Memoria, 1999). 


La molienda para terceros y la adquisición de la misma por parte 
de los industriales no es una novedad en el escenario agrario 
misionero. Los antecedentes datan desde los inicios de la actividad y 
durante la existencia de la CRYM estuvo reglamentada por la entidad. 
Lo notorio es que en la actualidad representa una práctica no regulada 
pero habitual 


Mirá, a nosotros desde la cooperativa nos informaron en la asamblea, se puso a 
discusión ahí digamos, adaptar un molino nuestro bajo los parámetros de una 
importante cooperativa. De esta manera ellos nos comprarían nuestra yerba. Es 
todo un tema porque si bien se garantiza recibir la yerba de los socios, se 
pierde mercado, porque ellos van a comercializar con su propia marca 
(Comunicación personal, productor yerbatero y socio cooperativo, noviembre 
de 2021).19! 


Las referencias citadas ilustran el proceso de concentración y 
asimetría en la actividad, factores que se explicitan en el siguiente 
acápite cuando hagamos alusión a la distribución y apropiación de la 
renta yerbatera. Sin embargo, conviene señalar que el contexto 
ponderado posibilita la emergencia e influencia de las cadenas 
comercializadoras, quienes juntos al sector industrial consolidan su 
papel en tanto eslabones que controlan la última etapa de la actividad, 
al tiempo que absorben las mayores ganancias (Magán, 2008). 

La modificación de la estructura agraria en general y los cambios 
en la actividad yerbatera en particular, con un escenario mediado por 
la lógica del mercado, provocaron una crisis generalizada en el agro 
provincial. 


En esta distorsión de precios, un papel preponderante debiera cumplir el Gobierno, 
en defensa del más débil (el productor) pero lamentablemente no lo hace, ni 
tampoco ha impulsado nuevas medidas tendientes a aumentar el consumo o 
desarrollar nuevos mercados (Cooperativa Andresito, Memoria, 1999, el 
resaltado es nuestro). 


Como consecuencia de este panorama, se inicia un periodo de 
elevada conflictividad entre los productores y la industria que 
“culminó” en 2002 con la creación del Instituto Nacional de la Yerba 
Mate (INYM). La movilización de productores que derivó en la 
creación de la entidad mencionada, es reconocida en la historiografía 


e imaginario local como el “tractorazo” (Rau, 2002; Gortari, 2007). 


Distribución de la renta y precio de la yerba mate a partir de la 
“nueva regulación” 


Luego de una década de desregulación, los productores movilizados 
bregan por la intervención del Estado en la actividad. Se crea en 2002 
el Instituto Nacional de la Yerba Mate (INYM), como ente oficial no 
estatal, una de las características que lo diferencia y dista de su 
antecesora CRYM. El objetivo principal de la naciente institución es 
fijar el precio de la hoja verde como de la yerba mate canchada. 
Queda en manos del sector industrial y de la cadena de supermercados 
establecer el costo del producto que se ofrece al consumidor en las 
góndolas. 

Entre las premisas que sostiene el INYM está que tanto el precio 
de la hoja verde, como el de la yerba canchada deben ser establecidos 
por unanimidad entre los distintos sectores que componen el instituto. 
El directorio se conforma por 12 miembros que representan a todos 
los eslabones de la cadena e incluye a los representantes 
gubernamentales de las provincias de Misiones y Corrientes, como así 
también del gobierno nacional. 

La puja de poderes y el desacuerdo recurrente dificultaron la 
tarea principal para la que fue creada la entidad: establecer el precio. 
Desde 2001 a la actualidad para lograr un acuerdo se recurrió en 20 
oportunidades a laudo nacional, una cifra muy elevada para una 
institución que cumplió dos décadas de existencia. Otras de las 
discusiones se centran en la carga impositiva sobre el producto y en la 
distribución de la renta en cada sector. La Confederación Argentina de 
la Mediana Empresa (CAME) a través del sector Economías Regionales 
elaboró un informe que detalla los costos en impuestos para cada 
eslabón de la cadena yerbatera: 


En enero de 2021, el precio promedio del paquete de un kilo de yerba mate en 


Capital Federal fue de $340,7. Del valor final, el productor explica el 22,4% 
($76,6); el sapecado, secado y canchado el 7,6% ($25,9); la molienda y 
envasado el 11,1% ($37,7), el mayorista el 10,7% ($36,6), el minorista el 8,9% 
($30,1), y los impuestos el 39,3% ($133,9) (CAME, 2021). 


Sin lugar a dudas, el sector más postergado de la actividad es el 
proletariado rural (tareferos y tareferas), quienes perciben el menor 
porcentaje de la renta que genera esta agroindustria. Según la 
Asociación Civil Defensa de Consumidores y Usuarios, de los $170 
(valores de 2019) del kilo de yerba mate que paga el consumidor, el 
cosechero sólo recibe $1,90 (DEUCO, 2019). La asociación citada 
realizó un estudio sobre la participación de los productores en el 
precio de las góndolas: 


Gráfico II: Precio pagado al productor, precio en góndola y brecha entre precio al productor y al 
consumidor (2016-2019) 


Fuente: https://deuco.org.ar/yerba-mate-precio-2016-2019/, fecha de consulta: 10/02/2022. 


Los datos del gráfico II ilustran con notoria claridad cómo el 
porcentaje de participación de los productores en el precio en las 
góndolas de los supermercados es cada vez menor; del 17,56% en 
2016 descendió al 6,73% en agosto 2019 (DEUCO, 2019). Un informe 
de la consultora Focus Market da cuenta de la evolución del precio en 
góndola. Como referencia utiliza la marca Playadito, elaborado y 
producido por la Cooperativa Liebig (Corrientes). 


Gráfico lll: Evolución precio de la hoja verde, canchada y en góndola (2002-2022) 


Fuente: Elaboración propia con información suministrada por el INYM y con datos de la Consultora Focus 
Market, 2021, recuperado en Alvez (2021). 


El gráfico III refiere a la evolución del importe de la yerba en 
góndola. La proyección del precio final pueden ser indicadores para 
medir la inflación (objetivo de la publicación realizada por la 
consultora), pero también para determinar la brecha entre los valores 
de la producción de hoja verde y canchada respecto del producto 
elaborado. Aquí podemos agregar otro indicador: para obtener 1 kg de 
yerba mate elaborada para su distribución se requieren en promedio 3 
kg de hoja verde. Al igual que en el gráfico L, es posible advertir cómo 
se comporta el mercado yerbatero, al tiempo que posibilita reconocer 
la asimetría entre los distintos agentes de la agroindustria. Además, es 
una clara alegoría a la situación en la que se encuentran los pequeños 
y medianos frente a los agentes distribuidores. Son estos los factores 
que permiten comprender la necesidad de que se generen estrategias 
de persistencia, sean asociativas o no. 

Las modificaciones en la estructura agraria y las decisiones 
dirigidas al sector yerbatero explican el escenario actual, donde esta 
agroindustria presenta un alto grado de concentración, graficados con 
claridad en la industrialización y el comercio. En el mercado nacional 
existen más de 200 marcas de yerba mate elaborados por unos 140 
establecimiento de molienda, pero solo diez marcas concentran el 80 
por ciento del mercado: Taragúí (Las Marías), Rosamonte (Hreñuk), 
Amanda (La Cachuera), Nobleza Gaucha (Molinos Río de La Plata), La 
Tranquera (Llorente), Playadito (Cooperativa Liebig), Aguantadora 
(Cooperativa Montecarlo) y Andresito (Cooperativa Andresito) 
(CONINAGRO-FEDECOOP, 2014; Rodríguez, 2018). 

A la notoria concentración del último eslabón de la cadena 


yerbatera, los productores deben sumar otro bastión a superar. La 
presencia en las góndolas de yerba mate cooperativa o asociativa es 
escasa en el concierto de marcas que existen en el mercado. Ante esta 
realidad -que se acentúa constantemente-las estrategias comerciales de 
las cooperativas y pequeñas asociaciones radican en distribuir sus 
productos por canales alternativos. Las ferias francas y los mercados 
solidarios representan opciones válidas 


Nuestra yerba se distribuye por redes distintas a la de los grandes molinos. Se 
vende a través del mercado solidario y tenemos presencia en distintos 
almacenes solidarios en todo el país. Demuestra también otro ideal y por más 
que quisiéramos no podemos competir con las grandes marcas, entonces 
debemos buscar la manera de poder comercializar. Esta red es muy buena 
porque vende productos de toda la agricultura familiar (Comunicación 
personal, productor asociado a cooperativa integrante del consorcio yerbatero, 
Misiones, septiembre de 2021). 


Estrategias productivas y comerciales de persistencia 
El Consorcio Esperanza Yerbatera como herramienta cooperativa 


En este acápite la lupa estará puesta en el accionar colectivo que han 
implementado un grupo de cooperativas de primer grado con el 
objetivo de generar estrategias de comercialización de yerba mate.!*' 
Los datos estadísticos recuperados reflejan las complejas condiciones 
de mercado que deben enfrentar los sujetos agrarios con menor 
capacidad de acumulación. Con excepción de las grandes cooperativas 
concentradas y más próximas al modelo empresarial la mayoría de las 
entidades asociativas venden su producto en un radio próximo a la 
entidad o en comercios locales, acompañados en los últimos años por 
ferias y mercados solidarios (Rodríguez, 2018). 

El producto cooperativo posee un nicho de distribución entre 
consumidores que optan por adquirir una marca colectiva, dado el 
componente reivindicativo y social que encierra. A pesar de esta 
elección, las cooperativas pequeñas no logran competir con la 
concentración a la que hemos hecho referencia, como tampoco con el 
dominio que mantienen en las góndolas de los supermercados, las 
principales industrias y molinos. Ante este panorama, algunos 
dirigentes de cooperativas —en particular las de menor tamaño- 
consideraron la necesidad de que el movimiento asociativo debe 


aglutinar sus fuerzas para persistir en el mercado 


Nosotros tenemos dos frentes, el de la comercialización, que resulta ser muy 
complicado porque no podemos competir con las principales marcas, pero 
también en la producción, porque al inicio de cada zafra, tenemos que 
garantizar a nuestros socios que vamos a poder recibir su yerba. Sino el socio 
vende su hoja verde a otro secadero, porque seamos realistas, necesita 
subsistir, si no vende su yerba no vive, estamos hablando de pequeños 
productores. Entonces tenemos que pensar en todo (Comunicación personal, 
dirigente cooperativo, agosto de 2023). 


La situación descrita permite identificar las condiciones que 
enfrentan las cooperativas, al tiempo que posibilita comprender la 
necesidad que tienen de generar estrategias de persistencia. Garantizar 
la recepción de la hoja verde de sus socios implica generar stock de 
materia prima y en especial de yerba canchada, producto base para la 
molienda y posterior comercialización. Entonces, si las entidades 
aúnan sus fuerzas y centralizan el stock de yerba mate canchada, 
podrían comercializar bajo el rótulo colectivo (consorcio) con un 
menor costo operativo, garantizando mayor renta y demostrando las 
diferencias entre costo de producción y precios de distribución que 
permite a las grandes empresas obtener márgenes extraordinarios de 
ganancias. 

En esta coyuntura se creó, en 2011, el consorcio cooperativo 
Esperanza Yerbatera!'”! como parte de las demandas del sector, al 
tiempo que fue impulsado por programas estatales emanados desde la 
Secretaría de Agricultura Familiar y desde Desarrollo Social.!*! Las 
cooperativas que impulsaron al consorcio se encuentran distribuidas 
en toda la provincia de Misiones. La particularidad de esta propuesta 
es que el sujeto social agrario responsable del accionar es 
exclusivamente un productor minifundista que no supera las 25 
hectáreas y que está asociado a cooperativas yerbateras. 

La acumulación en stock de yerba mate canchada garantiza la 
molienda y posterior distribución. Sin embargo, la ecuación no es tan 
simple, debido a que algunas entidades no cuentan con molinos 
propios. Esta realidad implica otro esfuerzo colectivo para obtener el 
producto final y evitar que la yerba de los asociados termine en 
secaderos privados o en molinos concentrados. Un factor no menos 
importante es el tiempo de estacionamiento de la yerba. El consorcio y 


las cooperativas implicadas bregan por sostener el estacionamiento 
natural de dos años antes de ofrecer a los consumidores. Es un criterio 
que apunta a obtener una yerba diferencial y, con ello, llegar a un 
público distinto. 

Sin embargo, y como hemos hecho referencia en el apartado 
inicial de este capítulo, las industrias reducen considerablemente los 
tiempos de estacionamiento a través de innovaciones técnicas. Si el 
tiempo se comprime a 6 meses, tendríamos un escenario en el que las 
empresas “saquen” dos veces por año el producto, ampliando 
considerablemente la brecha con las cooperativas y el consorcio. 


Las discusiones por el estacionamiento no son menor eh, si bien lo mejor son 2 
años por el tema del sabor y también el aspecto de la yerba, los molinos sacan 
cada seis meses y entonces que hacemos? Esta bien el consorcio junta la yerba 
de distintas cooperativas, pero hasta ahora no hay una marca única. Cada 
cooperativa vende su marca y bueno hay que plantearse todo, más vale que si 
apuntamos a bajar ponele de dos a un año el estacionamiento de nuevo hay 
que discutir el tema de las cámaras de secado y todo es plata, que acá no 
abunda (Comunicación personal, producto cooperativo, agosto de 2023). 


Las variaciones del contexto dificultaron el objetivo de lograr una 
marca unificada. Sin embargo, bajo el rótulo del Consorcio Esperanza 
Yerbatera se presentan al mercado seis marcas comerciales: Grapia 
Milenaria, Monte del Caá Guazú, Las Tunas, Titrayjú, El Inmigrante y 
Orembaé (Campo en acción, 27/05/2018). La distribución se realiza 
“tanto en la provincia de Misiones como en distintas regiones del país 
(Buenos Aires, Santa Fe, Mendoza, Catamarca, Salta y Córdoba, entre 
otras). Algunas también presentaron iniciativas de exportación a 
países como Estados Unidos, Rusia, Uruguay y Colombia” (Fabio, et al. 
2023, p. 166). 


Hay que organizarse y ver como relanzar el consorcio, porque así está bastante 
estancado, de las 11 cooperativas que iniciamos, algunas casi se fundieron o 
están con serios problemas económicos (Comunicación personal, dirigente 
cooperativo e integrante del consorcio, agosto de 2023). 


En la actualidad, la experiencia del consorcio no logra 
consolidarse plenamente. Aparecen viejos problemas vinculados a 
intereses disímiles entre las bases productivas y las cooperativas que le 


dan sustento. Las condiciones de mercado representan otras de las 
variables a ponderar. Sin embargo, consideramos que los procesos de 
diferenciación agraria, la concentración y las asimetrías en esta 
agroindustria devienen determinantes para comprender el escenario y 
el accionar de los pequeños productores, al tiempo que permite 
percibir las dificultades que se presentan para el accionar colectivo. 


Modelo agroecológico 


La propuesta agroecológica para la producción de yerba mate 
constituye una opción válida y una herramienta clave, principalmente 
para los pequeños productores. El enunciado se desprende de la 
capacidad real que tienen los agentes productivos en lograr una 
transición hacia la agroecología y abandonar con ello el sistema 
tradicional o convencional de elaboración. Adoptar este modelo de 
producción implica establecer un nexo armonioso y de manera 
sustentable con el ambiente. Nociones como producción orgánica y 
responsable -en términos sociales y económicos-constituyen una 
barrera difícil de sortear para los grandes molinos e industrias que, si 
bien disponen de capital, se encuentran limitados en su capacidad real 
de ajustar grandes extensiones de yerbales a una lógica que prioriza lo 
ambiental por sobre las ganancias. 

En cambio, para quienes cuenten con menos hectáreas de yerba 
mate realizar la transición representa un objetivo viable. La adopción 
del modelo agroecológico no se limita a la extensión de las unidades 
productivas, sino que implica cambiar el modelo productivo. El 
abandono del uso de herbicidas,'” la introducción de productos 
orgánicos, la intencionalidad de que la yerba mate “vuelva” a su 
hábitat natural, es decir bajo cubierta verde y entre los árboles 
nativos, |'%! constituyen algunas de las aristas. La decisión de realizar 
la transición demanda un tiempo prudencial que pareciera no 
ajustarse al requerimiento industrial vigente. 

Entonces, lo que en la actualidad se presenta como propuesta 
agroecológica en la elaboración de yerba mate, ilustra el cambio en la 
producción que cuenta con varias décadas de prácticas por parte de 
los productores misioneros, que han tomado la decisión aún en el 
contexto adverso al que hemos hecho referencia más arriba 


Lo que sucedió en la chacra de mi familia más o menos hace diez años, quizás 


quince años, fue que mi papá dejó de utilizar herbicidas o algunos productos 
químicos para fertilizantes, uno por la cuestión económica y segundo desde su 
visión más ecológica (...). Lo primero que hizo fue adaptar el yerbal como un 
potrero para incorporar vacas, luego se decidió poner ovejas y esa fue una 
mejor idea o una revolución en la idea porque las ovejas también consumen 
todo lo que es la maleza y demás yuyos silvestres, no comen la yerba o si 
comen es mínimo el daño que realizan, bueno se dejan de utilizar herbicidas y 
al mismo tiempo con el abono, con el estiércol de las ovejas se junta digamos 
los que es el brete de las ovejas y se hace un biofertilizante (...). Desde hace 
mucho tiempo 50 o 60 años el yerbal siempre estuvo bajo monte, no monte 
tupido pero siempre hubo árboles dentro de los líneos de yerba, entonces la 
yerba siempre estuvo protegida, porque viste que la yerba es un árbol nativo 
de la selva y se genera un microclima que es beneficio para la yerba y bueno 
quizás teniendo esas características de no utilizar herbicidas pero al mismo 
tiempo dejar que la yerba este en un ambiente lo más parecido al monte 
misionero de las características para lograr un yerbal agroecológico 
(Comunicación Personal, Johan Sand, productor agroecológico e integrante de 
Oberá Agroecológica, agosto de 2023). 


El relato enuncia desde la perspectiva del actor, las características 
de un yerbal agroecológico. Refiere desde las condiciones materiales, 
hasta los años dedicados para lograr la transición desde el modelo 
tradicional. Sin embargo, las definiciones de agroecología superan a 
las discusiones semánticas. En la provincia de Misiones, además de los 
productores integran el sistema, el Estado, ONG y demás miembros de 
la sociedad civil. La variada participación de sujetos sociales permite 
interpretar —además del interés suscitado- la existencia de varias 
formas agroecológicas (Schiavoni, 2022). El término en plural alude a 
que no existe un consenso pleno en la definición, como así tampoco en 
las prácticas conducentes a la implementación de un sistema que, a 
priori es definido por algunos de los integrantes como “la única forma 
posible de producción en equilibrio con el ambiente” (Comunicación 
Personal, Marta Ferreira, ministra de Agricultura Familiar de 
Misiones, junio de 2023). 

De la capacidad estatal nos interesa ponderar el rol que asume en 
la certificación agroecológica. Es decir, qué atributos se requieren para 
catalogar a una explotación agraria bajo el paraguas de la 
agroecología. En 2019, desde Agricultura Familiar se publica un 
“Manual Operativo” que tiene como eje central el Sistema Único de 
Certificación Participativa (SUCP), cuya característica es la 


intervención activa de los productores y demás miembros de la 
sociedad civil. En los sistemas participativos de garantía, la 
certificación se entiende como un proceso continuo, y sostenido, de 
mejora hacia prácticas cada vez más sostenibles. Este proceso se 
realiza en dos fases, y en ambas participa activamente la comunidad 
local (Valera Sendra y Sieb, 2019, p. 3). 

Sin embargo, de la lectura del manual se infiere que la atribución 
más destacada emana del propio Estado provincial. A través de la 
Secretaría de Agricultura Familiar se encarga de definir las normas de 
producción agroecológica, como así también de establecer los 
procedimientos para la certificación participativa. Además, el 
mencionado manual cuenta con una guía para realizar “una correcta 
visita de campo”, donde se detallan las variables a ponderar por el 
técnico en las chacras agroecológicas. 

A la fecha no se cuenta con un registro oficial de la cantidad de 
yerbales que producen bajo el rótulo agroecológico, como tampoco del 
número de productores involucrados. Se estima que en la provincia 
existen 12 chacras! ''! que poseen la certificación del Estado y otras 80 
que están en la etapa de transición. Sin embargo, es factible identificar 
unidades productivas que incluyen prácticas agroecológicas pero que 
no están registradas y no cuentan con la certificación como tales. Una 
de las lecturas posibles es que estos productores no están del todo 
convencidos sobre la mirada que tiene el Estado respecto del modelo 
agroecológico o sobre los cánones establecidos para la certificación, 
aunque dicha discusión excede la propuesta de este trabajo. 

Si fijamos la óptica en la producción bajo este modelo, advertimos 
que estamos ante la presencia de un producto diferenciado. Aquí 
radica una de las premisas que postula nuestra contribución. Al dirigir 
la atención a las formas económicas y a las estrategias de persistencia 
apreciamos que es en la producción donde los pequeños productores 
encuentran alternativas para luego presentarse al mercado con un 
producto diferencial. La articulación entre los sujetos que asumen este 
desafío se da principalmente por la conformación de redes y 
organizaciones. Sobresalen entre las mismas Somos Red y Oberá 
Agroecológica. Las acciones colectivas contemplan desde la articulación 
entre los productores de distintos puntos de la provincia hasta 
encuentros de discusiones y capacitaciones. En las últimas reuniones 
estuvieron presentes representantes del Instituto Nacional de la Yerba 


Mate (INYM) y funcionarios de la Dirección Nacional de Agroecología 


(...) estuvo el INYM con nosotros y ahí bueno desde principios de año se les 
tiró la idea de che bueno esto, el camino es hacer que la yerba sea 
agroecológica, porque le beneficia al pequeño productor, beneficia al ambiente 
(...). Estuvo Eduardo Cerdá que es el director de la dirección nacional de 
agroecología. Y ellos tienen el objetivo o al menos nos propusieron, nos 
prometieron perdón, armar un mapeo de los yerbales agroecológicos y de los 
productores (Comunicación Personal, Johan Sand, productor agroecológico e 
integrante de Oberá Agroecológica, agosto de 2023). 


La apuesta productiva contempla principalmente la armonía con 
el medio ambiente, sin desconocer la necesidad de mercado para 
persistir. Aquí es donde los productores agroecológicos se encuentran 
con una gran limitación, porque no cuentan con un sello distintivo 
que les permita diferenciar los paquetes de yerba mate que se 
comercializan bajo esta modalidad. 


Si se logra distinguir en el paquete mismo las yerbas agroecológicas de las que 
no son agroecológicas sería un boom porque se daría mucho más precio o un 
mejor precio quizás a la yerba agroecológica y eso haría que muchos otros 
productores también quieran hacer la transición hacia la agroecología 
(Comunicación Personal, Johan Sand, productor agroecológico e integrante de 
Oberá Agroecológica, agosto de 2023). 


La referencia deja al descubierto una compleja realidad para el 
pequeño productor y un límite a la hora de propagar el modelo 
productivo. No existe en el mercado un precio diferenciado como si lo 
tienen, por ejemplo, las yerbas orgánicas. El escenario exige a los 
productores a buscar canales alternativos para distribuir sus productos 
y al mismo tiempo bregar para que su producción reciba el atributo 
necesario que les permitan presentarse al mercado como diferenciales. 


Consideraciones f inales 


Las tres décadas que constituyen el periodo en estudio de este capítulo 
se caracterizan por la concentración del capital de quienes controlan 
la última etapa del proceso yerbatero: la industrialización y la 
comercialización. Esta situación relega al sector productivo (sobre 


todo al pequeño y mediano productor) a la descapitalización y da 
origen a un mercado oligopsónico. El precio de la yerba mate y la 
irrupción -cada vez con mayor peso-de las cadenas de supermercados 
determinan gran parte de la actividad yerbatera de la Argentina. Se 
consolida así, una estructura que inclina la balanza a favor de los 
grupos más concentrados, en detrimento de los productores y de los 
modelos asociativos. 

Se percibe —además-la concentración de las unidades productivas 
y la consecuente disolución de las más pequeñas, la pérdida de 
márgenes de autonomía en las decisiones del eslabón de la producción 
primaria respecto de volúmenes y precios, y el repliegue del Estado en 
algunas de sus principales funciones reguladoras relacionadas a la 
actividad agrícola. Se agregan otros factores de características 
particulares, que dificultan aún más la situación de los pequeños 
productores familiares. Se pueden destacar la liberalización de la 
plantación del cultivo (limitado en 2021 por el INYM) y la disparidad 
de rendimientos productivos entre los yerbales recientemente 
implantados y aquellos de antigua data atados a rendimientos 
históricos marcadamente menores. Estos procesos repercuten y se 
consolidan como límites importantes en la capacidad de ascenso 
social, principalmente para quienes cuentan con una menor capacidad 
de acumulación. 

La desregulación de la actividad a través de la supresión de la 
CRYM, ubicó a todos los sujetos sociales en un plano condicionado por 
las reglas del mercado, donde los grandes perdedores fueron los 
pequeños y medianos productores, junto a sus cooperativas. La década 
de la libre concurrencia potenció la polarización y acentuó el proceso 
de diferenciación agraria. Con la creación del INYM, los menos 
favorecidos depositaron sus esperanzas en la naciente entidad. Las dos 
décadas de existencia demuestran que aún resta mucho por hacer y 
que la tarea no será sencilla. 

Las formas de resistencia y disputa de mercado por parte de los 
pequeños productores adquieren distintos matices acordes al contexto 
en el que se desarrollan. La lucha por la distribución y venta del 
producto final a través de canales alternativos como ferias y mercados 
solidarios constituyen una herramienta que permite explicar la 
persistencia del sector. Las cooperativas y otras formas colectivas 
como el consorcio yerbatero, se constituyen en pilares en esta 


contienda de poder con los grandes grupos empresarios. 

En esta contribución se ponderaron acciones o estrategias que 
implementan los productores yerbateros. El consorcio, como entidad 
ya constituida -aunque con vaivenes-y la agroecología como forma 
alterna y sostenible de elaborar yerba mate constituyen herramientas 
para el sector. El mercado ilustra las diferencias y as allí donde se 
dirimen la concentración y asimetría, sin embargo, es en el eslabón de 
la producción donde se concentran las principales variables para la 
persistencia. La disputa es claramente desigual y son los sujetos menos 
favorecidos los que tienen que bregar por generar ideas renovadas 
para dar pelea y resistir. 
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denominada hoja verde, producto que requiere una exposición a altas temperaturas 
para reducir los niveles de humedad. La resultante de dicho proceso es la yerba 
canchada, que será insumo necesario para la molienda. A partir de allí empieza la 
etapa de estacionamiento y posterior comercialización. « 

4. El Territorio (17 de diciembre de 1991). Posadas. « 

5. Se omiten los nombres de los productores entrevistados con el objetivo de 
preservar su identidad ante información sensible. « 

6. El escenario yerbatero presenta antecedentes respecto de la articulación entre 
cooperativas. Como propuesta primigenia se encuentra el accionar de la Federación 
de Cooperativas Agrícolas de Misiones (FEDECOOP), desde donde se promueve la 
comercialización de una marca colectiva común. Las diferencias internas, los 
intereses de los distintos estratos, sumado al contexto, desestimaron -luego de un 
periodo el sostenimiento-esta propuesta (Rodríguez, 2018). Como segunda 
experiencia, pero desde la óptica estatal se implementó el plan denominado 
“Nande Yerba”. El mismo estaba dirigido al productor de yerba mate y tenía por 
objetivo principal la elaboración y comercialización de una marca para el 
productor misionero. Es otra de las medidas socavadas por el modelo neoliberal. « 

7. Al momento de su creación, el consorcio estuvo compuesto por 11 entidades 
cooperativas de primer grado: Cooperativas Yerbatera de Apóstoles, Agrícola 
Yerbatera de Apóstoles, Las Tunas Agrícola Industrial, Agrícola Tealera Campo 
Viera, Agropecuaria y de Consumo El Colono, de Trabajo y Consumo Río Paraná, 
Agrícola Hipólito Yrigoyen, Agropecuaria Forestal de Industrialización y 
Comercialización, Agropecuaria y Forestal Siete Estrellas y de Servicios Públicos, 
Agropecuaria y Forestal San Lorenzo, Agropecuaria e Industrial Paraje KM 1.308 
limitadas. « 

8. En 2018 el consorcio recibe el desembolso de $2.907.665 provenientes del 


10. 


11. 


Ministerio de Desarrollo Social de la Nación y ejecutados a través de un proyecto 
del Plan Nacional de la Economía Social “Creer y Crear” diseñado desde Ministerio 
de Agroindustria de la Nación, con el objetivo de aumentar la participación de las 
cooperativas en el mercado de la yerba mate envasada. Campo en acción (27 de 
mayo de 2018). Entre Ríos. https: //campoenaccion.com/actualidad/fortalecen-11- 
cooperativas-del-consorcio-de-cooperacin-esperanza-yerbatera.htm « 


. El cultivo de yerba mate no compromete el uso intensivo de agroquímicos o 


pesticidas. En la tarea de “limpieza” de los yerbales convencionales se utiliza un 
herbicida con base de glifosato reconocida por su marca comercial (Round Up). Sin 
embargo, la producción agroecológica pretende eliminar por completo la 
incorporación de dichos agentes en los distintos eslabones de la cadena yerbatera. 
Desde la órbita estatal, en 2023 se sanciona la ley provincial XVI N” 124 que 
prohíbe el uso del glifosato en todo el territorio de Misiones a partir de 2025. « 

La industria moderna se encargó de “sacar” a los yerbales de la selva a principios 
del siglo XX, para ubicarlos a cielo abierto, como plantaciones independientes, 
separadas unas de otras por una distancia corta y en hectáreas contiguas, 
dibujando un nuevo paisaje de marea verde en la zona productora. « 

Es necesario considerar que la clasificación de chacras no se limita a la producción 
de yerba mate y que los productores involucrados en la agroecología enfrentan el 
desafió de realizar la transición de todas las producciones de sus explotaciones. « 


Una ruralidad combativa 


Protestas y huelgas de crianceros en Neuquén (2010-2015) 
María Inés Rodríguez!!! 


Introducción 


En la provincia de Neuquén los crianceros constituyen un sujeto usual 
en el paisaje del norte y centro neuquino. Se caracterizan por la cría 
de ganado menor (caprino/ovino) y, eventualmente, de ganado 
vacuno. Esta actividad se organiza a través de la trashumancia que no 
solo es una modalidad de organización del trabajo, sino que también 
constituye un estilo de vida (Bendini, 2010). A menudo complementan 
esta actividad con la elaboración de artesanías, recolección o trabajo 
extra-predial para garantizar la reproducción del grupo doméstico 
(Comerci, 2018). Las formas de tenencia de la tierra para el desarrollo 
de esa actividad productiva son precarias y se dan bajo la ocupación 
con o sin permiso, lo que hace que se enfrenten con el permanente 
avance de la frontera productiva traccionada por la ganadería 
empresarial, la producción petrolífera y las actividades turísticas. Los 
sistemas de comercialización en los que participan suelen generar 
abusos de mercado con la venta atomizada del ganado en pie y sin 
capacidad de negociación. 

En función de esas características, generalmente, se los suele 
ubicar en el universo de la agricultura familiar, aunque se los puede 
definir como campesinos, dado que tienen dificultades para acumular 
excedentes, un acceso limitado a los recursos naturales y una lógica 
particular en la construcción del espacio, propia de la territorialidad 
campesina.” Sus unidades productivas se encuentran internamente 
vinculadas por lazos de parentesco, en las que predomina la fuerza de 
trabajo familiar y donde se evidencian dificultades estructurales para 
la acumulación de excedentes. Así, la familia como eje central de la 
reproducción social nos permite observar que los crianceros organizan 


los procesos de producción y trabajo, regulan el acceso a los recursos y 
a la propiedad a través de los mecanismos de herencia y transmisión 
del patrimonio (Hocsman, 2003; Cowan Ros y Schneider, 2008). 

Como es sabido, en las últimas décadas, con el avance del 
neoliberalismo y el modelo de los agronegocios, el espacio rural fue 
profundamente atravesado por cambios tecnológicos, productivos y 
sociales. Las nuevas formas de organización del trabajo, caracterizadas 
por su flexibilidad y las estrategias a partir de las cuales el capital 
financiero se apropió de los recursos naturales, pusieron en tensión 
tanto formas —devenidas- en “tradicionales” de trabajo como el 
vínculo con los factores productivos, particularmente, la tierra. El 
progresivo avance de las actividades hidrocarburíferas y la creciente 
intensificación de la producción ganadera, ligada a explotaciones 
empresariales, modificó el perfil productivo de la región. De esa 
forma, se acentuó el cercamiento de campos y, con ello, los cambios 
en el diseño y manejo de la producción ganadera. Este proceso 
tensionó las relaciones sociales de producción tornándolas cada vez 
más conflictivas. En este escenario, los crianceros se vieron obligados 
a recurrir a diversas estrategias y formas de resistencia frente al 
avance del agronegocio (Comerci, 2018). Esto no solo reconfiguró de 
raíz las lógicas productivas, sino que alteró además las identidades de 
los sujetos agrarios. 

En ese marco, los crianceros, en tanto trabajadores y agentes del 
espacio rural, se encuentran afectados por estas transformaciones que 
los ubican en una permanente situación de vulnerabilidad. Así, en ese 
contexto, las estrategias y formas de resistencia se profundizaron y 
visibilizaron la situación crítica de estos sujetos agrarios. Sobre esa 
base, en este capítulo nos interesa indagar en las acciones colectivas 
de protestas de los crianceros acontecidas en las ciudades de Zapala y 
de Neuquén, principales nodos comerciales y administrativos que 
constituyen el centro de logística internacional y de la Patagonia 
norte, dada su cercanía con el Paso Internacional Pino Hachado y por 
la creación de la “Zona Franca Zapala”. Este nodo comercial del centro 
neuquino se relaciona con el noroeste en donde la producción 
ganadera trashumante caprina y ovina, que refleja un vínculo estrecho 
entre el entorno y las prácticas culturales, se suma hacia el sur de la 
región la ganadería bovina. A su vez, es en esta zona donde tienen 
asiento territorial las principales asociaciones de crianceros y, por 


ende, se caracteriza por la mayor cantidad de población criancera 
según la Secretaría de Desarrollo Territorial y Ambiente del Gobierno 
de la Provincia de Neuquén. En términos temporales, nos 
concentraremos en el período de hegemonía de los agronegocios que, 
entendemos, se opera en el lapso que va entre los años 1999 y 2018. 
Como lo sugiere la comparación de los Censos Nacionales 
Agropecuarios de 1988, 2002 y 2018, se trata de un lapso en el que se 
consolidan tendencias como la agriculturización, la liquidación de 
explotaciones agropecuarias, el aumento promedio de las escalas de 
producción y cierta polarización de la estructura agraria (Barsky y 
Gelman, 2009; Azcuy Ameghino y Fernández, 2019). 

Para ello, pondremos en diálogo los aportes teóricos de la Historia 
social del trabajo con las herramientas propias de la teoría de la 
acción colectiva, dado que nos permitirá abordar la problemática de 
los procesos de trabajo de los crianceros. Además, nos facilitará 
reconocer sus demandas, a través de qué formatos las trasladan al 
espacio público, qué solidaridades se construyen y quiénes las resisten. 
De este modo, nos situamos por fuera de la idea de protesta asociada 
exclusivamente a la actividad obrera y a su formato de huelga. 
Tomaremos la propuesta de Van der Linden (2019) para pensar la 
categoría de trabajadores. La misma difiere de los supuestos 
convencionales y permite considerar una heterogeneidad de 
posiciones existentes al interior del mundo del trabajo rural. En ese 
sentido, partiremos de entender las acciones colectivas de protesta 
como un acontecimiento histórico que presenta un carácter ineludible: 
“es esperado como un efecto necesario, como un resultado de un 
cierto desencadenamiento de causas o de condiciones previas” 
(Bertrand, 2011, p. 143). De esa forma, las protestas constituyen una 
vía de acceso privilegiada para analizar cómo se alteró (o no) su 
práctica de la trashumancia, cómo se desarrollaron las pautas de 
adaptación al nuevo modelo, qué conflictos emergieron en relación 
con el acceso a la tierra y quiénes son los actores que forman parte de 
los mismos y, por último, cómo mediaron el Estado provincial y el 
Movimiento Popular Neuquino en ese proceso de lucha. 

El presente capítulo se encuentra estructurado en tres apartados. 
En el primero, ofrecemos algunas precisiones metodológicas para el 
abordaje de las protestas desplegadas por crianceros neuquinos en el 
contexto de hegemonía de los agronegocios. En el segundo, 


presentamos algunas características socioeconómicas vinculadas tanto 
con la estructura económica de la provincia de Neuquén como con la 
reproducción de las familias crianceras. Por último, en el tercero 
analizamos las protestas de crianceros desarrolladas entre 2010 y 
2015; nos interesa identificar las redes conflictuales que le dieron 
origen, las demandas y la construcción de diversas solidaridades en 
torno a la acción de los crianceros. 


Claves metodológicas para el estudio de las protestas 


En este trabajo partimos de repensar a los crianceros desde su 
heterogeneidad y complejidad, procurando observar otras esferas de 
trabajo que forman parte del proceso productivo. Esto implica 
considerar no solo las características que enunciamos más arriba, sino 
también las formas institucionales del modo de regulación (Neffa, 
1998), fundamentalmente, del Estado provincial. En ese sentido, 
consideramos que las protestas de los crianceros se inscriben en redes 
conflictuales locales y nacionales que trascienden las organizaciones 
de productores que aparecen en la convocatoria de la protesta. Esta 
operación implica prestar atención a la existencia previa (visible o no) 
de situaciones conflictivas que presiden la acción colectiva que 
deviene en protesta social. Dichos conflictos pueden ser definidos 
como el resultado de la diversidad de valoraciones que tienen dos o 
más agentes sobre un bien público que evalúan como importante, ya 
sea por la cualidad del bien en relación con la reproducción material 
de los agentes, su peso simbólico o de otros mecanismos de 
constitución de la realidad social. De forma paralela, es necesario 
atender a los campos de negociación que se habilitan con la 
estructuración de las redes conflictuales. Con esto hacemos alusión a 
las instancias vinculadas al complejo relacional y orientadas a 
solucionar o dar salida a la protesta. Su configuración responde a los 
mecanismos de atracción y rechazo, por lo que su delimitación implica 
estrategias de persuasión y procesos de conversación. Estos factores 
marcan y redefinen la protesta o el consenso (Scribano, 2003). 

En función de lo anterior, las manifestaciones sociales y públicas 
llevadas a cabo por los trabajadores rurales serán enmarcadas como 
acciones colectivas contenciosas. Las mismas se entienden como actos 
reflexivos y deliberados que se inscriben en el espacio público en 


calidad de acciones políticas a partir de su capacidad para movilizar a 
la opinión pública y ejercer presión sobre las decisiones políticas. Es 
importante reconocer que, a su vez, dichas acciones se presentan 
discontinuas, constituyendo una dinámica caracterizada por períodos 
de movilización y desmovilización (Tilly, 2000). Las estrategias 
desarrolladas por los sujetos rurales, en tanto, serán categorizadas 
como repertorios de contienda. Estos repertorios se constituyen como 
la totalidad de los medios que dispone un grupo para plantear 
exigencias de distinto tipo a otros individuos o grupos (Tarrow, 1997, 
p. 65). Asimismo, a los fines de reconocer las especificidades de las 
demandas y estrategias de resistencia entabladas por los crianceros, 
consideramos a esas acciones como “formas de lucha, poder y 
coerción en las cuales un grupo de trabajadores actuando 
colectivamente deja de trabajar para exigir reivindicaciones 
económicas, sociales y/o políticas que interesan a los trabajadores 
directamente implicados o no” (Van der Linden, 2019, p. 175). 

Sobre esa base, las protestas de crianceros ocurridas entre los 
años 2010 y 2015 se estudiarán a partir del aporte metodológico de 
Gordillo et. al. (2012), que nos permitirá deslindar las instancias de 
luchas colectivas, sus formatos y actores. En función de esto, 
retomaremos la información del periódico de mayor circulación de la 
provincia, según el Instituto Verificador de Circulación (IVC), el diario 
Río Negro. Cabe advertir que, a pesar de que el empleo de la prensa 
simplifica la complejidad de la información en relación con la que 
circula para otros públicos (especializados) y a otras escalas de la 
política, constituye el canal por el cual la acción contenciosa se 
manifiesta. A su vez, es un canal habitual de mediatización de la 
ruralidad, es decir, un soporte privilegiado para explorar discursos y 
representaciones (Carniglia, 2004). El procesamiento de la 
información contenida en la prensa se realizará atendiendo a las 
siguientes variables: fecha del diario, fuente, ubicación, fecha de la 
protesta, lugar de la protesta, titular, tipo de protesta, formato, tipo de 
acción y organizadores (Gordillo et. al., 2012). La identificación de 
esos elementos facilitará el análisis de las acciones colectivas 
realizadas por los crianceros y se complementarán con la 
caracterización de cuatro dimensiones lógicas: el inicio de la huelga, 
el sostenimiento de la huelga y la finalización y desenlace de la huelga 
(Van der Linden, 2019). 


En definitiva, consideramos a las protestas sociales estructuradas 
por los crianceros como una forma de acción colectiva de carácter 
contencioso e intencional que adquiere visibilidad pública y se orienta 
al sostenimiento de demandas, centralmente frente al Estado. Este 
punto de partida posibilitará atender a las tensiones y conflictos que 
expresa dicho actor, como así también analizar cómo opera el Estado 
provincial, particularmente el Movimiento Popular Neuquino, y cómo 
recepciona esas demandas. Así, intentamos responder a las preguntas: 
quiénes, por qué, cuándo, dónde, cómo y para qué protestan nos 
permitirá elaborar marcos interpretativos no solo para captar los 
cambios en los tipos de conflictos, los actores, las demandas y los 
formatos de las protestas, sino también para poder considerar cuál es 
el modelo productivo que propone el gobierno provincial, como esta 
forma de comprensión de lo rural se cristaliza en conflictos y qué 
soluciones se proponen teniendo en cuenta la centralidad que ocupa el 
trabajo de los crianceros en el centro y norte de la provincia de 
Neuquén, la trashumancia y ciertas prácticas que persisten o se 
reestructuran como forma de resistencia a las transformaciones del 
espacio rural. 


Características y dinámica socioeconómica de los crianceros 
neuquinos 


La ganadería trashumante del centro y norte de la provincia de 
Neuquén se afirma por fuerza de su inercia histórica, adecuándose a 
las nuevas realidades, habilitando otras respuestas y afirmaciones para 
sostenerse como una actividad productiva sobresaliente dentro en la 
estructura agraria de la Patagonia norte (Guagliardo, 2015). El 
Movimiento Popular Neuquino, que gobierna la provincia desde 1962, 
ha intentado regular el trabajo de los crianceros, apelando a diversos 
instrumentos normativos como la Ley nacional 27718 de reparación 
histórica de la agricultura familiar y la ley provincial 3016 de 
trashumancia. No obstante, esas regulaciones parciales o segmentadas 
no respetan el carácter estructural de la actividad productiva y 
distorsionan las respuestas en términos de políticas públicas. En esa 
clave, el presente apartado tiene por objetivo presentar una breve 
descripción de la dinámica y la estructura socioeconómica de la 
provincia de Neuquén como punto de partida para comprender las 


protestas realizadas durante el período de hegemonía de los 
agronegocios. 

La producción de lana, como todas las actividades productivas, se 
encuentra sujeta a importantes fluctuaciones. Hacia fines del siglo XX, 
el valor bruto de la producción para el mercado disminuyó de 75% a 
50% en consonancia con la caída del precio internacional de la lana y 
la paridad cambiaria que imponía una ecuación desfavorable para la 
exportación. Esto significó una situación crítica para los crianceros 
que se tradujo en el empeoramiento de sus condiciones de vida y, 
consecuentemente, en procesos de descomposición social (Bendini y 
Stembreiger, 2010). Durante el cambio de siglo, estas tendencias se 
revirtieron alcanzando los valores históricos, principalmente por el 
incremento del precio internacional de la lana y del pelo. Estos 
factores fueron ayudados por la devaluación del peso argentino y por 
los alcances de los programas sectoriales y las políticas diferenciadas 
implementadas por el Estado nacional.!”! Estas políticas generaron 
condiciones para el mejoramiento de las pautas de comercialización, 
por medio de la asistencia técnica y de la transformación de la 
organización social del trabajo de las familias de crianceros. 
Asimismo, este contexto estimuló la profundización de las estrategias 
asociativas que se plasmaron en la creación de diversas 
organizaciones, muchas de las cuales articulan el aspecto socio- 
productivo con reconocimiento de lo étnico. Entre esos espacios se 
destacan: la Mesa Campesina, la Federación Indígena, la Asociación de 
Crianceros Unidos, las Asociaciones Indígenas no Federadas, las 
Cooperativas federadas y no federadas y el Consejo Agrario Indígena. 
141 En los perfiles institucionales de estas organizaciones se puede 
observar el predominio del componente gremial, es decir, constituyen 
organizaciones centradas en la defensa de los intereses de un 
determinado colectivo o base social y, secundariamente, orientada a 
mejorar las condiciones de reproducción de esos sectores (Carini, 
2019). 

En ese marco de fluctuaciones de la producción lanera, se 
perciben algunas tendencias generales de otros espacios productivos 
como el proceso de liquidación de las explotaciones agropecuarias. La 
comparación de los Censos Nacionales Agropecuarios del 2002 y 2018 
registra una pérdida de un 35,83% de explotaciones agropecuarias, en 
términos absolutos se pasó de un total de 5.568 unidades productivas 


a 3.573, y el estrato más afectado fue el de las unidades menores a 
500 hectáreas. Es en este estrato donde, usualmente, se ubica a los 
sectores ligados a la agricultura familiar (INDEC, 2002-2018). En esa 
estructura, predomina como tipo jurídico de productor la persona 
física, aunque vio reducida su presencia histórica, pasando de 
controlar 4.851 unidades productivas, en 2002, a 3.250, en 2018, lo 
que implicó una reducción porcentual en el período intercensal del 
33,01%. A pesar de que estos procesos —por las características que 
enunciamos más arriba— no afectaron directamente a los colectivos de 
crianceros, si son indicativos de una creciente presión sobre la tierra, 
puesto que dan lugar a concentración económica. Es decir, muestran 
cómo en las últimas décadas existió una puesta en valor de nuevas 
tierras y una revalorización de las existentes para diferentes usos, 
especialmente para la producción agropecuaria, los hidrocarburos y el 
turismo. 

Las formas de organización del trabajo rural también mutaron 
sustancialmente en el marco de los agronegocios. Así, a los fines de 
poder identificar a los crianceros en esos procesos, es necesario 
observar la dinámica poblacional de la provincia de Neuquén. La 
población rural de la provincia evidencia una sostenida caída: en el 
año 2001 descendió la población con respecto al año 1991, de 13, 
54% a 11, 42% y, para el año 2010, esa tendencia se ubicó en un 
8,39%. En el caso de los crianceros, como plantea Comerci (2018) y 
como acontece con otros sujetos agrarios, la expulsión del ámbito 
rural se motiva en acceder a ciertos bienes y servicios como educación 
formal y salud pública. Además, en el caso de los crianceros, ese factor 
se acentúa dado que usualmente complementan ingresos con trabajo 
extra-predial, especialmente en las actividades petroleras y en la 
participación de mercados de artesanías. 

De esa forma, la movilidad estacional asociada a la trashumancia 
se suma a aquellas de carácter diario, esporádico y definitivo 
relacionadas con la búsqueda de recursos, trabajo y servicios. Por 
ejemplo, en los últimos diez años, se han identificado una movilidad 
de tipo semanal asociada con “la doble residencia” de los crianceros 
en el campo y en el pueblo. En este último, a veces se ubican mayor 
tiempo las mujeres, encargándose del cuidado de los niños y las niñas 
(Bendini y Stembreiger, 2010). La multiocupación y la movilidad 
espacial son parte de las prácticas adaptativas de estos productores y 


productoras. En el caso de los crianceros, predominan las familias 
monoactivas agropecuarias, aunque la pluriactividad crece en forma 
paulatina en el medio rural, se alejan de sus comunidades los actores 
más jóvenes durante la temporada de verano para fortalecer la 
estrategia de reproducción familiar. Sin embargo, en la mayoría de los 
casos se desarrolla sin abandonar el campo y con una nueva división 
sexual y espacial del trabajo en el marco de las familias (Navedo, 
2008). Si bien los porcentajes anteriores reafirman la tendencia 
histórica de despoblamiento rural, la cantidad de trabajadores rurales 
—comparando los Censos Nacionales Agropecuarios de 2002 y 2018- 
se incrementó. Dentro de los trabajadores permanentes, sigue teniendo 
mayor incidencia el “encargado, mayordomo o capataz”, aunque ha 
descendido un 6,9%, pasando en el 2002 de 232 personas a 216 en el 
2018; pero se observa un predominio del trabajo directo de los 
propios productores. 

En definitiva, estos procesos muestran cómo el avance y cierre de 
las fronteras, tanto internacionales como productivas, ponen un límite 
a la movilidad del pastoreo del ganado y condicionan el desarrollo de 
las estrategias de reproducción social de los crianceros. Así, el 
incremento del avance en los espacios de borde por parte del 
capitalismo los ubica en una posición de vulnerabilidad a estos 
sujetos, en especial a quienes carecen de los títulos de propiedad de 
sus tierras y/o de permisos para ocuparlas (Comerci, 2018). 


Crianceros y trashumancia en crisis. La canalización de las 
demandas por el gobierno provincial 


Las acciones colectivas desarrolladas por los crianceros se 
circunscriben en diversos conflictos en donde su situación laboral se 
encuentra obstaculizada por múltiples factores: avance de alambrados, 
sequía y conflictos dentro del espacio comunitario.!”! En las protestas 
observamos distintos agentes que también se adhieren a las 
actividades: comunidades mapuches, organizaciones rurales y 
campesinas de todo el centro neuquino. El criancero es el principal 
actor de la ganadería trashumante; no obstante, esta última también 
puede ser practicada por crianceros criollos o mapuches. Como 
plantea Guagliardo: 


Criollos y mapuches sostienen esta práctica productiva como forma de vida y 
una cultura que preexiste a la formación de los estados nacionales y su 
vigencia y desarrollo actual, nos pone frente a un debate histórico sobre la 
propiedad de la tierra; la posibilidad de regular formas tradicionales de uso del 
suelo y la necesidad de construir políticas públicas integrales para el desarrollo 
de estos sistemas (Guagliardo, 2015, p. 9). 


Es por ello que las protestas de los crianceros se fueron 
desarrollando, según el diario Rio Negro, repetidamente durante los 
años 2010 al 2015 como consecuencia de los conflictos en los que se 
encuentran.!*! Como plantea Scribano (2003), es relevante distinguir 
los componentes de las condiciones de la acción colectiva, los 
conflictos que la originan, la emergencia y manifestación de los 
conflictos y los modos de reproducción de las aludidas condiciones. Es 
decir, dichas condiciones se van configurando en la medida en que el 
modelo de agronegocios trastoca de forma profunda el espacio rural y 
emerge el conflicto con los campesinos que practican la ganadería 
trashumante. 

Durante en el mes de noviembre de 2011, en el marco de la 
erupción del volcán Puyehue (Chile), la protesta de los crianceros se 
llevó a cabo en el ingreso de la ciudad de Zapala sobre la ruta 
nacional 22 mediante el formato de una volanteada.'”! Sus adherentes 
fueron las comunidades mapuches y organizaciones rurales y 
campesinas de todo el centro neuquino. Las demandas estaban en 
relación con las complicaciones climáticas luego de la erupción del 
volcán que amerito la enorme mortandad de animales, visibilizando 
una situación de “total abandono”, lo que motivó la exigencia de 
desembolsos de recursos para agua, transporte y forrajes. Dicha 
protesta duró 24 horas, mientras que un grupo de las comunidades 
mapuches continuaron dirigiéndose a la ciudad de Neuquén. En este 
caso, se observa una discontinuidad en relación con el sostenimiento 
de la misma, ya que algunos adherentes decidieron continuar con la 
protesta pero en la ciudad de Neuquén; esto se debe enmarcar en las 
diferencias que pueden haber entre los adherentes de la huelga. 

Otra protesta fue realizada en diciembre de 2013. La misma fue 
organizada por la Asociación Civil de Crianceros!'*! y comenzó en la 
rotonda que conecta la ruta 22 al centro de Zapala y culminó en la 
Municipalidad de dicha ciudad. Esta movilización tenía como 


demandas las mejoras habitacionales, garantizar el agua potable y las 
denuncias a las comunidades mapuches por desatender las viviendas 
que fueron dadas por el gobierno. En este caso el diario Rio Negro no 
aclara sobre su duración y adherentes, pero en comparación con la 
huelga mencionada anteriormente, son casi las mismas demandas, 
sobre todo la más memorable que es la falta de agua. 

Otra protesta a analizar es la que ocurrió en la Ruta provincial 7 
en agosto de 2015.'”! Dicha ruta conecta la ciudad de Neuquén con 
Río Negro, y la medida de fuerza tuvo como formato el corte de ruta, 
según el diario Río Negro por “los parceleros”, que se extendió por 
quince horas y la demanda fue la dotación de agua para sus animales. 

Por último, la protesta ocurrida en octubre de 2015 fue la más 
extensa que se registró en el diario, puesto que tuvo una duración de 
diez días.!'”! Esta ocurrió en la ruta nacional N' 22 y consistió en una 
cabalgata que salió desde Zapala a la casa de gobierno en la ciudad de 
Neuquén. Fue un corte de ruta realizado por los mismos crianceros en 
el que demandaban la liberación de los callejones de arreo,'''' 
ocupados por las comunidades mapuches, y la exigencia al gobierno 
provincial para que intervenga. También reclamaban la asistencia para 
acceder a forrajes y la construcción de viviendas rurales. En el caso de 
esta protesta, a diferencia de las otras, es interesante analizar su 
formato —la cabalgata- como modo de expresividad. Entendemos este 
aspecto como aquellas acciones en las que se concentran la pugna de 
los intereses y valorizaciones en juego que tienen la característica de 
reorientar la red conflictual (Scribano, 2003, p. 85). El productor 
trashumante se relaciona con los recursos en un marco y contexto 
específicos, partiendo de su forma de pensamiento hasta los distintos 
pasos y huellas recorridos, desde las decisiones respecto a la carga 
animal hasta el manejo de los recursos. 

Las causas predominantes que se observan y que llevan a las 
acciones colectivas son, por un lado, la sequía y, por otro lado, las 
dificultades que hay entre comunidades para llegar a un acuerdo sobre 
los cajones de arreo. Respecto de la sequía, recuperando los aportes de 
Bendini, Tsakoumagkos y Nogues (2005, p. 31), los crianceros no 
reconocen la desertificación, es decir que no observan en el ambiente 
donde desarrollan su trabajo como desierto ni al proceso de 
degradación y erosión como de desertificación. Ellos observan un 
“problema”, pero algunos lo atribuyen a condiciones naturales como 


ciclos de sequía prolongados y, otros, al sobrepastoreo y/o pastoreo 
continuo. No obstante, la mirada que tienen los empresarios 
ganaderos sobre dicho problema se refiere explícitamente al proceso 
de desertificación, pero como un problema ajeno a ellos: “como un 
proceso asociado a los crianceros y originado en la concentración de 
población y de carga animal (sobrepastoreo y predominancia de 
ganado caprino en los rodeos de los campesinos pobres)”. Es 
interesante observar las distintas representaciones que hay sobre un 
mismo problema de acuerdo al actor que lo representa o “narra”, 
parafraseando a quienes citamos antes, los ganaderos perciben las 
prácticas de conservación del suelo como una instancia para mejorar 
el incremento de su capacidad productiva y una vía para el logro de 
una mayor eficiencia y rentabilidad de su explotación. En su análisis 
empresarial, lo que hacen es comparar sus resultados con parámetros 
correspondientes a otras zonas agropecuarias del país, especialmente a 
los de la pampa húmeda. 

Por otro lado, para los crianceros estas prácticas son estrategias 
de existencia en torno a la reproducción social. Aquellos que cuentan 
con mayor capital se enfocan en técnicas que les permitan mantener y 
superar el umbral de capitalización, mientras que los menos 
capitalizados se encuentran presionados a adoptar técnicas de 
prevención y control de la desertificación para mantenerse dentro de 
la actividad como productores. 

En dicho contexto de dificultades para sostener la actividad 
trashumante, y luego de las acciones colectivas llevadas a cabo 
durante los años 2010 a 2015, tuvieron una repercusión en el ámbito 
legal. Y acá nos detendremos a explicitar cómo canalizó el gobierno 
provincial las demandas de dichos actores, teniendo en cuenta el 
régimen normativo de los callejones de arreo. La ley provincial 3016, 
publicada en el boletín oficial de la provincia de Neuquén el 30 de 
septiembre del 2016, logró instituir por primera vez en la historia 
jurídica provincial un régimen sistemático de la actividad de 
trashumancia, sin limitarse a establecer un mapa de callejones de 
arreos y alojos (Fernández, 2019). Dicha ley tiene como objeto, 
conforme al artículo 1, “garantizar fundado en el interés público, el 
derecho de las familias trashumantes de la provincia del Neuquén a 
transitar con su ganado por las huellas de arreo, para trasladarse de 
las zonas de invernada a las de veranada y viceversa, en 


trashumancia, conservando el ambiente y respetando el patrimonio 
natural y cultural de la zona”. Su finalidad según el artículo 2 es: 
establecer los criterios de creación, delimitación, modificación, gestión 
y protección administrativa de las huellas de arreo; valorar la 
trashumancia como práctica productiva y cultural, en relación con el 
desarrollo productivo, turístico y social, y difundir sus fundamentos; 
fomentar mediante actividades de conservación, recuperación, 
rehabilitación y restauración, el manejo y uso sustentable de las 
huellas de arreo; definir el ejercicio de los usos compatibles y 
complementarios a las huellas de arreo, articulando derechos y 
obligaciones de los usufructuarios. Si recuperamos la última protesta 
analizada, que se desarrolló en 2015, el detonante de la misma fue la 
liberación de los callejones de arreo, lo que podemos observar en esta 
última ley (que sigue en vigencia) pretende garantizar no solo el uso 
instrumental de los callejones de arreo y alojos, sino a la vez la 
conservación del ambiente y la subsistencia de la actividad 
trashumante considerándola integrante del patrimonio natural y 
cultural de la zona. 

En línea con lo que plantea Fernández (2019), se entiende por 
huellas de arreo o rutas de arreo la franja de terreno variable en 
función de la zona y las condiciones del terreno, que permite el libre 
tránsito de los animales que se trasladan de la veranada a la invernada 
y viceversa y comprenden los alojos, sesteos, aguadas y callejones.!'?' 
Lo que prevé la ley es que las mismas están destinadas, 
prioritariamente, al tránsito ganadero. No obstante, pueden tener 
otros usos compatibles o complementarios con la trashumancia. La 
legislación de esta ley es clave para comprender cómo el estado 
provincial canalizó las demandas y algunos de los conflictos que 
aquejan a la comunidad criancera puesto que, además, otra de las 
cuestiones relevantes a tener en cuenta como respuesta al conflicto es 
la conformación de la Comisión de las Huellas de Arreo (CHA). La ley 
incorpora el instituto de la red de huellas de arreo definiéndola como 
el conjunto de huellas de arreo existentes en la provincia ya relevadas 
por el Poder ejecutivo provincial o a relevarse en el futuro. Por 
consiguiente, lo interesante es que el gobierno provincial establece 
una concepción del ordenamiento territorial participativo puesto que 
la CHA está integrada por representantes de la Dirección Provincial de 
Tierras y la Subsecretaría de Producción, y por cuatro representantes 


genuinos de pequeños productores, que deben ser productores 
trashumantes avalados en espacios participativos de segundo grado 
con reconocimiento territorial. La comisión tiene como función: 
informar sobre los avances de la aplicación de la ley; conciliar los 
intereses de las familias trashumantes con la creación de huellas de 
arreo e infraestructura vinculadas con ellas; proponer a la autoridad 
de aplicación, programas, proyectos o normativas relacionadas con las 
familias trashumantes y las huellas de arreo; colaborar con la 
autoridad de aplicación en la elaboración y difusión de campañas de 
promoción de las actividades de trashumancia; asesorar a los distintos 
organismos vinculados con la seguridad vial, en materia de 
señalización y operativos e intervenir en las modificaciones de las 
huellas de arreo. La ley 3016 mantiene una pretensión sistemática en 
la regulación de la actividad de trashumancia, considerándola una 
actividad integrante del patrimonio natural y cultural y, por ende, 
arbitrando la consecución de distintos objetivos tendientes a 
garantizar su permanencia y desarrollo, siendo dos de dichos objetivos 
la configuración de una red de huellas de arreo generada con 
participación de los campesinos trashumantes, y el afianzamiento de 
la seguridad vial tanto de los trashumantes y sus animales como 
terceros. 

Si retomamos las nociones de Van der Linden (2019), y 
consideramos que nuestro análisis se centra en los trabajadores rurales 
y sus protestas, podemos observar un resultado sustantivo luego de las 
protestas en cuanto a que el gobierno de la provincia respondió 
inmediatamente a las demandas con la ley 3016 y, de este modo, 
finalizó el ciclo de protesta. Además, observamos que el fin del 
conflicto no dependió exclusivamente de los trabajadores crianceros, 
sino que fue el resultado del equilibrio de recursos existentes entre 
ambas partes, crianceros (criollos y mapuches), comunidades 
mapuches, organizaciones campesinas y el gobierno provincial. 


Conclusiones 


El modelo de agronegocios ha modificado de forma sustancial el 
espacio rural. Como plantea Maristella Svampa (2012), desde la lógica 
de la acumulación el nuevo consenso de los commodities, conlleva a la 
profundización de una dinámica de disposición o despojo de tierras, 


recursos y territorios, al tiempo que genera nuevas formas de 
dependencia y dominación. No es casual que en la literatura crítica de 
América Latina considere que el resultado de estos procesos sea la 
consolidación de un estilo de desarrollo extractivista (Svampa y Sola 
Alvarez, 2010), el cual debe ser comprendido como aquel patrón de 
acumulación basado en la sobre explotación de recursos naturales, en 
gran parte no renovables, así como la expansión de las fronteras hacia 
territorios antes considerados como “improductivos” (Svampa, 2012, 
p. 2). 

Este modelo extractivista no solo tiene en cuenta las actividades 
típicamente consideradas como tal (minería e hidrocarburos), sino 
también los agronegocios o la producción de biocombustibles, los 
cuales plantean una lógica extractivista mediante la consolidación de 
un modelo tendencialmente monoproductor que desestructura y 
reorienta los territorios, impacta de forma negativa a la biodiversidad 
y profundiza el proceso de acaparamiento de tierras. 

Es por ello que los conflictos crecieron de manera escalonada y, 
como sostiene Mancano Fernandes (2008) desde una perspectiva 
crítica, se pueden explicar a partir de los procesos de desarrollo, que 
involucran diferentes escalas geográficas y dimensiones de la vida. En 
nuestro caso puntual, las relaciones de poder presentes en la zona 
rural en donde convergen familias crianceras y comunidades 
mapuches, sumado a los conflictos que emergen como consecuencia 
del modelo agribusiness, deja en evidencia la poca legislación por parte 
del Estado provincial. Y si bien en estos últimos años se han 
promulgado leyes, como por ejemplo la ley provincial de 
trashumancia de Neuquén (3016), aun así, la situación de los 
crianceros y sus familias es muy crítica. Según advertimos, entre los 
detonantes en la puesta en escena durante las acciones colectivas se 
encuentra la sequía; dicha problemática sigue sin resolverse en el 
marco de una crisis socio-ambiental y la continuidad de una matriz 
dominada por los combustibles fósiles, la violación de derechos 
colectivos de pueblos originarios y el rol preponderante que se da al 
capital trasnacional y el destino de los beneficios económicos. 

Se evidencia la permanente intención de los crianceros en 
sostener la práctica trashumante, como se observa en las estrategias 
aplicadas referidas a la participación en espacios organizativos como 
los que mencionamos antes (CHA). Si bien algunas se diferencian en 


su origen y formas de construcción del poder, las vinculaciones 
políticas institucionales y la orientación de todos los reclamos 
expresan prácticas de organización tendientes a la consolidación de 
identidades socio políticas reivindicativas (Bendini y Stembreiger, 
2010, p. 70). 

En términos de tenencia, se ha mantenido hasta esta década, la 
convivencia de la propiedad privada de las mejores tierras con la 
ocupación de lotes fiscales por crianceros. Este proceso parecería 
comenzar a cerrarse y es el indicador más elocuente de una etapa de 
expansión capitalista en áreas marginales. La apropiación de la tierra 
-incluyendo el agua y las fuentes de biodiversidad- resulta necesaria 
para los patrones de acumulación del capital en la revalorización del 
espacio. De esta forma, la histórica sobrevivencia de estos campesinos 
a la colonización y apropiación inicial, y al reordenamiento y proceso 
de ciudadanización posterior, se torna más vulnerable en ambas áreas 
(Bendini y Stembreiger, 2010, p. 72). 

Los estudios sobre crianceros/as muestran que la forma en que se 
expande el capital en el área rural, las crisis periódicas de las 
actividades productivas (por el clima o el mercado), y las 
transformaciones en las necesidades básicas de servicios e 
infraestructura social, ameritan dinámicas territoriales que van más 
allá de transformaciones productivas e institucionales. Esto genera 
desde revitalización de pueblos hasta formas adaptativas productivas y 
laborales y de resistencia a la expulsión. Para los crianceros mapuches 
el territorio es el espacio en el que se desarrolla la cultura Mapuche, el 
cual comprende un todo (well mapu) e incluye los recursos naturales, 
la superficie y el subsuelo de la tierra, pero también las relaciones 
sociales. Como plantea Navedo (2008, p. 37), “la trashumancia es en 
sí misma un elemento de identidad cultural y representa un hecho 
central en sus vidas y particularmente en el ciclo productivo, 
otorgando al sistema características únicas”. Estas características son 
las que ameritan resistencias a las transformaciones o la 
implementación de “estrategias” por parte de dichos actores, como 
también se observan modificaciones en las ocupaciones y en las 
dinámicas ocupacionales familiares, como por ejemplo la 
pluriactividad y desplazamientos espaciales en los hogares 
campesinos. 

Por último, pero no menos importante, aplicar la perspectiva de 


género en los estudios agrarios son fundamentales para problematizar 
el rol de las mujeres crianceras, sus labores y, a su vez, las formas de 
apropiaciones del territorio y su participación en los conflictos. 
Identificar imágenes, acciones y prácticas de las mujeres rurales, nos 
permitirá a futuro mostrar el conjunto de relaciones que construyen la 
trama social y, con ello, los territorios. 


Referencias bibliográficas 


Azcuy Ameghino, E. y Fernández, D. (2019). El Censo Nacional 
Agropecuario 2018: visión general y aproximación a la región 
pampeana. Revista Interdisciplinaria de Estudios Agrarios, N* 51, 5-36. 

Barsky, O. y Gelman, J. (2009). Historia del agro argentino. De la 
Conquista hasta fines del siglo XX. Buenos Aires. Mondadori. 

Bendini, M., Tsakoumagkos, P. y Nogues, C. (2005). Los crianceros 
trashumantes en Neuquén. En M. Bendini y C. Alemany (comps.) 
Crianceros y chacareros en la Patagonia. Buenos Aires. Editorial La 
Colmena, 23-40. 

Bendini, M. y Stembreiger, N. (2010). Dinámicas territoriales y 
persistencia campesina: redefinición de unidades y espacios de 
trabajo de los crianceros en el norte de la Patagonia. Revista 
Transporte y Territorio, N” 3, 1-19. 

Bendini, M. y Preda, G. Y. (2016). Una productora del sur argentino. 
Trayectoria y Liderazgo. Revista de Ciencias Sociales, vol. 29, N” 39, 
91-109. 

Bertrand, M. (2011). Microanálisis, historia social y acontecimiento 
histórico. Revista Historia, N” 63-64, 141-149. 

Carini, G. (2019). “Escuchar a los que saben”: asociaciones agrarias y 
mediatización de saberes para una nueva agricultura durante la 
emergencia del agronegocio. Estudios, N” 41, 13-33. 

Cepparo, M. E. (2014). La complejidad de la marginalidad y sus 
derivaciones en el marco de las economías regionales: El caso de la 
producción caprina en el extremo sur de Mendoza. Geograficando, 
10(2). 

Comerci, M. E. (2018). Estrategias en espacios de borde. Santa Rosa. 
EdUNLPam. 

Craviotti, C. (2012). Los enfoques centrados en las prácticas de los 
productores familiares. Una discusión de perspectivas para la 


investigación en sociología rural. Revista Internacional de Sociología, 
vol. 70, N” 3. 

Fernández, J. C. (2019). El nuevo régimen legal neuquino en materia 
de trashumancia. En V Congreso Nacional de Derecho Agrario 
Provincial. Corrientes, 186-198. 

González Coll, M. (2008). Crianceros patagónicos trashumantes: un 
modo de producción que resiste a desaparecer. Revista TEFROS, vol. 
6, N” 1. 

Gordillo, M., Arriaga, A. E., Franco, M. J., Medina, L., Natalucci, A. y 
Solis A. C. (2012). La protesta frente a las reformas neoliberales en la 
Córdoba de fin de siglo. Córdoba. Ferreyra Editor. 

Gras, C. y Hernández, V. (2013). El agro como negocio: producción, 
sociedad y territorios en la globalización. Buenos Aires. Editorial 
Biblos. 

Gras, C. (2009). La agricultura familiar en el agro pampeano: 
desplazamientos y mutaciones. En J. M. Cerdá y T. Gutiérrez 
(comps.) Trabajo agrícola. Experiencias y resignificación de las 
identidades en el campo argentino. Buenos Aires. CICCUS, 17-40. 

Gras, C. y Hernández, V. (coords.) (2009). El fenómeno sojero en 
perspectiva: dimensiones productivas, sociales y simbólicas de la 
globalización agrorural en la Argentina. Buenos Aires. 

Gras, C. y Hernández, V. (2013). Los pilares del modelo agribusiness y 
sus estilos empresariales. En C. Gras y V. Hernández (coords.) El 
agro como negocio. Producción, sociedad y territorios en la 
globalización. Buenos Aires. Biblos, 17-49. 

Gras, C. y Hernández, V. (2013). Asociatividad del empresariado 
agrícola en Argentina. AACREA y AAPRESID en perspectiva. En J. 
Muzlera y A. Salomón (coords.) Sujetos sociales del agro argentino. 
Configuraciones históricas y procesos de cambio. Rosario. Prohistoria, 
36-67. 

Guagliardo, E. (2015). Ganadería trashumante. Desafíos y Debates en 
torno a la regulación de usos tradicionales del suelo. El caso de los 
trashumantes en el norte neuquino. En Tercer Congreso Nacional de 
Derecho Agrario Provincial, noviembre, 1-12. 

Hocsman, L. (2011). Transformaciones productivas e impactos sociales 
agrarios en años de neoliberalismo. Villa María. Universidad Nacional 
de Villa María. 

Lattuada, M. (2006). Acción colectiva y corporaciones agrarias en la 


Argentina. Transformaciones institucionales a fines del siglo XX. Bernal. 
Universidad Nacional de Quilmes. 

Lattuada, M. (2014). Políticas de desarrollo rural en la Argentina: 
Conceptos, contexto y transformaciones. Temas y debates, 27, 13-47. 

López Castro, N. (2012). Persistencia en los márgenes. La agricultura 
familiar en el sudoeste bonaerense. Buenos Aires. CICCUS. 

Muzlera, J. (2009). Chacareros del siglo XXI. Herencia, familia y trabajo 
en la pampa gringa. Buenos Aires. Imago Mundi. 

Muzlera, J. y Salomón, A. (eds.) (2019). Diccionario del Agro 
Iberoamericano. Buenos Aires. Teseo. 

Navedo, R. M. (2008). Uso de los recursos naturales, prácticas y lógicas 
de acción en comunidades mapuche del oeste de Neuquén. Tesis de 
Maestría. La Plata. Facultad de Ciencias Agrarias y Forestales, 
Universidad Nacional de La Plata. 

Neffa J. C. (1998). Modos de regulación, regímenes de acumulación y sus 
crisis en Argentina (1880-1996). Buenos Aires. Eudeba. 

Neiman, G. (2010). Los estudios sobre el trabajo agrario en la última 
década: una revisión para el caso argentino. Mundo Agrario, vol. 10, 
N” 20, 1-20. 

Scribano, A. (2003). Reflexiones sobre una estrategia metodológica 
para el análisis de las protestas sociales. Sociologías Porto Alegre, 
64-104. 

Svampa, M. (2009). Protesta, movimientos sociales y dimensiones de 
la acción colectiva en América Latina. Ponencia presentada en las 
“Jornadas de Homenaje a Charles Tilly”. Universidad Complutense 
de Madrid-Fundación Carolina. 

Svampa, M. (2012). Consenso de los commodities, Giro ecoterritorial 
y Pensamiento crítico en América Latina. Revista de Observatorio 
Social de América Latina, 1-25. 

Svampa, M. y Sola Alvarez, M. (2010). Modelo minero, resistencias 
sociales y estilos de desarrollo: los marcos de la discusión en la 
Argentina. Ecuador Debate, 79, 105-126. 

Tarrow, S. (1997). El poder en movimiento. Movimientos sociales, acción 
colectiva y política. Madrid. Alianza. 

Tiscornia, L., Nievas, I., Alvarez, G., Brizzio, J., Vechina, M., y Percaz, 
J. (2000). Los estancieros de la provincia de Neuquén. Vigencia de 
la gran propiedad territorial. Cuadernos del PIEA, 12, 9-42. 

Van der Linden, M. (2019). Trabajadores y trabajadoras del mundo. 


Ensayos para una historia global del trabajo. Buenos Aires. Imago 
Mundi. 


pue 


. UNC. « 

2. Recuperamos el concepto de campesino como clase social puesto que nos permite 
no solo interpretar analíticamente las características y dinámicas socioeconómicas 
que lo constituyen, sino dar cuenta del horizonte político implícito y explícito, en 
las modalidades de relaciones históricamente conflictivas con otras clases del 
campo, así como su particular modo de territorializarse (Hocsman, 2013). « 

3. Entre los principales programas se pueden mencionar: el Programa Social 
Agropecuario (PSA), el Proinder, el Plan Ovino (permite obtener un beneficio de 
compensación económica para pequeños y medianos productores de lana ovina), el 
Plan Caprino (propone la recuperación, fomento y desarrollo de la actividad 
caprina) y el Programa Mohair (programa nacional para el mejoramiento de la 
producción y calidad del Mohair). Retomando a Lattuada (2014) estos proyectos 
son productos de las iniciativas de la neo modernización del ajuste estructural del 
Consenso de Washington y de los programas de última generación. « 

4. Muchas de estas organizaciones cuentan con liderazgos de mujeres que 
aprehendieron el “oficio” de crianceras a través de sus padres, aunque, 
generalmente, enfrentan problemas estructurales que las obliga a irrumpir su 
participación activa en organizaciones comunitarias y sectoriales (Bendini y Preda, 
2016). Asimismo, se advierte una invisibilización del trabajo de las mujeres 
crianceras en las estadísticas provinciales y nacionales lo que dificulta ponderar su 
participación económica en la reproducción de las unidades productivas. « 

5. El espacio comunitario está comprendido por los parajes tanto de veranada e 
invernada, casi respetando la misma configuración espacial de las unidades 
residenciales. Las relaciones en dicho espacio se plasman a través de las asambleas 
generales de la comunidad y la rogativa anual. Ambas actividades reúnen a la 
mayoría de las familias de la comunidad, una de índole más socio político y 
organizacional (las asambleas) y la otra de índole social y religioso. « 

6. Para realizar dicho análisis, se confeccionó una base de datos de los distintos 
diarios donde se enuncian dichas protestas. « 

7. Crianceros neuquinos llevaron la protesta a la Ruta 22. Rio Negro (4 de noviembre 
de 2011). General Roca. https://www.rionegro.com.ar/crianceros-neuquinos- 
llevaron-su-protesta-a-la-ESRN_746299/ « 

8. Esta asociación nace en Zapala (provincia de Neuquén) teniendo como principales 
objetivos la mejora en los precios de comercialización de la producción del sector, 
tanto como el aumento y diversificación en la productividad. Señalan como pilares 
de su programa, al sostenimiento de los aspectos sociales de los crianceros y la 
ejecución de un plan de lucha contra la desertificación. Además, solicitan políticas 
estatales de apoyo ante las emergencias climáticas, como por ejemplo las sequías 
que diezman sus ganados. « 

9. Crianceros cortaron la ruta 7 por falta de agua. Rio Negro (4 de agosto de 2015). 
General Roca.  https://www.rionegro.com.ar/crianceros-cortaron-la-ruta-7-por- 
falta-de-agua-LBRN_7878604/ « 

10. Cabalgata de crianceros de Zapala. Rio Negro (23 de octubre de 2015). General 
Roca. https: //www.rionegro.com.ar/cabalgata-de-crianceros-de-zapala- 
ACRN_7977046/ « 

11. Conforme a la ley provincial de Trashumancia (3016), se resolvió la preservación 

de la Red de las Huellas de Arreo. Con esta nueva norma se define a la ruta de 

arreo O callejón de arreo como la franja de terreno de treinta metros de ancho 

mínimo que permite el libre tránsito de animales desde los campos de invernada a 

los de veranada y viceversa; se le otorga naturaleza jurídica y se define como 

servidumbre administrativa de tránsito o dominio público a las huellas de arreo. 

Los corredores de arreo, principalmente los ubicados en las zonas centro y norte de 

la provincia, se encuentran perfectamente delimitados, merced al trabajo realizado 

por el Ministerio de Desarrollo Territorial de la provincia. « 


12. Los cuatro elementos que integran la “huella de arreo” o ruta de arreo son 
definidos por la misma ley. La norma entiende por «alojo» al lugar destinado al 
descanso de los animales y de las familias trashumantes durante la noche, por 
«sesteo» al lugar destinado a un breve descanso durante el mediodía, por «aguadas» 
a la fuente de agua, natural o artificial, y sus formas de reserva, necesaria para dar 
de beber a los animales y que, en general, coincide con los alojos y/o sesteo; y por 
«callejones» a la franja de terreno con límites laterales fijos, naturales o artificiales, 
que permite el libre tránsito de los animales de las familias trashumantes que se 
trasladan de la veranada a la invernada y viceversa, constituyendo el espacio por 
donde circulan los animales (Fernández, 2019, pp. 190-195). « 


A modo de cierre, o cómo sintetizar los 
aportes del libro 


Los editores 

El agro argentino de los siglos XX y XXI, sus actores e instituciones 
constituyeron el denominador común para los estudios reunidos en 
este libro. En un país tan extenso y diverso como el nuestro, donde las 
heterogeneidades geográficas e históricas estructuran el escenario 
actual, las escalas de observación y las variadas posturas disciplinares 
puestas en acción se conjugaron para ponderar y construir los objetos 
de estudio que aquí hemos priorizado. La participación de colegas 
pertenecientes a varias disciplinas -aunque con predominio de la 
Historia-, con lugar de trabajo en distintos centros académicos y 
universidades argentinas, otorgaron una mirada plural y federal. La 
importancia de historizar los territorios se amalgamó con la historia 
de cada una de estas regiones, al tiempo que los sujetos sociales y las 
instituciones que le dan vida constituyeron los principales focos de 
intereses. La conjunción de estos factores devino en una obra colectiva 
que pretende aportar a las discusiones sobre las problemáticas 
agrarias, al tiempo que asume el desafío de cubrir ciertos “vacíos” 
historiográficos. 

Para concretar la elaboración de este libro se realizaron acuerdos 
con criterios dialógicos y colaborativos entre las personas que 
intervinieron. Se partió de una propuesta metodológica rigurosa para 
ponderar tres ejes nodales: agro, Estado y sujetos sociales. El corpus 
documental de fuentes primarias se complementó con las voces de las 
y los protagonistas a través de publicaciones periódicas, la prensa 
escrita, el trabajo de campo y la realización de entrevistas. La premisa 
consistió en dar cuenta no únicamente de lo que el Estado y la 
academia plantean respecto de los sujetos sociales, sino asentar qué 
piensan estos últimos y cómo lo dicen. En el mismo tono, las distintas 
perspectivas teóricas enriquecieron los análisis y posibilitaron pensar 
los tópicos desde enfoques conceptuales disímiles, abordar problemas 
analíticos complejos y generar nuevos interrogantes. 


Presentar al libro en dos secciones permitió organizar la 
estructura del mismo en temas que no solo guardan relación, sino que 
establecen diálogos entre sí. En este sentido, las iniciativas estatales 
para el agro fueron pensadas y abordadas para analizar el rol y las 
acciones del Estado en sus distintas escalas. En clave historiográfica 
las contribuciones enfatizaron que dicha premisa requiere una mirada 
compleja e integral del fenómeno estatal y sus agentes en diversos 
ciclos políticos y económicos, no solo para dar cuenta de las políticas 
dirigidas al sector u orientadas en pos de la modernización (a través 
de instituciones y maquinarias), sino también para abordar las 
técnicas y los procesos que habilitaron el despliegue de innovaciones 
biológicas. Subyace aquí la premisa sobre la circulación de saberes y 
de conocimientos aplicados a casos concretos. 

El territorio asume un lugar de privilegio para ponderar la 
capacidad estatal, hecho que se observa en las producciones 
académicas y en las discusiones en reuniones científicas. En esta 
compilación, la variable territorial adquirió un protagonismo 
destacado, con lo cual se enriquecieron los abordajes con ópticas 
disímiles. Así, las características que asumió la mediación política de 
las instancias partidarias en relación con el agro durante el proceso de 
reconstrucción democrática, constituyen una propuesta original 
respecto al objeto de estudio y a la construcción del problema de 
investigación. La dimensión territorial también fue ponderada a partir 
de los conflictos y las relaciones de poder. En el caso concreto de las 
políticas viales, el análisis trascendió la visión estatalista, triunfalista y 
coyuntural, hacia otra que colocó el foco en las disputas de las 
poblaciones situadas en territorios concretos. La escala micro permitió 
aprehender las particularidades que asumen las políticas estatales in 
situ. 

El juego de escalas resultó fundamental para ponderar al Estado 
en acción, como también para visibilizar la intervención de otros 
agentes y miembros de la sociedad civil. En el agro argentino se 
enfrentaron históricamente dos realidades: las de las regiones 
centrales, por un lado, y las de aquellas llamadas “periféricas”, por 
otro lado. Los márgenes rurales presentan connotaciones disímiles en 
lo que refiere a las especializaciones productivas, su impacto en el 
mercado (interno o externo) y los análisis sobre la capacidad estatal 
en dichas latitudes. El libro cuenta, a su vez, con estudios que analizan 


varios ex Territorios Nacionales, cuya definición analítica actual 
responde a criterios teóricos, metodológicos e ideológicos. La noción 
de espacios subnacionales emerge como un postulado analítico que, 
para los casos de Formosa y Chaco, permitió observar la política 
agraria a partir del desarrollo territorial en aras de alcanzar una 
mayor productividad. Otra de las categorías analíticas para estudiar 
los espacios rurales es la denominada “cuestión agraria” que, para el 
caso formoseño, es complementado con la noción de “periferia 
extrema” para explicar el desarrollo del capitalismo y las relaciones 
capitalistas en espacios alejados de los centros de decisiones políticas 
y económicas. 

El segundo bloque, agrupado bajo el rótulo de agro: actores, 
prácticas, tensiones y conflictos, dirigió la óptica hacia los sujetos 
sociales, pero sin desconocer los vínculos con las agencias estatales, 
las entidades privadas y demás integrantes de la sociedad civil. Las 
diversidades regionales devienen, en esta parte del libro, como ejes 
transversales en los distintos análisis. La variedad y multiplicidad de 
actores sociales ponderados otorgaron una heterogeneidad de casos en 
términos analíticos y empíricos. Así, fue factible apreciar cómo el rol 
de los primeros empresarios en el agro pampeano y la incorporación 
de nueva maquinaria agrícola se transformaron en un elemento 
imprescindible en el proceso de diferenciación agraria, ya que 
permitió incrementar la productividad del trabajo y cultivar parcelas 
de mayores dimensiones. La explotación de los asalariados y la 
expoliación de los agricultores operaron como factores fundamentales 
del “secreto” de la competitividad. 

La ganadería ha sido pensada históricamente como un espacio de 
gestión masculina. No obstante, en el agro pampeano, más 
concretamente en las explotaciones dedicadas a la lechería, el trabajo 
familiar adquirió una relevancia fundamental, al tiempo que 
determinó sus particularidades. Las mujeres como protagonistas y la 
perspectiva de género como clave analítica fueron fundamentales para 
visibilizar el rol femenino en la actividad. Este es un aspecto relevante 
de la propuesta, ya que son conocidos los obstáculos para investigar a 
las mujeres en esos ámbitos, entre otras cosas por la escasez de 
registros escritos. Por tal motivo, la contribución del trabajo sobre las 
mujeres en el sector lechero resulta valiosa, al tiempo que denota la 
significación que adquieren recursos como las memorias y los 


testimonios orales para registrarlas y construir evidencia empírica al 
respecto. 

El apartado cuenta con tres contribuciones que analizan desde 
distintas ópticas a antiguos Territorios Nacionales. Las relaciones entre 
lo normativo, las costumbres y las prácticas de los actores en relación 
con la ocupación de la tierra emergieron como dispositivo analítico 
para dar cuenta de la importancia y el acceso a la misma en la 
conformación de los estados provinciales hacia mediados del siglo XX. 
Las agroindustrias ocupan un lugar central en estos espacios 
periféricos, donde no abundan los desarrollos industriales como en el 
caso de las metrópolis. La mirada puesta en la actividad yerbatera 
posibilitó analizar las prácticas de acción colectiva y las estrategias 
económicas desplegadas por los sujetos sociales para persistir en un 
agro cambiante y dinámico. El desarrollo del capitalismo en el sector 
generó la concentración del capital, factor que contribuyó a la 
descapitalización y a la formación de un mercado oligopsónico. Con la 
categoría de “marginal” se estudió a esta región, interrogándose sobre 
las causas de la persistencia y agudización de dicha condición. 

La familia como eje central de la reproducción social deviene 
fundamental para el análisis del agro y sus actores. El tópico 
constituyó el objeto de estudio para analizar a los crianceros 
neuquinos. La organización del proceso productivo y del trabajo, el 
acceso a los recursos (principalmente la tierra), como así también los 
mecanismos de herencia y transmisión del patrimonio fueron las 
variables analíticas ponderadas. La originalidad de la contribución 
radica en la posibilidad de reconocer las relaciones de poder que se 
ejercen en los márgenes rurales y en cómo se generan resistencias y 
correlación de fuerza con actores, que para el caso de estudio 
involucra también a pueblos originarios. Además, fue factible advertir 
la escasa legislación generada por parte del Estado provincial y la 
relevancia de atender a las dinámicas territoriales que van más allá de 
transformaciones productivas e institucionales. Ello es fundamental 
para comprender las estrategias adaptativas, las dinámicas productivas 
y laborales e incluso las formas de resistencia desplegadas en espacios 
situados. 

En este sentido, las contribuciones reunidas en este libro dan 
cuenta de la importancia que tienen en los estudios sociales las 
problemáticas del agro y sus actores. La propuesta pretende formar 


parte de las obras de consulta sobre las que hemos hecho referencia en 
la presentación. Dialogar con colegas de las diferentes ramas de las 
ciencias sociales y de distintas unidades académicas de la Argentina 
constituye una de las premisas que perseguimos. Debatir y 
problematizar forman parte de la constante construcción del 
conocimiento. Para finalizar esta obra colectiva y polifónica, queremos 
resaltar que no constituye una síntesis apresurada, al tiempo que los 
capítulos no se asumen como piezas de un rompecabezas para formar 
un todo. Las distintas contribuciones intentaron ser aportes destinados 
a profundizar los estudios y pensar al objeto agro desde distintas 
ópticas. En este sentido, si el resultado despierta más y nuevos 
interrogantes, la empresa habrá cumplido su propósito. 


